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Al análisis y aporte multidisciplinar para favorecer la superación de condiciones 
estructurales de pobrezas, desigualdades y procesos de exclusión que enfrentan 
nuestras sociedades, debemos pensar las emergencias sociales como un núcleo de 
fenómenos que ameritan una esfera de planeación social y estratégica nacional en 
el marco de las políticas públicas, que impliquen recursos de Estado, líneas de in-
vestigación interdisciplinares, metodologías preventivas y procesos de intervención 
social  en contextos complejos.

Estos parámetros de conceptualización conceptual, lamentablemente, no han 
permeado políticas públicas pro activas, que permitan subsanar vacíos de planea-
ción de gestión integral de riesgos, construir procesos participativos comunitarios 
y sustentar legislaciones que recuperen la experiencia internacional en derechos 
humanos en materia de cultura de la paz, la importancia de crear líneas de investi-
gación e intervención de Trabajo Social en sistemas de protección civil, comunitaria 
y familiar; la necesidad de extender cláusulas de protección legal, fi nancieras y psico 
socio médicas, no sólo a víctimas de violencias sino también de desastres; la inter-
vención comunitaria para la movilización de recursos institucionales y familiares 
no sólo para incentivar la cultura del simulacro de sismos, sino para activar sistemas 
informales y alternativos de resguardo, contención y protección, particularmente 
de población más vulnerable.
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Las emergencias sociales evidencian la exposición –por sorpresa o por evolución 
silenciosa–, a procesos sociales y circunstancias límite, pudiendo desencadenar 
efectos invaluables sobre poblaciones y familias enteras, en la esfera de su salud e 
integridad personales, sus bienes, patrimonios y territorios.

Mientras con previsión o no, la vida humana afronta  acontecimientos inespera-
dos, es importante recuperar la diferenciación que establece el fi lósofo del derecho 
Ernesto Garzón entre catástrofe y calamidad en la esfera de lo público, imbricando 
historia, política y vida cotidiana en la conceptualización:

“Distinguiendo entre una catástrofe –que no es causada por el hombre y 
resulta inevitable– y una calamidad –donde ocurre la acción planeada y la res-
ponsabilidad de los seres humanos–” (Garzón, 2004).

En efecto, las primeras se materializan a través de eventos o acontecimientos 
que causan daño a los seres humanos –a sus propiedades, sus vidas, sus afectos– y 
son provocadas por causas y amenazas naturales. Es el caso típico de los terremotos 
o los tsunamis. La fuerza de la naturaleza puede implicar pérdidas materiales y 
personales irreparables. 

Las calamidades son eventos que causan pérdidas, dolor y sufrimiento pero que 
son provocadas por acciones humanas. Es el caso de las guerras, las violaciones de 
derechos humanos, la violencia criminal, los desplazamientos forzados internos.

El terreno de las calamidades es pues un ámbito imputable a responsabilidades 
individual profesionales públicas, a instituciones y tomadores de decisión. Si, como 
podemos inferir con Garzón Valdés, el carácter trágico  y miserable que deviene en 
las calamidades, reviste una responsabilidad normativa (moral, jurídica) y debemos 
agregar, comunitaria, en tanto entraña entornos directos, a los que autoridades e 
instituciones, deben su razón, misión y representación política, administrativa y 
constitucional. 

En el extremo, las calamidades, en tanto dependen de la  voluntad humana en 
su acción u omisión, son fuente de desolación, sufrimiento e incluso deshumani-
zación: la violencia excepcional doméstica, la que implica la inacción y abandono 
de las instituciones ante consecuencias de desastres, pero también la que produce 
una política radical consabida como genocida o represiva estatal, tienen las mis-
mas derivadas lamentables sobre el destino de colectivos. Antes, durante y en el 
inter de estos límites contextuales que llegan a acontecer y padecerse, provocados 
en los hechos e inacción por actores responsables directamente imbricados, es 
posible desplegar la actuación prudente, planifi cada, informada y preventiva, con 
efi cacia cultural y comunitariamente consensada, en la esfera determinante de 
cada entorno.
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Por extensión analítica, la deshumanización comunitaria de los efectos de una 
calamidad –el olvido, el abandono, la anomia moral que deriva en indiferencia 
respecto a las víctimas–, el proceso de deterioro social del respeto a la dignidad del 
prójimo, es un delicado vector resultante que puede anudar, como tragedia doble, 
re victimización o peligro consumado, a la catástrofe y a la calamidad.

Las catástrofes en tanto siniestros que escapan al control humano, implican 
sin embargo, una emergencia social que debe atenderse no sólo en su dimensión 
reactiva y humanitaria, sino también en una estructurada valoración de sus causas, 
consecuencias y adversidades con costos no sólo materiales sobre puentes, caminos 
e infraestructura en las ciudades, sino sobre vidas humanas y comunidades enteras, 
que resultan postradas por huracanes, temblores, deslaves, incendios forestales, 
socavones, derrumbes, descarrilamientos y diversas catástrofes, que por su potencial 
de daño o por su fuerza destructiva, y en el plano social, diversos acontecimientos 
que implican calamidades manifi estas en emergencias sociales asociadas a múlti-
ples factores, como los megaproyectos y  derivadas de la violencia provocada por 
corrupciones institucionalizadas u organizaciones criminales del país o a escala 
transnacional.

Emergencias sociales como los desplazamientos forzados internos llegan a con-
formarse como fenómenos sociales sin agenda política, sin evaluación de impacto, 
sin políticas públicas participativas, sin esquemas de protección civil y sin procesos 
de intervención articulados con las comunidades y familias afectadas, desde la es-
fera de los derechos humanos suspendidos en los hechos hasta las trayectorias de 
vida, llegando a carecer de seguimiento sistémico profesional multidisciplinar y de 
Estado (normalmente cifrada en acciones asistencialistas de corto plazo). 

En efecto, las emergencias sociales suponen efectos múltiples a nivel social, en 
la fl echa del tiempo de las consecuencias y en las consecuencias inmanejables e 
inadvertidas por las propias comunidades. La fase post desastre amerita pues una 
esfera de actuación multidisciplinar que las instituciones públicas responsables, 
los propios organismos internacionales e instituciones educativas de educación 
superior especializadas en su estudio y en la valoración de sus procesos de atención, 
ya que se dista mucho en las realidades institucionales de México y España, de 
haberse generado aun estrategias y protocolos preventivos efi caces y diseminados 
en los sectores sociales a fi n de interiorizar la consciencia y la praxis de una cultura 
preventiva en diversas dimensiones de las emergencias sociales, pero también de 
tener guías de intervención comunitaria y protocolos de atención institucional-
universitarios-multidisciplinares, capaces de traducirse en sistemas de información 
pública y procesos participativos con capacidad de reacción a emergencias sociales, 
que sensibilicen y fomenten gestión integral y recursos culturales en entornos y 
comunidades educativas y las que están expuestas a mayores niveles de riesgo. 
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Deben diseminarse buenas prácticas que desarrollen a escala no sólo institu-
cional, procesos inclusivos en cultura de género, gestión intercultural del riesgo, 
gestión urbano / arquitectónico de las vulnerabilidades comunitarias en una lógica 
planifi cada y anticipada de las amenazas y riesgos, intervenciones familiar comu-
nitarias de prevención, reacción y equilibrio psico social post emergencias sociales.

Una emergencia social parece nuclear en su seno desastres y calamidades 
inmediatas y mediatas: supone que las capacidades institucionales inter agencias 
/ gubernamentales / organizacionales, de la localidad, las entidades federativas y 
del país, pueden eventualmente desperdigar esfuerzos, recursos, infraestructuras, 
conocimientos y capacidades de protección, ayuda, distensión, acompañamiento 
y respuesta psico socio médico humanitaria, que permitan la preservación de la 
integridad, la salud y la vida de las personas, familias y comunidades vulneradas 
en diversas magnitudes y temporalidades, destacadamente indígenas, pobres y 
migrantes, in situ y en los perímetros de las zonas de desastre: redes y sistemas 
que implican servicios de protección, auxilio y aprovisionamiento, que permitan 
responder a la inseguridad alimentaria, desnutrición, violencia de género, racismo 
y exposición a enfermedades que han de preverse a sobrevivientes familiares; co-
munidades desplazadas dada la consecuente y abrupta ruptura de lazos y vínculos 
comunitarios, evitándose al máximo procesos de recuperación y reconstrucción 
social inconexos, opacos en la administración y gestión, con apego a los derechos 
humanos de víctimas y damnifi cados, exentos de participación, confi anza y credi-
bilidad socio comunitarias. 

La participación social y comunitaria de víctimas de desastres, desplazamientos 
internos forzados, de calamidades socio políticas institucionales como las que he-
mos señalado, sobre todo en las etapas y procesos de recuperación y reconstrucción, 
y no limitadas a su esfera de vivienda, resultan holísticas y fundamentadas cuando 
se preservan garantías sociales, de derechos humanos y de seguridad humana, en 
tanto articula respeto a la dignidad, sentido de equidad, corresponsabilidad en lo 
individual, lo comunitario y la dimensión socio económica de oportunidades y de 
rendición de cuentas desde la órbita de la gestión pública.

El caso mexicano exacerba los contenidos y fenómenos de emergencia social 
que deben ser objeto de una planifi cación sistémica integral preventiva, pero tam-
bién de procesos de gestión integral del riesgo novedosos, que recuperen estrategias 
participativas y organizativas de las comunidades mismas, cuyo sentido práctico, 
de reconocimiento entre la gente de identidades y de potencialidades de resiliencia, 
dista mucho del que puede esbozarse desde el seno de la actuación de funcionarios 
y esferas de gestión gubernamentales.  

La reducción de afectaciones en pérdidas de vida y materiales, la mitigación del 
cambio climático y la adopción de procesos de resiliencia que ayuden a superar el 
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stress social, el trauma y episodios de ideación suicida y trauma crónicos duraderos, 
así como la capacidad de restauración del tejido socio comunitario en el proceso 
mismo de reconstrucción post emergencia social, implica pues el nudo crítico de 
la intervención multidisciplinar en que profesionales de lo social deben marcar 
la pauta en todos los niveles, desde el inicio hasta el fi nal del desastre, durante el 
proceso de puesta en escena de los protocolos de atención de emergencia y huma-
nitaria y en las fases post desastre, que implican la no especulación inmobiliaria  y 
des virtuación de donaciones, recursos públicos y privados y sistemas de acompa-
ñamiento, que propician un nivel mayor de exclusión y que estaban destinados a 
la población desplazada o víctima.

CONSIDERACIONES CRÍTICAS

La disciplina de Trabajo Social, como los profesionales de lo social que inter-
vienen a escala multidisciplinar en contextos complejos, tiene ante sí un desafío 
interdisciplinar que refi ere a recuperar las lecciones mundiales y particularmente 
mexicanas de desastres y calamidades, para articular procesos, estrategias, modelos, 
líneas de investigación e intervención disciplinar y contextual en una dimensión 
múltiple de emergencias sociales, que exigen respuestas antes, durante y después 
de episodios trágicos por la fuerza de la naturaleza y con ésta, por la imprudente 
producción humana de obras, acciones e inversiones indiscriminada en sus efectos 
nocivos, sociales, económicos y climáticos. 

En el caso mexicano, con millones de familias que viven en ciudades y terri-
torios expuestos a permanente riesgo geo sísmico y con ello a los riesgos asociados 
a la corrupción de la industria inmobiliaria y a los derivados de la no planeación 
urbano arquitectónica compleja en términos de las megalópolis y a los procesos 
mismos asociados a la adopción masiva de vivienda social irregular, contrae laten-
tes temores sociales que no han sido sistematizados ni articulados en un complejo 
despliegue multinivel de estrategias, protocolos y modelos de atención preventivos 
de emergencias sociales. 

Las emergencias sociales pueden contener niveles de desconcierto, zozobra, 
colapso de servicios públicos (comunicación, protección civil, paramédicos y via-
lidades), trauma y tragedias mediatas e inmediatas y en sus consecuencias visibles 
y no visibles, con el despliegue táctico y voluntariado de atención, protección civil 
y socorro que a la postre puede ser impedido de llegar a tiempo para salvar vidas 
o exponer la salud y la vida de quienes lo proveen o, involuntariamente, causa de 
saturación o de daños irreparable en el auxilio emergente, en la búsqueda y rescate 
de vidas humanas y animales (un capítulo pendiente de capacitación y autocui-
dado de profesionalización y sensibilización social con jóvenes y universitarios, 
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fundamentalmente), lo que permitirá favorecer tecnologías de comunicación, 
traslado vial y estrategias de comunicación horizontal alternas a las institucio-
nalmente convencionales, evidenciando la imperiosidad de saber daños en las 
infraestructuras, ubicación de albergues, erosión de servicios de agua y luz, fugas 
de gas, brigadas de valoración de daños en inmuebles y terrenos que puedan re-
sultar riesgosos post sismo o post inundación, impacto de los daños en negocios; 
edifi cios colapsados y edifi cios en construcciones viejas; espacios y viviendas a las 
que no se les ha provisto de auxilio y apoyo emergente; todo ello puede derivar en 
escenarios más inmanejable y trágicos según la dimensión de la emergencia social 
por desastre / calamidad, dado que quienes resultan más vulnerables por ejemplo 
en hábitat metrópolis como la Ciudad de México, pacientes, personas adultas y 
personas con discapacidad se debaten entre quienes más riesgo han de enfrentar, 
tienen limitaciones funcionales y menor capacidad de reacción vital tienen para 
enfrentar lo que se presente postrándoles post crisis, eventualmente, a una condi-
ción de orfandad socio económica, de víctimas patrimoniales y fuera del sistema 
de atención, salud y servicios. 

Naciones y comunidades de primer mundo que tienen estas mismas potenciales 
causalidades de origen geológico y proto emergencias, han desarrollado culturas 
de sensibilización, resiliencia y reacción cotidianas que disminuyen la exposición 
de segmentos sociales amplios y vulnerables a la muerte, la discapacidad, la enfer-
medad y al desplazamiento forzoso. 

Y a tono con la era global, debe subrayarse que las nuevas tecnologías educa-
tivas y de comunicación han transformado la naturaleza y la práctica del trabajo 
social y los escenarios de las ciencias exactas, las humanidades y las ciencias socia-
les. Una gama de nuevos procedimientos digitales ha abierto una dimensión más 
amplia en materia de investigación, terapias, intervenciones y redes sociales sobre 
diversos campos tradicionales y emergentes de ejercicio y aporte multidisciplinar. 
Justamente, los contextos, problemáticas, diagnósticos y desafíos que implican las 
emergencias sociales, deben recuperar esta dimensión aplicada de las tecnologías 
y los profesionales de lo social potenciar sus soluciones y estrategias de atención, 
promoción de derechos y sistemas de información en tiempo real que permita 
afrontar la crisis en su desarrollo y en la etapa post reconstrucción y no sólo para 
las poblaciones / familias y comunidades que resultan afectadas y vulneradas sino 
también en benefi cio de la participación corresponsable y democrática de las ju-
ventudes y las sociedades. 
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Sumario: 1. Introducción. 2. Desplazamiento forzado interno y vulnerabilidad social. 
3. Pensar los desastres sociales. 4. Ideología y políticas públicas 5. Normatividad interna-
cional. 6. Conclusiones y propuestas. 7 Referencias. 8. Anexos: 1: Personas desplazadas a 
nivel mundial por desastres, 2008-2017. 2: Personas desplazadas en México por desastres, 
2008-2017. 3: Personas afectadas por desastres en México, 2000-2017. 4: Personas dam-
nifi cadas por desastres en México, 2012-2017. 

Resumen: El desplazamiento forzado interno (DFI) es una modalidad de la migración, 
plantea la crítica al enfoque de la migración como expresión de la libertad de tránsito de 
las personas. Es una expresión de crisis humanitaria no incluido en la agenda política; la 
evaluación de  impactos y la política de protección civil no incluyen el DFI. 
El DFI por desastres no es reconocido institucionalmente, la responsabilidad del Estado 
centra la intervención en acciones asistenciales de carácter coyuntural sin incidir en las 
causas. En el mundo y en México predomina –en los lenguajes político, mediático, en 
diversos ámbitos académicos y en la vida cotidiana–, el término “desastre natural”, desde 
una operación discursiva e ideológica que suprime de la percepción, de las decisiones po-
líticas y de los diseños de política pública la causalidad de los desastres, mediante discursos 
de inevitabilidad. Los desastres son sociales, pero son reducidos a los efectos inmediatos, 
sin incidencia en la vulnerabilidad, por lo que la principal opción institucional es atender 
la emergencia. 
Deben mitigarse los desastres a futuro, generando procesos de recuperación posdesastre 
orientados a atender las causas con enfoque preventivo, considerando a las personas des-
plazadas como sujetos de derecho, diseñando políticas públicas participativas. 
Reconceptualizar el DFI asociado a desastres como crisis estructural, contribuye a cono-
cer la complejidad de las interrelaciones sociedad-naturaleza y a diseñar nuevas políticas 
enfocadas en la gestión integral de riesgos de desastre.
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Conceptos centrales: Desastres, vulnerabilidad, desplazamiento forzado interno, recu-
peración posdesastre, políticas públicas, derechos humanos, gestión integral de riesgos 
de desastre.

1. INTRODUCCIÓN 

El desplazamiento forzado interno (DFI) es parte de la crisis humanitaria vin-
culada con otros delitos de lesa humanidad. El Estatuto de Roma defi ne el traslado 
forzoso como “el desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expulsión u 
otros actos coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos 
autorizados por el derecho internacional” (artículo 7). 

Sin embargo la falta de reconocimiento por parte del Estado mexicano (Pérez, 
Barbosa y Castillo, 2019) provoca falta de prevención y atención, y la sobrevivencia 
de los desplazados compleja vulnerabilidad personal y colectiva.

En este trabajo identifi camos tres causas de DFI en México. Primero, la vio-
lencia ejercida por organizaciones delincuenciales y por el Estado (Pérez, Bachi, 
Barbosa y Castillo, 2019). Segundo, los megaproyectos donde existen casos con 
violencia contra las comunidades afectadas en resistencia (IDMC, 2016: 43). Ter-
cero. Los desastres, sobre todo los asociados con amenazas naturales. (Mejía, 2019).

El discurso institucional hegemónico invoca los “desastres naturales”, coad-
yuvando a ocultar responsabilidades y desconocer los derechos humanos de las 
víctimas, (“damnifi cados” en México), que sufren daños y pérdidas y que requieren 
apoyos externos al carecer de capacidad de recuperación. Sin embargo ante dife-
rentes desastres, el término ha sido deconstruido y resignifi cado por las propias 
víctimas, que se han organizado y movilizado, en México (Rodríguez, 2014 y 
2017), en Brasil y Chile (Marchezini, 2014, p. 278), con capacidad propositiva y 
de movilización.

En trabajo social es obligado profundizar en el conocimiento de este confl icto 
estructural ligado con la emergencia social. Sugerimos profundizar en la cons-
trucción de proyectos de gestión integral de riesgo de desastre con orientación 
preventiva y participativa basada en un enfoque de derechos. 

2. DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO Y VULNERABI
LIDAD SOCIAL

Se reconoce en México que el DFI también es causado por desastres (Díaz y 
Romo, 2019; Pérez, Barbosa y Castillo, 2019). El desafío central es revertir su des-
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conocimiento que es un modo de ocultar el problema; debe superarse la noción de 
“desastre natural”, que invisibiliza las causas estructurales de esta crisis humanitaria.

El DFI se relaciona con la problemática de los desalojos forzosos que violan el 
derecho a la vivienda adecuada (OACNUDH, 1997), incluido en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tratado que establece el 
mandato de garantizar la indivisibilidad, la progresividad y la irrenunciabilidad 
de estos derechos. 

El DFI ha sido asociado en México con violencia. En menor grado se recono-
cen otras causas del DFI: 1) megaproyectos y actividades económicas diversas en 
regiones y comunidades, en algunos casos ejerciendo violencia contra las comuni-
dades, además del diseño de programas de reubicación que facilitan la expansión 
de los megaproyectos (Bilak et al, 2016: 43); 2) desastres, considerando los tipos de 
amenaza (sismos, inundaciones fl uviales, costeras y urbanas; erupciones volcánicas) 
(CNDH, 2016; Pérez, Barbosa y Castillo, 2019; Pérez, Bachi, Barbosa y Castillo,  
2019; Díaz y Romo, 2019).

Tanto en México como en algunas agendas internacionales se presta poca 
atención al DFI por desastres, resultante de la política de inacción del Estado, 
por omisiones y por decisiones políticas (Pérez, Barbosa y Castillo, 2019: 23). En 
casos recientes se constata la violación de derechos humanos por la errática polí-
tica gubernamental que impide la participación de damnifi cados en el proceso de 
reconstrucción (CDHDF, 2018).

Acerca de la población afectada, la Comisión Económica para América Latina 
defi ne dos tipos. 1) “Población afectada primaria”, incluye las personas “que sufren 
los efectos directos” (muertos, heridos e “incapacitados”, albergados y desplazados 
que vivían en el territorio dañado); 2) “Población afectada secundaria y terciaria”: la 
secundaria se compone por las personas que sufren “otras consecuencias” (pérdida 
de empleo o de ingresos) en el territorio, la terciaria son las personas que sufren 
consecuencias indirectas sin habitar en el territorio del desastre (vgr. quienes pa-
decen colapso en el suministro de agua a varios kilómetros). (CEPAL, 2014: 51).

 Panorama global y nacional
Estadísticas recientes muestran que número de casos de casos de desplazamien-

to por desastres en el mundo suma más de 246 millones de personas en el periodo 
de 2008 a 2017 (ver Gráfi ca 1), superando este proceso de expulsión masiva en 
todos esos años los desplazamientos por confl icto y violencia (IDMC, 2016: 9; 
IDMC, 2018: 2). 

En el caso de México hay estimaciones internacionales que dan un total de 2.3 
millones de personas desplazadas por desastres en la misma etapa (ver gráfi ca 2), 
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destacando el año 2017, cuando los casos nuevos de desplazados ascendió a 195 
mil personas, principalmente por efectos de la confl uencia entre el sismo del 19 de 
septiembre y la vulnerabilidad en varias localidades urbanas y rurales. 

Cifras del gobierno mexicano dan cuenta de un total de 6,174 desastres en el 
periodo 2000-2017 (Cenapred, 2018), principalmente vinculados con amena-
zas naturales (entre otras: ciclones tropicales, inundaciones, granizadas, lluvias, 
tormentas, deslaves, hundimientos, sismos, sequía, heladas, nevadas, incendios 
forestales), lapso en el cual se registra el dato de casi 53 millones de personas afec-
tadas, correspondiendo al periodo 2008-2017 más de 39 millones (ver gráfi ca 3). 

Adicionalmente el registro de población damnifi cada para el mismo periodo 
2012-2017 reporta un total de 1.7 millones de personas (ver Gráfi ca 4).

 Damnifi cados y desplazados: víctimas del desastre y de las políticas guberna-
mentales

En México la organización institucional y el marco normativo para el asunto 
de los desastres es la protección civil, con énfasis en acciones asistenciales de corto 
plazo. El fundamento legal y sus aplicaciones programáticas privilegian la atención 
de la coyuntura inmediata, débil en prevención y recuperación a mediano y largo 
plazos. 

Investigar las causas de los desastres no implica generar estudios académicos 
con carácter judicial y forense en el sentido jurídico (Oliver-Smith et al, 2016), 
es pertinente documentar como causa de desastres la corrupción y la negligencia 
para lograr una adecuada reducción del riesgo de desastre. Las intervenciones 
gubernamentales imponen a las víctimas, mayoritariamente, un estado de inde-
fensión al excluirlos de las decisiones que les conciernen directamente y reducirlos 
a benefi ciarios de acciones asistencialistas. La carencia de bases normativas y éticas 
para judicializar y hacer justiciables los derechos humanos ante desastres, legitima 
la ideología que adjudica a la naturaleza un carácter de exterioridad (Oliver-Smith 
et al, 2016; Lavell y Maskrey, 2018).

En el ámbito del DFI destaca el alojamiento provisional en “albergues” ofi ciales, 
donde predominan prácticas de control burocrático y maltrato a damnifi cados, 
que padecen la violación de sus derechos humanos (Calderón, 1993; CDHDF, 
2018). Lo anterior a pesar de que el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia es responsable de coordinar la prestación de servicios especializados 
de protección y, en su caso, de integración al bienestar, de diferentes sujetos de la 
asistencia social, destacando los indígenas migrantes, desplazados o en situación 
vulnerable y personas afectadas por “desastres naturales” (Ley de Asistencia Social, 
art. 4, fracciones III y XI).
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El DFI a mediano plazo implica sobrevivir en un contexto de precarización y 
mayor deterioro de las condiciones de vida, teniendo un peso decisivo la ruptura 
de lazos familiares y comunitarios (Pérez, Bachi, Barbosa y Castillo, 2019). A largo 
plazo las difi cultades enfrentadas por los sobrevivientes involucran desde la tensión 
en las comunidades receptoras, difi cultades de integración en dichas comunidades, 
terminación de la ayuda humanitaria o asistencia social, impunidad y pérdida de 
tierras y bienes, pobreza, y falta de reparación del daño (CNDH, 2016).

Internacionalmente los Principios Rectores para Desplazados Internos son el 
principal instrumento que enuncia medidas de asistencia a las personas desplaza-
dos, defi nidos como:  

Las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a es-
capar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como 
resultado o para evitar los efectos de un confl icto armado, de situaciones de 
violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes 
naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera 
estatal internacionalmente reconocida (Numeral dos de la introducción de los 
Principios Rectores para Desplazados Internos, 1998).

3. PENSAR LOS DESASTRES SOCIALES

Todo desastre es social. Cabe señalar que los servicios de inteligencia  mexicanos 
consideran como amenazas y riesgos a la seguridad nacional los desastres, reite-
rando que la principal actuación institucional frente a los desastres corresponde a 
las fuerzas armadas, concepción inscrita los planes nacionales de desarrollo desde 
1980, refrendada con la reciente adscripción de esta instancia en la Secretaría de 
Seguridad Pública y Protección Ciudadana (Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal), y en los contenidos del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. 
No se asume que los desastres son sociales; desde una perspectiva tecnócrata y 
asistencialista el desastre se reduce a los efectos,  a su vez reducidos a la dimensión 
inmediata, sin indagar en las causas. Por ello la opción institucional es atender la 
emergencia, sin mitigar a futuro ni generar procesos de recuperación y recons-
trucción enfocados a transformar las condiciones de vulnerabilidad respetando la 
dignidad de las personas. 

En impactos humanos se distinguen a nivel internacional dos categorías: 1) 
fallecimiento (personas con muerte confi rmada, desaparecidos y con presunción 
de defunción); 2) afectación afectadas, (lesionadas, sin vivienda, y afectadas 
(CRED, 2018: 4 y 5). Otros reportes dan cuenta personas afectadas y fallecidas, 
recientemente incorporan la migración forzada por desastres (IFRC-RCS, 2016). 
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También se aportan datos documentando que la mayoría de desplazados en 2017 
“abandonaron sus hogares a raíz de desastres” (FISCR-MLR, 2018, p. 182). 

 Recuperación y desplazamiento forzado
El naturalismo y el autoritarismo se fusionan para dar cabida a defi niciones 

institucionales frente a desastres, las declaratorias formales de desastre o calamidad 
pública confi guran los escenarios de desastre como sinónimos de emergencia, aco-
tando su duración en función de las acciones asistenciales y de contención social 
y territorial, basadas en la suspensión de facto de las garantías y derechos sociales. 
Se legitima así el estado de excepción, privilegiando la administración excluyente 
de la crisis, de esta manera tenemos que 

Entre las violaciones más comunes está la del derecho a una vivienda digna 
y adecuada: la permanencia por varios años en campamentos de damnifi cados 
y refugios precarios, a la espera de la reconstrucción, es un aspecto encontrado 
en Brasil, México, Guatemala, Colombia, Perú, El Salvador y Chile. A la pre-
cariedad de las viviendas se suman la difi cultad de acceso al agua potable, las 
defi ciencias de los sistemas de saneamiento, los defi citarios servicios médicos, 
la inseguridad alimentaria, la violencia de género, los maltratos, los abusos 
sexuales, la desnutrición y las enfermedades. (Marchezini, 2014: 271)

Un soporte de las políticas ante desastres es la tecnología, que paradójica-
mente no es sólo concreción y aplicación de conocimientos para el bienestar y el 
desarrollo, sino en factor de riesgo sistémico. Cuando ocurren desastres asociados 
con la tecnología, procesos químicos e industriales, se ha utilizado el término de 
accidente, si bien hay casos en que la magnitud es de tal alcance, que se reconocen 
tangencialmente los desastres “tecnológicos”. En la clasifi cación se sostiene que 
son parte de los desastres “provocados por el hombre” o antropogénicos. Adicio-
nalmente, la tecnología para monitoreo geofísico o atmosférico y para diseñar 
sistemas de alerta temprana no contribuye por sí misma a resolver problemas de 
vulnerabilidad social.

 Teorización y reconceptualización de los desastres: entre las causas y los efectos
Como sucede con otros asuntos públicos, la producción científi ca –sobre todo 

la generada en ciencias sociales y disciplinas afi nes, así como en aportaciones inter 
y multidisciplinarias–, contribuye al propio desarrollo científi co y académico en 
investigación, docencia y difusión, sin tener la misma incidencia en la evaluación 
y diseño de políticas públicas.
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Los aportes en este campo de conocimiento no son reconocidos políticamente 
en la valoración gubernamental, limitada a pensar las amenazas como explicación 
última de los desastres. Se omite así la valoración de las decisiones políticas, las 
políticas gubernamentales, los proyectos económicos, las contradicciones sociales, 
la devastación ambiental y ecológica, y las transformaciones territoriales, como 
factores subyacentes que contribuyen a explicar las causas de los desastres. 

4. IDEOLOGÍA Y POLÍTICAS PÚBLICAS

Las políticas públicas involucran organización institucional, marco normativo, 
programas y presupuestos, no sólo los postulados jurídicos y programáticos. En 
México la organización institucional y el marco normativo diseñados en materia de 
desastres se basa en la protección civil, basada en esquemas de auxilio y respuesta, 
sin desarrollo en materia de prevención y con precarios avances en materia de re-
cuperación y reconstrucción con apego a los derechos humanos de los desplazados. 

El DFI en contextos de desastre se relaciona con la etapa de recuperación pos-
desastre en lo tocante a programas gubernamentales de reconstrucción, tanto fuera 
de las zonas devastadas como in situ. También se relaciona con las reubicaciones 
“preventivas”.

No concebimos el marco jurídico como simple referente normativo, expresa 
ideología, diseño o arquitectura institucional centrada en emergencia (Alcántara 
et al, 2019). Tres cuerpos jurídicos remiten a tres modalidades de organización 
institucional en México. La Ley General de Protección Civil rige el quehacer del 
gobierno federal en materia de desastres. Esta ley denomina a las víctimas en térmi-
nos tales que no implica su reconocimiento como sujetos de derechos (Rodríguez, 
Briones, Garza y Mejía, 2017): 

Damnifi cado: Persona afectada por un agente perturbador, ya sea que haya 
sufrido daños en su integridad física o un perjuicio en sus bienes de tal manera 
que requiere asistencia externa para su subsistencia; considerándose con esa 
condición en tanto no se concluya la emergencia o se restablezca la situación de 
normalidad previa al desastre; (art. 2, fracción XIV)

Evacuado: Persona que, con carácter preventivo y provisional ante la po-
sibilidad o certeza de una emergencia o desastre, se retira o es retirado de su 
lugar de alojamiento usual, para garantizar su seguridad y supervivencia (art. 
2, fracción XIX);

Albergado: Persona que en forma temporal recibe asilo, amparo, alojamiento 
y resguardo ante la amenaza, inminencia u ocurrencia de un agente perturbador; 
art. 2, fracción II) 
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La Ley General de Cambio Climático reformada en 2016, incorporó el des-
plazamiento interno, sin reconocer su carácter de forzado; rige la actuación insti-
tucional en materia de cambio climático. 

Artículo 28. La federación, las entidades federativas y los municipios, en el 
ámbito de sus competencias, deberán ejecutar acciones para la adaptación en la 
elaboración de las políticas, la Estrategia Nacional, el Programa y los programas 
en los siguientes ámbitos:

VII. Ordenamiento ecológico del territorio, desplazamiento interno de per-
sonas provocado por fenómenos relacionados con el cambio climático, asenta-
mientos humanos y desarrollo urbano.

Artículo 30. Las dependencias y entidades de la administración pública 
federal centralizada y paraestatal, las entidades federativas y los municipios, 
en el ámbito de sus competencias, implementarán acciones para la adaptación 
conforme a las disposiciones siguientes:

II. Utilizar la información contenida en los atlas de riesgo para la elaboración 
de los planes de desarrollo urbano, reglamentos de construcción y ordenamiento 
territorial de las entidades federativas y municipios; y para prevenir y atender el 
posible desplazamiento interno de personas provocado por fenómenos relaciona-
dos con el cambio climático. (cursivas nuestras)

La Ley General de Víctimas, promulgada en el año de 2013 incluye desde 2017 
reformas que incluyen el desplazamiento interno; esta ley establece las atribuciones 
de la Comisión Especial de Atención Víctimas (CEAV). La ley estipula los derechos 
de las víctimas a que las políticas públicas tengan enfoque transversal de género, 
además de enfatizar la atención a personas “en situación de desplazamiento interno” 
(art. 7, fracción XXI). Acota derechos de ayuda, asistencia y atención, la “ayuda 
médica y  psicológica especializada de emergencia a las víctimas de desplazamiento 
interno (art. 8, párrafo 3); las facultades del Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia para brindar alojamiento y alimentación (artículo 38); 
medidas especiales de asistencia y atención con enfoque diferencial (artículo 45), 
atención educativa (art. 47); y el debido registro, atención y reparación (art. 79, 
párrafo 7). Sin embargo no es reconocido el carácter forzado del desplazamiento. 

Cabe mencionar que el Registro Nacional de Víctimas (RENAVI) solo cuenta 
con el reconocimiento legal de 13 personas víctimas de desplazamiento interno por 
violencia, no se ha reconocido a víctimas de desastre. Lo anterior se agrava porque

El desplazamiento interno forzado no ha sido reconocido ofi cialmente en 
México, y el país carece de un marco jurídico-normativo específi co para atribuir 
responsabilidades y orientar la actuación de las instituciones gubernamentales 
frente a la problemática. Ante este escenario, no existen programas o institu-
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ciones encargadas de atender de manera integral y especializada a las víctimas 
de desplazamiento interno forzado. (CMDPDH, 2019)

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha insistido durante los últimos 
años en que se reconozca el DFI, con el objetivo de tomar medidas para atenderlo. 
Su defi nición parte de los “desastres naturales” y como ocurre con desplazados por 
violencia y megaproyectos, prevalecen condiciones de desprotección, violaciones 
reiteradas de los derechos humanos, en un ambiente de omisión institucional rei-
terada; se incurre en contradicción al plantear que “los desastres naturales que no 
son el resultado de la intervención del ser humano”, aunque afi rma que es posible 
acotar la responsabilidad del Estado, y reconocer que este tipo de desplazamiento 
es forzado por que las personas abandonan sus hogares para “ponerse a salvo” 
(CNDH, 2016: 3, 25-26, 49-50 y 105). 

El desplazamiento de personas a causa de desastres naturales es también de 
naturaleza forzada, pues las personas sin tenerlo planeado ni tener opción, tienen 
que abandonar sus hogares para efecto de ponerse a salvo de estos fenómenos. 
El gobierno de Puebla, por un lado, acepta la existencia de desplazamiento por 
desastres naturales y, por el otro, justifi ca la inexistencia de programas específi cos 
pues asegura que el DFI no existe en su territorio. (CNDH, 2016: 105)

La CNDH formuló un protocolo para atender y proteger a las víctimas de DFI, 
con apego a los Principios Rectores de 1998, acotando lineamientos que deben 
seguir los servidores públicos para la atención a las víctimas de DFI. Sin embargo 
se reitera una defi nición que coadyuva a perpetuar la evasión institucional sistémica 
de responsabilidades al hacer alusión a “desastres naturales” como causa de DFI 
(CNDH, 2017). 

Actualmente destacan en el ámbito legislativo dos iniciativas de ley general. La 
primera presentada en la Cámara de Senadores se enfoca a un esquema de atención 
a víctimas (de la Peña, 2018); la segunda sobre DFI con un carácter más amplio 
que la primera, presentada en la Cámara de Diputados (García Soto, 2019). Por 
su parte, la CNDH (2018a y 2018b) elaboró propuesta de reforma al artículo 73 
constitucional y de ley general sobre DFI.

  
 El desplazamiento por desastre
La modalidad más conocida de desplazamiento remite a la reubicación de per-

sonas que están viviendo el desastre o que estarían enfrentando riesgo inminente.
En el caso mexicano hay consenso académico en que los casos exitosos en este 

ámbito de intervención posdesastre se observan cuando existe participación en la 
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decisiones de la población damnifi cada o desplazada en todo el proceso, desde el 
diseño hasta su ejecución; pero son pocos los casos exitosos por tres motivos,: 1) la 
imposición de proyectos de reubicación y reconstrucción se limita a la vivienda; 2) 
se reubica a pobladores a zonas de riesgo igual o mayor respecto al sitio de origen; y 
3) por ser reubicaciones diseñadas para despojar de sus espacios de vida y trabajo a 
comunidades que deben ser evacuadas de terrenos con plusvalías futuras o presentes  
(Briones, 2010; Cuevas y Seefoo, 2005; Macías, 2008; Rodríguez, 2014; Rodríguez, 
Cuevas y Arellano, 2016; Martínez y Gerritsen, 2018).  En este orden de ideas, se 
plantea que la reconstrucción in situ es posible, cuando se generan acuerdos para 
colocar en el centro del debate y de las soluciones las propuestas de las víctimas del 
desastre, como ocurrió con el proceso de reconstrucción habitacional (en el Distrito 
Federal) posterior a los sismos de 1985, contrastando con posteriores programas de 
reconstrucción (Rodríguez, 2017). También se plantea que las reubicaciones se de-
fi nan atendiendo criterios de seguridad humana: económica, alimentaria, de salud, 
ambiental, personal, comunitaria y política (Buchenrieder, Mack and Balsah, 2017).

Otra postura valida las reubicaciones “preventivas” ante la supuesta inevita-
bilidad de que ocurran impactos destructivos por amenazas naturales y ofrecer 
seguridad a las personas en nuevos asentamientos, a partir de proyectos diseñados 
sin considerar la participación social (Correa, 2011), este tipo de proyectos se 
legitiman con el discurso del ordenamiento territorial (Coneval, Sedatu, 2013).

Deben rediseñarse la organización institucional y el marco jurídico-programático, 
con mayor cercanía y respeto a la población desplazada, desde una gestión integral 
de riesgo de desastre que reconozca el derecho a la información bajo principios de 
efi ciencia y equidad, integralidad, transversalidad, corresponsabilidad y rendición 
de cuentas (Alcántara et al, 2019), priorizando la seguridad humana y la observancia 
irrestricta de los derechos humanos (Rodríguez, Briones, Garza y Mejía, 2017).

En particular debe acatarse lo dispuesto en la Observación General a los des-
alojos forzosos (OACNUDH, 1997), que plantea que el derecho a la vivienda 
adecuada se vincula con otros derechos humanos, y la violación de este derecho 
afecta el resto de los derechos de la población que sufre desalojos o desplazamiento.
 
5. NORMATIVIDAD INTERNACIONAL

México como Estado Parte del Sistema de Naciones Unidas ratifi ca tratados y 
suscribe instrumentos no vinculantes, asume responsabilidades para incorporar en 
el marco jurídico nacional y promover diseños institucionales y de política pública 
conforme a los postulados internacionales. La Estrategia Internacional para la Re-
ducción de Desastres de Naciones Unidas, hoy Ofi cina de Naciones Unidas para 
la Reducción del Riesgo de Desastres, recientemente incorporó en sus diagnósticos 
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la variable del DFI. La Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático, con aportes del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, 
ha avanzado en la confi rmación de la causalidad societal del riesgo climático, con-
siderando sus intersecciones con los desastres asociados con ciclones tropicales, 
sequías y inundaciones, por ejemplo, bajo la idea parcial de “eventos extremos”. 

A continuación se enuncian diversos esfuerzos internacionales para incidir en 
EL DFI causado por desastres, cuya conceptualización e inclusión en el derecho 
internacional es una tarea pendiente.

Iniciativa Nansen. Ante la insufi ciencia de respuestas para asistir y proteger a 
las personas desplazadas desastres y por los efectos del cambio climático se crea 
esta Iniciativa, que se fundamenta en la recomendación sobre:

La adopción de medidas para mejorar el entendimiento, la coordinación y 
la cooperación en lo que respecta al desplazamiento, la migración y el traslado 
planifi cado como consecuencia del cambio climático, cuando corresponda, a 
nivel nacional, regional e internacional. (numeral 14, inciso f, del Acuerdo de 
Cancún 2010 de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático)

Aunque no tiene carácter vinculante, pretende orientar las respuestas a desa-
fíos urgentes y complejos del desplazamiento en el contexto de cambio climático. 
La Plataforma sobre Desplazamiento por Desastres, creada en 2016 se sustenta en 
esta iniciativa, buscando dar cumplimiento a la Agenda para la Protección de las 
Personas Desplazadas a través de Fronteras en el Contexto de Desastres y Cambio 
Climático suscrita por 109 países, incluido México, que forma parte del grupo 
directivo. El desplazamiento en contexto de desastre es defi nido como 

(…) situaciones donde las personas se ven forzadas u obligadas a dejar su lugar 
de origen o residencia habitual a raíz de un desastre o para evitar ser afectados 
por los impactos de una amenaza natural inmediata y previsible. Este tipo de 
desplazamiento es originado por el hecho que las personas afectadas están (i) 
expuestas a (ii) una amenaza natural en una situación donde (iii) son demasiado 
vulnerables y carecen de la resiliencia para resistir el impacto de esa amenaza. 
Los efectos de las amenazas naturales (incluidos los efectos adversos del cambio 
climático) son lo que puede superar la resiliencia o capacidad de adaptación de 
una comunidad o sociedad afectada y de esta manera provocar un desastre que, 
a su vez, puede ocasionar el desplazamiento. (Iniciativa Nansen, 2015: 17).

Proyecto Esfera. El Proyecto Esfera es una iniciativa creada en 1997 por diversas 
organizaciones de carácter humanitario –destacando la Federación Internacional 
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de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja–, para asistir a las víctimas de desastres así 
como de confl ictos armados; justifi ca su actuación bajo dos principios primordiales 

primero, que las personas afectadas por un desastre o un confl icto armado 
tienen derecho a vivir con dignidad y, por lo tanto, a recibir asistencia; y segun-
do, que se deben tomar todas las medidas posibles para aliviar el sufrimiento 
humano ocasionado por los desastres y los confl ictos armados. (Proyecto Esfera, 
2011: 4).

Desde un enfoque de derechos centrado en las personas se busca implementar 
acciones de preparación, respuesta y recuperación antes desastres, fomentando la 
participación de las personas afectadas. 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) (Naciones Unidas, 2015c). Este docu-
mento es la base de la Agenda 2030, entre sus 17 objetivos y 169 metas que deberán 
ser alcanzados en el periodo 2015-2030, destacan los siguientes: 

Fomentar la resiliencia de las personas que se encuentran en situaciones 
vulnerables, reducir  su exposición y vulnerabilidad a “fenómenos extremos” 
por clima y desastres (económicos, sociales y ambientales) (meta 1.5, Objetivo 
1). Reducir signifi cativamente las muertes y reducir las pérdidas económicas 
(respecto al producto interno bruto) por desastres (meta 11.5, Objetivo 11). 
Aumentar (en 2020), las ciudades y asentamientos humanos que adopten y ejer-
zan políticas y planes para promover la inclusión, el uso efi ciente de los recursos, 
la mitigación del cambio climático y la adaptación, así como la resiliencia ante 
los desastres, desarrollando en todos los niveles la gestión integral de los riesgos 
de desastre (meta 11.7 b). Fortalecer la resiliencia y capacidad de adaptación 
frente a riesgos asociados con cambio climático y los “desastres naturales” (meta 
13.1, Objetivo 13) 

Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 (Naciones 
Unidas, 2015a). Este instrumento sin efectos vinculantes fue aprobado en 2015. 
Establece cuatro prioridades: Comprender el riesgo de desastres; Fortalecer la go-
bernanza del riesgo de desastres para gestionar dicho riesgo; Invertir en la reducción 
del riesgo de desastres para la resiliencia; y Aumentar la preparación para casos de 
desastre a fi n de dar una respuesta efi caz y “reconstruir mejor” en los ámbitos de 
la recuperación, la rehabilitación y la reconstrucción. Se indica que entre 2008 y 
2012 “144 millones de personas resultaron desplazadas por desastres” (Naciones 
Unidas, 2015a: 10). Por lo que se reconoce la necesidad de fortalecer la resiliencia 
y la reducción del riesgo de desastres para disminuir el riesgo de desplazamiento.

Acuerdo de París (Naciones Unidas, 2015b). Aprobado en la 21ª Conferencia 
de las Partes (COP 21), es de carácter vinculante, México lo ratifi có en 2016. Tiene 
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por objeto “reforzar la respuesta mundial a la amenaza del cambio climático, en 
el contexto del desarrollo sostenible y de los esfuerzos por erradicar la pobreza” 
(artículo 1, numeral 1). En materia de desplazamiento forzado se estipula en las 
Decisiones para hacer efectivo el Acuerdo “(…) evitar, reducir al mínimo y afrontar 
los desplazamientos relacionados con los efectos adversos del cambio climático” 
(numeral 50).

Nueva Agenda Urbana (Naciones Unidas, 2017). Instrumento no vinculante, 
aprobado en la Conferencia Hábitat III (Ecuador, 2016). En materia de desplaza-
miento forzado se plantea poner fi n a la discriminación en sus múltiples formas, 
asegurar el respeto a los derechos humanos, asegurar el empleo digno y productivo, 
combatir y prevenir los desplazamientos mediante la mejora de la oferta de vivienda 
asequible y sostenible.

6. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Los desastres son parte de la realidad social, por la vulnerabilidad diferencial 
los riesgos correspondientes no se explican por interpretaciones de causalidad na-
turalista o accidentalista que separa los efectos inmediatos de las causas de fondo, 
no reductibles a la inevitabilidad, debiendo reconocerse la confl uencia de procesos 
estructurales con coyunturas que expresan las interrelaciones de daños y pérdidas 
con decisiones políticas y estructuras económicas generadoras o potenciadoras de 
riesgos. 

El DFI, expresión de movilidad forzada por circunstancias ajenas a la voluntad 
de las personas, condensan violaciones a derechos humanos y muestran el carácter 
autoritario de regímenes políticos más preocupados por preservar una seguridad 
nacional reducida a estabilidad política, control social y fomento de inversiones, 
más que por garantizar la seguridad humana integral.

A contracorriente con los hallazgos científi cos, predomina en las explicacio-
nes gubernamentales de los efectos destructivos de los desastres la intención por 
deslindar de responsabilidades a inversionistas, servidores públicos y otros agentes 
generadores de riesgos de desastre, ocultando procesos sistémicos de irresponsabi-
lidad, con argumentos naturalistas. 

Un efecto de los desastres particularmente grave es el DFI. No sólo hay pérdida 
de vivienda, como se describe en los discursos políticos al reducir el problema a la 
existencia de damnifi cados como personas sin vivienda, atendibles con medidas 
de auxilio y rescate para superar la crisis, sin incorporarlos en el proceso de toma 
de decisiones al prevalecer el protagonismo político-institucional. 
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Debe reconocerse el DFI en contextos de desastre como crisis humanitaria 
multidimensional. Hay pérdida de referentes de vida, del patrimonio tangible, se 
sobrevive en situación de ruptura del tejido social (familiar y comunitario). Con 
el transcurso del tiempo se prolonga la condición de víctimas en estado de inde-
fensión y con escasas posibilidades de soluciones duraderas con justicia, aunado a 
lo anterior se acumulan daños psicosociales, sin olvidar la pérdida de documentos, 
vivienda, medios de producción. 

Deben cambiar métodos, estilos y modos de intervención político-institu-
cional orientados a no prolongar durante meses o años el DFI aumentando la 
vulnerabilidad de las víctimas: la etapa de recuperación posdesastre, identifi cada 
institucionalmente con reconstrucción y vuelta a la normalidad, debe integrarse 
en una política pública orientada a reconocer la participación de los sujetos des-
plazados como decisiva en el diseño, puesta en marcha y evaluación de programas 
y actividades de reconstrucción con apego a los derechos humanos procurando la 
prevención y mitigación a futuro.
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Gráfi ca 2. Personas desplazadas en México por desastres, 2008-2017. 
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EL TRABAJO SOCIAL EN LAS EMERGENCIAS 
NATURALES: APROXIMACIÓN A LA INTERVENCIÓN 

PROFESIONAL DESDE UN ENFOQUE TEMPORAL
EL TRABAJO SOCIAL EN LAS EMERGENCIAS NATURALES...

Itzia r Herrero Muguruza
Ejerc icio Libre e Instituto Foral Acción Social - Diputación Foral de Bizkaia (España). iciarherrero@

hotmail.com

Sumario: 1. Introducción.2. Clasifi cación de las emergencias.3. Conceptualización 
temporal de los desastres. 4 Riesgos naturales en España. 5.Funciones profesionales se-
gún las fases de la emergencia: 5.1. Funciones preemergencia. 5.2. Funciones durante la 
emergencia. 5.3. Funciones postemergencia. 6. Conclusiones.

Resumen: Las emergencias son situaciones en las que los profesionales determinan la 
necesidad de intervención inmediata tanto para tratar de reparar las secuelas como para 
mitigar los daños ocasionados por dicho evento. Dichos daños y secuelas pueden obser-
varse en todas las áreas que conforman al ser humano como realidad bio-psico-social, así 
como en todos los niveles en los que éste se relaciona (familiar, grupal, comunitario). De 
la vocación de atender todas las necesidades que surgen en este tipo de eventos potencial-
mente traumáticos nace la intervención de los profesionales del Trabajo Social.
Analizaremos las funciones de la profesión en un tipo concreto de emergencias, las provo-
cadas por causas naturales, desde un enfoque temporal. La conceptualización temporal de 
las emergencias nos ayudará a entender las principales funciones y necesidades de atención 
que surgen en las distintas fases de un evento con objeto de resaltar el papel transversal 
que le corresponde a la profesión.            
El texto está enfocado a todos aquellos profesionales interesados en profundizar en la 
materia más allá de su ámbito específi co de procedencia. Por ese motivo no analizaremos 
las funciones con el marco de los ámbitos de intervención profesional reconocidos por la 
FITS (Federación Internacional de Trabajo Social); sino que las iremos desgranando en 
función del momento en el que tendremos que ponerlas en práctica al enfrentarnos a la 
intervención en este tipo de situaciones.
Por último, resaltaremos el papel específi co del Trabajo Social en la adecuada resolución 
de todas las necesidades surgidas a consecuencia de estos eventos de naturaleza potencial-
mente catastrófi ca.     
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Conceptos centrales: Emergencias naturales, conceptualización temporal, necesidades, 
funciones profesionales.

1. INTRODUCCIÓN

El Trabajo Social no es una profesión nueva aunque el desarrollo de un cuerpo 
teórico propio es relativamente reciente. En el caso de la intervención en situa-
ciones de crisis, emergencias y catástrofes encontramos la fundamentación del rol 
profesional en tres pilares fundamentales:

- Los fi nes de la profesión y los objetivos que persigue como esencia en sí 
misma del Trabajo Social.

- Las diferentes intervenciones de los profesionales a lo largo del tiempo, 
siendo el campo de la intervención en crisis conocido por nuestra profesión 
desde sus orígenes mismos.

- La fundamentación jurídica y normativa de la intervención profesional.
El papel del Trabajador Social en situaciones de crisis se basa en la relación 

de ayuda y la implementación de primeros auxilios psicológicos, que van a dar 
respuesta a las necesidades emocionales, con el objetivo de proporcionar alivio a 
través de la comunicación para desarrollar, estimular, acompañar y asesorar a las 
personas afectadas. (Rabelo,J.M, 2010, pág.121-133).

Durante la vivencia de una crisis, la persona pierde, de forma transitoria o defi -
nitiva, una serie de aportes con los que ha contado; encontrando comprometida su 
estabilidad. Estos aportes pueden tener diferentes dimensionalidades, pudiendo ser 
tanto físicos (alojamien to, alimentación, salud, autonomía, etc.) como psicosociales 
(de relación con los otros, seguridad, pertenencia, etc.) así como de otra índole, 
que pueden afectar a su salud mental. (Lorente, F. 2008, pág. 39).

El Código Deontológico (Asamblea General de Colegios Ofi ciales de Di-
plomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales, 1999) de la profesión clarifi ca 
y reconoce nuestras funciones explicitando que además de planifi car, proyectar, 
calcular, aplicar, evaluar  y modifi car los servicios y políticas sociales tenemos unas 
funciones inherentes a la profesión que se resumen en: Información, Investigación, 
Prevención, Asistencia, Promoción, Mediación, Planifi cación, Dirección, Evalua-
ción, Supervisión y Docencia.

El rol del Trabajador social en situaciones de crisis (entendiendo por estas a la 
globali dad de las mismas) es una aplicación de nuestra disciplina y nos compete 
de forma directa, en tanto que tenemos un compromiso con el ser humano y con 
la sociedad de la que formamos parte, e incidimos en las interacciones de las per-
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sonas con su entorno más inmediato. En esto radica la esencia misma de nuestra 
profesión, en la persecución del bienestar y la inclusión social.

El Trabajo Social en emergencias tiene una larga trayectoria. En los años 60-70 
se comienza el trabajo social en los hospitales. En 1966 en el Plan de Estudios de 
Asistentes Sociales se contemplan los problemas sociales en los que los profesionales 
pueden intervenir, haciendo especial mención a las situaciones derivadas de los 
desastres naturales. En la Norma Básica de Protección Civil (1992) se menciona 
la asistencia social y el albergue de emergencia como dos acciones de socorro ne-
cesarias en situaciones de “grave riesgo colectivo, calamidad pública o catástrofe 
extraordinaria, en la que la seguridad y la vida de las personas pueden sucumbir 
masivamente”.

Como ejemplo pionero, se creó en 1988 en colaboración de la Comunidad 
de Madrid y el Ayuntamiento de Madrid, el Servicio de Información Telefónica y 
Atención de Emergencias (SITADE). Poco a poco se fueron incorporando otros 
servicios como la Unidad Móvil de Emergencias Sociales (UMES) para responder 
a las necesidades sociales que surgían de las Grandes Emergencias. Sin embargo, 
cada vez más, se han ido incrementando el número y complejidad de emergencias 
sociales, dejando patente que los Servicios Sociales de Madrid necesitaban de un 
servicio de atención a las emergencias más acorde con las nuevas necesidades y 
el Ayuntamiento de Madrid creó en junio de 2004 el Samur Social. Este es un 
servicio de emergencia social, que dispone de unidades móviles, equipos de calle 
y una Central de Emergencias para intervenir en coordinación con los Centros de 
Servicios Sociales Municipales y el resto de servicios de emergencia de la ciudad.

A la vez que en Madrid se desarrollaba el SITADE, en otros municipios se co-
menzaban a crear otros servicios-programas sociales de emergencia o servicios de 
emergencia social: Servicio de Emergencias Sociales de Barcelona (1978), Servicio 
Social de Base comarca “Alto Gállego” Sabiñánigo (Huesca)(1992), etc.

Es más, “los orígenes del Servicio de Emergencias Sociales están relacionados 
con la desaparecida Comisaría de Benefi cencia de Barcelona que en 1975 fue recon-
vertida en el Servicio Permanente de Urgencias Sociales” (Ferrer, I, 2006, pág.44)

En 1995 en Plan Territorial de Emergencias de Aragón, de manera pionera, 
contempló el grupo de Acción Social como uno más de los grupos operativos junto 
con los grupos sanitario, de orden, de salvamento y logístico.

A su vez, se confi guran distintos dispositivos de emergencias tales como el ERIE 
psicosocial de Cruz Roja y los servicios sociales especializados en emergencias como 
los de los Ayuntamientos de Bilbao, Vitoria, Sevilla, Lorca, Murcia, Miranda de 
Ebro, etc.

El marco legislativo primordial en la intervención en este tipo de situaciones 
está constituido por los Planes de Emergencias, en sus diversas tipologías. Los 
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Planes Territoriales de emergencias se defi nen como instrumentos de carácter 
técnico-organizativo que comprenden el conjunto de normas y procedimientos 
de ordenación, planifi cación, coordinación y dirección de los distintos servicios 
públicos y de aquellos privados que pueden estar implicados legalmente para actuar 
en la protección efectiva de las personas, de los bienes y del medio ambiente en 
situación de grave riesgo colectivo, calamidad pública o catástrofe extraordinaria, 
en las que la seguridad y la vida de las personas o su hábitat puedan verse afectados.

La Protección Civil y todos los Planes, proyectos y actuaciones que se han 
desarrollado a raíz de ella, (y, por tanto, la labor de los Servicios Sociales) emanan 
principalmente de varios preceptos contemplados en la Constitución Española.

En primer lugar el Derecho a la vida y a la integridad física (art. 15 CE); el 
derecho a la Seguridad Pública (art. 149.1.29. CE); la habilitación para regular 
los deberes de los ciudadanos en casos de catástrofe o calamidad pública (art. 30.4 
CE) y los Principios de efi cacia y coordinación administrativa, jerarquía, descen-
tralización y desconcentración (art. 102.1 CE).

Los hitos en el marco legislativo se refi eren a tres normativas fundamentales:
1.  Ley 2/1985, de 21 de Enero, sobre Protección Civil. Actualizada con la Ley 

17/2015.

2.  R.D. 1378/1985, de 1 de Agosto, sobre medidas provisionales para la ac-
tuación en situaciones de emergencias en los casos de grave riesgo, catástrofe 
o calamidad pública.

3.  R.D. 407/1992, de 24 de Abril, por el que se aprueba la Norma Básica de 
Protección Civil.

Al mismo tiempo que se aprobaban los diferentes Planes de Emergencias, las 
nuevas leyes autonómicas de Servicios Sociales dejan cada vez más claro el papel 
fundamental de la profesión en la atención a estas situaciones. Estas normativas 
autonómicas de servicios sociales recogen la intervención en casos de emergencia 
social, respuesta urgente a necesidades básicas, etc. y del mismo modo, las propias 
leyes de gestión de emergencias han ido recogiendo términos como “atención a 
emergencias individuales”, “emergencias no ordinarias”, etc.

1.1 Clasifi cación de las emergencias

Entendemos por Crisis una situación repentina que supone una ruptura en 
el ciclo normal de vida de un individuo, familia, grupo o comunidad. Tiene una 
doble vertiente: negativa (desorganización, pérdida de equilibrio, etc) y positiva 
(oportunidad para el cambio, aprovechamiento de nuevos mecanismos de res-
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puesta, etc). Se clasifi can en crisis vitales (embarazo, jubilación, fallecimientos...) y 
crisis circunstanciales (estas corresponden con las emergencias). Mención especial 
merecen las crisis entendidas como fenómenos sociopolíticos. Por estos entende-
mos las alteraciones de la normalidad con intencionalidad de cambio o afectación 
del sistema y se clasifi can en crisis internas e internacionales.

Según Rapoport (1970, pag.10) crisis es una preocupación causada por acon-
tecimientos peligrosos, que pueden ser de tres tipos: de pérdida, de amenaza o de 
cambio:

- La amenaza dirigida a las necesidades instintivas o al sentimiento individual 
de autonomía e integridad.  

- La pérdida de una persona o de la privación de una experiencia importante. 

- El cambio puede ser para sobrevivir, crecer, dominar la situación o para 
fortalecer la autoexpresión.  

Basándose en esos acontecimientos peligrosos, Rapoport y otros autores, como 
James y Gilliland (2001), Payne (1998) y Coulshed y Orme (1998) diferencian 
entre dos tipos de crisis: 

- Crisis accidentales o situacionales: se producen con motivo de aconteci-
mientos inesperados o trágicos y no pueden ser anticipadas. Se consideran 
urgentes porque amenazan el bienestar físico y psicológico de la persona.

- Crisis de desarrollo o de maduración: ocurren como parte normal del de-
sarrollo humano y de su maduración, se conocen por transiciones vitales.

Entendemos urgencia como la valoración subjetiva de una situación repenti-
na que no supone un riesgo vital y que puede no ser valorada de igual modo por 
los profesionales competentes. Se refi ere a la sensación de necesidad de atención 
inmediata que pueden presentar las personas afectadas.

Para defi nir emergencia nos ceñimos a la Ley de Protección Civil Española: 
estado de necesidad sobrevenido a una comunidad de personas ante un grave e 
inminente riesgo colectivo excepcional, el cual, por su propio origen y carácter, 
resulte inevitable e imprevisible, y que deviene en situación de naturaleza catastró-
fi ca cuando, una vez actualizado el riesgo y producido el hecho causante, se alteren 
sustancialmente las condiciones de vida de esa colectividad y se producen graves 
daños que afectan a una pluralidad de personas y bienes. La emergencia se puede 
atender con los medios habituales disponibles. 

Por tanto, las urgencias o emergencias sociales son aquellas situaciones que 
requieren de una atención urgente en las áreas propias de la intervención social y 
que afectan a un individuo, familia, grupo o comunidad. Se trata de situaciones 
que pueden favorecer estados de vulnerabilidad y desprotección. 
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Por último, entendemos catástrofe como un grave daño o alteración de las 
condiciones normales de vida producida por un evento repentino que requiere de 
la intervención de todos los medios disponibles, superando la capacidad de res-
puesta disponible en los medios habituales. La diferencia consiste en la interacción 
entre demandas y recursos. Cuando la situación puede atenderse con los recursos 
habituales (Servicios Sociales Básicos, Servicios Sanitarios, etc) se trata de una 
emergencia. Cuando la capacidad de respuesta se ve desbordada por las demandas 
existentes se convierte en una catástrofe. 

Estos conceptos están relacionados entre sí con una relación de gradiente. Es 
decir, el primer incidente, menos grave y con mejor pronóstico de resolución es 
la crisis. En segundo lugar se encuentran las urgencias y emergencias, que pueden 
dejar paso a una catástrofe en caso de complicarse su evolución. 

Figura 1: Relación entre los términos.

Fuente: Elaboración propia.

En la siguiente tabla vemos la valoración y la relación entre los recursos y de-
mandas en los diferentes términos empleados:
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Tabla 1: Recursos y demandas en las diferentes situaciones.

S ITUACIÓN VALORACIÓN RECURSOS DEMANDAS
CRISIS Subjetiva  Objetiva Habituales Intensidad media
URGENCIA Subjetiva Habituales Intensidad media

Altas 
EMERGENCIA Objetiva Habituales Intensidad media

Altas
CATÁSTROFE Subjetiva Objetiva Excepcionales Elevadas

Fuente: Elaboración propia.

Existen múltiples autores que han trabajado respecto a la clasifi cación de es-
tos fenómenos y han puesto el foco en la causa, en la afectación, en los recursos 
necesarios, etc.

Es fundamental revisar las diversas clasifi caciones que se han elaborado por 
parte de profesionales del trabajo social. Según García Herrero (2006, pag.11) se 
pueden clasifi car las emergencias en base al número de veces que ocurren. Es decir, 
si se trata de situaciones habituales o no.

Tabla 2: Clasifi cación de emergencias según García Herrero, 2006.

COTIDIANAS Afectan a una 
persona o grupo 
familiar

Situaciones que se 
resuelven con los 
recursos ordinarios 
de los Servicios 
Sociales

- Personas de paso en la ciudad 
que carecen de recursos para 
alojarse en ella 

- Organización y coordinación 
de los afectados ante posibles 
evacuaciones

Deshaucios
Situaciones de grave crisis 
familiar
Circunstancias coyunturales que 
afectan a la habitabilidad del 
domicilio
Personas que llegan en busca de 
trabajo, y carecen de recursos 
para costearse la estancia inicial
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OCASIONALES Grupo de 
personas o 
familias

La mayor parte se 
resuelven con los 
recursos ordinarios 
de los Servicios 
Sociales, si bien 
requieren alguna 
movilización 
excepcional

Desalojos de edifi cios que afectan 
a varias viviendas
Grupos de paso en la ciudad que 
sufren coyunturas que obligan a 
permanecer en ella algún tiempo, 
sin recursos para costearse esta 
estancia

EXCEPCIONALES
Afectan a 
un colectivo 
numeroso 
de personas 
y familias, 
incidiendo en 
el conjunto 
de la vida 
ciudadana

Situaciones que 
pueden no ocurrir 
en años o incluso 
en décadas, pero 
existe la posibilidad 
de que puedan 
darse, y para las 
que la ciudad debe 
estar preparada

Accidentes en el que se ven 
afectadas muchas personas 
(tráfi co, incendios…)
Situaciones catastrófi cas 
por inclemencias climáticas 
(inundaciones, olas de frío…)
Atentados terroristas de gran 
magnitud

Fuente: Garcia, G. (2006).

Independientemente del valor de frecuencia, otros autores realizan la clasifi -
cación en base a las causas que provocan dichas situaciones. Entre estos autores 
encontramos la clasifi cación de Arricivita Amo (2006):

- Riesgos: incendios, inundaciones, accidentes, sísmos, hundimientos, des-
lizamientos de laderas, riesgos sanitarios, terrorismo, etc. Se corresponde 
con la clasifi cación de los Planes Territoriales de Protección Civil.

- Emergencias sociales: agresiones y violaciones, abandono, pérdida o desa-
parición de personas, situaciones de confl ictividad colectiva, etc. 

- Emergencias sanitarias: infarto agudo de miocardio, intoxicaciones agudas, 
traumatismos, urgencias psiquiátricas, etc.

Pérez Madera (2011) clasifi ca las emergencias sociales utilizando los parámetros 
de los ámbitos de la intervención social:

- Emergencia individual y/o familiar.

- Emergencia colectiva.

- Gran emergencia y/o catástrofe.
Fijando la atención en el origen vemos que este tipo de eventos pueden estar 

provocados por diversas causas, que según Lorente, Font y Villar (2005) pueden 
ser:
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- Fruto de fenómenos naturales: inundación, huracán, tsunami o terremoto. 
Son a menudo comunes en determinadas zonas.

- Debidas a comportamientos humanos: terrorismo, incendios, guerras o 
accidentes. 

- Situaciones que implican a un reducido número de personas pero que pro-
porcionalmente se dan con mayor frecuencia: robo, violación, fallecimiento 
de un ser querido, atropellos, etc.

Poniendo el foco de atención en la causa de la emergencia podemos clasifi car 
las situaciones del siguiente modo:

- Emergencias de origen natural: Se producen por causas ajenas al comporta-
miento humano, aunque podemos hacer que las consecuencias se reduzcan 
o magnifi quen. Este tipo de emergencias se pueden subclasifi car en:

o Meteorológicas: Variaciones del clima y las precipitaciones. Los hura-
canes, tornados, sequías, lluvias torrenciales u olas de frío o calor.

o Topográfi cas y geológicas: Su origen se encuentra en los movimientos y 
fenómenos relacionados con los elementos naturales que se encuentran 
sobre la tierra sin pertenecer a la corteza terrestre como inundaciones, 
desplazamientos, avalanchas y hundimientos.

o Telúricos y tectónicos: Sus causas se encuentran en el movimiento y 
transformación de los elementos que se encuentran en el manto terrestre. 
Terremotos, tsunamis, erupciones volcánicas y maremotos.

- Emergencias provocadas por el hombre: Son producto, de manera inten-
cionada o no, de la acción del ser humano. Se pueden subclasifi car a su vez 
en:

o Accidentes provenientes del desarrollo técnico y/o tecnológico.  

o Socio-políticos: emergencias surgidas de confl ictos sociales o políticos 
(odios raciales, confl ictos bélicos, disturbios callejeros, atentados terro-
ristas, etc). 

o De convivencia: Accidentes provocados por las aglomeraciones de per-
sonas que por pura masifi cación acaban en desgracia como los aplasta-
mientos en grandes conciertos.

A la vista de las diversas clasifi caciones la propuesta de clasifi cación que utili-
zaremos es generalista: 
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Figura 2: Clasifi cación de las emergencias. 

Fuente: Elaboración propia.

1.2. Conceptualización temporal de los desastres

Existen múltiples clasifi caciones de los desastres ateniéndonos al factor tem-
poral. Caplan (1964, pag.12) plantea un modelo de crisis basado en cuatro fases:

1. Fase de impacto: La elevación inicial de la tensión por el impacto pone en 
acción las habituales respuestas de solución de problemas. Ocurre el acon-
tecimiento que desencadena la crisis y la persona reacciona poniendo en 
marcha “habilidades tradicionales”. En caso de no conseguir acabar con la 
crisis la persona pasa a una segunda fase.

2. La falta de éxito de estas respuestas y el mantenimiento del estímulo deter-
minan la elevación de la tensión y un estado de alteración e inefectividad. La 
persona pone en marcha “habilidades de emergencia” con las que encontrar 
una solución.

3. La tensión sigue aumentando y actúa como estímulo para la modifi cación de 
recursos internos y externos. El individuo recurre a sus reservas de energía y 
a sus mecanismos de emergencia. Utiliza nuevas técnicas y descubre aspectos 
abordables con capacidades y técnicas que había considerado inaplicables. 
Si no consigue alivio emocional la tensión y la ansiedad se acrecientan hasta 



EL TRABAJO SOCIAL EN LAS EMERGENCIAS NATURALES...

 57 

tal punto que llega la desesperación y la persona puede poner en marcha 
“medidas drásticas” (como la ingesta de drogas, o el suicidio). 

4. Si el problema continúa y no puede resolverse  o evitarse la tensión se eleva 
hasta el punto de ruptura. Se produce una importante desorganización del 
individuo con resultados graves. Después de pasar por las fases anteriores, 
se llega a un estado de equilibrio que puede ser benefi cioso o no para la 
persona. El resultado fi nal es que algunas personas salen psicológicamente 
más fuertes de las crisis, mientras que otras salen muy debilitadas.

La clasifi cación clásica y a su vez la más utilizada por todos los servicios de 
emergencias entiende las crisis desde sus momentos clave:

- Pre-emergencia: Momentos anteriores al suceso traumático. Labores enca-
minadas hacia la prevención, preparación, etc.

- Emergencia: Cuando el incidente crítico ya ha acontecido. La labor principal 
es la atención de las necesidades básicas.

- Post-emergencia: Las necesidades más acuciantes ya han sido resueltas y 
comienza el proceso de reconstrucción, evaluación de las intervenciones, 
etc.

Otra visión importante nos la aporta el continuum humanitario. Esta visión 
fundamenta las acciones desarrolladas en programas de cooperación al desarrollo, 
prevención y mitigación de desastres, etc. Según este continuo las fases son:

- Prevención: Actuaciones cuando el riesgo es inexistente. Actuaciones edu-
cativas, divulgativas, etc.

- Mitigación: Actuaciones encaminadas a disminuir el riesgo en la medida 
de lo posible o, por lo menos, hacer que se mantenga estable.

- Preparativos: Acciones de mejora de las capacidades de respuesta de la propia 
comunidad en riesgo.

- Respuesta: Provisión de ayuda humanitaria cuando la emergencia ya se ha 
desatado.

- Rehabilitación: Recuperación provisional de las comunidades afectadas.

- Reconstrucción: Acciones de recuperación fi nal dentro de las que se en-
cuentran las comisiones de la verdad, la Justicia Transicional, la memoria 
histórica, etc.

Del mismo modo el ciclo de los desastres entiende que los momentos por los 
que pasan las comunidades afectadas son:

-  Fase de calma: momento anterior a que ocurra la catástrofe. 
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-  Alerta: el riesgo se transforma en una amenaza real. Se realizan los planes 
de acción y se toma conciencia de la gravedad real. 

-  Impacto: es habitual que se produzca una sensación de irrealidad. Las formas 
de respuesta comunitaria se estructuran. 

-  Las 3 o 4 semanas posteriores al impacto se mantiene la confusión pero co-
mienzan a bajar estas conductas de solidaridad. Es en este momento cuando 
se hacen los balances de lo perdido y se toma conciencia de la magnitud del 
suceso. Se han de tomar decisiones importantes y se empieza a vislumbrar 
quien toma el control.

-  Organización: Los siguientes 2 o 3 meses. Nuestra labor fundamental es 
fomentar las experiencias organizativas y la toma de decisiones clave. Se 
comienza a “normalizar” lo anormal.

-  Decisión-acción: es el momento en el que mayor riesgo de cronifi cación 
se presenta. Se empieza a planear la vuelta encontrándonos con riesgo de 
pasividad y de anclaje al victimismo. Se conforman los planes de futuro y 
los procesos participativos de reconstrucción.

-  Reconstrucción: nos da la posibilidad de elegir cómo empezar desde cero 
y, como objetivo prioritario aprovechar esta situación para mejorar.

-  Memoria histórica: superación de la situación y recuerdo de lo sucedido 
para el plan de riesgos.

En el siguiente gráfi co vemos la complementariedad entre la visión del conti-
nuum humanitario y la clasifi cación más detallada:

Figura 3: Conceptualización temporal.

Fuente: Elaboración propia.
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Una clasifi cación un poco más resumida es la dada por el sistema de protección 
civil del Estado de Veracruz (México) que entiende que los desastres se pueden 
organizar en torno a un sistema denominado el ciclo de los desastres, compuesto 
por siete etapas:

Prevención, Mitigación, Preparación, Alerta, Respuesta, Rehabilitación, Re-
construcción.

De esta secuencia se deriva, que las actividades a desarrollar para el manejo de 
los desastres incluyen: 

- prevenir la ocurrencia, 

- mitigar las pérdidas, 

- prepararse para sus consecuencias, 

- alertar su presencia, 

- responder a la emergencia y 

- recuperarse de los efectos.
De este análisis sobre los diferentes momentos por los que pasa una comunidad 

afectada podemos concluir:
- La intervención en situaciones de crisis no es una intervención puntual aco-

tada en un margen corto de tiempo. Debe ser entendida como un proceso.

- El trabajo social en crisis se conforma como un tipo de intervención espe-
cializada a lo largo de todas las fases del proceso. 

- Una visión centrada en medidas únicamente de una sola de las fases no 
puede responder a todas las necesidades. Tomar iniciativas que no tengan 
el enfoque temporal como visión transversal puede llevarnos a cubrir sólo 
necesidades sin prestar atención a las causas que las producen. Estas inter-
venciones son las más propensas a perpetuar a las poblaciones en la espiral 
de vulnerabilidad.

- El conocimiento del momento en el que la población objeto de intervención 
se encuentra es una premisa fundamental para una adecuada intervención. 
No podemos dejar de lado la respuesta a necesidades básicas; pero, al igual 
que Maslow (1943, pag.370-396) nos habla de una jerarquía de necesidades, 
en la intervención en crisis debemos entender que no todas las necesidades 
se producen en el mismo momento. El conocimiento del punto del proceso 
en el que la población se encuentre nos ayuda a tener una visión acertada 
de las necesidades más importantes que podemos encontrar y a realizar una 
adecuada planifi cación de nuestras intervenciones.
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- No todos los profesionales desarrollan su labor a lo largo de todo el proceso, 
por ello, conocer el momento temporal nos ayudará a establecer el mapa de 
actores e implicados.

1.3. Riesgos naturales en España

La combinación de la probabilidad de ocurrencia de un determinado fenóme-
no y que, en combinación con la vulnerabilidad, puede producir diversos efectos 
perjudiciales es la defi nición más extendida de riesgo. Según la terminología de la 
Estrategia Internacional para la Reducción de Desastres (ISDR), el “riesgo es la 
combinación de la probabilidad de que se produzca un evento y sus consecuencias 
negativas”. También defi ne el Riesgo de desastres como “Las posibles pérdidas que 
ocasionaría un desastre en términos de vidas, las condiciones de salud, los medios 
de sustento, los bienes y los servicios, y que podrían ocurrir en una comunidad o 
sociedad particular en un período específi co de tiempo en el futuro”.

Según la Estrategia Española de Seguridad (2017) los riesgos que afectan a 
España son:

a. Confl ictos armados.

b. Terrorismo.

c. Crimen organizado.

d. Inseguridad económica y fi nanciera.

e. Vulnerabilidad energética.

f. Proliferación de armas de destrucción masiva.

g. Ciberamenazas.

h. Flujos migratorios no controlados.

i. Emergencias y catástrofes.
Según la Dirección General de Protección Civil y Emergencias los riesgos 

naturales de España son:
- Incendios forestales.

- Meteorológicos: altas o bajas temperaturas, fenómenos costeros adversos, 
lluvias intensas, nevadas, tormentas, rayos y fuertes vientos.

- Geológicos: aludes, movimientos del terreno, terremotos, maremotos y 
volcanes.
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- Hidrológicos: inundaciones, sequías y accidentes en presas y embalses de 
agua.

Funciones profesionales según las fases de la emergencia:
Los objetivos generales de la intervención tratan de generar cambios para 

ayudar a las personas, grupos o comunidades a satisfacer sus necesidades; superar 
las difi cultades materiales y no materiales, los problemas sociales y los obstáculos 
que impiden o limitan la igualdad de oportunidades; potenciar las capacidades 
de las personas; así como a contribuir a promover el bienestar social, el desarrollo 
humano y la calidad de vida de la ciudadanía. El tipo de cambio estará supeditado 
a las situaciones de las personas y a las condiciones del medio social, así como a los 
propios enfoques de los modelos de intervención en el que se inscriba la acción 
profesional, pudiendo dar lugar a una transformación, modifi cación o mejora.

Por tanto, nuestros objetivos son:
- Disminuir las desigualdades e injusticias sociales.

- Dar a conocer las oportunidades que tienen los grupos sociales.

- Motivar para tener acceso a esas oportunidades.

- Ayudar a desarrollar las respuestas emocionales, intelectuales y sociales 
necesarias para aprovechar las oportunidades sin renunciar a sus rasgos 
personales, culturales y de origen.

- Ayudar en el manejo y expresión de sentimientos y emociones.

- Ayudar a aprender nuevas  formas de enfrentar los problemas, concebir la 
vida de diferente manera.

- Restablecer el equilibrio psicológico de las personas.

- Integrar el incidente en la estructura de vida.

- Establecer o facilitar la comunicación entre las personas en crisis, y con las 
personas que puedan ayudar en el proceso.

- Ayudar a percibir adecuadamente la situación.

- Restaurar la homeóstasis del individuo con su entorno.
Las estrategias de intervención utilizadas de modo prioritario son las de soste-

nimiento de los abordajes colectivos:
- La intervención prima la movilización de las personas y grupos afectados.

- Se busca que los afectados sean los gestores de su propio proceso de recupe-
ración, dándoles únicamente la ayuda y asesoramiento profesional necesario 
para fomentar el crecimiento post-traumático.
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- Se prima la demanda social mediante la estructuración de procesos partici-
pativos de análisis de necesidades, toma de decisiones, etc.

- Puesta en marcha de proyectos elaborados por las propias personas y colec-
tivos implicados. 

- Dar importancia a los liderazgos naturales y preexistentes, líderes locales 
formales e informales, personas con capacidad de liderazgo, etc.

- Movilización y organización de la propia población.

a. Funciones preemergencia.
- Formación continuada y entrenamiento, de carácter psicosocial, de todos 

los actores implicados.

- Fomentar la prevención entre los intervinientes con formación, talleres de 
conductas saludables, autocuidado, etc.

- Realizar programas de información generales y para colectivos vulnerables.

- Participar en ejercicios de sensibilización. Realización periódica de simula-
cros.

- Informar sobre derechos y deberes de las poblaciones.

- Organización y preparación para afrontar el impacto del evento.

- Valoración social de los sistemas de recursos, organización comunitaria, 
problemáticas sociales preexistentes, conocimiento de la población expuesta, 
redes de apoyo, etc. Análisis de la población en busca de fortalezas y debi-
lidades. 

- Fortalecimiento y orientación a unidades familiares.

- Estudio social de las variables socioeconómicas y culturales, del nivel de 
aprovechamiento de los recursos, su distribución, adecuación, accesibilidad, 
etc. Sistemas de recursos; Organización de la comunidad; etc.

- Previsión de necesidades sociales en base a los riesgos específi cos de cada 
región.

- Educación en autoprotección y prevención de riesgos con especial atención 
a colectivos vulnerables.

- Selección y capacitación del equipo profesional. (voluntarios, alumnos, etc).

- Planifi cación de la intervención según tipos de riesgo. Diseño  de programas 
y protocolos de intervención social ante riesgos específi cos.



EL TRABAJO SOCIAL EN LAS EMERGENCIAS NATURALES...

 63 

- Realización de mapas de recursos, riesgos y amenazas, etc.

- Búsqueda de información bibliográfi ca sobre los fenómenos potencialmente 
dañinos para la población.

- Recopilación de datos de otras intervenciones de índole similar. Esta pue-
de ser extraída de afectados, intervinientes o espectadores de la situación 
catastrófi ca. 

- Determinación de redes de acción. 

- Previsión de necesidades de afectados y agentes de ayuda. 

- Valoración, catalogación y actualización de recursos precisados por los afec-
tados, familiares y/o allegados y por el personal interviniente. Valoración 
de potenciales centros de acogida y puntos de establecimiento de campos 
de refugiados. 

- Prever-estudiar la coordinación con otros servicios (sanitarios, logí sticos, de 
seguridad y de salvamento).

- Diseño, desarrollo y evaluación de proyectos de investigación.

b. Funciones durante la emergencia.
- Información y normalización sobre el hecho estresante.

- Defi nición de los diferentes espacios de actuación. 

- Posibilitar espacios de encuentro formal y/o informal entre los intervinientes 
(cambio de turno, reuniones de trabajo...).

- Información, antes de comenzar la intervención acerca del tipo de emer-
gencia y la actuación a llevar a cabo.

- Conocer las acciones concretas a realizar en la emergencia declarada.

- Cobertura de necesidades básicas (alimentos, agua, alojamiento, comuni-
cación con familiares, etc.).

- En actuaciones de larga duración: Establecer turnos de trabajo y descanso, 
Determinar una zona de desahogo, Mantener contacto telefónico con fa-
miliares y amigos.

- Detección de posibles situaciones confl ictivas y soluciones.

- Primeros Auxilios Psicológicos.

- Recepción  de afectados, familiares, intervinientes…
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- Acompañamiento en las denuncias antemortem.

- Asesoramiento a medios de comunicación y evitación de rumores.

- Asesoramiento sobre medidas organizativas.

- Acogimiento, acompañamiento, asesoramiento y normalización de respues-
tas.

- Examen de las defensas y estilos de afrontamiento a nivel individual, grupal 
o familiar y comunitario.

- Identifi cación de posibles patologías y derivación a los servicios de atención 
psicológica necesarios.

- Atención directa y vinculación de recursos de ayuda.

- Localización de familiares y allegados y traslado a centros de atención o 
domicilios.

- Información y asesoramiento.

- Reagrupamiento familiar con especial atención a colectivos vulnerables tales 
como menores, personas con necesidades especiales, etc.

- Diagnóstico de la situación social y su contexto.

- Coordinación de los equipos de respuesta y del personal voluntario.

- Realización de un inventario de daños y necesidades.

- Defensa y negociación de las condiciones de bienestar y justicia social.

- Información y concienciación de las instituciones públicas.

- Coordinación con entidades del tercer sector.

- Formulación de programas, proyectos y servicios sociales adecuados a las 
necesidades dentro del contexto operativo y legal.

- Registro de actuaciones profesionales.  

- Control de instrumentos de recopilación de información y manejo de la 
misma. Seguimiento de protocolos informativos.

- Establecimiento de las operaciones de aviso a la población afectada con 
especial énfasis en necesidades especiales.

- Atender a la población aislada.

- Establecer los procedimientos de evacuación.
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- Organizar los puntos de reunión de evacuados para su posterior traslado.

- Habilitar los locales susceptibles de albergar a la población y proporcionar 
albergue de emergencia, en caso de ser necesaria la evacuación. Organización 
y coordinación de los afectados ante posibles evacuaciones.

- Abastecer a la población evacuada en los albergues de emergencia.

- Contacto y coordinación con los profesionales de zona.

- Apoyo en la integración de los voluntarios en los equipos profesionales y 
formación en conocimientos generales sobre la emergencia.

- Manejo de la información y utilización de herramientas propias de la pro-
fesión tales como las fi chas de fi liación e intervención.

- Reuniones al fi nal de cada turno para realizar debreefi ng y planifi car el 
siguiente turno.

- Contraste y manejo de las informaciones para su análisis mediante fi chas 
(Hojas de Coordinación).   

- Comunicación con el resto de intervinientes y manejo de posibles inciden-
cias.

- Evaluación de necesidades. 

- Organización y coordinación de acciones de seguimiento a medio-largo 
plazo. 

- Información y asesoramiento a afectados y/o familiares (“Dar noticias”).

- Búsqueda y/o localización y facilitación de recursos materiales, alimenticios, 
etc. tanto para los afectados como para intervinientes.

- Colaboración en la búsqueda de personas desaparecidas.

- Gestión de la recuperación de efectos personales.

- Información a los intervinientes sobre las situaciones sociales de los afectados.

- Preparación de los afectados respecto a la situación del inmueble, objetos 
personales, etc. y posible impacto emocional.

- Intervención con los afectados para informar de enseres que deben recoger, 
tiempo disponible, medidas de seguridad, etc.

- Atención y acompañamiento a personas con necesidades especiales.

- Contrastar los datos de las personas que solicitan acceso a las viviendas con 
los datos del censo.
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- Acompañamiento en los casos necesarios al nuevo alojamiento.

- Acompañamiento a familiares que no pueden acceder a las viviendas.

- Atención de necesidades sociales.

- Atención y acompañamiento al personal interviniente.

- Creación de un equipo de intervención psicosocial móvil para atender a los 
intervinientes insitu.

- Colaboración en la implantación del plan de atención psicológica para 
intervinientes.

- Triage social y reubicación y realojo. En esta función en concreto nos de-
tendremos un poco más por ser una de las funciones propias más relevantes 
de nuestra intervención en el momento de la emergencia.

El procedimiento para realizar una adecuada evacuación y realojo se resume 
en tres fases:

o Triage social de las personas afectas mediante la siguiente clasifi cación:

Menores no acompañados.

Personas mayores no acompañadas.

Personas no acompañadas con necesidades sociales urgentes.

Personas no acompañadas sin necesidades sociales urgentes.

Unidades familiares con necesidades sociales urgentes.

Unidades familiares sin necesidades sociales urgentes.

o Valoración de la urgencia social en base a la siguiente tabla:

SI NO
Necesidades básicas cubiertas
Medicación disponible
Red familiar o social de apoyo
Mascotas 
Menor, persona dependiente, usuario habitual de 
servicios sociales
Necesidades psicológicas o psiquiátricas

+ 3 SÍ: URGENTE
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o Gestión de los alojamientos disponibles en base a las siguientes preferencias 
de hospedaje:

Viviendas de familiares, segundas residencias, etc.

Hoteles, hostales, pensiones, casas rurales, alojamientos turísticos.

Pisos de la administración (mujeres en riesgo, drogodependientes, etc)

Pisos tutelados de menores.

Residencias de la Administración Pública (según nivel de emergencia)

a. Centros educativos (con zona de residencia).

b. Colegios mayores.

c. Residencias de mayores.

 Campamentos, campings, etc.

 Colegios públicos, pabellones deportivos, casas de cultura...

 Recursos de otras organizaciones. (Cruz Roja y otras organizaciones 
cuentan con diferentes dispositivos de albergue).

c. Funciones postemergencia.
- Programas de información sobre reacciones y lugares de información.

- Asesoramiento y terapia social de crisis.

- Aprovechamiento de todos los mecanismos de respuesta (individuales y 
externos) utilizados en la resolución de la emergencia para evitar la pasividad 
y el victimismo y enfocados en el crecimiento postraumático.

- Recuperar la homeostasis individual, grupal y comunitaria.

- Capacitación de agentes de recuperación de entre los propios afectados.

- Asesoramiento en la creación de asociaciones de afectados.

- Realización de informes sociales, de intervención, de evaluación, etc.

- Recuperación de los sistemas familiares como medio de apoyo.

- Cooperación en la rehabilitación de servicios básicos.

- Promoción de la participación y toma de decisiones comunitaria.

- Programas de información en el largo plazo.

- Reconstrucción del tejido social.
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- Fomento de experiencias organizativas y toma de decisiones clave.

- Participación e impulso de procesos participativos de reconstrucción.

- Acompañamiento en los procesos de memoria histórica, procesos judiciales, 
etc.

- Ampliación de los datos recogidos en la historia de catástrofes.

- Recuperación del funcionamiento social a niveles como mínimo similares 
a los previos al desastre.

- Seguimiento y asesoramiento de los comités locales que gestionan el largo 
plazo.

- Apoyo a la propuesta y desarrollo de planes de rehabilitación.

- Evaluación de la intervención, de las necesidades, de la consecución de 
objetivos, etc.

- Capacitación de recursos humanos y agentes locales a través de la experiencia.

- Sesiones de trabajo para conocer el grado de integración del suceso en el 
ciclo normal de vida individual, familiar y comunitario.

- Análisis de toda la documentación utilizada para la extracción y comparación 
de datos empíricos a fi n de demostrar la importancia del Trabajo Social en 
este tipo de situaciones.

- Contraste de resultados con el resto de intervinientes. Análisis de satisfacción 
subjetiva respecto de nuestra intervención por parte del resto de Entidades 
participantes.

- Apoyo en la creación o reestructuración de nuevos servicios y recursos.

- Fortalecimiento de las redes de trabajo social implicadas.

- Evaluación del la totalidad del proceso de intervención para poder mejorarlo 
en el futuro.    

- Seguimiento de los afectados para recabar información de su estado y pre-
venir recaídas. 

- Derivación y seguimiento de los afectados a programas, servicios o recursos 
específi cos.
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2. CONCLUSIONES

El Trabajo Social es una ciencia en sí misma capacitada y reconocida para la in-
tervención en situaciones de crisis, emergencias y catástrofes. Si bien, su desarrollo 
como disciplina en sí misma es aún un debate en auge entre los profesionales, lo 
que sí que está ampliamente acreditado es el papel fundamental de la profesión en 
la adecuada resolución de estas situaciones. A lo largo de este capítulo hemos repa-
sado las diversas clasifi caciones que se pueden realizar de este tipo de fenómenos. 
Una vez analizadas todas las funciones que desarrolla la profesión en los distintos 
momentos temporales de los desastres podemos concluir que no se trata tanto de 
unas actividades profesionales novedosas sino, más bien, de una estructuración 
de las funciones propias de la profesión en base a las necesidades específi cas que 
nos encontramos en los desastres. Nuestra implicación dentro de los sistemas de 
respuesta a emergencias depende de nosotros mismos como profesionales y de la 
capacidad que tengamos de hacer valer los resultados de nuestras intervenciones. 
Las diversas experiencias de intervención demuestran que una adecuada aproxi-
mación social al desastre produce efectos positivos tanto en las personas afectadas 
como en la comunidad y en los profesionales intervinientes. Al ser el Trabajo Social 
una ciencia que siempre se posiciona del lado de las personas màs desfavorecidas 
y que trata constantemente con situaciones de vulnerabilidad podemos decir que 
nuestro papel en la resolución de las emergencias es tan necesario como la presencia 
de afectados misma.

Muchas de las funciones analizadas tienen un carácter transversal en tanto al 
tiempo en el que se producen como en cuanto a los profesionales que las realizan. 
Los ámbitos de la intervención social son múltiples y diversos en función de los 
colectivos, regiones, recursos y servicios con los que contamos. Pese a las divergen-
cias culturales o  legislativas hemos realizado un repaso de las funciones propias de 
la profesión y que por tanto, cualquier profesional del Trabajo Social debe y sabe 
realizar en estas situaciones tan complejas.

Los objetivos perseguidos con este trabajo se resumen en la fundamentación 
de la importancia de nuestro quehacer profesional y en la estructuración de las 
principales acciones de que debemos llevar a cabo en cada fase de la intervención.

Por tanto, podemos afi rmar que la presencia de nuestra profesión está de sobra 
justifi cada, así como la necesidad de nuestras intervenciones para una adecuada 
resolución, que consiga aminorar los efectos negativos producidos y fomentar las 
habilidades y mecanismos de respuesta que fomentan poblaciones e individuos 
cada vez más resilientes y mejor preparados para afrontar los sucesos naturales 
adversos que nos implican como sociedad.  
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Resumen: El 19 de septiembre del 2017 (19S), aproximadamente a las 13:14 horas se 
registró un sismo con epicentro en el golfo de Tehuantepec, magnitud del momento 7.1 
(SSN). Este movimiento natural dejó una marca imborrable en la historia de vida de 
casi 30 millones de mexicanos; comunidades enteras de la Ciudad de México, Oaxaca y 
Morelos resultaron con severos daños materiales y pérdidas humanas. Derivado de esta 
emergencia social, los mexicanos hemos reconocido que no estamos preparados para actuar 
ante este tipo de escenarios.
La inevitable localización geográfi ca de la Ciudad de México, la hace vulnerable de pre-
sentar otro sismo en cualquier momento. Aunado a esta situación natural, se agrega el 
proceso de transición demográfi ca en nuestro país, condición que se asocia al incremento 
de las limitaciones funcionales y las discapacidades en la población. Este contexto obliga 
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a la reconsideración de los programas de protección civil y las estrategias a implementar 
con los diversos grupos poblacionales. 
Por lo anterior, en el presente artículo se diserta sobre la necesidad de la inclusión de 
las personas con discapacidad, en el marco de los derechos humanos, en los procesos de 
protección civil y de atención en caso de emergencia o desastre; además pretendemos 
abonar a la construcción disciplinar de un campo de intervención del trabajo social: la 
protección civil.

Palabras clave: emergencia social, trabajo social, discapacidad, sismos, protección civil, 
México.

1. QUÉ PASÓ EL 19 DE SEPTIEMBRE DEL 2017 EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO?

De acuerdo con el Servicio Geológico Mexicano (SGM, 2017), la Ciudad de 
México está situada sobre una región llamada “Cinturón de Fuego”, la cual rodea 
casi totalmente el Océano Pacífi co, pasa por las costas de América del Sur, Méxi-
co, California, Alaska, Islas Aleutianas y atraviesa Japón y las Indias orientales. La 
actividad sísmica en México es muy alta debido a la interacción de cinco distintas 
estructuras de la corteza terrestre, es decir, de cinco placas tectónicas conectadas 
con fallas locales de varios estados. Cuatro de las cinco placas, chocan entre sí pro-
vocando que Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Michoacán y Colima sean los estados 
que presenten mayor sismicidad en la República Mexicana, esto signifi ca que son 
zonas epicentrales. 

Aunque la capital del país no se encuentra ubicada sobre esta zona epicentral, 
está lo sufi cientemente cerca de ella para recibir sus efectos, los cuales quizá no 
serían tan devastadores sino estuviera asentada en lo que antiguamente fue un 
lago (SGM, 2017). La Ciudad de México (CDMX) pertenece a una zona sísmica 
intermedia llamada zona B, a su vez se zonifi ca en tres áreas de acuerdo a su tipo 
de suelo: 
 Zona I, fi rme o de lomas, formada por suelos de alta resistencia y ubicada 

en la parte más alta; 

 Zona II: de transición, esto signifi ca que tiene características de las zonas I 
y III; 

 Zona III: de suelo lacustre, en donde antes estaban los lagos de Texcoco y 
Xochimilco, este tipo de suelo favorece la amplifi cación de las ondas sísmicas 
(SGM, 2017). 
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En la zona III se localizan las Alcaldías Benito Juárez, Coyoacán, Cuauhtémoc, 
Gustavo A. Madero, Iztapalapa y Xochimilco; demarcaciones que no sólo se carac-
terizan por sufrir los daños más devastadores del 19S; sino que también destacan 
por presentar las mayores concentraciones de población y el mayor porcentaje de 
población envejecida de la CDMX (INEGI, 2015; Flores, 2015).

Paradójicamente, dos horas después del simulacro nacional que conmemoraba 
el terremoto de 1985 en México, a sus habitantes les cambió la vida y probable-
mente ahora conciban su mundo de manera distinta. Un sismo irrumpió su fl uir 
cotidiano, emergió un recordatorio de su vulnerabilidad humana, geográfi ca, 
económica, educativa, arquitectónica y urbana. Una particular zona de la Tierra 
sacó a millones de cuerpos de sus estados autómatas para inscribir en ellos como 
estaca, la urgente necesidad de construir una nueva conciencia y refl exión histórica 
en relación con los sismos. 

El sismo del 19 de septiembre de 2017 –en lo sucesivo 19S– se registró aproxi-
madamente a las 13:14 en la Ciudad de México con epicentro localizado 8 km al 
noroeste de Chiautla de Tapia, Puebla, magnitud del momento 7.1 (SSN, 2017). 
El 19S lo sintieron 27.4 millones de mexicanos (La Jornada, 2017), dejando estrés 
y un latente temor a la muerte, a las pérdidas humanas y materiales. 

Afortunadamente, el 19S no registró la misma dimensión de daños en propie-
dad pública y privada, así como la pérdida de vidas que el terremoto de 1985, según 
Miguel Ángel Mancera –entonces jefe de Gobierno de la CDMX– 228 personas 
murieron y se contabilizaron 16 mil 630 inmuebles dañados (Roa, 2017). No 
obstante, los daños que causan los sismos dependen de varios factores: “la hora en 
que ocurre el sismo, la magnitud, la distancia del epicentro, la geología del área, el 
tipo de construcción de diversas estructuras, densidad de la población y duración 
del sacudimiento” (SGM, 2017:28). Bajo esta premisa, la afectación subjetiva de 
la población fue de tal magnitud que se vivió un caos en la Zona Metropolitana 
de la Ciudad de México, principalmente por dos situaciones:

a. El epicentro: Desde 1991, el Centro de Instrumentación y Registro Sísmico 
A.C. (CIRES) implementó el Sistema de Alerta Sísmica (SAS), su importan-
cia radica en su función preventiva, ya que emite una alerta a la población de 
la CDMX con aproximadamente 50 segundos de anticipación a la llegada 
de ondas sísmicas importantes que se detectan en las costas del Pacífi co a 
través de los sensores ubicados en Guerrero y Michoacán. El epicentro del 
sismo del 19S no permitió la activación de la alerta sísmica, ya que éste se 
localizó en los límites de Puebla y Morelos a 120 kilómetros de la CDMX, 
estados en los que no se ha instrumentado este Sistema, llevando a que fuera 
percibido por la población al mismo tiempo que fue detectado por el SAS 
(CIRES, 2019; Boletín informativo del SSN).
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b. La hora: El sismo fue registrado a las 13:14, horario en el que la mayoría 
de la población estaba fuera de su hogar (SSN, 2019), se encontraban en 
las instancias educativas o laborales, principalmente. Al ocurrir el sismo, 
además del impacto en la infraestructura urbana, el pánico se propagó y el 
miedo se instaló entre la población.

Los minutos posteriores al sismo se vivió un caos. Padres y madres de familia se 
apresuraron a llegar a las escuelas por sus hijos e hijas, algunos otros, no sabían si 
debían retirarse de sus centros laborales y educativos para refugiarse en sus hogares 
bajo el cobijo de sus seres queridos o permanecer en éstos, este titubeo se debió a 
que se desconocían los estragos del sismo en la ciudad.  El sistema de transporte 
público colapsó, el Metrobús y el Sistema de Transporte Colectivo Metro merma-
ron su actividad, aunado a la congestión vial que se ocasionó por la falta de luz o 
la afectación a las vías de circulación, ese día fue común ver a cientos de mujeres, 
hombres, niños, niñas, jóvenes y personas mayores, caminando por la ciudad 
para llegar a su hogar, 20 millones de personas paralizaron la Ciudad de México 
al querer saber sobre el estado de sus familiares, llevando a la caída del internet y 
al congestionamiento de las vialidades, impidiendo la movilización de los equipos 
de protección civil y apoyos médicos (Animal político, 2014).

Poco a poco la información fue llegando por Facebook, WhatsApp y Twitter, 
se fueron conociendo las delegaciones, las colonias, los lugares y las necesidades 
de ayuda. Con enorme pesar, nos fuimos enterando del terrible derrumbe del Co-
legio Rébsamen y de algunos edifi cios del Multifamiliar de Tlalpan1. Ante el caos 
que reinaba en las vialidades de la CDMX, cientos de hombres y mujeres de todas 
las edades llegaban a las zonas de desastres, fueron los primeros que arribaron a 
buscar vidas debajo de los cimientos caídos ante el retumbar de la naturaleza. Las 
motocicletas y bicicletas se convirtieron en los vehículos que trasladaban a todos 
aquellos que se arremolinaban con la intención de apoyar en la búsqueda y rescate 
de personas (Regeneración, 2017).

Ese día, a las 19:00, la Secretaría de Gobernación declara estado de emergencia 
en las 16 delegaciones que conforman la Ciudad de México. A la fecha, aún no 
logramos reponernos de las consecuencias del sismo del 19S, todavía se continúa 
con la reconstrucción de la ciudad.

1 El Colegio Rébsamen, era una escuela ubicada al sur de la ciudad, en la que perecieron 26 
personas, siendo 19 niñas/os. Este hecho evidenció la opacidad que existe en los trámites y permisos 
ofi ciales para construcciones en la ciudad. La directora del plantel estuvo fugitiva de la ley por 20 meses 
después del sismo. El Multifamiliar en Tlalpan se desplomó, dejando al menos 9 personas fallecidas, 
algunas pudieron salvarse lanzándose desde el edifi cio para no quedar entre los escombros. 

Las y los damnifi cados aún no han sido reinstalados en otro edifi cio y han cuestionado que se quieran 
utilizar créditos bancarios y no recursos públicos para la reconstrucción de dicho edifi cio. 
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Actualmente la mayoría de los datos que se encontraron sobre las repercusiones 
del sismo son imprecisos, se detectaron cifras diferentes en las páginas ofi ciales 
y reportes del Gobierno Federal, del Gobierno de la Ciudad de México y en los 
emitidos por los medios de comunicación, así como de órganos de apoyo, como 
el Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República, los daños de este 
movimiento natural de la superfi cie terrestre pueden resumirse en:
 Se contabilizaron 38 derrumbes, la mayoría se concentraron en dos de las 16 

demarcaciones de la Ciudad de México: Cuauhtémoc (12) y Benito Juárez 
(11), el resto se presentaron en Coyoacán, Tlalpan, Gustavo A. Madero, 
Álvaro obregón, Iztapalapa y Xochimilco.

 5,974 inmuebles resultaron dañados, la mayoría de éstos ubicados en Xo-
chimilco, Iztapalapa y Tlalpan (Instituto de Investigaciones Legislativas, 
S/D).

 Con relación a la infraestructura educativa se contabilizaron 1,208 escuelas 
con daño y ocho escuelas con daño total. 

 Se instalaron trece albergues, los cuales recibieron a más de 300 personas.

 El número de fallecidos en la Ciudad de México confi rmados por el entonces 
Coordinador Nacional de Protección Civil, Luis Felipe Puente, fue de 228 
personas, de éstas 122 era mujeres y 16 eran niñas (Solís, 2017).

 Cuauhtémoc y Benito Juárez concentraron los fallecimientos de personas 
adultas, mientras que Tlalpan y Coyoacán los decesos de menores de edad.

 Otros daños que no se reportaron de inmediato, pero no menos importantes, 
fueron las colonias que se quedaron sin agua durante aproximadamente dos 
meses en Xochimilco e Iztapalapa, afectando a poco más de dos millones de 
personas por las más de 2000 fugas en la red de distribución de agua. En 
ambas delegaciones sus habitantes denunciaron en redes sociales la falta de 
abastecimiento de pipas de agua, en parte ocasionada por el robo de éstas 
(Manu, 2017; Milenio, 2017; Instituto Belisario Domínguez, 2017).

En cuanto a las medidas de reconstrucción el Gobierno de la Ciudad de Mé-
xico (2017) a quince días del sismo informó que, de los 8 mil 405 inmuebles eva-
luados hasta octubre de 2017, más del 54% arrojaron un dictamen sin daños o con 
afectaciones menores. También reportó que 18 Centros de Atención Integral para la 
Reconstrucción de la Ciudad de México brindaron atención a 5 mil 025 personas. El 
Instituto de la Vivienda (INVI), otorgó 18 mil 315 cheques por un monto de 3,000 
pesos a las personas que se quedaron sin hogar como parte de la primera etapa del 
Programa “Apoyo de renta”. El Fondo para el Desarrollo Social otorgó 157 microcré-
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ditos con monto de 365 mil pesos, así como, créditos Mi Pyme para seis diferentes 
tipos de negocios con 150 mil pesos2 y Nacional Financiera colocó 198 créditos 
de dos y tres millones con los que atendieron a treinta y cinco negocios de mayor 
alcance. Además, el 1ro de diciembre de 2017, la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal –VII Legislatura–, publica la Ley para la Reconstrucción, Recuperación y 
Transformación de la Ciudad de México en una cada vez más Resiliente (Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, 2017), con la fi nalidad de sentar las bases jurídicas 
para que las víctimas de este evento sísmico accedan a la reparación del daño, a través 
de los diversos programas que el gobierno de la CDMX está implementando.

Este sismo develó, al menos, dos asuntos sumamente importantes para las 
autoridades y la población de la CDMX:

a. Por una parte, visibilizó la enorme corrupción que existe en la construcción 
de inmuebles en esta ciudad. De acuerdo a los resultados del estudio ¿Por 
qué se cayó mi edifi cio?, de la asociación Mexicanos Contra la Corrupción 
y la Impunidad, “En todos los casos analizados de edifi cios colapsados, se 
encontraron modifi caciones a las memorias de cálculo y construcciones 
sobre cimentaciones viejas, con materiales insufi cientes o de baja calidad” 
(Ramos, 2018). Daniel Lizárraga (2018) señala que “Este es el México que 
reveló el 19s: un laberinto de impunidad y falta de rendición de cuentas del 
sector inmobiliario en el que se han perdido las familias afectadas; muchas 
de las cuales se encuentran, a un año de distancia, viviendo con familiares 
o conocidos, algunos aún en campamentos en la calle”. En resumen, se ha 
identifi cado que los inmuebles con daños considerables fueron ocasionadas 
gracias a los defi cientes materiales utilizados para su construcción y por no 
respetar los usos del suelo autorizados.

b. Por otra parte, evidenció que aún no estamos preparados para organizarnos 
y actuar ante una situación de emergencia social, como lo es un sismo. La 
pregunta inevitable surge, ¿a qué nos estaríamos enfrentando los habitantes 
de la CDMX en un sismo de mayor escala? Y es que esta ciudad tiene una 
dinámica compleja por la cantidad de población que se desplaza en este te-
rritorio, aunado a las implicaciones de su movilidad. Algunos datos pueden 
develar la complejidad de la cotidianidad de quienes cohabitan la capital del 
país: en su extensión territorial (1,483 Km2) habitan 8, 985,339 personas 
en aproximadamente 2, 601,323 viviendas. Aunado a los casi dos millones 
de estudiantes y trabajadores mexiquenses que diariamente arriban a esta 
entidad. La movilidad de poco más de 10 millones de personas ha generado 
que se califi que a la CDMX, como la ciudad con el peor tráfi co del planeta, 

2 Estos créditos son para apoyar a las micro, pequeñas y medianas empresas (Mi PyMe).
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ya es cotidiano dedicar cuatro horas diarias al tiempo de recorrido de un 
cierto origen a un cierto destino, pues en las arterias viales de esta ciudad, 
al menos circulan diariamente 5 millones de vehículos (INEGI, 2019; 
Zamarón, 2018; Ramírez, 2018; Hernández, 2017).

Este sismo nos ha llevado a refl exionar sobre diversos elementos que se colocan 
a discusión derivado de la experiencia del 19S. La complejidad de la Ciudad de 
México nos conduce a plantearnos esquemas integrales de protección civil, que 
contemplen no sólo a sus habitantes sino también a los que día a día desarrollan 
diversas actividades, aunque su lugar de residencia no sea esta entidad. Así como, 
la necesidad de trabajar de manera colectiva las acciones a seguir en caso de sismo 
con diversos grupos poblaciones, especialmente con personas con discapacidad y 
adultos mayores, pues la posibilidad de un sismo está latente en esta ciudad y son 
un grupo al que se le ha consignado a “replegarse en caso de sismo”. 

2. SISMOS, DISCAPACIDAD Y ENVEJECIMIENTO

La preocupación de los chilangos3 por los sismos es real. Las condiciones geo-
gráfi cas hacen que la Ciudad de México sea vulnerable a presentar un fenómeno 
natural de una magnitud impredecible, el sismo del 19S visibilizó la urgencia de 
diseñar e implementar protocolos de protección civil hacia las personas con dis-
capacidad y personas mayores.

Aunado a su distribución geográfi ca, un dato importante para considerar al 
momento de realizar procesos de intervención en materia de protección civil es 
que actualmente el 50% de las PcD son mayores de 60 años. Lo preocupante, no 
sólo es la cantidad de adultos mayores, sino que las limitaciones y discapacidades 
que presenta este grupo de la población van en aumento, ya que la edad avanzada 
y los padecimientos asociados a la vejez constituyen un factor de riesgo que in-
crementa las discapacidades. Según Serrano (2009), en el año 2000, la causa de 
la discapacidad en el 34.9% y 23.1% en este grupo poblacional correspondió a 
enfermedad y edad avanzada, respectivamente. Continuando en ese mismo año, 
159,754 personas con discapacidad habitaban en la CDMX, de ellos el 37.4% 
(59,772) eran mayores de 65 años, éstos presentaban discapacidad motriz, visual 
y auditiva; principalmente (Serrano, 2009). Los resultados del Censo de Pobla-
ción y Vivienda (2010), advierten del incremento de las discapacidades entre la 
población de nuestro país, para ese entonces las PcD ascendían a 5,739,270, el 
8.4% de esta población se concentraba en la Ciudad de México, cifra que aumentó 
considerablemente en una década.

3 Término coloquial que hace referencia a las personas residentes de la Ciudad de México.
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Tabla 1. Población con discapacidad en México y la Ciudad de México, 2010.

Población Nacional Ciudad de México
Con discapacidad 5,739,270 481,847
Sin discapacidad 106,137,338 8,263,714

Total 111,876,608 8,745,561
Fuente: INDEPEDI, con base en los resultados de Censo de Población y Vivienda, INEG, 2010.

De las 481,847 Personas con Discapacidad (PcD) que habitan en la CDMX, 
según, el 60.2% de este segmento de la población tiene difi cultad para caminar, 
moverse, subir o bajar, 25.0% tiene problemas para ver, aun usando lentes, y 12.9% 
problemas para oír, aun usando aparatos auditivos. Estas limitaciones fueron origina-
das por alguna enfermedad (39.0%) o por edad avanzada (23.9%) (INEGI, 2010).

Mapa 1. Delegaciones con mayor afectación por el 19S vs Delegaciones con mayor población 
con discapacidad.

Fuente: Elaboración propia con datos de: INEGI (2010). Censo Nacional de Población y Vivienda. México.

Solís Patricio, Núñez Donají Alejandra. ¿Por qué murieron más mujeres el 19S? Un análisis inicial, en Nexos 
(5/10/2017). Disponible en línea <https://www.nexos.com.mx/?p=34076> Consultado 06 de mayo de 2019.
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El 60% de esta población se concentran en cinco demarcaciones: Iztapalapa, 
Gustavo A. Madero, Coyoacán, Tlalpan y Álvaro Obregón. No olvidemos que en 
la mayoría de éstas se presentaron los impactos más signifi cativos del 19S, ya que 
aglutinaron el mayor número de derrumbes.

En las dos últimas décadas ha cobrado especial relevancia el estudio del en-
vejecimiento demográfi co, principalmente por los desafíos que representa para el 
sistema de salud. Éste es un proceso que se caracteriza por el incremento de la 
esperanza de vida y por pasar de altos a bajos índices de mortalidad y natalidad. 
El comportamiento de estos indicadores infl uye en la composición por edades de 
la pirámide demográfi ca, de esta manera, se reduce progresivamente el número de 
personas en edades más jóvenes mientras aumentan los grupos de la población en 
edades más avanzadas. 

El inicio del siglo XXI se vio marcado por el aumento de la esperanza de vida y 
la disminución de la tasa de fecundidad, generando que la proporción de personas 
mayores de 60 años esté aumentando más que cualquier otro grupo de edad en 
casi todos los países. De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS), 
“Entre 2000 y 2050, la proporción de los habitantes del planeta mayores de 60 
años se duplicará, pasando del 11% al 22%. En números absolutos, este grupo 
de edad pasará de 605 millones a 2000 millones en el transcurso de medio siglo”, 
además prevé que el cambio demográfi co será más rápido en países de medianos y 
bajos ingresos, por ejemplo, los países de Latinoamérica (OMS, 2016).

En 1950, la población de nuestro país ascendía a 25.8 millones de personas, la 
esperanza de vida al nacimiento era de 49.6 años, el grupo menor a 9 años y el ma-
yor a 60 años representaba el 29.4% y 5.4% de la población total, respectivamente. 
A siete décadas transcurridas las cifras se han modifi cado considerablemente; la 
población se estima en 112.3 millones de habitantes, la esperanza de vida al naci-
miento es de 75 años, mientras que el grupo de la población mayor a 60 años pasó 
a representar el 8.0% de la población total. El incremento relativo de la población 
mayor de 60 años, que inició a mediados de los noventa, continuará durante la 
primera mitad del siglo XXI, inicialmente a un ritmo moderado y después en forma 
más acelerada, este grupo ascenderá a 32 millones de personas, lo que representaría 
el 28% de la población en el año 2050 (INEGI, 2006; CONAPO, 2001).

De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (CONAPO), la población 
total del país en 2017 fue de 123.5 millones de ciudadanos, de los cuales, el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2017), calcula que 12,973,411 
habitantes son personas de 60 y más años. La Ciudad de México es el segundo 
estado de la República Mexicana con más habitantes, en 2015 sumó 8,918,653 per-
sonas (CONAPO, 2017), se le considera el estado más envejecido del país porque 
el 14.3% de sus habitantes es mayor de 60 años; y su índice de envejecimiento se 
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encuentra en 51 adultos mayores por cada 100 menores de 15 años (INEGI, 2019). 
Cabe resaltar que el 50.6% de la población con discapacidad son personas mayores. 

Tabla 2. Distribución porcentual de la población con discapacidad por grupos de edad en la 
Ciudad de México en 2010.

Grupo de edad4 Porcentaje
Niños 7.3

Jóvenes 8.8
Adultos 33.3

Adultos Mayores 50.6
Total 100

Fuente: INDEPEDI, con base en INEGI. Censo de Población y Vivienda. 2010.

La presencia de discapacidades y las características de las viviendas son condi-
ciones para considerarse al momento de realizar los programas de protección civil 
en caso de sismo, pues el desalojo de instalaciones puede resultar difícil para este 
grupo de la población, considerando que la mayoría de viviendas son pequeños 
departamentos instalados en edifi cios.

Un tema nodal referente a los impactos de los fenómenos naturales en la socie-
dad es el de la vivienda. En la Ciudad de México al ser un territorio cercano a zonas 
altamente sísmicas, la mala calidad de la construcción de la vivienda se convierte 
en un indicador que aumenta la vulnerabilidad de la población. Lo cierto es que 
la vivienda es una necesidad básica de todo ser humano, y al menos en nuestra 
ciudad es un objeto de preocupación no sólo por la falta de acceso a este derecho, 
sino por la amenaza constante de la actividad sísmica.  

Como resultado del 19S se tuvo un signifi cativo impacto en la variación de los 
costos de las viviendas, así como las preferencias que los usuarios buscan de éstas. 
Hoy más que nunca cobra relevancia su zona de ubicación, dictamen estructural, 
así como los materiales de construcción y nivel en el que se encuentra como ele-
mentos a considerar para su compra o alquiler (Notimex, 2018).

De acuerdo con el cálculo que la Comisión para la Reconstrucción de la Ciudad 
de México hizo en 2017, los damnifi cados del 19S sumaron alrededor de 108 a 
110 mil personas, de las cuales un 65% eran personas mayores (Th e New York Ti-
mes, 2018). Las características de la mayoría de las víctimas patrimoniales implicó 

4 Los grupos de edad hacen referencia a: niños (0 a 14 años); Jóvenes (15 a 29 años); Adultos 
(30 a 59 años); Adultos Mayores (60 años y más).
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la necesidad de implementar estrategias de atención diferenciados para éstas, ya 
que presentaban una condición de vulnerabilidad debido a su edad, resultado de 
las reducidas posibilidades de acceder a un crédito bancario, o bien, por no tener 
acceso a jubilación, por la pensión  insufi ciente o porque ya habían utilizado este 
benefi cio de su cobertura de seguridad social, así como ahorros que obtuvieron 
durante su trayectoria laboral. 

Tan sólo en la Ciudad de México se encuentran 2,601,323 viviendas; lo que 
equivale al 8.1% de las viviendas en México distribuidas en una superfi cie territorial 
que se asemeja al 0.1% del territorio nacional; de éstas 844,317 son departamentos 
o viviendas que se encuentran en edifi cios o en vecindad. Dicha concentración 
de la población implica que la densidad de la población sea de 5,967 habitantes 
por kilómetro cuadrado y que el promedio de ocupantes por vivienda sea de 3.4 
ocupantes (INEGIb, 2019). Las condiciones antes descritas nos dan matices de las 
estrategias que necesitan incorporarse a procesos de protección civil.

Es necesario considerar las características sociodemográfi cas y de habitabilidad 
de la población para la elaboración de los programas de protección civil no sólo a 
nivel local, sino también comunitario y familiar.

3. TRABAJO SOCIAL EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN 
CIVIL

Arricivita (2013) señala que una emergencia social hace referencia a:

Acontecimientos vitales estresantes, inesperados y, generalmente, de apari-
ción súbita: en los que las personas (víctimas directas, familiares, allegados y/o 
una colectividad) se enfrentan a pérdidas de salud y/o autonomía, incluso de la 
vida: quedando, en el momento, mermados sus recursos y/o capacidades per-
sonales y sociales (familia, alojamiento, aseo-higiene, vestuario, alimentación, 
trabajo, medios económicos, amistades, vecinos, etc..) además de las físicas y 
psicológicas; por lo que precisan, entre otras actuaciones, de atención psicosocial 
inmediata y a corto plazo por carecer, al instante, de “apoyo social” necesario 
y/o sufi ciente para autodesenvolverse. 

Esta defi nición sintetiza lo vivido por cientos de familias como resultado del 
19 de septiembre de 2017. Ante el contexto, debemos de reconsiderar que la inter-
vención de los trabajadores sociales no sólo debe ser demandada en el marco de la 
emergencia social, sino hacer énfasis en la prevención orientada a la disminución 
de riesgos. La Ley General de Protección Civil en su Artículo 2, señala que la 
Reducción de Riesgos es: 
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Intervención preventiva de individuos, instituciones y comunidades que nos 
permite eliminar o reducir, mediante acciones de preparación y mitigación, el 
impacto adverso de los desastres. Contempla la identifi cación de riesgos y el 
análisis de vulnerabilidades, resiliencia y capacidades de respuesta, el desarrollo 
de una cultura de la protección civil, el compromiso público y el desarrollo de 
un marco institucional, la implementación de medidas de protección del medio 
ambiente, uso del suelo y planeación urbana, protección de la infraestructura 
crítica, generación de alianzas y desarrollo de instrumentos fi nancieros y trans-
ferencia de riesgos, y el desarrollo de sistemas de alertamiento.

Asimismo en su Capítulo XI, contempla la estructuración de la Red Nacional 
de Brigadistas Comunitarios:

Artículo 55. Los Brigadistas Comunitarios son los voluntarios capacitados 
en materias afi nes a la protección civil, que han sido registradas en la Red Na-
cional de Brigadistas Comunitarios, bajo la coordinación y supervisión de las 
autoridades de protección civil en su comunidad para apoyar a éstas en tareas y 
actividades tales como el alertamiento, la evacuación, la aplicación de medidas 
preventivas y la atención a refugios temporales, entre otras.

Cabe señalar que a lo largo de esta Ley, se reconoce la necesidad de la parti-
cipación de la población. Si bien, sabemos que hay una importante cultura de la 
protección civil en el ámbito institucional, escasamente existe ésta en las comunida-
des. Un importante número de la población desconoce qué hacer en caso de sismo 
cuando está en su hogar; y más aún cuando se está con una persona con discapa-
cidad. Por lo anterior, se propone trabajar desde la reducción de riesgos.  Los ejes 
estratégicos que se plantean desde el contexto de la Ciudad de México se enmarcan 
desde una visión de los derechos humanos de las personas con discapacidad:

Eje 1. Disminución de riesgos desde la comunidad
Como resultado del sismo del 19 de septiembre de 1985, se han realizado im-

portantes avances en materia de protección civil, las instancias gubernamentales, 
educativas, así como organismos privados y sociales han implementado procesos de 
capacitación para afrontar diversas contingencias, además la ejecución de simulacros 
de evacuación forma parte de las medidas preventivas de la cotidianidad institucional. 
Después del 19S, el Sistema Nacional de Protección Civil reforzó en los diversos me-
dios de comunicación la importancia del plan familiar de protección civil (mochila de 
emergencia), incluso siendo empáticos con la relevancia que han adquirido las mascotas 
para las familias, también se han proporcionado algunas recomendaciones para éstas. 



DISCAPACIDAD Y EMERGENCIA SOCIAL POR FENÓMENOS NATURALES: REFLEXIONES SOBRE EL 19S 

 85 

Imagen 2. Material digital para la elaboración del plan familiar.

Fuente: Centro Nacional para la Prevención de Desastres. Prepara una mochila de emergencia para toda la 
familia. Disponible en línea < https://www.gob.mx/cenapred/articulos/prepara-una-mochila-de-emergencia-
para-toda-la-familia?idiom=es>

El 12 de agosto de 2016, se publicó la Norma Oficial Mexicana NOM-
008-SEGOB-2015 Personas con discapacidad: Acciones de prevención y condiciones 
de seguridad en materia de protección civil en situación de emergencia o desastre, a casi 
tres años de este importante avance para las PcD en materia de protección civil, la 
difusión y conocimiento de esta Norma Ofi cial es escasa. Peor aún, difícilmente 
se incluye a las PcD en las comisiones de protección civil, además de que no se 
implementan estrategias que permitan una evacuación de las instalaciones por parte 
de este grupo de la población. Incluso, los programas de seguridad (evacuación) no 
son accesibles, y mucho menos consideran o implementan las recomendaciones 
de la NOM-008-SEGOB-2015.
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Poco se trabaja en materia de protección civil desde la comunidad, siendo un 
nivel potencial de intervención por la participación y organización comunitaria 
que pudiera gestarse, principalmente a favor de las personas con discapacidad. Tal 
vez, y de manera particular, podrían implementarse estrategias de acompañamiento 
en aquellas viviendas que se encuentran en edifi cios habitacionales. En un primer 
momento, sería necesario que los ocupantes integren la Brigada Comunitaria, y 
que éstas a través de la asesoría especializada desarrollaran sus protocolos de eva-
cuación y organización en caso de contingencia recuperando los diversos recursos 
comunitarios. 

Eje 2. En la emergencia social
México necesita estrategias para movilizar programas de reconstrucción, res-

ponsabilidad que recae en el Estado como el aparato con capacidad competente 
para gestionar y administrar los recursos. La elaboración de políticas públicas para 
atender situaciones de emergencia post desastre en personas con discapacidad, pasa 
a segundo plano. Por ejemplo, en América Latina existen países preparados para 
enfrentar desastres por fenómenos naturales, como es el caso de República Do-
minicana y su Comisión Nacional de Emergencia. También Barbados cuenta con 
un Comité para las Personas Vulnerables que se encarga de atender a la población 
vulnerable incluyendo personas mayores, durante y después de catástrofes naturales 
o provocadas por el hombre (Cuarta Conferencia Regional Intergubernamental 
sobre Envejecimiento y Derechos de las Personas Mayores, 2017). En contraste, 
México todavía no cuenta con programas para personas con discapacidad o ma-
yores que garanticen la prevención de riesgo y atención emergente en situaciones 
súbitas o de desastre por fenómeno natural. Aunque en el artículo 5to. de la Ley de 
los Derechos de las Personas Adultas Mayores (2002), en el inciso c del apartado 
VI, referente a la asistencia social, se menciona que “son sujetos de recibir pro-
gramas y alternativas de atención integral en caso de riesgo o desamparo” aunque 
no especifi ca qué tipo de riesgo o desamparo. En la Ciudad de México no existen 
estrategias sólidas de resguardo, contención y reubicación para las personas con 
discapacidad o personas mayores en caso de eventos destructivos e incontrolables. 
Hasta el momento sólo se encontró una intención que roza la responsabilidad 
de considerar al país vulnerable de desastre por fenómenos naturales, ésta es una 
iniciativa del 2010 cuya propuesta consiste en adherir una fracción de “fraterni-
dad nacional” al artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, misma que plantea la cooperación tanto de ciudadanos como de las 
autoridades para apoyar a los habitantes que caigan en desgracia por los desastres 
y que requieran solidaridad (Gaceta Parlamentaria, 2010). La población mayor o 
con discapacidad que perdió vivienda, bienes materiales, familiares y amigos en 



DISCAPACIDAD Y EMERGENCIA SOCIAL POR FENÓMENOS NATURALES: REFLEXIONES SOBRE EL 19S 

 87 

el 19S, reveló importantes alteraciones en su ánimo, como el enojo, la desolación 
y la desesperanza, derivando en una falta de sentido de vida, falta de motivación, 
pérdida de sentimientos de pertenencia y anulación de planes a futuro. La pérdida 
de la familia y de la seguridad que les brindaban los bienes materiales que cons-
truyeron o atesoraron a lo largo de sus vidas, aunado a un incierto plan de resolu-
ción, reconstrucción y reubicación habitacional, les ha provocado una profunda 
incertidumbre, debilitando sus expectativas de vida, y aunque aún no se registran 
manifestaciones concretas de este impacto, esta alteración anímica infl uirá ine-
vitablemente en su salud física y mental. Es la primera vez que nos encontramos 
frente a un panorama desconocido con respecto a los efectos en la salud mental 
de este grupo poblacional de la Ciudad de México a consecuencia del 19S. La ex 
coordinadora del Instituto para la Atención de los Adultos Mayores del Distrito 
Federal, Ana Luisa Gamble Sánchez Gavito (2017), señala que la Ciudad de Mé-
xico no cuenta con programas post desastre que atiendan los efectos psicológicos 
de esta población, quienes aún no los han detonado visiblemente. Cuando afl oren, 
enfatiza que deberán ser analizados desde una perspectiva de género para atenderlos 
adecuadamente, ya que los roles generacionales de hombres y mujeres difi eren en 
cuanto a la forma en que enfrentan una crisis.

El 19S abrió la oportunidad para obtener una enseñanza positiva de una ex-
periencia adversa. Motivó la refl exión acerca de las características geográfi cas de la 
Ciudad de México con relación a las condiciones socioeconómicas y a la educación 
civil de su población.

Las personas que viven en la Ciudad de México están expuestas de manera 
permanente a este factor estresor, ya que, según el Servicio Geológico Mexicano 
(SGM, 2017), la ciudad se ubica en un territorio que libera entre el 80 y 90% 
de la energía sísmica anual del planeta. La naturaleza geológica de la Ciudad de 
México agudiza la vulnerabilidad de su población, particularmente de las personas 
con discapacidad, no sólo por el estrés que implica vivir sobre una ciudad con alta 
tendencia a los sismos, sino porque no existen políticas que regulen las condiciones 
arquitectónicas, protocolos de riesgo y la normatividad de expansión de la mancha 
urbana, pertinentes al resguardo de su seguridad en la vivienda. Tampoco se en-
cuentran, hasta el momento, registros de programas que atiendan sus necesidades 
inmediatas en caso de desastre.

Existen guías o protocolos de actuación que brindan recomendaciones para el 
acompañamiento de personas con discapacidad en caso de emergencia. Por ejem-
plo, en el 2015, la Secretaría de Protección Civil del Distrito Federal (SPCDF) 
publicó la Guía General de Prevención y Preparación en situaciones de emergencia 
para las Personas con discapacidad; ésta tiene la intención de incluir a las PcD y 
a sus familias en la cultura de la protección civil. Por otra parte, la Comisión 
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Nacional de Derechos Humanos, en septiembre de 2018, presentó la “Guía de 
Recomendaciones para Considerar a las Personas con Discapacidad en Protocolos 
de Protección Civil”, este documento está orientado al diseño de planes perso-
nales en los centros laborales de personas con discapacidad. Los desafíos actuales 
de estas guías, está en su implementación en el ámbito público y privado, de tal 
manera que no sólo las personas con discapacidad tengan conocimiento de éstos, 
sino también la población en general, a fi n de que adopten prácticas inclusivas en 
situaciones de emergencia. 

Ante este panorama, es necesario considerar las características sociodemográfi -
cas de la población para la elaboración de los programas de protección civil a nivel 
local, comunitario y familiar.
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Sumario: 1. La soledad como factor de riesgo en las personas mayores. 2. La nueva epide-
mia mundial. La soledad causante de múltiple vulnerabilidad. 2.1. La realidad europea. 
2.2. La soledad en América Latina. 3. Protocolos del Trabajo Social ante la epidemia de la 
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Resumen: Las personas ancianas solas en situación de vulnerabilidad acaparan la mayoría 
de las actuaciones de emergencias sociales. Sus viviendas no adaptadas se han convertido 
en cárceles, donde les es difícil llevar a cabo una vida autónoma. Este problema afecta de 
manera diferente a hombres y mujeres. La soledad de los hombres mayores ha aumentado 
tres puntos en los últimos años, situándose en el 15% en 2017, según datos del INE y de 
Eurostat. Aunque todavía existen grandes diferencias, según el informe Un perfi l de las 
personas mayores en España, 2018. Indicadores estadísticos básicos, el 28,8% de las mujeres 
mayores y el 14,7% de los hombres mayores vive en soledad en España. Este panorama, 
vinculado con el envejecimiento poblacional y el cambio del modelo social, mucho más 
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individualista y alejado del mantenimiento de vínculos afectivos, conlleva la epidemia de 
la soledad. 
Para proteger a este colectivo, se debe realizar una revisión de los protocolos de actuación, 
fundamentalmente en la coordinación de los servicios sociales comunitarios y de las 
unidades de Trabajo Social hospitalario; donde se han llegado a producir el abandono de 
ancianos, lo que trae consigo situaciones larvadas y mantenidas en el tiempo de maltrato 
y falta de atención.
A lo largo de este capítulo realizaremos una perspectiva comparada del estado de la cues-
tión a nivel internacional, analizando las diferentes estrategias desde el Trabajo Social para 
intervenir con aquellas personas que se encuentren en situación de soledad no elegida, con 
la fi nalidad de mejorar su autoestima, bienestar y salud. 

Conceptos centrales: Personas mayores, soledad, vulnerabilidad, Trabajo Social, Servicios 
Sociales.

1. LA SOLEDAD COMO FACTOR DE RIESGO EN PERSONAS 
MAYORES

Desde hace algunas décadas venimos asistiendo a un progresivo envejecimiento 
de la población a nivel mundial. Entre otros factores, la reducción de la tasa de 
natalidad y el aumento de la esperanza de vida ha provocado que el número de 
personas de más de 60 años vaya en constante aumento, más que cualquier otro 
sector de población.  

El proceso de envejecimiento, además de natural y biológico, depende en gran 
medida del entorno social donde la persona se desenvuelve, puesto que la con-
jugación de factores como la economía, la familia, las relaciones interpersonales, 
la forma de convivencia y el hábitat, entre otros, infl uyen de manera decisiva en 
la calidad de vida y en la forma de envejecer de los individuos (González-Celis, y 
Lima, 2017). 

Durante el envejecimiento se originan una sucesión de cambios y pérdidas, 
que reducen las relaciones sociales en las personas mayores, como, entre otros, la 
jubilación, la pérdida del cónyuge y problemas de salud, aumentando la probabi-
lidad de experimentar el sentimiento de soledad (Castro, 2016).

En España, según los datos de la Encuesta Continua de Hogares de 2018, 
realizada por el Instituto Nacional de Estadística (INE), un 43,1% de las personas 
que viven solas son mayores de 65 años, dato signifi cativo que confi rma que con la 
edad se aumenta la probabilidad de vivir en soledad. Si bien es un factor de riesgo, 
no es exclusivo para percibir el sentimiento de soledad, ya que como confi rma el 
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estudio de Schoenmakers y Tindemans (2017), hay un alto porcentaje de personas 
mayores que se sienten solas a pesar de estar en compañía. No obstante, siguiendo 
a Holt-Lunstad, Smith, Baker, Harris y Stephenson (2015) existe una estrecha 
relación entre de vivir solo/a, el sentimiento de soledad y aislamiento social, con-
fi gurándose como factores de riesgo que afectan al bienestar y calidad de vida de 
las personas mayores. De hecho, según el estudio realizado por Scarimbolo (2016) 
la persona mayor que está sola tiene un cincuenta por ciento más de probabilidad 
de morir prematuramente que las que conservan relaciones sociales. 

Dentro de la extensa y heterogénea literatura existente en torno a la soledad en 
personas mayores, algunos autores (Hughes, Waite, Hawkey y Cappioto, 2004; 
Ekwall, Sivberg y Hallberg, 2005;  Steptoe, Leigh y Kimari, 2011;  Holt-Lunstad,et 
al, 2015, Pinazo y Donio, 2018, entre otros) coinciden en conceptualizarla como 
una  experiencia subjetiva  de la  persona  de aislamiento, no pertenencia o falta 
de compañía, explicándose como la discrepancia entre las relaciones deseadas y 
las mantenidas realmente. 

 Si bien la soledad puede suceder en cualquier momento del ciclo vital, es 
frecuente que se relacione con la vejez, puesto que, generalmente, las personas 
de edad avanzada tienen más probabilidad de vivir situaciones que favorezcan la 
disminución de sus redes sociales de apoyo y el aumento del aislamiento social 
(Pinazo y Donio, 2018). 

Pero la soledad, no es sólo causa de una serie de factores, como los señalados 
anteriormente, sino también consecuencia de otros y que tienen graves repercusio-
nes sobre la salud y el bienestar de las personas, confi gurándose como un problema 
social cada vez más frecuente y, por tanto, uno de los problemas más notables en 
la actualidad.  

Diez y Morenos (2015) señalan que los cambios socioculturales y económicos 
han favorecido el notable aumento de la soledad, donde se conjugan una amplia 
diversidad de elementos que infl uyen en su aparición y, ante las consecuencias 
que repercuten tanto en las personas como en la sociedad, es de vital importancia 
atenderla y conocerla en detalle.

Obviamente la soledad es un factor de riesgo para la salud a lo largo de todo 
el ciclo vital, acentuándose más en las personas mayores. Siguiendo a Rodríguez 
(2009), el empobrecimiento de las redes sociales más la vulnerabilidad de las perso-
nas mayores frente a la enfermedad, unido a la soledad, conlleva efectos negativos 
en la salud de las personas, a nivel físico (problemas de corazón y digestivos, debili-
tamiento del sistema inmunológico, alteraciones del sueño, etc.), psicológico (baja 
autoestima, depresión, entre otros) y social (prejuicios sociales). Otros estudios la 
relacionan con depresión, desórdenes de personalidad, esquizofrenia, avance de la 
enfermedad de Alzheimer, incluso suicidio (Torres et al, 2012). 
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Por tanto, la soledad se relaciona directamente con la calidad de vida, a menor 
sentimiento de soledad mayor calidad de vida y viceversa, como así lo sostienen 
diversos estudios (Aponte, 2015, González-Celis, y Lima, 2017).

2. LA NUEVA EPIDEMIA MUNDIAL. LA SOLEDAD CAUSANTE 
DE MÚLTIPLE VULNERABILIDAD 

La soledad se puede clasifi car de diversas maneras en función de la duración de 
la misma, Young (1982) determina la soledad crónica, la soledad situacional y la 
soledad pasajera. La soledad crónica tiene una duración de dos a más años y lleva 
implícita la sensación de incapacidad de desarrollar relaciones sociales en igualdad. 
La soledad situacional surge como consecuencia de un episodio traumático como 
una muerte o un divorcio, terminando el sentimiento de soledad cuando las per-
sonas aceptan el hecho; y, por último, la soledad pasajera que está vinculada con 
sentimientos cortos de soledad.

Los tres tipos de soledad implican sentimientos de tristeza, desarraigo y aban-
dono, cuando las personas que la padecen son los mayores. El llegar al fi nal de 
la vida aislado, no sólo afecta a la felicidad y al sentimiento de pertenencia de las 
personas, provoca un aumento de manera exponencial de enfermedades crónicas 
e incluso de la muerte. 

Un estudio de la Universidad Brigham Young, publicado en al Psychologia 
Science concluyó que la soledad aumenta en un 26% el riesgo de muerte en las 
personas que viven deprimidas; la soledad se ha convertido en un problema de 
salud pública, en la misma línea se encuentra otra investigación de la Universidad 
College London que durante siete años les hizo seguimiento a 6.500 británicos 
mayores de 50 años. Por lo tanto, queda demostrado, que la soledad puede tener 
graves consecuencias negativas sobre la salud. En el plano físico, tiene un efecto 
debilitador del sistema inmunológico, lo cual aumenta el riesgo de padecer ciertas 
enfermedades. Se asocia, además, al dolor de cabeza, a algunos problemas de cora-
zón y digestivos, a difi cultades para dormir, etc.; aumentando considerablemente 
el uso de los servicios médicos en función de la soledad, especialmente en atención 
primaria (Bermejo, 2003).

La soledad es un sentimiento que, vivido durante la vejez, puede llegar a re-
presentar importantes dependencias de tipo social, funcional, cognitivo y/o des-
encadenar problemas de salud que pueden causar difi cultades en la vida cotidiana 
(Rodríguez, 2009).
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2.1. La realidad europea

Europa se está convirtiendo en la imagen de la soledad y el aislamiento de la 
población, el 6% no puede pedir ayuda a nadie ni puede compartir sus problemas 
y sus pensamientos. En la Unión Europea se han contabilizado 30 millones de 
personas aisladas, según datos de la Ofi cina Europea de Estadística. El perfi l de 
estas personas aisladas es el de hombres solteros y de edad avanzada que viven solos 
en ciudades.

Grafi co 1. Europeos que no pueden pedir ayuda a nadie (%).

Fuente: Eurostat (2019).
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En Italia, con un 13, 2% y Luxemburgo, con un 12,9%, son los dos países 
en los que hay más personas que no tienen a quien recurrir para pedir ayuda. En 
Francia, el 12,4% de los franceses están aislados a la hora de hablar con alguien5.

Gráfi co 2. Personas que no tienen a nadie con quien hablar (%).

Fuente: Eurostat (2019)

5 Información complementaria en: https://ec.europa.eu/eurostat/web/main/home 
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El individualismo azota la vieja Europa, y nuevas medidas se van imponiendo 
para prevenir graves situaciones que derivan en auténtica emergencia social. Entre 
la más reciente destaca la impulsada por el Reino Unido, que ha considerado a la 
soledad como un problema de salud pública. La primera ministra británica Th eresa 
May, anunció la creación de un Ministerio de Soledad a principios de 2018, con 
el objetivo de hacer frente al aislamiento que sufren los ancianos, sus cuidadores 
y aquellas personas que han perdido un ser querido, después de que un informe 
indicara que la soledad afecta a nueve millones de personas en ese país, un 13,7% 
de la población total; cerca de 200.000 ancianos no habían tenido conversación 
alguna con un familiar o un amigo por espacio de un mes.

Figura 1. Diagrama de Estrategia a seguir para luchar contra la soledad.

Fuente: A connected society. A strategy for tacklind loneliness-laying the foundations for change (2018). Elabo-
ración propia.
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Los principios que han guiado el desarrollo de esta nueva estrategia en el Reino 
Unido, han estado centrados en trabajar en asociación con empresas, el sector de 
la salud, el gobierno local, el sector voluntario y la sociedad civil en general, reco-
nociendo que el gobierno puede actuar como un catalizador importante, pero que 
toda la ciudadanía debe tomar medidas para reducir la soledad de manera efectiva; 
en centrarse en los puntos de activación clave que empujan a las personas a sentirse 
solos con frecuencia, junto con acciones preventivas que pueden benefi ciar a la 
sociedad en general, reconociendo la importancia de los enfoques personalizados 
y las soluciones locales para enfrentar la soledad, siendo esto último vital dada la 
naturaleza compleja y subjetiva de la soledad6.

No sólo los gobiernos europeos se están movilizando para encontrar soluciones 
que impliquen la participación de todos, desde el tercer sector, en el caso español, 
se está demandando la creación de instancias públicas similares, en España ya 
existen precedentes promovidos por la Cruz Roja Española, Médicos del Mundo, 
el Teléfono de la Esperanza y Fundación Desarrollo y Asistencia, han advertido 
de que la soledad es un problema cada vez más frecuente y que irá en aumento.

2.2. La soledad en América Latina

El envejecimiento de la población en América Latina y el Caribe ha experimen-
tado un ritmo acelerado, con características propias en la experiencia individual 
y social de envejecer según los diferentes perfi les culturales de la región. Se estima 
que la proporción de población de 60 años y más aumentará desde un 14,1% en 
2025 a un 22,6% en 2050, cuyo impacto no solo tiene relación con su expresión 
cuantitativa sino con el escenario social y económico en el que aún se encuentra la 
mayor parte de los países de esta área, caracterizada por inequidad y baja cobertura 
de la seguridad social (Gajardo, 2015).

El envejecimiento de la población en América Latina y el Caribe no se produce 
al mismo ritmo en todos los países, sino que depende de la etapa de la transición 
demográfi ca en la que se encuentren. Se requiere entender el cambio de estructura 
por grupos de edad de la población para hacer una planifi cación efectiva que per-
mita satisfacer las necesidades de la población y facilite que las personas puedan 
ejercer sus derechos plenamente. 

Existen multitud de estudios donde se hace referencia al envejecimiento de la 
población, pero es destacable la falta de reconocimiento de la soledad como causa 
de riesgo y exclusión social, en el Informe Técnico (Latinoamérica y el Caribe), 

6 Información complementaria en: A connected society: a strategy for tackling loneliness. Laying 
the foundations for change (2018). Recuperado de https://bit.ly/2RhBlWX 
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Una mirada sobre el envejecimiento, 2017; elaborado por el Fondo de Población 
de las Naciones Unidas –el Fondo que cuenta con una red de puntos focales a lo 
largo de 22 países a un grupo de los cuales (Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, 
México, Perú, República Dominicana y Uruguay) cuyas ofi cinas están trabajan-
do actualmente en la temática del envejecimiento– reportan en este informe los 
asuntos claves que afectan a este grupo de población y en ninguno de ellos se deja 
constancia de la soledad, se hace referencia a la pobreza e inequidad con propuestas 
para romper el círculo de la pobreza intergeneracional, la seguridad económica, la 
seguridad social y las pensiones, la salud y el bienestar destacando en este asunto 
las nuevas necesidades de asistencia y cuidado que todavía son un reto sin respuesta 
en la mayoría de los países, la participación, la protección de sus derechos –aquí 
podría tener cabida la lucha contra la soledad, ya que plantea la coordinación de 
los servicios sociales y de salud en la prevención, detección y respuesta efi caz en 
situaciones de vulnerabilidad de las personas mayores (aunque en este apartado 
hace referencia de manera exclusiva al maltrato de las personas mayores), el enfoque 
diferencial como consecuencia de la heterogeneidad poblacional caben las dobles 
y triples discriminaciones y termina con un Marco Interamericano de Derechos 
Humanos, aprobado en 2015 por la Organización de Estados Americanos la 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores7.

Los datos de población implican la necesidad de avanzar en una estrategia 
contra la soledad, en América Latina y el Caribe en la actualidad tienen alrededor 
de 652 millones de habitantes, las personas mayores representan el 12% del total 
de la población, según consta en el documento Los efectos y desafíos de la transfor-
mación demográfi ca en América latina y el Caribe (CEPAL, 2017). Desde fi nales 
de la década de los sesenta se han experimentado notorios cambios en su dinámica 
demográfi ca, estas transformaciones en la composición de la población, sin duda 
en un futuro no muy lejano, darán lugar a oportunidades y desafíos específi cos 
para las políticas que buscan la igualdad y el desarrollo centrado en las personas.

Actualmente ya hay índices importantes acerca de personas mayores que viven 
solas en sus hogares. En la década de los noventa este porcentaje no superaba el 
4% del total de hogares, solo Uruguay presentaba un porcentaje cercano al 10%. 
En la década de 2000 este porcentaje tiende a aumentar, los países más avanzados 
en el envejecimiento demográfi co presentan porcentajes más altos: el Uruguay 
(12.5%), la Argentina (8.6%), Cuba y Chile (7.4%).

La vejez en soledad es aún mayor si se contrasta entre áreas urbanas y rurales. 
Estas últimas presentan un mayor porcentaje de hogares unipersonales de personas 

7   Información complementaria en: Una mirada sobre el envejecimiento. Informe técnico (2017). 
Recuperado de https://bit.ly/2FRPvJX
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de edad. Esto es muy evidente en Bolivia, donde en las áreas rurales se duplica el 
porcentaje de hogares de personas mayores solas con respecto a la ciudad.

3. PROTOCOLOS DE TRABAJO SOCIAL ANTE LA EPIDEMIA 
DE LA SOLEDAD

Pensar en hogares habitados por un único individuo de edad avanzada induce 
a suponer situaciones de aislamiento social y sentimientos de soledad. En este sen-
tido, el Libro Blanco del Envejecimiento Activo del IMSERSO (2011) refl exiona 
sobre cómo después de modular la vida entorno a los descendientes, las personas 
mayores que adolecen de ellos sufren melancolía por estar sin su compañía. Sentir 
la soledad al envejecer y envejecer en solitario, va a estar condicionado por el hecho 
de poder o no contar con los familiares sabiendo que se tienen. 

Las personas mayores que viven solas tienen una menor probabilidad de recibir 
cuidados informales propiciados por sus familiares, aumentado así la posibilidad 
de ser atendidas por los Servicios Sociales y los Servicios Sanitarios de proximidad. 
Según Rogero-García (2009) la edad y los ingresos económicos de los mayores que 
viven solos, son factores que inciden en el hecho de ser benefi ciarios del Sistema 
Sanitario y el Sistema Social, de tal forma que, cuanto menores sean los ingresos 
personales y mayor la edad de la persona, se acrecienta la probabilidad de utilizar 
el conjunto de servicios, recursos y prestaciones que engloban dichos servicios 
públicos. 

Con el fi n de “desarrollar medidas orientadas a mejorar la coordinación de los 
sistemas sanitario y social para ofrecer una atención integral y no fragmentada a 
las personas que presentan enfermedades crónicas y dependencia” nace el Libro 
blanco de la coordinación sociosanitaria en España (2011, p.9). Este Libro es ela-
borado por el IMSERSO y la Agencia de Calidad del Sistema Nacional de Salud 
con un enfoque de atención centrada en la persona, destacando la relevancia de 
realizar una actuación conjunta entre las administraciones implicadas que ponga 
de manifi esto la importancia de concretar y sistematizar espacios de coordinación 
donde las personas sean el foco de las acciones de los sistemas de bienestar. 

En España, a nivel provincial se están implantando procedimientos de coordi-
nación formales para abordar circunstancias que demanden de una intervención 
conjunta de los Servicios Sociales y los de Salud. Así en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, las administraciones locales en materia de Servicios Sociales y Sa-
nidad, junto con la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
de Granada que asume el papel de coordinación del proceso, han elaborado un 
Acuerdo Marco de coordinación interinstitucional en materia de atención social 
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y sanitario (2018) para “establecer los pasos a seguir en el momento que se detecta 
la existencia de una situación de urgencia social y de vulnerabilidad social”. (p.3). 

El Acuerdo Marco considera un protocolo de derivación que parte del Sistema 
Sanitario al de Servicios Sociales y otro que engloba el circuito de derivación desde 
el Sistema de Servicios Sociales al Sistema Sanitario, recogidos en la tabla 1. Cabe 
señalar que ambos protocolos contemplan la soledad y el aislamiento de las per-
sonas mayores y de las personas dependientes como situaciones de vulnerabilidad 
y urgencia social. 

Tabla 1. Protocolos de derivación.

Protocolos Circuitos Derivación

Desde el sistema 
sanitario al sistema 
de servicios sociales

Comunicación 
de situaciones de 
vulnerabilidad social

El/a trabajador/a social sanitario/a 
es el profesional responsable 
de derivar el caso al centro de 
servicios sociales comunitario, 
mediante la remisión de un 
informe de derivación e informe 
social, que recogerán la situación 
de vulnerabilidad social o urgencia 
social, así como, la intervención 
propuesta.

Comunicación de 
situaciones de urgencia 
social para personas con 
capacidad funcional 
limitada

Desde el sistema de 
servicios sociales al 
sistema sanitario

Comunicación 
de situaciones de 
vulnerabilidad social

El/a trabajador/a social del 
centro de servicios sociales 
comunitarios será el profesional 
responsable de derivar el caso al 
centro sanitario correspondiente 
y deberá remitir un informe de 
derivación, refl ejando la situación 
de vulnerabilidad y/o urgencia 
sociosanitaria y la propuesta de 
intervención. 

Comunicación de 
situaciones de urgencia 
sociosanitaria

Fuente: Acuerdo Marco de coordinación interinstitucional en materia de atención social y sanitario (2018). 
Elaboración propia.

Por ello y como señala la Estrategia de atención y protección social para las 
personas mayores en Aragón (2018), es importante que los profesionales del Tra-
bajo Social de estos dos sistemas públicos reconozcan en su valoración diagnóstica 
que, en muchas ocasiones, el hecho de que una persona mayor viva sola no es una 
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situación que haya sido elegida, sino que puede ser impuesta u obligada por las 
circunstancias, lo que puede conllevar consecuencias físicas, emocionales y sociales 
negativas.

3.1. La atención desde los servicios sociales comunitarios

Muchas de las personas que viven la vejez, experimentan un sentimiento de 
soledad, que es defi nido por Madoz (citado en Rodríguez, 2009) como el “con-
vencimiento apesadumbrado de estar excluido, de no tener acceso a ese mundo 
de interacciones, siendo una condición de malestar emocional que surge cuando 
una persona se siente incomprendida o rechazada por otros o carece de compañía”. 
Esta situación de soledad no es sólo responsabilidad de quien la vive, sino que es 
una cuestión que afecta a toda la sociedad.  

Ante este panorama, la administración con competencia en Servicios Sociales 
de Andalucía trata de garantizar el bienestar de los mayores y para ello, acuerda la 
formulación del I Plan Estratégico Integral para Personas Mayores en Andalucía 
2020-2023. Pero hasta tanto no se desarrolle, se están implantando otras actuacio-
nes que aseguran la promoción de unas condiciones de vida digna e independiente 
para las personas mayores, tales como el Servicio de Teleasistencia, un instrumento 
que está disputando la soledad no deseada en la vejez. 

La Teleasistencia se ha convertido en el perfecto acompañante de las personas 
mayores en todo el territorio nacional. Es un servicio prestado por un equipo de 
profesionales, que permite a los mayores usuarios recibir una atención telefónica 
personalizada durante las 24 horas del día, con sólo presionar un dispositivo móvil. 
Para acceder al servicio, todas las personas benefi ciarias (ver tabla 2) deben contar 
con una línea telefónica fi ja en su domicilio. 

Sin embargo, son los Servicios Sociales Comunitarios de titularidad y gestión 
pública, los que componen la organización básica de nivel primario que prestan 
servicios sociales a la ciudadanía, a tenor de lo establecido en el artículo 27 de la 
Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, son los pri-
meros en actuar ante una situación de desprotección o vulnerabilidad, como es el 
caso de la soledad de las personas mayores. Entre el catálogo de prestaciones de los 
Servicios Sociales Comunitarios, cabe destacar el Servicio de Ayuda a Domicilio, 
reglamentado en la Orden de 28 de junio de 2017 en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. A través de él se desarrollan intervenciones de atención física y 
psicosocial domiciliaria dirigidas a personas con necesidades de atención socio-
sanitaria, así como, las actividades relacionadas con la gestión y funcionamiento 
de la unidad de convivencia.



EL ROSTRO DE LA DESOLACIÓN. LA SOLEDAD NO ELEGIDA EN EL ENVEJECIMIENTO

 105 

 Tabla 2. Perfi l de acceso al Servicio de Teleasistencia.

Personas Situación 
En situación de dependencia. Tener reconocida la prestación de Teleasistencia 

en su Programa Individual de Atención (PIA). 

Mayores de 65 años que no 
tienen reconocida la situación de 
dependencia.

Ser titular de la Tarjeta Andalucía Junta 
sesentaycinco. 

Con discapacidad. Superior al 65% y edad entre 16 y 65 años, 
que no tengan reconocida la situación de 
dependencia. 

Fuente: Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (2019). Elaboración propia.

Además, desde los Servicios Sociales Comunitarios se está intensifi cando la 
atención en el desarrollo de actuaciones encaminadas a mejorar la convivencia y 
la reinserción social de la ciudadanía mediante la incorporación de las personas, 
entre ellas los mayores, en la vida comunitaria. 

3.2. La intervención desde el ámbito hospitalario

La Constitución Española reconoce a los poderes públicos como promotores 
del bienestar de las personas mayores, mediante “un sistema de servicios sociales 
que atenderán sus problemas específi cos de salud” (artículo 50). Lo que viene a 
reforzar el artículo 28.ter del Decreto 48/2006, de ampliación y adaptación de 
medidas de apoyo a las familias andaluzas, que recoge el derecho de las personas 
mayores de sesenta y cinco años a tener un examen de salud anual, el cual incluye 
“actuaciones sanitarias dirigidas a un diagnóstico precoz de enfermedades, así 
como aquellas intervenciones precisas, destinadas a la protección de la salud y a la 
promoción de hábitos de vida saludable”. Serán los profesionales de los servicios 
de atención primaria del Centro de Salud correspondiente, los que garanticen 
esta medida. En este sentido, la Sociedad Española de Geriatría y Gerontología8 
reivindica la existencia de recursos humanos sufi cientes destinados a atender de 
forma específi ca a las personas mayores en el ámbito sanitario. 

Como ha quedado patente, existe una relación demostrada entre la enfermedad 
y el envejecimiento, lo que hace que la valoración clínica de la persona mayor sea, 
según la Organización Panamericana de la Salud, un proceso “destinado a cuan-
tifi car en términos funcionales las capacidades y problemas médicos, mentales 

8 Véase: 60º Congreso de la SEGG, en www.segg.es
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y sociales del adulto mayor con la intención de elaborar un plan de promoción, 
prevención, atención y/o rehabilitación, según corresponda” (p. 7). La valoración, 
por tanto, es multidisciplinar y contempla, entre otros aspectos a evaluar en el ám-
bito social de la persona mayor, el riesgo de aislamiento o riesgo social, atendiendo 
a factores e indicadores determinados por el procedimiento de actuación para la 
atención sociosanitaria a personas mayores9, como son las condiciones físicas y 
psíquicas (problemas de movilidad, deterioro cognitivo, escasa autonomía perso-
nal, comportamientos o conductas inadecuados que amenazan su salud, etc.); el 
entorno familiar (vive solo/a, con hijos con discapacidad o drogodependientes; 
ausencia o escaso apoyo familia); y la realidad social (infravivienda; defi ciente hi-
giene personal; ropa deteriorada o inadecuada; escasez de comida o en mal estado). 

El trabajo de Duaso et al. (2009) evidencia que las personas mayores solas, con 
escasos ingresos económicos y bajo nivel educativo, observan un mayor número 
de visitas a los servicios generales de urgencias hospitalarias, aumentando la tasa 
de ingreso hospitalario y demuestra que las condiciones sociales desfavorables 
aumentan la morbimortalidad y que al menos el 13% de estos pacientes fallece 
durante la hospitalización.

4. PROPUESTAS PARA EVITAR EL ABANDONO DE LAS PER
SONAS MAYORES. RECUPERANDO EL GENUINO TRABAJO 
SOCIAL

 Siguiendo a Masi, Chen, Hawkley y Cacioppo (2011), las estrategias de in-
tervención para evitar la soledad deben ir enfocadas a la consecución de cuatro 
objetivos: aumentar las habilidades sociales; fortalecer el apoyo social; incrementar 
las oportunidades de interacción social y realizar entrenamiento social y cognitivo. 

 El aprendizaje de muchas herramientas que se encuentran en la web sería de 
gran utilidad para la realización de múltiples gestiones, tanto administrativas como 
de ocio, así como supondría la posibilidad de abrir nuevas ventanas al mundo, 
cultivar nuevas amistades y establecer nuevos canales de comunicación con amigos 
y familiares que ayudarían a romper con el aislamiento y la soledad no deseada. 

 De este modo la orientación hacia un cambio de paradigma es la clave para 
lograr un impacto social positivo con éxito.  Por tanto, las políticas y los proyectos 
que se lleven a cabo al respecto deben estar centrados fundamentalmente en la 
parte de educación de la ciudadanía al mundo digital y los cambios de paradigma 
que lo acompañan (Pimienta, 2008).  

9 Véase: Procedimiento de actuación para la atención sociosanitaria a personas mayores en riesgo 
social o con sospecha de maltrato. CÓDIGO 5.9 del SAMUR. Recuperado de https://bit.ly/2WtEJ3U



EL ROSTRO DE LA DESOLACIÓN. LA SOLEDAD NO ELEGIDA EN EL ENVEJECIMIENTO

 107 

Si bien la oferta formativa dirigida al colectivo de mayores en los últimos 
años ha ido creciendo considerablemente, encontrándonos con múltiples cursos 
y talleres sobre un amplio abanico de temáticas, programas universitarios, entre 
otros,  se hace necesario una nueva forma de actuar, donde el uso de la pedagogía 
gerontológica por parte de los profesionales de lo social en general y del Trabajo 
Social en particular,  puede servir como palanca de cambio y empoderamiento de 
este sector de la población. 

Entendemos la pedagogía gerontológica, como la disciplina que promueve el 
desarrollo personal y social de la persona mayor capacitándola para ser miembro 
contributivo y receptivo del entramado social en el que vive y se desarrolla. Para 
conseguir esta meta, es necesario potenciar la educación gerontológica, ya que la 
gerontología educativa radica en que se refi ere a todas aquellas actividades, progra-
mas, acciones e investigaciones encaminadas al aprendizaje de las personas mayores; 
en tanto que la educación gerontológica se utiliza para perfi lar los contenidos de 
ese aprendizaje o, lo que es lo mismo, la formación de profesionales o personas 
interesadas en la intervención con las personas mayores (García, 2007).

5. AVANZANDO EN LA PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS 
MAYORES, GARANTÍA ANTIAISLAMIENTO

Las personas, como seres sociales que somos, precisamos mantener vínculos 
afectivos y relaciones sociales independientemente del contexto e historia de vida 
de cada una de ellas. La ausencia de éstas conlleva a una multitud de problemas en 
los distintos ámbitos que les afectan. Sin embargo, está demostrado que una par-
ticipación activa de las personas mayores, tanto en el ámbito familiar como social, 
desde el prisma de generatividad, supone una fuente de bienestar y satisfacción 
vital. (Pizano y Donio, 2018). 

Por ello, la participación se confi gura como mecanismo clave de la dinámica 
social, con importantes repercusiones en las distintas franjas de la estructura social, 
siendo su incidencia fundamentalmente interesante en la cúspide de la pirámide 
poblacional. Obviamente, la dimensión demográfi ca que, cada vez más, las perso-
nas mayores tienen en la estructura social debe corresponderse con su incursión en 
la vida activa del sistema social proporcionalmente a dicha representación. 

De esta forma, el envejecimiento activo se posiciona como el procedimiento 
más idóneo para promover la participación social en las personas de edad avan-
zada. Tradicionalmente a este grupo de población se la ha conceptualizado como 
un colectivo demandante de servicios y cuidados, afortunadamente esta visión 
queda cada vez más alejada del imaginario colectivo y se tiene más en cuenta las 
aportaciones que éstas pueden y deben hacer a la sociedad, emergiendo con fuerza 
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las teorías y políticas de participación social desde un nuevo paradigma (Duque 
y Mateo, 2008). 

Como bien señala el Libro Blanco del Envejecimiento Activo, existe una am-
plia diversidad de  formas de participación social de las personas mayores (ente 
otras, podemos destacar  el asociacionismo, el voluntariado, la actividad política, 
actividad cultural, las relaciones intergeneracionales, el disfrute del ocio y tiem-
po) al igual que las personas que conforman este colectivo así como sus causas o 
circunstancias para realizar  prácticas participativas también lo son, la cuestión es 
ir  “más allá de la lógica que vincula participación sólo a espacio público e institu-
ciones, y poniendo más el énfasis en la fuerza y signifi cación de los vínculos o de 
las interacciones sociales como palanca de autonomía y bienestar” (IMSERSO, 
2011, p, 326). 

Por ello, siguiendo a Pavón (2015), es de vital importancia el establecimiento 
de vínculos y mantener un buen ambiente para el desarrollo de las personas lo 
que facilitará la percepción de efi cacia, y autoefi cacia, y en consecuencia obtener 
y mantener una óptica calidad de vida. 

Asimismo, cuanto mayor sea la participación social de la persona mayor, me-
nor será el sentimiento de soledad. De hecho, algunos autores (Fockkema, Jong 
y Dykstra, 2012; Cardona, Villamil, Henao y Quintero, 2013; González-Celis y 
Lima, 2017) señalan que el tamaño de la red social está directamente relacionado 
con la soledad. A mayor participación e interacción social menor probabilidad 
de tener sentimientos de soledad, incluso se destaca que precisamente uno de los 
motivos por los que las personas mayores se involucran en alguna organización 
social es evitar este sentimiento al sentirse respaldada y compartir con otras per-
sonas. Por tanto, la participación social, así como el mantenimiento y apoyo de 
los vínculos familiares y vecinales, se confi gura como factores clave de prevención 
ante la soledad y el aislamiento social. 

Son muchos los benefi cios de la participación social de las personas de más 
edad, de ahí su importancia y no solo por su peso cuantitativo en la sociedad, sino 
además por el valor de su historia de vida y experiencia acumulada, lo que supone 
un capital humano de destacada relevancia que se debe aprovechar y potenciar en 
pro del conjunto de ciudadanía. Igualmente, además de favorecer la calidad de 
vida, ayuda a dar más vida a los años de manera útil y placentera.  Obviamente, 
como bien señala la Fundación EDE (2013) la capacidad de las personas de edad 
avanzada para relacionarse con el entorno, el apoyo social y la integración en una 
sociedad, que suele tender a la marginación y estigmatización de este colectivo, se 
convierte en uno de los aspectos esenciales para vivir el proceso de envejecimiento 
de forma digna y positiva. 
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En defi nitiva, la participación social de las personas mayores garantiza el anti-
aislamiento de este colectivo, incrementa sus expectativas y calidad de vida, y las 
posiciona en un lugar preferente para la defensa de sus derechos y rol social.  

6. CONCLUSIONES

A modo de resumen, cabe decir que el aislamiento social y la soledad derivan 
en un empeoramiento de la salud y una disminución de la longevidad (Holt et 
al 2015). Como bien señalan González-Celis y Lima, (2017) la soledad es un 
constructo multidimensional, psicológico y estresante, consecuencia de carencias 
afectivas, ya sean reales o percibidas que afecta el funcionamiento y la salud de la 
persona en todas sus dimensiones y, por tanto, la calidad de vida. 

Desde el Trabajo Social se hace necesario potenciar la actuación preventiva y 
proactiva para anticipar situaciones de riesgos y de exclusión provocadas por la 
soledad, para ello, sería fundamental la actuación coordinada con el sistema sanita-
rio, ya que una de las principales vías es la actuación primaria; por ello se cuentan 
con algunas herramientas como la escala SESLA-S que puede ser una medida de 
autoinforme apropiada para la evaluación de este constructo, la soledad, en sus 
tres facetas (social, familiar y romántica) en numerosos ámbitos de la Salud, con 
objetivos tanto preventivos como de intervención (Yárnoz, 2008).

El futuro deberá ir encaminado a evidenciar y crear estrategias que consoliden 
el enfoque para enfrentar la soledad en Europa, esto colaborará en la forma en que 
se ve y se actúa sobre la soledad, tanto desde los gobiernos como en la sociedad 
en general.

Un gran reto que ya está presente, es preparar los sistemas de salud para socie-
dades en proceso de envejecimiento, el cual está en directa relación con el Obje-
tivo de Desarrollo Sostenible 3 que plantea garantizar una vida sana y promover 
el bienestar de todos a todas las edades, pero particularmente con la meta 3.8 de 
“lograr la cobertura universal de salud, incluida la protección de los riesgos fi nan-
cieros, el acceso a servicios esenciales de atención médica de calidad y el acceso a 
medicamentos y vacunas esenciales seguros, efi caces, de calidad y asequibles para 
todos”. En defi nitiva, llegar a la vejez en compañía, ya que como ha quedado de-
mostrado a lo largo de este apartado la vejez se ha convertido en un grave problema 
de salud pública.

A modo de solución, hablaríamos de una educación para el envejecimiento, 
donde se plantea por tanto una oportunidad de desarrollo vital para las personas 
que envejecen (teniendo en cuenta la diversidad de posibilidades y circunstancias, 
es decir, la heterogeneidad de este proceso y diversidad de colectivos existentes) y 
un nuevo reto para los actores implicados que deben dar soluciones innovadoras y 
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especializadas al mismo (envejecimiento positivo) que a su vez respete y mantenga 
derechos fundamentales (envejecimiento digno) y que tenga capacidad de adap-
tación a nuevos desafíos (progresivo).  Para ello será necesario tener en cuenta a la 
persona, situándola en el centro de esta nueva forma de hacer y atendiendo a sus 
diferentes entornos (físicos, virtuales y sociales) (De la Fuente y Martín, 2018).
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1. INTRODUCCIÓN

La violencia es una forma de agresión directa e indirecta, constante en las so-
ciedades del sistema social capitalista del Siglo XX y del inicio del XXI, ya que este 
sistema es, en sí mismo violento. Las diferencias de oportunidades de desarrollo, 
la lucha diaria por la sobrevivencia, por la obtención de mejores condiciones de 
vida, el desempleo, el trabajo mal remunerado, los bajos salarios, la incertidumbre, 
la falta de credibilidad, la desesperanza, la injusticia, el abuso del poder, la des-
igualdad, la discriminación, entre otros han determinado diferentes expresiones 
de violencia generadas por el sistema económico social. 

La violencia también se presenta a nivel microsocial, como formas extremas de 
agresión realizada generalmente por situaciones externas a las personas, ya sea en 
ataques físicos, impulsivos, intencionalmente destructivos, mediante el empleo de 
la fuerza para realizar actos graves que ponen en riesgo la vida y la integridad tanto 
de las personas como de las comunidades y la sociedad. Esta situación compleja 
y crítica implica una interrelación de poder desigual que lleva a la subordinación, 
al miedo y al temor.

En este marco se presenta la violencia de género, como una situación de 
carácter macro y micro social, que parte y es una forma de representación de la 
violencia estructural, que se presenta en la práctica de lo cotidiano e incide en la 
reproducción de las relaciones de las familias, en los colectivos, en lo social, en la 
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vida cultural de las sociedades. En lo microsocial la violencia de género se encuentra 
en la dimensión individual / familiar / colectiva en la vida cotidiana, repercutien-
do las condiciones de violencia que dominan en la estructura social y es en esas 
dimensiones donde se reproducen día a día.

La violencia de Género, se dirige principalmente hacia las mujeres violando 
sus derechos humanos, su libertad, su dignidad y esencia humana, se reproducen 
en el contexto de la vida cotidiana en el ámbito socio-cultural, en el entorno social 
y en la vida familiar. La violencia de género se va conformando históricamente 
como una forma de vida cotidiana determinada por el orden/poder patriarcal, 
considerada como conductas “normales” en la relación entre hombres/ mujeres/
personas de la diversidad. 

La violencia familiar es producto de la relación orden/poder/mandato/obedien-
cia/sumisión que determina el orden patriarcal en la vida cotidiana de hombres y 
mujeres, lo que da lugar a relaciones de mandato y obediencia.  Este tipo de rela-
ciones se determinan  día a día, en el ámbito  familiar, privado, de pareja y como 
parte del matrimonio.

Este tipo de violencia se conforma en un problema social complejo, que tiene 
sentidos y signifi cados construidos sobre la base de dicho orden/poder patriarcal, 
reproducido en la vida cotidiana y que se presenta en las relaciones de las familias, 
de las parejas y de todos sus integrantes; en donde las dimensiones sociales, éticas 
y los valores se pierden sobre la base de las relaciones que establece el poder/domi-
nación patriarcal. La violencia familiar al presentarse con frecuencia se va haciendo 
más aguda, más impuesta, con más fuerza y va conformando situaciones de amplio 
deterioro en la vida familiar cotidiana que pueden dar lugar y ser el inicio de graves 
situaciones de violencia y la antesala de los feminicidios. 

El feminicidio implica la muerte violenta de una mujer por el hecho de ser 
mujer, situación que históricamente se había presentado como “normal” y que 
actualmente se ha visibilizado como delito, como homicidio.

En este contexto, este capítulo pretende analizar la violencia de género y la fa-
miliar así como algunas de las circunstancias que dan lugar a que se desencadenen 
agresiones que pueden dar lugar al feminicidio.  Analizar este problema desde la 
mirada de las ciencias sociales y en particular desde el Trabajo Social, permitirá 
refl exionar sobre la importancia de desarrollar estrategias y procesos que permitan 
identifi car algunas de las causas de los feminicidios.
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2.  VIOLENCIA DE GÉNERO Y VIOLENCIA FAMILIAR

2.1. Violencia de género

El análisis de la violencia de género, implica retomar desde la mirada feminista 
la  cultura patriarcal y la categoría de género. Conlleva a visibilizar que en la cultura 
patriarcal el que detenta el poder es “lo masculino, el hombre”, y a partir de ello 
se asignan los roles que dan sentido a lo que signifi ca ser mujer y ser hombre. Este 
proceso conlleva a ir adquiriendo una serie de conductas y de acciones que van 
permeando todas las esferas de la vida de las personas. 

En la cultura patriarcal se establecen relaciones de poder desiguales, generan-
do situaciones de dependencia, discrepancia y diferenciación. La relación orden/ 
poder, excluye a las mujeres y las identifi ca como “seres de segunda”, dependientes 
de los otros, bajo el control y dominio del hombre y de la cultura del hombre, el 
orden patriarcal. 

La investigación feminista retoma como categoría de análisis macro/micro 
social, el sistema cultural patriarcal, la reproducción de las relaciones de poder, 
los derechos humanos, la reproducción de lo cultural en lo micro-social de la vida 
cotidiana, la familia,  el entorno inmediato a través de la categoría de género.  Las 
ideas, creencias, estereotipos y representaciones que genera la cultura patriarcal en 
sus relaciones de poder/dominación/mandato/obediencia/sumisión, y su cons-
trucción social que determina las identidades y estereotipos  de lo masculino y lo 
femenino; estos elementos adquieren una presencia importante para el análisis 
de situaciones tradicionales con nuevos enfoques analíticos, con la fi nalidad de  
profundizar  en la interpretación crítica y compleja  de  la vida social. 

La violencia de género se comprende como aquella agresión o daño que se 
produzca en contra de una persona, a partir de las diferenciaciones establecidas de 
lo que implica ser mujer u hombre dentro de la sociedad. 

En la cultura patriarcal se establece un marco de referencia que se sitúa en el 
deber ser, de las relaciones entre los dos roles y en el orden/poder patriarcal donde 
la  relación  control/sumisión se naturaliza al considerarla como parte de un com-
portamiento asumido por las personas. 

Es importante analizar desde diferentes áreas de conocimiento, la percepción 
que se tengan respecto a la violencia de género ya que esta no va ser generaliza-
da, pues involucra diferentes y varias esferas que están interactuando entre ellas, 
como el género.  Sin olvidar la infl uencia del contexto social y cultural en que se 
desarrolla. 
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La violencia de género se entiende como los actos y actitudes de agresión, ac-
ciones u omisiones que atenten contra la integridad de las personas, basadas en las 
relaciones de género dominante, orientación y o preferencia sexual, que resulten 
en daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual, y femi-
nicidio, tanto en el ámbito privado como en el público. Se basa dicha violencia, 
en la construcción social y cultural que defi ne el conjunto de ideas, creencias y 
representaciones que generan las sociedades para determinan los papeles de lo 
masculino y lo femenino en una relación de poder/ dominación.  

La violencia de género son los actos de agresión física, psicológica, económica, 
basada en la superioridad de un sexo sobre otro, hombre/SUJETO/poder, mujer/ 
OBJETO/sumisión.

Este tipo de violencia, es producto de la relación de poder dominación que exis-
te en los patrones de conductas sociales y culturales  que determina lo masculino 
como dominio/mando y lo femenino como aceptación de mandato/obediencia/
sumisión, la cual se encuentra en las relaciones sociales, en los estereotipos de la 
sociedad, en las representaciones sociales y en las conductas cotidianas de hombres 
y mujeres. La expresión de la violencia de género, más defi nidas y al mismo tiempo 
más enmascarada por la cultura patriarcal es la violencia doméstica o familiar.

La violencia de género comprende dimensiones como:
• Relaciones poder/dominación.

• Feminicidios.

• Acoso y hostigamiento sexual.

• Violación.

• Violencia sexual.

• Desigualdad e inequidad en el ejercicio de lo político y  representativo.

• Rezago económico y social.

• Agresiones en los medios de comunicación con los anuncios publicitarios, 
mujer objeto.

• Rasgos culturales como el machismo y la obediencia.

• Rasgos ideológicos y sociales, que comprenden las ideas sobre las mujeres 
producto del control de la iglesia, los dogmas, las tradiciones, las costumbres.

• Reproducción del poder y del sometimiento en el ámbito de lo privado, la 
familia: la reproducción de los roles de madre, esposa, ama de casa, trabajo 
doméstico como ejes de la vida de las mujeres.
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Estas formas de violencia se manifi estan por situaciones de inseguridad que 
conllevan al miedo, al temor y por tanto al estrés, a situaciones de ansiedad que 
refl ejan miedo, la angustia que se observa en depresiones, hasta llegar al terror, 
que se ubica como una respuesta a la violencia y se expresa por diversas patologías. 

La violencia de género ha sido un fenómeno invisible durante décadas y en 
muchos lugares del mundo todavía lo es. Es una manifestación de la desigualdad 
existente entre hombres y mujeres, desigualdad sustentada por los sistemas patriar-
cales y capitalistas, a través de la construcción sociocultural del género.

La violencia contra las mujeres tiene siglos de historia, es invisibilizada, como 
invisibilizadas somos las mujeres, nuestros derechos, nuestros discursos, nuestros 
logros y por lo tanto también nuestros padecimientos e injusticias.  

A las mujeres se nos cataloga como sufridas y silenciadas. Según la OMS 
“muchas mujeres no buscamos ayuda, no informamos sobre nuestras experiencias 
cuando somos víctimas de la violencia”.   

La violencia es parte de nuestra vida cotidiana y de nuestra historia como 
mujeres de tal manera que se ha normalizado.

2.2. La violencia familiar 

Las condiciones macrosociales en las cuales se insertan las familias conforman 
una identidad de género que responde al poder patriarcal, a la cultura andrógina y 
al status quo. Esto lleva a reproducir las actitudes, símbolos y representaciones que 
el sistema patriarcal ha identifi cado como lo masculino/hombre y lo femenino/
mujer.

 La familia monogámica tradicional, que se conforma con el surgimiento de 
la propiedad privada, como propiedad del hombre, defi ne una relación hombre-
mujer con la fi nalidad de la reproducción biológica y el cuidado de sus integrantes, 
otorga al hombre el derecho a la propiedad de la familia, pasando a ser Su familia, 
Su mujer, Sus hijos, Sus hijas, Su propiedad y por lo tanto Su derecho a decidir, 
imponer, defi nir los procesos que implica la familia como reproductora social. 
Comprende un conjunto de personas integradas en un núcleo doméstico con lazos 
consanguíneos. Este tipo de familia no se modifi ca en esencia y se mantiene hasta 
la sociedad moderna como un organismo de orden institucional que comprende:

a) Un carácter formal / institucional/jurídico.

b) Una estructura jerárquica de poder patriarcal.

c) Función y relaciones determinadas por el orden patriarcal.

d) La conformación de la identidad de género que a su vez genera los estereo-
tipos de género, lo que implica “ser mujer” y “ser hombre”.
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La familia como institución representa un papel social, una estructura y fun-
ciones propias. Su estructura le permite adaptarse a las exigencias de la época y 
cubrir sus funciones de reproducción tanto biológica como de la vida social y 
del orden patriarcal. Reproduce en su espacio privado las reglas que rigen a 
la sociedad en el espacio público. El papel de la familia en su carácter formal se 
defi ne como institución social, la cual se constituye para el logro de fi nes específi cos 
del orden  patriarcal como son: la transmisión y reproducción de todos aquellos 
aspectos que conforman la vida social e individual hasta los elementos culturales, 
ideológicos, políticos, económicos así como la identidad de género.

La familia del orden patriarcal se integra y conforma en una relación de poder 
autoridad/mandato/obediencia,  en el cual el hombre, el  padre,  adquiere el papel 
de dominio y la madre de sometimiento. La familia es la primera instancia de orden 
social que conforma las relaciones de poder, el poder se normaliza, se naturaliza y el 
control se defi ne de manera sutil o directa por medio de castigos, miedos, culpas, 
responsabilidades, llegando a generar violencias que se interiorizan, se “naturali-
zan” volviéndose conductas cotidianas, aprendidas por niños y niñas y aceptadas 
en el ámbito de la vida y situación social. Este tipo de poder/autoridad no acepta 
ni permite críticas, comentarios, dudas. Se impone y reproduce de manera directa 
y absoluta. 

Para Foucault el poder que transforma a los individuos en sujetos, lo identifi ca 
con dos signifi cados: los sujetos sometidos a otro a través del control y la dependen-
cia y los sujetos atados a su propia identidad por la conciencia o el conocimiento 
de sí mismo. Ambos signifi cados sugieren una forma de poder que subyuga y 
somete. (1988, pág.7). 

La vida cotidiana de la familia se conforma con las vivencias de las costumbres, 
las tradiciones, la moral que circunscribe lo cercano, lo diario, la interrelación con 
el entorno habitual. Agnes Heller, recupera la idea de vida cotidiana como el sus-
trato donde subyace lo que crea la sociedad, las motivaciones y explicaciones de la 
sociedad en su conjunto. “La vida cotidiana es la vida del hombre entero: en la vida 
cotidiana se “ponen en obra” todas sus capacidades intelectuales, todos sus sentidos, 
sus habilidades manipuladoras, sus sentimientos, pasiones, ideas, ideologías. La vida 
cotidiana es en gran medida heterogénea, y ello desde varios puntos de vista. Son 
partes orgánicas de la vida cotidiana la organización del trabajo y de la vida privada, 
las distracciones y el descanso, la actividad social sistematizada”. (1985, pág. 39)

Para Habernas (2015), la vida cotidiana se identifi ca en el mundo de la vida 
en donde la interrelación de las acciones se presenta de una manera estrecha con 
las costumbres, tradiciones, formas de hacer, de pensar y de ser generadas en la 
interrelación entre las personas en sus ámbitos de trabajo, en su familia y en la 
convivencia.
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Desde una perspectiva de género la vida cotidiana se interrelaciona con el 
sistema patriarcal y se explícita en las relaciones de poder/dominación/mandato/
obediencia/sumisión que se presenta en las interacciones sociales entre hombres 
y mujeres, en los ámbitos públicos y privados que a su vez se encuentran en  las 
relaciones tradicionales como la familia, su entorno inmediato y en las relaciones 
institucionalizadas como son la escuela, la iglesia, el estado, los medios de comuni-
cación que inciden de una manera importante en las relaciones de vida cotidiana.

La Ley de Acceso a una Vida libre de Violencia, publicada en 2007 en México, 
defi ne la violencia familiar como el acto abusivo de poder u omisión intencional, 
dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicoló-
gica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del domicilio 
familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consangui-
nidad o afi nidad, de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan mantenido 
una relación de hecho. (LGAMVLV, 2007, pág. 3).

Analizar e interpretar las situaciones cotidianas desde una construcción socio/cul-
tural, con un marco de análisis teórico y conceptual feminista y de género permite: a) 
la visualización de las condiciones y posiciones entre mujeres y hombres, b) Identifi car 
las desigualdades del desarrollo social entre hombres y mujeres, c) planear acciones para 
intervenir en las estructuras que mantienen esas desigualdades e inequidades. 

En este marco se analiza la violencia de género contra las mujeres, en el ámbito 
de  la violencia familiar la cual se relaciona con la cultura y la tradición; la violencia 
hacia las mujeres en México, se presenta en las siguientes cifras.

Cuadro. 1 Violencia de pareja. 

Mujeres de 15 años y más 
de edad en México

Tipos de 
violencia

Porcentaje Agresor Denuncia

43.9% han 
sido víctimas 
de violencia 

en algún 
momento.

25.6%  de-
clararon ha-
ber padecido 
violencia re-
cientemente 
(durante los 
12 meses an-
teriores a la 
ENDIREH 

2016).

Emocional. 23.2% Pareja (sea 
por ma-
trimonio, 
conviven-
cia o no-
viazgo).

En los casos de 
violencia física o 
sexual durante los 
12 meses previos 
a la encuesta, so-
lamente 48% de 
las mujeres acu-
dieron a presentar 
queja o denuncia 
ante el Ministerio 
Público.

Económica 
o Patrimo-

nial.

10%

Física. 6.5%

Sexual. 2.1%
 Fuente: Elaborado a partir de Instituto Nacional de las Mujeres, INMUJERES. (2017). Violencia de género. 
Violencia contra las mujeres. México: Sistema de indicadores de Género. Recuperado de: http://estadistica.
inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/violencia_2016.pdf
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La violencia de pareja más frecuente es la emocional, sin embargo la que más se 
observa es la física ya que esta deja marcas visibles mientras la violencia emocional 
no deja huellas concretas, sino profundas que invaden de manera muy importante 
la esencia humana de las mujeres. Según las encuestas el primer tipo de violencia 
es la emocional, le sigue la patrimonial, la física y la sexual, aunque se observan 
algunas diferencias cuando se profundiza en este tipo de violencias, ya que la vio-
lencia sexual es difícil de hablar debido a que existen muchos tabúes relacionados 
con la sexualidad los cuales infl uyen para identifi car situaciones de violencia, que 
cuando se presentan se relacionan con la situación de dominación del “esposo” 
hacia la “esposa”, se naturalizan, y se aceptan como parte de la vida matrimonial.

Cuadro. 2. Violencia familiar. 

Mujeres de 15 años y más de 
edad en México

Tipos de vio-
lencia

Porcentaje Agresor

10.3% de las mujeres refi rie-
ron haber padecido violencia 
en su contra (durante los 12 
meses anteriores a la ENDI-

REH 2016).

Emocional. 8.1% Algún integrante de su 
familia (Sin considerar 

al esposo o pareja).
Económica o 
Patrimonial.

3.1%

Física. 2.8%
Sexual. 1.1%

Fuente: Elaborado a partir de Instituto Nacional de las Mujeres, INMUJERES. (2017). Violencia de género. 
Violencia contra las mujeres. México: Sistema de indicadores de Género. Recuperado de: http://estadistica.
inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/violencia_2016.pdf

Según las estadísticas la violencia familiar presenta un comportamiento similar 
a la violencia de pareja. En la violencia familiar se considera como violentador 
algún integrante de la familia que no sea la pareja.

3. FEMINICIDIO

El feminicidio es la violencia ejercida hacia las mujeres en una situación extrema 
que lleva a la muerte. La ley de acceso a una vida libre de violencia (2007) defi ne 
el feminicidio como violencia feminicida, es la forma extrema de violencia de gé-
nero contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los 
ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas 
que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homi-
cidio y otras formas de muerte violenta de mujeres. En los casos de feminicidio 
se aplicarán las sanciones previstas en el artículo 325 del Código Penal Federal. 
(LGAMVLV, pág. 6).  
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El Observatorio Ciudadano Nacional, (2019) defi ne el feminicidio como el 
asesinato de mujeres por parte de hombres que las mata por el hecho de ser mujeres, 
motivados por la misoginia y el sexismo.

El cuadro tres muestra un histórico del siglo XXI, de los feminicidios en Mé-
xico, los cuales se van comparando con otros países del mundo, ya que el femini-
cidio es un problema que afecta no solo a un país sino la vida cotidiana de todas 
las personas, atenta contra los Derechos Humanos, la Dignidad, la Libertad, la 
Igualdad y contra  la vida misma.

Cuadro 3. Feminicidios en Mexico.

Año Número
2006 1,296
2007 1,089
2008 1,451
2009 1, 943
2010 2, 440
2011 2, 724
2012 2, 769
2013 2, 613
2014 2, 359
2015 2, 324
2016 2, 746

Fuente: Elaboración propia a partir de SEGOB, INMUJERES & ONU MUJERES (2017). La vio-
lencia feminicida en México, aproximaciones y tendencias 1985-2016. México: SEGOB, INMUJERES 
& ONU MUJERES. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/293666/
violenciaFeminicidaMx_07dic_web.pdf

La cifra de feminicidios se ha incrementado de manera importante en México 
en los últimos 12 años, para el año 2016 se señala un cambio en la tendencia, la 
tasa aumenta a 4.4, ligeramente por encima de la registrada en 2013, lo que implica 
un promedio de 7.5 asesinatos de las mujeres por día. En los últimos dos años la 
cifra se incrementó.
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Cuadro 4.  Número y tasas de defunciones femeninas con presunción de homicidio por entidad 
federativa, 2016.

Entidad Federativa Tasas
(por 100,000 mujeres)

Número de 
defunciones

Colima 16.3 61
Guerrero 13.1 24.3
Zacatecas 9.7 79

Chihuahua 8.8 168
Morelos 8.4 84

Baja California 7.2 126
Tamaulipas 6.9 126

Sinaloa 5.5 84
Michoacán 5.4 129

Oaxaca 4.9 104
México 4.8 421

Fuente: Elaboración propia a partir de SEGOB, INMUJERES & ONU MUJERES (2017). La vio-
lencia feminicida en México, aproximaciones y tendencias 1985-2016. México: SEGOB, INMUJERES 
& ONU MUJERES. Recuperado de https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/293666/
violenciaFeminicidaMx_07dic_web.pdf

Cuadro 5. Comparativo de feminicidios en otros países. 

Feminicidio
Países con más 
alto número de 
Feminicidios en 
América Latina 

En promedio al menos 12 mujeres son asesinadas diariamente 
en la región de América Latina por el hecho de ser mujeres, 12 
feminicidios. 
En 2016 un total de 1.831 mujeres de 16 países de la región 
(13 de América Latina y 3 del Caribe) fueron víctimas de 
feminicidio.
Honduras es el país de la región con el mayor número de 
femicidios, 466 en el 2016, con una tasa de 10.2 femicidios 
por cada 100.000 mujeres. 
En el mismo año, el Salvador presenta la mayor tasa de 
feminicidios: 11.2 por cada 100.000 mujeres, lo que representa 
371 muertes.

Estados Unidos En  2015 más de 1,686 mujeres fueron asesinas por hombres 
con los que tenían algún tipo de relación. Tiene una tasa de 
homicidios de mujeres asesinadas por hombres 1.12 en este 
año.
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España Entre 2006 y 2015, las víctimas mortales de violencia de género 
Según datos, en el sentido restringido de la Ley Orgánica 
1/2004 (que Feminicidio.net clasifi ca como feminicidios 
íntimos en su base de datos), fueron de media 62,6 al año. Si se 
incluyen los casos en investigación, 63,2 al año: algo más de 1,2 
mujeres asesinadas cada semana del año.
En 2016 la cifra se redujo según los datos del Gobierno a 44 
víctimas mortales, con 7 casos en investigación: entre 0,84 
y 0,98 mujeres asesinadas cada semana. En el registro de 
Feminicidio.net constan 56 casos (con un subregistro elevado 
de 12 casos): 1,07 mujeres asesinadas cada semana del año.

Irlanda En 2016  el informe Behind Closed Doors indicó que  89 
mujeres fueron asesinadas por su  pareja o su ex pareja. 

Fuente: Elaboración propia a partir de: Comisón Económica para América Latina y el Caribe. (2016).  Femi-
nicidio. Recuperado de https://www.cepal.org/es/infografi as/feminicidio; Observatorio de Igualdad de Género 
de America Latina y el Caribe. (2017). Feminicidio. Recuperado de https://oig.cepal.org/es/indicadores/
feminicidio; Violence Policy Center. (2017) When Men Murder Women. Recuperado de http://www.vpc.
org/studies/wmmw2017.pdf; Feminicidio. Net (2016). Analisis de datos estadísticos del CGPJ sobre violencian 
de género. Avance de Informes 2016. Recuperado de https://feminicidio.net/articulo/an%C3%A1lisis-datos-es-
tad%C3%ADsticos-del-cgpj-violencia-g%C3%A9nero-avance-informe-2016

México en comparación con otros países presenta una cifra alta de feminicidios.  
Al respecto la legisladora Ma. Elizabeth Díaz, refi rió en Excélsior (2019) que en la 
Ciudad de México se habían reportado 304 homicidios  de mujeres, catalogados 
75 como  presuntos feminicidios. El secretario del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, en marzo del 2019, también indico que los estados con mayor incidencia 
en feminicidios y homicidios dolosos fueron:

Cuadro 6. Incidencia de feminicidios. (2019).

ESTADOS INCIDENCIA
ESTADO DE MÉXICO 37

JALISCO 33
GUANAJUATO 24
CHIHUAHUA 22

BAJA CALIFORNIA SUR 21
CIUDAD DE MÉXICO 21

Fuente: Elaborado a partir de Excelsior. (2019). Día de la Mujer, nada que celebrar; suma 304 feminicidios en 
2019. 08/03/2019.
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En los años, de 2016 a 2018, el Estado de México ocupó el primer lugar en 
feminicidios. Otro dato importante indica que México es el país con más sentencias 
sobre violencia de género contra las mujeres, emitidas por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.

El feminicidio sigue siendo una forma de muerte femenina importante, sobre la 
base de la aceptación del poder patriarcal que permite y da lugar a formas de poder 
propias del hombre en las cuales las mujeres se convierten en  objetos que pueden 
ser disponibles en cualquier momento y circunstancia, como cuerpos/objetos que 
se encuentran a disposición de los hombres.

En este sentido el feminicidio es una expresión extrema de ese poder/orden 
patriarcal que a su vez conforma leyes que se niegan a identifi car de manera clara 
el feminicidio catalogándolo de homicidios dolosos.

Desde el análisis feminista y de género, los homicidios hacia las mujeres, por el 
hecho de ser mujeres son feminicidios y deben castigarse legalmente  con una pena 
máxima.  Sin embargo el orden patriarcal, no enfrenta estas situaciones y trata de 
esconder estos crímenes, de no darles importancia, de minimizarlos. Es urgente 
un llamado a las instancias nacionales e internacionales para poner fi n a este tipo 
de crímenes los cuales tendrían, al menos en algunos casos, formas de evitarse si se 
atiende la violencia familiar de manera integral y amplia, si se llevan a cabo accio-
nes y políticas educativas que incidan en las formas ideológicas y culturales de la 
sociedades patriarcales a fi n de identifi car a las mujeres como sujetas de derechos 
y de inclusión en la vida pública de manera real.

Visibilizar el feminicidio implica determinar que las mujeres se conviertan en 
personas con derechos, con dignidad, con libertad y con igualdad, con derecho a 
la vida.  Es hacer conciencia en los hombres sobre la relación de poder, la cual no 
implica la vida de las mujeres, por lo cual tiene que existir el respeto por la vida la 
igualdad y la dignidad.

Como lo reporta la estadística nacional, la violencia familiar es de impacto en 
México y sigue manteniéndose en el mundo de lo privado, ya que la gran mayoría 
de familias lo sigue reproduciendo como parte de la vida privada de la familia, de 
la pareja, motivo por el cual no se denuncia. Si se identifi ca a tiempo y se trata, 
puede disminuirse el feminicidio, al menos el que se presenta desde la pareja y la 
vida en familia.

4. CONCLUSIONES

La violencia familiar  que se presenta de manera cotidiana en las relaciones de 
pareja y en las familiares, se reproduce como situaciones “normales” de la vida y 
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se naturalizan como parte de la vida familiar y del matrimonio. Estas respuestas 
se encuentran determinadas por el orden/poder patriarcal y su fundamento histó-
rico que se apoya en la cultura judeocristiana, se refuerza en las religiones, en las 
costumbres y en las tradiciones.  Sin embargo la violencia familiar responde a un 
ciclo y a un proceso que  involucra a las y los afectados, si dicha situación se puede 
identifi car a tiempo para establecer dinámicas de apoyo y controles que permitan 
visualizar este proceso de violencia, se pueden establecer y desarrollar mecanismos 
que reconozcan e identifi quen el ciclo de la violencia o del proceso violento, su 
control y posible eliminación.  Estos procesos requieren de la identifi cación clara de 
la situación y del interés/compromiso de una vida diferente que lleve como objetivo 
la eliminación de la violencia en la familia y en la pareja, en donde todas sus partes, 
todos y todas sus integrantes de manera clara y consciente se dispongan al cambio 
y a la reconstrucción de una vida común libre de violencia.  En estos procesos, 
la intervención del Trabajo Social como disciplina es clara y objetiva a través de 
métodos socioeducativos que defi nan situaciones de concientización incluyendo la 
perspectiva de género para lograr conformar situaciones que dispongan al cambio,  
mejorando sus condiciones de convivencia y por lo tanto de vida. 

Si se logra un trabajo profesional en equipo interdisciplinario que incida de 
manera directa en el estudio y tratamiento de la violencia familiar, desde la pers-
pectiva feminista, con procesos socioeducativos, de análisis crítico y de conciencia 
social, no solamente con sanciones dirigida e impuestas, sino con la participación 
activa y crítica de los y las integrantes de la familia, se pueden presentar ´procesos 
que permitan identifi car a tiempo las conductas violentas que puedan desencadenar 
en  posibles feminicidios, así como hacer conciencia, tanto en mujeres como en 
hombres, sobre la importancia y necesidad de evitar los confl ictos sobre la base de 
los derechos humanos, el derecho a la vida, el derecho a una vida digna desde la 
perspectiva de género así como  a la conciencia de que el hombre no tiene derecho 
sobre la mujer, no es su propiedad por lo tanto debe y tiene que respetar su inte-
gridad como mujer, así como  su vida.

En este sentido los involucrados e involucradas en la violencia familiar tendrán 
que analizar su situación desde la perspectiva de género, sobre la base de una par-
ticipación dinámica, analítica, crítica y constructiva de sus relaciones, de su papel 
crítico, participativo y de corresponsabilidad en la reproducción de la vida social.
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Resumen: Riesgo y desamparo son dos términos que están conectados desde el punto 
de vista de la protección pública a la infancia y la adolescencia en España. Las admi-
nistraciones gozan de la competencia y responsabilidad para evaluar tales situaciones e 
instrumentalizar acciones para combatirlas. España es el país de la Unión Europea con 
más niños y niñas institucionalizados con medidas de protección (17.527), según datos 
del Observatorio de la Infancia (2018). Por tanto, las situaciones de fragilidad deben ser 
analizadas con detalle para afrontar procesos de empoderamiento y de promoción.
En esta línea, un niño, niña o adolescente están en aparente situación de riesgo o de 
desamparo cuando al ser detectada, o disponer de información contrarrestada, existen 
indicios racionales de un peligro (inminente o no) relativos a su integridad física, psíquica 
o moral, habiendo de valorar sus circunstancias: edad, presencia o ausencia de familiares 
responsables, estado y entorno, con objeto de determinar medidas de protección entre 
las que fi guran la guarda y la tutela. Para ello será de importancia identifi car la frecuencia, 
intensidad y gravedad de los riesgos, evaluando la disponibilidad de medios disponibles 
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para combatir las circunstancias adversas. En el presente capítulo abordaremos estas 
cuestiones en clave analítica.

Conceptos clave: Riesgo, desamparo, infancia, adolescencia, protección, 
trabajo social, España.

1. INTRODUCCIÓN: LA HETEROGENEIDAD DE LA INFAN
CIA EN EL MUNDO

La conceptualización de la infancia responde a “una construcción socio-histó-
rica” que se materializa en la Modernidad tras una serie de cambios ideológicos, 
socio-económicos y políticos que provocan que el Estado perciba necesaria su 
educación, más allá del ámbito privado de la familia, en aras del interés general. 
A partir de ese momento la preocupación por la infancia se desarrolla de formas 
diversas en los distintos países hasta desembocar en la Declaración Universal de 
los Derechos del Niño (1959), y treinta años más tarde, en la Convención sobre 
los Derechos del Niño (1989) de Naciones Unidas en vigor desde 1990. La Con-
vención es un instrumento para la protección y promoción de los derechos de la 
infancia y la adolescencia que, sin embargo, no concreta cómo deben implemen-
tarse en la práctica, de forma que existen heterogéneos “sistemas de protección a la 
infancia” en el mundo con desiguales desarrollos (Pastor, Prado y Moraña, 2018).

A fecha de hoy, la infancia y la adolescencia siguen siendo extremadamente 
vulnerables en el mundo: un alto porcentaje de niños, niñas y adolescentes viven 
en extrema pobreza, pasan hambre, sufren enfermedades evitables, no tienen acceso 
a la educación, son explotados laboralmente, son instrumentalizados en la guerra 
como “niños soldado”, son maltratados y abusados sexualmente. La vulnerabilidad 
de las niñas es más intensa debido al patriarcado: algunas son asesinadas al nacer, 
otras mutiladas genitalmente a corta edad, hay adolescentes obligadas a matrimo-
nios forzosos o a esclavitud sexual en confl ictos bélicos o en redes de trata (Herrero 
y Picornell-Lucas, 2018; Save Th e Children, 2016). La desprotección infantil por 
género ha llevado a la ONU a aprobar en 2011 un “Día Internacional de la Niña”1 
para recordar cada 11 de octubre “la igualdad entre los géneros y empoderar a 
todas las mujeres y las niñas”. 

1 Resolución 66/170, sobre la base del informe de la Tercera Comisión (A/66/462/Add.2). Asam-
blea General 19/12/201. Recuperado de https://undocs.org/es/A/RES/66/170
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Aunque los escenarios descritos pueden parecer lejanos y ajenos al “mundo 
desarrollado”, no podemos dejar de denunciar que muchas de esas realidades son 
fruto de la “deslocalización” de la explotación infantil de países ricos a países en 
desarrollo. Ejemplos de esta externalización neoliberal son el consumo de ropa de 
marca elaborada por manos infantiles, el uso compulsivo de telefonía móvil que 
precisa de coltán extraído de minas por los propios niños y niñas, o el “turismo” 
sexual.  

En los países “ricos” la infancia y la adolescencia no están exentas de vivir otros 
peligros, aunque éstos suelen producirse en el interior de sus propios hogares o 
como resultado de las sociedades del riesgo en las que habitan (Rapp, 1998).

En los últimos años, en especial en los países del Sur de Europa como España, 
donde la inversión en protección a la infancia siempre ha sido menor que en el resto 
de los países europeos, el impacto de la crisis económica, agravada por políticas 
de austeridad y reducción del gasto público, ha afectado gravemente a la infancia 
y la adolescencia (Verde-Diego, 2016). Ya en 2012, UNICEF afi rmaba que en 
España “la pobreza tiene rostro de niño” (González-Bueno, Bello y Arias, 2012) 
y, según Save Th e Children (Jorquera Rojas, 2019), los niños y niñas en riesgo de 
pobreza se situaron en 2014 en el 30,5% con tasas de pobreza severa que llegaron al 
10,5%. Si bien en la actualidad el riesgo de pobreza infantil y juvenil se ha reducido 
hasta el 23,8%, la pobreza severa se ha cronifi cado incrementándose al 15%. Los 
efectos se han constatado en la alimentación, la salud y el abandono de actividades 
extraescolares y deportivas por parte de los más jóvenes (González-Bueno, Bello 
y Arias, 2012). Especialmente grave fue la pérdida del hogar (y del entorno) por 
parte de niños/as y adolescentes por ejecuciones hipotecarias y su necesidad de rea-
lojarse, en el mejor de los casos, con parientes (en especial, abuelos), pero también, 
en las peores circunstancias, en la calle, en casas okupadas o en zonas degradadas 
(Pastor Seller, Verde-Diego y Lima Fernández, 2019; Save Th e Children, 2017a; 
Verde-Diego, 2016). Todo ello ha provocado un intenso estrés en las familias y el 
agotamiento de su solidaridad intergeneracional (Martínez Virto, 2014). 

En defi nitiva, a pesar de que niños, niñas y adolescentes son titulares de dere-
chos reconocidos internacionalmente, siguen ostentando ciudadanías “incomple-
tas” (Espinosa, 2018). Persiste una concepción adultocéntrica del “menor” y de 
la “minoría de edad” que los defi ne por su capacidad jurídica relativa (Picornell-
Lucas, 2006) y que los sitúa en altos niveles de invisibilidad: pensemos en la casi 
nula participación activa de la infancia en la toma de decisiones que les afectan, 
como “sujetos morales” (Gaitán, 2018), o en su no consideración como víctimas 
de violencia de género hasta la modifi cación legislativa del sistema de protección 
a la infancia en España en 2015.
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Con todo, es importante señalar también los avances que se han experimentado 
en la “mirada” hacia la infancia/adolescencia en los últimos años. Es interesante 
el enfoque de derechos que señala cómo el reconocimiento internacional de éstos 
debe guiar los sistemas de protección a la infancia (Abramovich, 2006; Picornell-
Lucas, 2016). Especialmente relevantes son las nuevas tendencias en la concepción 
y tratamiento de la infancia y la adolescencia realizadas por el enfoque de capa-
cidades (Nussbaum, 2012) o la perspectiva del empowerment o fortalecimiento 
(Rapp, 1998; Saleebey, 1992; Weick, Rapp, Sullivan y Kisthardt, 1989). Todos 
ellos centran la mirada y la intervención social en las competencias subrayando 
potencialidades (Picornell-Lucas, 2006; Segado, 2012), transformando las respues-
tas sociales desde el principio de autonomía e independencia de los niños, niñas y 
adolescentes (Ferreira y Rebelo, 2018).

2. EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA Y LA ADO
LESCENCIA EN ESPAÑA

La infancia y la adolescencia constituyen ciclos de vida de experiencia y apren-
dizaje en los que suceden cambios de carácter biológico, cognitivo y socioemocio-
nal, siendo la adolescencia, además, una etapa en la que se originan o aumentan 
comportamientos de riesgo. La relación entre el contexto y los niños, niñas y 
adolescentes se confi gura en torno a procesos plurales, desiguales y complejos en 
los que se producen cambios que ayudan al niño/a en su desarrollo prosocial o, por 
el contrario, le someten a procesos de difi cultad. La socialización positiva es clave 
para la prevención de comportamientos de riesgo. En esta línea, las interacciones 
ajustadas socialmente permiten minimizar los factores de riesgo y ampliar los de 
protección (Navarro-Pérez y Galiana, 2015).  

La familia de origen ejerce como agente de socialización en la infancia. Sin 
embargo no todas ofrecen a sus hijos/as un entorno idóneo para crecer con la esta-
bilidad y el equilibrio afectivo, material, psicosocial o moral que precisan. Algunas 
no pueden porque sus circunstancias se lo impiden, otras no saben cómo hacerlo, 
incluso unas pocas no quieren asumir esta responsabilidad. En cualquiera de estos 
casos, la propia familia es un obstáculo para el desarrollo integral. Cuando la fa-
milia manifi esta sus difi cultades o éstas son detectadas por otras agencias, se inicia 
en el sistema público de Servicios sociales comunitarios (de atención primaria) un 
“protocolo de atención” con el objeto de subsanar el riesgo al que están expuestos 
los niños/as y adolescentes. Si las difi cultades/problemas detectados persisten o 
son muy graves, los Servicios sociales comunitarios acaban derivando el caso a los 
Servicios sociales especializados de protección a la infancia.
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2.1. El sistema: principios rectores

El Sistema de protección a la infancia está regulado por la Ley Orgánica 8/2015, 
de 22 de julio, de modifi cación del sistema de protección a la infancia y a la adoles-
cencia y la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modifi cación del sistema de protección a la 
infancia y a la adolescencia que modifi ca la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil. Vale 
la pena reproducir los “Principios rectores” de este Sistema:

a. La supremacía de su interés superior.

b. El mantenimiento en su familia de origen, salvo que no sea conveniente para 
su interés, en cuyo caso se garantizará la adopción de medidas de protección 
estables, priorizando el acogimiento familiar frente al institucional.

c. Su integración familiar y social.

d. La prevención y la detección precoz de todas aquellas situaciones que puedan 
perjudicar su desarrollo personal.

e. La sensibilización de la población ante situaciones de desprotección.

f. El carácter educativo de todas las medidas que se adopten.

g. La promoción de la participación, voluntariado y solidaridad social.

h. La objetividad, imparcialidad y seguridad jurídica en la actuación protec-
tora, garantizando el carácter colegiado e interdisciplinar en la adopción de 
medidas que les afecten.

i. La protección contra toda forma de violencia, incluido el maltrato físico o 
psicológico, los castigos físicos humillantes y denigrantes, el descuido o trato 
negligente, la explotación, la realizada a través de las nuevas tecnologías, los 
abusos sexuales, la corrupción, la violencia de género o en el ámbito familiar, 
sanitario, social o educativo, incluyendo el acoso escolar, así como la trata 
y el tráfi co de seres humanos, la mutilación genital femenina y cualquier 
otra forma de abuso.

j. La igualdad de oportunidades y no discriminación por cualquier circuns-
tancia.

k. La accesibilidad universal de los menores de edad con discapacidad y los 
ajustes razonables, así como su inclusión y participación plenas y efectivas.

l. El libre desarrollo de su personalidad conforme a su orientación e identidad 
sexual.



CARMEN VERDEDIEGO, ANTONIA PICORNELLLUCAS Y JOSÉ JAVIER NAVARROPÉREZ

 134 

m. El respeto y la valoración de la diversidad étnica y cultural.
La supremacía del “interés superior del niño” (art. 3 CDN) traspasa transversal-

mente todo el articulado del Sistema de protección a la infancia, y se concreta en:
1. La protección del derecho a la vida, supervivencia y desarrollo del menor 

de edad y la satisfacción de sus necesidades básicas, tanto materiales, físicas 
y educativas como emocionales y afectivas.

2. La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones del niño, así como 
su derecho a participar progresivamente, en función de su edad, madurez, 
desarrollo y evolución personal, en el proceso de determinación de su interés 
superior.

3. La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno 
familiar adecuado y libre de violencia. 

4. La preservación de la identidad, cultura, religión, convicciones, orientación 
e identidad sexual o idioma del menor de edad, así como la no discrimi-
nación del mismo por éstas o cualesquiera otras condiciones, incluida la 
discapacidad, garantizando el desarrollo armónico de su personalidad. 

La ausencia de cualquiera de estas consideraciones comporta “indicadores 
de riesgo” para la infancia. Si son identifi cados en las familias –negligencia en el 
cuidado, condiciones higiénico-sanitarias o educativas defi citarias, nula o escasa 
competencia parental, disfuncionalidad familiar, etc.– se inicia una intervención 
social consensuada con la familia para intentar mitigar la desprotección infantil. 
Si los indicadores perduran o si la familia se opone o no colabora sufi cientemente 
con la intervención social para paliarlos, se pasa de “los riesgos de la situación” 
a decretar normativamente una “situación de riesgo” que conlleva actuaciones 
concretas por parte de los Servicios sociales, sin que el niño/a o adolescente sea 
apartado de su ámbito familiar. 

2.2. La situación de riesgo

La situación de riesgo, definida en el artículo 17 de la L.O. 1/1996 (Ley 
26/2015), y a la que se ha añadido el riesgo prenatal y el riesgo por negativa a 
tratamientos médicos, es declarada por la administración pública competente 
conforme a la legislación estatal mencionada, que se completa con las normas de 
cada Comunidad Autónoma, aplicable mediante una resolución administrativa 
motivada, previa audiencia a los progenitores, tutores, guardadores o acogedores 
y del niño/a o adolescente si tiene sufi ciente madurez y, en todo caso, a partir de 
los doce años. 
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El sistema de protección a la infancia señala como recurso idóneo para estas 
situaciones de riesgo el “Plan Individualizado de Protección” que tendrá que re-
coger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos para su ejecución, 
promoviendo los factores de protección del niño, niña o adolescente y mantenien-
do a estos en su medio familiar. El Plan debe ser consensuado y fi rmado por las 
partes –progenitores y equipos técnicos de los servicios sociales– y es obligatorio 
que los técnicos realicen seguimiento de la intervención y la evalúen. 

Existen otros recursos complementarios para evitar situaciones de riesgo como 
los “Gabinetes de orientación familiar” que se ocupan, en especial, de problemas 
de comunicación en la familia, estilos educativos, confl ictos de pareja, etc. En los 
últimos años se han incrementado en España los “Servicios de mediación”, que 
pretenden evitar la judicialización de posibles confl ictos en divorcios, custodias…, 
así como “Programas de corresponsabilidad parental positiva” que centran sus 
objetivos en la adquisición de competencias parentales. En relación a divorcios 
confl ictivos se cuenta con “Puntos de encuentro” a los que acuden, normalmente 
por resolución judicial, los progenitores para realizar el intercambio de visitas de 
sus hijos/as bajo supervisión profesional y sin tener contacto con sus ex-parejas. Por 
último, señalar que en algunas Comunidades Autónomas existen ayudas econó-
micas para preservar la permanencia del menor de edad en su medio, en especial, 
en situaciones de carencia económica familiar.

2.3. Las situaciones de desamparo

Si la situación de riesgo persiste más de dos años y se cronifi ca a pesar de la 
intervención por parte de los servicios sociales comunitarios, o si éstos detectan 
situaciones de máxima gravedad (tipifi cadas en el artículo 18.2 L.O. 1/96, mo-
difi cada por la Ley 26/2015), o incluso si los servicios sociales especializados de 
protección a la infancia reciben denuncias de la escuela, el pediatra, la policía, la 
ciudadanía… que se acaban acreditando, se produce una petición de determinación 
de “situación de desamparo” en la que la Entidad pública establece medidas de 
protección integradas en el Sistema de Protección a la infancia que suponen, en 
general, la separación de los niños de su familia de origen y la asunción de su tutela. 

Por tanto, la “situación de desamparo” es pertinente cuando no existe coope-
ración sufi ciente de los progenitores con los servicios sociales comunitarios por la 
ausencia de colaboración o incapacidad, escasa toma de conciencia del problema, 
falta de acuerdo sufi ciente entre técnicos y progenitores, nulo compromiso adqui-
rido para modifi car la situación, o cuando existe daño potencial para el menor de 
edad, condiciones peligrosas en la familia, vulnerabilidad intensa, o insufi cientes 
factores de control inmediato de la situación.
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La “situación de desamparo” es una situación de “emergencia” en la que se 
produce una privación de la necesaria asistencia moral y material respecto a la 
supervivencia del niño (alimentación, calor, sueño, higiene, salud, protección 
contra peligros); a su desarrollo afectivo (seguridad emocional con una fi gura de 
apego, valoración positiva); a su desarrollo social (interacción social placentera, 
establecimiento de límites a la conducta); o en relación al desarrollo cognitivo –
juego, oportunidades de exploración segura de entornos variados, comprensión de 
la realidad– (De Paúl y Arrubarrena, 2003; Picornell-Lucas, 2006).

Las circunstancias susceptibles de derivar en situación de desamparo están 
tipifi cadas en el Sistema de protección a la infancia, como sigue:

a. El abandono del menor de edad, bien porque falten las personas a las que 
por ley corresponde el ejercicio de la guarda, o bien porque éstas no quieran 
o no puedan ejercerla.

b. El transcurso del plazo de guarda voluntaria (dos años, salvo los casos ex-
cepcionales de prórroga) si los responsables legales no quieren hacerse cargo 
del niño o si queriendo, no están en condiciones de hacerlo. 

c. El riesgo para la vida, salud e integridad física del menor de edad. En par-
ticular cuando se produzcan malos tratos físicos graves, abusos sexuales o 
negligencia grave en el cumplimiento de las obligaciones alimentarias y 
de salud por parte de las personas de la unidad familiar o de terceros con 
consentimiento de aquéllas; también cuando el niño sea identifi cado como 
víctima de trata de seres humanos y haya un confl icto de intereses con los 
progenitores, tutores y guardadores; o cuando exista un consumo reiterado 
de sustancias con potencial adictivo por parte del menor de edad con el 
conocimiento, consentimiento o la tolerancia de los progenitores, tutores o 
guardadores sin que hayan realizado los esfuerzos necesarios para paliar estas 
conductas. También se entiende que existe desamparo cuando se produzcan 
perjuicios graves al recién nacido causados por maltrato prenatal. 

d. El riesgo para la salud mental del niño, su integridad moral y el desarrollo 
de su personalidad debido al maltrato psicológico continuado o a la falta de 
atención grave y crónica de sus necesidades afectivas o educativas por parte 
de progenitores, tutores o guardadores. Cuando esta falta de atención esté 
condicionada por un trastorno mental grave, por un consumo habitual de 
sustancias con potencial adictivo o por otras conductas adictivas habituales, 
se valorará como un indicador de desamparo la ausencia de tratamiento 
por parte de progenitores, tutores o guardadores o la falta de colaboración 
sufi ciente durante el mismo.



LA PROTECCIÓN PÚBLICA A LA INFANCIA DESDE EL TRABAJO SOCIAL: FACTORES DE...

 137 

e. El incumplimiento o el imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de 
guarda como consecuencia del grave deterioro del entorno o de las condi-
ciones de vida familiares, que perjudiquen el desarrollo del niño o su salud 
mental. 

f. La inducción a la mendicidad, delincuencia o prostitución, o cualquier otra 
explotación del menor de edad de similar naturaleza o gravedad.

g. La ausencia de escolarización o falta de asistencia reiterada y no justifi cada al 
centro educativo y la permisividad continuada o la inducción al absentismo 
escolar durante las etapas de escolarización obligatoria (en España hasta los 
16 años).

h. Cualquier otra situación gravemente perjudicial para el niño que motive el 
incumplimiento o del imposible o inadecuado ejercicio de la patria potestad, 
la tutela o la guarda, cuyas consecuencias no puedan ser evitadas mientras 
permanezca en su entorno de convivencia.

El sistema de protección a la infancia ha articulado medidas en las que asume 
la guarda y/o la tutela del menor de edad de acuerdo al principio de su “interés 
superior”, el cual habrá de ser concretado en cada caso. La Guarda es normalmente 
una “cesión voluntaria” de los niños realizada por sus progenitores a la Entidad 
pública para que les cuiden, a veces, a instancia de los Servicios sociales. Pero puede 
ser declarada también sin solicitud previa de los progenitores (Guarda judicial) 
asumiendo los propios Servicios sociales la Guarda. Es provisional, transitoria, y 
está destinada a proporcionar una atención inmediata ante una situación de ur-
gencia. La Guarda, en ocasiones, va acompañada de la Tutela, en especial, en las 
situaciones de desamparo. Su declaración corresponde a la Entidad Pública, esto es 
a la administración autonómica competente en protección a la infancia teniendo 
que informar al Ministerio Fiscal. 

Las medidas de protección son responsabilidad de la Entidad Pública com-
petente en cada Comunidad Autónoma y se concretan en diferentes programas 
en función del objetivo de protección y de la posible estabilización familiar: pre-
servación, separación provisional, separación defi nitiva y preparación para la vida 
independiente. Si bien en el programa de preservación, con el mantenimiento del 
niño en su hogar, la intervención se basa en las necesidades y derechos del niño, así 
como en desarrollar programas específi cos para fomentar las habilidades parentales, 
en el resto de programas las medidas de protección giran en torno al acogimiento 
residencial, el acogimiento familiar, la adopción y los programas individualizados 
de emancipación personal.

El acogimiento residencial, siempre ha de utilizarse de modo subsidiario. Con-
siste en el cuidado y custodia del menor de edad en un establecimiento propio de la 
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administración (pisos tutelados, hogares funcionales, mini residencias, centros de 
acogimiento residencial, centros para niños con trastornos psiquiátricos, unidades 
de socialización, etc.) o perteneciente a agencias colaboradoras acreditadas a tal 
fi n que se convierten en el “hogar” de niños/as y adolescentes. (Navarro-Pérez y 
Mestre, 2015).

El acogimiento familiar es una medida de protección que, con carácter admi-
nistrativo o judicial, otorga la guarda de un menor a una persona o familia con la 
obligación de proporcionarle todo lo necesario, esto es, una vida familiar sustitutiva 
o complementaria de la propia. La Ley 26/2015 aporta como novedad la prioridad 
del acogimiento familiar frente al residencial para los niños menores de 3 años, 
garantizando de esta manera el derecho del niño a vivir en una familia buscando 
su óptimo desarrollo.

Las personas acogedoras asumen una función de colaboración con la Admi-
nistración en el ejercicio de su rol de protección. Los acogimientos familiares 
pueden promoverse con miembros de la familia extensa del niño o producirse “en 
familia ajena”; ser de urgencia (para niños menores de 6 años y por un máximo 
de 6 meses), temporales (máximo 2 años) o permanentes, si en ese plazo no ha 
sido posible la reintegración familiar o cuando se trata de niños con necesidades o 
circunstancias especiales. Finalizan si el niño acogido se reintegra a su familia; por 
la posible derivación al acogimiento residencial; por alcanzar la mayoría de edad 
el/la menor protegido/a; en algunos casos, por asumir voluntariamente su tutela 
la familia acogedora; y por adopción del menor de edad tras resolución judicial.

Cuando los niños permanecen en acogimiento familiar más tiempo del permi-
tido legislativamente, y no se prevé su reintegración familiar, la medida propuesta 
por la Entidad Pública ante el Juez puede ser la adopción. Las familias solicitantes 
han de poseer un certifi cado de “idoneidad” y ofrecer un entorno familiar óptimo. 
Si no es viable el acogimiento familiar, y el niño tiene más de 14 años, se adopta 
el Programa de preparación para la vida independiente que procura capacitar al 
adolescente para la vida autónoma, en un alojamiento tutelado, mediante el apoyo 
formativo y laboral. 

2.4. Niños, niñas y adolescentes con medidas de protección en España

Es interesante dar cuenta del número de niños, niñas y adolescentes en el 
sistema de protección a la infancia en España. Según el último Boletín de datos 
estadísticos de medidas de protección a la infancia (Observatorio de la Infancia, 2018) 
se atendieron a 47.493 niños, niñas y adolescentes en el año 2017, casi un 8% más 
que en 2016 (43.902). El incremento se justifi ca en el aumento de peticiones de 
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“Guarda” (de 4.753 en 2016 a 5.161 en 2017), de tutelas (de 27.160 en 2016 a 
29.583 en 2017) y de “medidas en estudio” (de 11.989 en 2016 a 12.749 en 2017).

También han aumentado signifi cativamente los acogimientos residenciales, 
de14.104 en 2016 a 17.527 en 2017, esto es, un 24,3%, frente al ligero descenso 
de los acogimientos familiares que pasan de 19.641 en 2016 a 19.004 en 2017. 
En acogimiento residencial predominan niños y adolescentes varones frente a las 
niñas. Se distribuyen principalmente en grupos etarios de 11-14 y 15-17 años. 
En el acogimiento familiar, sin diferencias signifi cativas entre sexos, predomina el 
rango de edad entre los 11-14 años.

Desde las modifi caciones del Sistema de protección a la infancia también se 
computa el número de niños/as y adolescentes con discapacidad, que asciende al 
4,7% en acogimiento residencial y al 2,4% en acogimiento familiar, de entre todos 
los acogidos. El alto número de acogimientos residenciales, y su intenso crecimien-
to, expresa de alguna forma, el fracaso de la intervención social desde los servicios 
sociales comunitarios con las familias biológicas de niños/as y adolescentes,  que 
acaban institucionalizados, en ocasiones, una gran parte de sus vidas y, no en pocas, 
hasta su mayoría de edad (López, 2010). También manifi esta la incapacidad del 
Sistema de protección a la infancia de ofrecer alternativas vitales a la infancia y la 
adolescencia fuera de entornos institucionalizados. 

3.  FORTALEZAS Y DEBILIDADES DE SISTEMA DE PROTEC
CIÓN

 
Con la aprobación de la legislación de 2015 que rige el sistema de protección a 

la infancia, España se convierte en el primer país europeo en incorporar la defensa 
del interés superior del niño como principio interpretativo, derecho sustantivo y 
norma de procedimiento, como recomendó en 2013 Naciones Unidas. No cabe en 
este espacio realizar un análisis exhaustivo de sus modifi caciones (Moreno-Torres, 
2015; Cabedo y Ravetllat 2016), pero deseamos subrayar algunas cuestiones re-
levantes:

- Se establece que todos los Anteproyectos de Ley y proyectos de Reglamentos 
en España deberán evaluar su impacto en la infancia y en la adolescencia 
antes de ser aprobados. Se incluye un catálogo de derechos y deberes de la 
infancia y la adolescencia en las esferas familiar, escolar y social respecto a 
progenitores, hermanos y hermanas, profesorado…cuyo conocimiento ha 
de ser transmitido a través del sistema educativo. Además se recoge de forma 
expresa el acoso escolar y la alternativa de la familia ante el acogimiento 
institucional. 
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- Se estipula el derecho de los menores a ser escuchados a partir de los 12 
años y en los procedimientos judiciales se deberá exponer siempre qué ha 
manifestado el niño/a.

- El sistema presta especial atención a la infancia más invisible y vulnerable: 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad (González-Rodríguez, y Fer-
nández, 2017), menores extranjeros no acompañados (MENA), jóvenes ex 
tutelados, víctimas de violencia de género, y abusados sexualmente. Para 
ellos establece un nuevo marco de derechos. A los menores de edad con 
discapacidad se les asegura su plena accesibilidad y la garantía de los servi-
cios sociales especializados. A los MENA se les garantizan sus derechos a 
la sanidad, a la educación y a los servicios sociales, velando especialmente 
por las víctimas de trata. Se prevén recursos y programas de apoyo para 
facilitar la transición a la vida independiente de jóvenes ex tutelados por 
el sistema de protección. A los que han sido víctimas de la violencia de 
género se les otorga el estatuto de víctima, pudiendo permanecer con sus 
madres, estableciendo además a los jueces la obligación de pronunciarse 
sobre medidas cautelares. Se aborda el abuso sexual infantil, un problema 
de gran envergadura recientemente visibilizado. Según Save Th e Chil dren 
(2017b), entre un 10 y un 20% de la población en España ha sufrido algún 
tipo de abuso sexual durante su infancia. En su lucha contra el abuso sexual 
infantil, el sistema de protección prohíbe a adultos condenados por abusos 
o explotación infantil acceder a profesiones con contacto infantil y se ha 
creado un archivo de ámbito estatal con registro de delincuentes sexuales. 

Otras fortalezas del sistema son el anuncio de la creación del Estatuto del 
Acogedor Familiar. Los acogedores se someterán a valoraciones de idoneidad y no 
podrán serlo aquellos que hayan estado privados de la patria potestad. Por otra 
parte, se agilizan los procesos de adopción permitiendo que los niños en acogi-
miento pre-adoptivo –suprimida la medida por la nueva legislación de protección 
a la infancia– sean acogidos por la familia solicitante de adopción para evitar su 
institucionalización durante el proceso. 

En lo que respecta a las debilidades del sistema de protección, destacamos, 
de forma muy sucinta: a) La lenta implementación de las nuevas propuestas 
poco realistas: escasez de profesionales en los centros, precariedad laboral de los 
técnicos, insufi cientes  familias acogedoras…; b) La falta de coordinación entre 
los diferentes agentes implicados en el circuito de la protección infantil: servicios 
sociales comunitarios, equipos técnicos del menor de edad de servicios sociales 
especializados y centros de protección, un aspecto largamente denunciado y aún no 
resuelto (De Paúl, 2009); c) La incapacidad para reducir el número de acogimien-
tos residenciales; d) La todavía exigua atención a las potencialidades, capacidades 
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y competencias de las familias con las que se podría trabajar para incrementar los 
factores de protección y evitar situaciones de desamparo.

4. LA INTERVENCIÓN SOCIAL ANTE LA DESPROTECCIÓN 
INFANTIL: EVALUAR LOS RIESGOS

Como hemos señalado, las medidas de protección infantil se ponen en marcha 
tras haber detectado situaciones de atención de urgencia y situaciones de riesgo gra-
ves que pueden derivar en “situaciones de desamparo”. Quizás la mayor difi cultad 
al inicio de la intervención social es la fase de estudio en la que los técnicos han de 
recopilar información y evaluar el “riesgo” que sufren niños, niñas y adolescentes. 
Para obtener información “adecuada” es necesario conocer las necesidades infantiles 
(Barudy y Dantagnan, 2005), identifi car en qué momento del ciclo vital está el 
niño/a o adolescente y tomar conciencia de que la comunicación y la percepción 
del tiempo no son semejantes en la infancia que entre adultos. Los profesionales 
han de estar entrenados en la aplicación de los múltiples instrumentos de valo-
ración del funcionamiento familiar, el cuidado/crianza, los estilos educativos, las 
preferencias infantiles…

En lo que respecta a la evaluación del riesgo, la investigación relativa a la de-
tección de situaciones de desprotección de la infancia y adolescencia ha evolucio-
nado desde una valoración acomodada en un juicio profesional no estructurado, 
girando en torno a la defi nición de situaciones de riesgo, pasando a criterios más 
organizados, sistematizados, basados en situaciones reales, objetivas, con base o 
evidencia científi ca. 

Internacionalmente, encontramos instrumentos que orientan en la evaluación 
del riesgo y la decisión de aplicar medidas de protección que integran aspectos 
importantes como son la frecuencia e intensidad del riesgo. En esta línea hallamos, 
el Child Well-Being Scales -CWBS- (Magura y Moses, 1986); Ontario Child Ne-
glect Index -CNI- (Trocmé, 1996); Modifi ed Maltreatment Classifi cation System 
-MMCS- (English y LONGSCAN Investigators, 1997); Graded Care Profi le Scale 
-GCP- (Srivastava y Polnay, 1997); Parent-Child Confl ict Tactics Scale -CTSPC- 
(Straus y Hamby, 1997); Family Assessment Form -FAF- (Children’s Bureau of 
Southern California, 1997); Severity Index (Slep y Heyman, 2004); Eligibility 
Spectrum (Ontario Association of Children’s Aid Societies, 2006).Todos avala-
dos por la comunidad científi ca y construidos para identifi car factores de riesgo y 
apoyar el diagnóstico profesional.

En España, algunas Comunidades comenzaron a ensayar procedimientos para 
la detección de la desprotección infantil y el apoyo a la toma de decisiones como 
Asturias (Instituto Asturiano de Atención Social a la Infancia, Familia y Adolescen-
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cia, 2003) o Andalucía, pionera en abordar la evaluación de riesgos en la infancia, 
aunque sin evaluación posterior (Molina, 2010). Pero será en el País Vasco, en 
2013, donde se desarrolle una herramienta de evaluación de riesgo denominada 
BALORA (Arruabarrena, De Paul, Indias y Ullate, 2017) que aborda fundamen-
talmente dos áreas: el comportamiento parental ante la responsabilidad de asumir 
la función cuidadora y protectora, y el daño o las consecuencias negativas que la 
no asunción de estas responsabilidades provocan en los menores de edad sobre 
quien se ejecuta la resolución administrativa. Para crear la herramienta se contó 
con profesionales de los servicios sociales comunitarios y de los servicios de pro-
tección autonómicos, a efectos de arbitrar errores en su interpretación diagnóstico-
evaluativa de la situación de riesgo o desamparo. Por esto, fueron necesarios cinco 
años para el desarrollo de la herramienta y su validación científi ca (2006-2011), 
además de seis años posteriores de seguimiento de la misma y dos actualizaciones 
en 2014 y 2017.  El desarrollo de este tipo de instrumentos es complejo y necesita 
del aporte no solo de variables estadísticamente signifi cativas, sino además de la 
incorporación de la experiencia técnica en la refl exión crítica y de contribuciones 
posteriores a los primeros hallazgos.

Siguiendo la línea iniciada por BALORA, encontramos el Instrumento para la 
valoración de la gravedad de las situaciones de desprotección infantil de la Comu-
nidad de Aragón (Alquezar, Docón, Doñate, Pardo, y Pros, 2014) y en la Región 
de Murcia (Parra, García, y Salmerón, 2012) o el VALÓRAME: Instrumento para 
la valoración de la gravedad de las situaciones de riesgo, desprotección y desamparo 
de la infancia y adolescencia de Andalucía (Molina y Martínez, 2016). 

Es cierto que todavía no se han desarrollado sufi cientemente los procesos de 
evaluación desde el enfoque de capacidades o desde la perspectiva del fortaleci-
miento sobre todo en el área de evaluación, intervención y valoración fi nal porque 
justamente “los cambios en la práctica del Trabajo Social se han demorado mucho, 
precisamente por la falta de cambios en el ámbito de la evaluación, intervención 
y valoración” (Hepworth, Rooney y Larsen, 2002, p. 12).

Esto se debe, sobre todo, a la persistencia de los trabajadores sociales en tra-
bajar desde el modelo de la patología y la disfunción de los clientes. Sin embargo, 
con el paso del tiempo la disciplina del Trabajo Social está consiguiendo que los 
trabajadores adopten la perspectiva de las fortalezas, reduciendo así debilidades. 
(Segado, 2012, p. 79).

Coinciden en esta apreciación Martín y Suárez (2018) quienes han realizado 
una reciente investigación en Tenerife cuyos resultados constatan la complejidad 
en el manejo de los cuestionarios por parte de los profesionales por su escaso 
entrenamiento, siendo este, en todo caso, un aspecto mejorable con formación. 
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Se hace imprescindible conocer tanto los riesgos como las potencialidades de 
las familias, del medio social y de los propios niños, a efectos de que los/las pro-
fesionales de los servicios sociales comunitarios y los de protección a la infancia 
puedan tomar las medidas más adecuadas en consonancia con el cumplimiento 
de los acuerdos y tratados internacionales, el interés superior del niño y los enfo-
ques de derechos, de capacidades y de fortalecimiento. A su vez, ello constituirá 
un “avance en la autonomía de los niños” (Gaitán, 2018, p. 19), al garantizarles 
ejercer su derecho de expresión. 
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Resumen: En el presente texto se plantean algunos retos que el Trabajo Social enfrenta 
en contextos complejos en los que la violencia, el clientelismo y la desigualdad son ejes 
estructurantes. Se trata de zonas precarias e inseguras que requieren de un desarrollo social 
efectivo y transformador. Se asume que el Trabajo Social puede jugar un papel clave en la 
consecución de los objetivos del desarrollo social, en la medida en que este hace las veces de 
puente entre personas y grupos, por un lado, e instituciones, por otro. Se toma el caso de 
un municipio que forma parte de la región oriente de la Zona Metropolitana de la Ciudad 
de México, ya que guarda una estrecha –y difícil– relación con la ciudad, a través de un 
proceso reproductor de la pobreza, la segregación y la desigualdad. Se llega a algunas con-
clusiones y recomendaciones a partir de un diagnóstico del municipio de Chimalhuacán, 
en el que la interacción con trabajadores sociales locales se vuelve un factor de refl exión 
y de diálogo. Se concluye que un Trabajo Social con un enfoque antiopresivo puede dar 
pistas para pensar la tarea de la profesión dentro y fuera de las fronteras institucionales, y 
para asumir la posibilidad real de una transformación.

Palabras clave: jóvenes, violencia estructural, clientelismo, trabajo social antiopresivo.
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INTRODUCCIÓN

A partir de resultados parciales del Proyecto de Apoyo a Proyectos de Investi-
gación e Innovación Tecnológica (PAPIIT) Estrategia de intervención con jóvenes 
desde el potencial del emprendimiento sociocultural para incidir en la disminución de 
la violencia en el municipio de Chimalhuacán (IT300618), se presentan algunas 
refl exiones en torno a los retos que el Trabajo Social enfrenta en ciertos contextos 
de pobreza, violencia e inseguridad en los que se arraigado prácticas clientelares que 
obstaculizan la  participación social efectiva de proyectos y programas de desarrollo 
social en los que participan trabajadores sociales. 

Consideramos que, al abordar la realidad de la Ciudad de México (CDMX), es 
necesario tomar en cuenta su vinculación con la Zona Metropolitana del Valle de 
México (ZMVM), ya que se trata de un vínculo estrecho e indisoluble: se afectan 
recíprocamente, y el cinturón oriental que rodea buena parte de la ciudad es causa 
y efecto de dinámicas que se dan entre estas dos regiones y entidades conectadas. La 
Zona Metropolitana (ZM) alberga ciudades dormitorio; zonas en donde habitan 
desplazados y migrantes; personas y familias que sólo ahí han encontrado espacios 
para vivir; pero también es donde se ubican tiraderos de desechos; zonas que se 
han expandido sin control ni planeación, arrasando a su paso zonas anteriormente 
agrícolas cuya vegetación contribuía a la contención de contaminantes. La dinámi-
ca de segregación orilla a los grupos más vulnerables a alejarse del centro hacia las 
periferias, zonas “de nadie”, abandonadas y precarias, y en las que las autoridades 
juegan papeles ambiguos en cuanto a la provisión de bienes y servicios, y en cuanto 
a la garantía de seguridad.

De los municipios que conforman la región oriente de la ZM, Chimalhuacán es 
considerado uno de los más violentos e inseguros; pero también se trata de un mu-
nicipio muy peculiar por ser el único de la ZM en el que el Partido Revolucionario 
Institucional nunca ha perdido una elección, en gran medida por la efi cacia de sus 
prácticas clientelares. Es por ello que se decidió hacer un análisis de las posibilida-
des que tiene el Trabajo Social de poder incidir en dicho contexto de violencia, en 
donde el clientelismo ha generado actitudes muy arraigadas en las personas. Aún se 
viven, en este lugar, resabios del PRI tradicional, pero en una época neoliberal que 
agudiza las desigualdades y las exclusiones, en donde se ofrecen paliativos en vez de 
derechos y en donde hay una ausencia de gobernabilidad en un sentido profundo.

La tesis central que manejamos es que el clientelismo ha hecho que los habi-
tantes de dicho municipio, lejos de empoderarse y generar procesos autogestivos 
de reclamo de derechos, de autonomía y libertad, y de contar con bienes y servicios 
para una vida digna y posibilidades de desarrollo, presenten miedo, apatía, con-
formismo y pasividad, actitudes viciadas que convierten a las personas en meros 
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receptores pasivos de aquello que las autoridades ofrecen como dádivas, y no como 
derechos. Todo ello se cristaliza en retos que el trabajador social comprometido con 
el desarrollo social de la población tiene que enfrentar. Es por ello que se plantea 
que un Trabajo Social no asistencialista, preferentemente con un enfoque anti 
opresivo, que puede detonar cambios de fondo, y sentar las bases para construir 
espacios de seguridad y respeto, con un énfasis en los derechos, ya que el asisten-
cialismo fortalece prácticas que es necesario erradicar. Para ello es indispensable 
visibilizar la desigualdad estructural que da lugar a la violencia.

1. UN ACERCAMIENTO A LA ZONA DE ESTUDIO  

Chimalhuacán es un municipio urbano de la Zona Metropolitana del Valle de 
México, y una de las sesenta jurisdicciones que conforman dicha zona. Su nombre 
proviene del náhuatl chimalli, que signifi ca “escudo”. Se encuentra dentro de los 
límites político administrativos de la ciudad de México y el Estado de México 
(Moreno y Espejel, 2013).  Su extensión es de 46.61 kilómetros. Presenta una alta 
concentración de población, en situación de hacinamiento, bajos niveles educa-
tivos, infraestructura insufi ciente, precariedad laboral, violencia e inseguridad 
(Bayón, 2012: 136).

De acuerdo con la Plataforma Electoral del PRI (2018), en 2010, Chimalhua-
cán contaba con 614,453 habitantes, y en ese sentido cabe destacar que a partir 
de la década de los noventa se presenta un signifi cativo aumento de la población 
(alrededor de 153%). La densidad poblacional es alta (13,183 personas por kiló-
metro cuadrado). Cabe destacar que la pobación joven (de 13 a 29 años de edad) es 
alta: ascendió en 2010 a 32.31% la población menor de 14 años, y a 29% aquella 
entre los 15 y los 29 años. 

La conformación de la población es muy diversa, y solamente 32% de los 
habitantes del municipio son originarios del lugar; el resto son migrantes que pro-
vienen de estados como Veracruz, Tlaxcala, Guerrero, Oaxaca, Puebla e Hidalgo. 
Muchos de ellos, movidos hacia el centro del país por el deseo de conseguir una 
fuente de ingresos y un modo de subsistencia, se vieron atraídos a la región por 
la posibilidad de conseguir terrenos para vivienda a un muy bajo costo, espacios 
ganados a las orillas del lago de Texcoco. Así se fueron dando, junto con toma de 
terrenos, procesos de urbanización sin planeación alguna, y zonas de construcciones 
sin servicios (sin agua, drenaje, luz, teléfono, salud y educación o accesibilidad). 
Por si fuera poco, dichos terrenos no son aptos para construir y habitar; se han 
perdido terrenos de cultivo y con ello se ha convertido en una zona vulnerable en 
términos ambientales.  
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Chimalhuacán se considera un municipio pobre, con cerca de 63% de la po-
blación en situación de pobreza (de los cuales, casi 14% se encuentran en situación 
de pobreza extrema). Si bien la población económicamente activa (PEA) asciende 
a poco más de 40%, la inactiva es más de la tercera parte de la PEA. Al no contar 
con buenos niveles de educación y capacitación, la población puede acceder a 
trabajos mal remunerados y de baja especialidad. Y si a nivel estatal, alrededor de 
40% de los jóvenes que ingresan al nivel educativo medio superior no acaba sus 
estudios por falta de recursos, es muy probable que en el municipio aparezca el 
mismo fenómeno (Plataforma electoral, 2010).

El municipio de Chimalhuacán se caracteriza por tener un relación histórica 
y estructural con el PRI. De hecho, es el único municipio de la zona en el que ha 
ganado siempre dicho partido, y desde hace cinco décadas es gobernado por el 
movimiento “antorchista”: Chimalhuacán es un municipio ubicado en la populosa 
zona oriente de la entidad, a 122 kilómetros de la capital del Estado de México, 
y con más de 600 mil habitantes, es el único municipio que el PRI nunca ha per-
dido del Valle de México, y el más grande de los seis que aún mantiene bajo su 
hegemonía. (…) desde hace muchos años ese territorio está bajo el dominio de 
la inefable organización denominada Antorcha Campesina, sello y epítome de la 
peor tradición autoritaria del viejo sistema político que se resiste a morir en pleno 
siglo XXI (Villarreal, 2018).

 En las elecciones de 2018, en el municipio “arrasó” la coalición Juntos Hare-
mos Historia, en las elecciones para presidente de la República, Senadores, Dipu-
tados Federales y Estatales; en el nivel local, hay un desacuerdo acerca de si ganó 
dicha coalición, o la encabezada por el Partido Revolucionario Institucional. Hoy 
por hoy, el próximo presidente municipal será el líder antorchista Jesús Tolentino 
Román Bojórquez, que en el año 2000 fue el primer alcalde del municipio ema-
nado de Antorcha Campesina (y contrincante de la líder priista y fraccionadora 
Guadalupe Buendía Torres, conocida como “La Loba”).

Antorcha Campesina es un movimiento que se funda en 1974, con el fi n de 
coordinar a los sectores más pobres y vulnerables de la región con la promesa de 
mejorar sus condiciones de vida. Años después se convirtió en el movimiento an-
torchista, en la medida en que fueron apareciendo otros movimientos paralelos con 
objetivos similares: Antorcha Estudiantil, Antorcha Obrera y Antorcha Popular. 
Es hacia fi nales de la década de los ochenta que este movimiento se vincula con el 
PRI, dando lugar a una peculiar relación entre un partido político y un movimien-
to social. Este nexo da lugar a prácticas clientelares en términos de negociaciones 
e intercambios que benefi ciaran a ambas instancias. Así, el partido daría apoyo 
institucional y puestos políticos a cambio de lealtad, voto y apoyo en términos 
electorales (en marchas, mítines y otras actividades). Resulta fundamental desta-
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car que el movimiento tiene una gran aceptación entre la población; aun cuando 
pueda ser criticado, se le reconoce como la principal o única vía de obtención de 
benefi cios: infraestructura cultural y deportiva, vivienda o legalización de la misma, 
servicios de electricidad y agua, entre otros (Somuano, 2007).

Estas prácticas, en un entorno de ausencia de gobernabilidad, en el vacío de 
un estado de derecho, acaban siendo los únicos reales, viables y accesibles a la 
población. Si el Estado nunca les ha garantizado bienes y servicios básicos, desde 
seguridad y paz, hasta una vivienda, educación o salud, las prácticas clientelares se 
vuelven las únicas vías conocidas y comprobadas de apoyo. Cabe destacar que la 
obtención de lo que les toca por derecho, se hace mediante intercambios injustos, 
abusivos, desiguales y poco transparentes, siempre condicionados, inciertos y pre-
carios. Además, se fortalece y se reproduce la corrupción, y se mina la ciudadanía. 
Al no haber una alternativa ni la experiencia de otra realidad, no hay la posibilidad 
de detectar completamente la problemática en su estructura. La gente prefi ere 
obtener mediante dichas prácticas lo que tiene, pues, de otro modo, es probable 
que, de acuerdo con su punto de vista, no puedan lograr nada. A la apatía se le 
aúna el temor de perder lo poco ganado.

2. LA POBREZA, LA VIOLENCIA ESTRUCTURAL Y EL CLIEN
TELISMO POLÍTICO 

Algunas estudiosas, como Clara Jusidman (2012 y María Cristina Bayón( 
2012), explican la agudización de la pobreza y la radical disminución de la calidad 
de vida de las personas que habitan espacios periféricos a partir del cambio de un 
modelo de desarrollo que predominó durante la primera mitad del siglo pasado, 
basado en un Estado de bienestar orientado a cubrir las necesidades básicas de 
la población a través de ciertas estrategias de carácter social; en esa época, existía 
la posibilidad de subsistir y de tener expectativas de mejoramiento, seguridad y 
movilidad social. Hacia la década de los ochenta hay un cambio drástico a nivel 
mundial, que coincide con el desmantelamiento del Estado de bienestar, el replie-
gue del Estado como regulador, y el incremento del poder de los mercados bajo un 
sistema neoliberal que, en particular, en los países en vías de desarrollo, tiene efectos 
devastadores en la vida de las personas. La movilidad social, el acceso a los recursos, 
bienes y servicios, la educación y la salud de calidad, se vuelven casi imposibles 
de obtener, a menos que en la desigualdad de posiciones y de oportunidades, se 
cuente con los recursos para poder competir en el mercado. Los grupos que viven 
en condiciones precarias son los más vulnerables. 



FRANCISCO CALZADA LEMUS Y  MARÍA ELENA FIGUEROA DÍAZ

 152 

Si siempre ha habido desigualdad social, en términos de ingresos y acceso a 
bienes y servicios, dicha desigualdad se ha recrudecido y ha encontrado nuevas 
formas de reproducirse. Los sectores populares urbanos siempre han padecido 
problemas laborales y han tenido vidas más o menos precarias, pero actualmente 
estas condiciones no solo se han amplifi cado y las desigualdades sociales se han 
acrecentado, sino que se advierten nuevas y diferentes formas de exclusión social, 
las cuales se observan tanto en las prácticas discriminatorias que prevalecen en 
el mercado de trabajo como en el acceso y la calidad diferenciada de los bienes y 
servicios de la ciudad según el origen socioeconómico y étnico de la ciudadanía y 
su lugar de residencia. 

Las autoras continúan: Es cierto que nuestras ciudades se han caracterizado 
siempre por ser producto de un patrón de urbanización basado en la proliferación 
y masividad de asentamientos precarios, situados en una periferia cada vez más 
lejana y conformados por viviendas autoconstruidas o por conjuntos habitacionales 
promovidos en muchos casos por la acción social del Estado, espacios que suelen 
presentar equipamientos e infraestructura escasos y de baja calidad. (Ramírez Kuri 
y Ziccardi, 2008, p. 23).

Una de las consecuencia de esta estructura precaria y desigual que se reproduce 
y se acrecienta es la violencia, que se puede entender como “una forma extrema 
de agresión material realizada por un sujeto individual o colectivo, consistente ya 
sea en el ataque físico, intencionalmente destructivo, contra personas o cosas que 
representan un valor para la víctima o para la sociedad en general; o bien en la 
imposición, mediante el empleo –o la amenaza manifi esta de empleo– de la fuerza 
física o de las armas, a realizar actos gravemente contrarios a la propia voluntad” 
(Gallino, 1983, p. 907). Sin embargo, no solo existe la violencia material o física; 
hay otras formas de violencia, como la psicológica (o las derivadas de ambas: la 
sexual o la económica). El término violencia proviene del latín y signifi ca “sujeción, 
subordinación, dominación, imposición, arbitrariedad, fragmentación, autorita-
rismo, fuerza, desgarro, desmemoria, olvido hacia lo colectivo, discriminación y 
prejuicio” (Jiménez, 2003: 168). 

Podríamos precisar al decir que: La violencia implica una relación social. Un 
individuo se vincula de forma indirecta, a través de los medios de comunicación, 
como testigo o si conoce a una víctima. El contacto en forma directa con la vio-
lencia implica el haber sido víctima del delito. En contraposición está la seguridad, 
generalmente defi nida en términos de calidad de vida y dignidad humana. En este 
sentido, la pobreza, la falta de oportunidades, el desempleo, el deterioro ambien-
tal, la represión política, la criminalidad y la drogadicción son amenazas contra 
la seguridad ciudadana aunadas a la corrupción y la impunidad que, en México, 
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han incrementado la violencia y el narcotráfi co(Arriagada y Godoy, 1999, p. 9; 
Figueroa y López, 2013, p. 242).

Es por ello que también se habla de violencia estructura, que “pasa a ser sinóni-
mo de injusticia o desigualdad social mantenida deliberadamente, en condiciones 
culturales, técnicas, económicas” (Gallino, 1983, p. 909). Es bien sabido que la 
desigualdad en el acceso a bienes y servicios, a derechos y a información, a opor-
tunidades y posibilidades de expresión y desarrollo, produce problemáticas tales 
como la violencia, embarazo adolescente, la deserción escolar (o la ausencia de 
educación), bajos nieles de escolaridad, entre otros. Si a ello le aunamos prácticas 
que condicionan los bienes y servicios, que controlan el acceso a los recursos, y 
que dosifi can los mismos de modo que las personas nunca obtengan lo necesario 
para una vida digna, sin apoyo real de políticas públicas que prioricen a los grupos 
vulnerables, el escenario se vuelve más dramático.

De acuerdo con Moya y Paillara (2017, p. 78), que se basan en otros autores, 
En su defi nición clásica, el clientelismo político es entendido como “el intercambio 
de bienes y servicios por apoyo político y votos” (Schröter 2010 p.143). Torres 
(2007) arguye que defi nir de esta forma el clientelismo es simplifi carlo en exceso, 
ya que ésta por sí sola no logra abarcar todas las dimensiones que este fenómeno 
involucra. Así mismo, defi ne el clientelismo como una “institución particularista 
[…]  basada en el establecimiento de relaciones de dominación, que incluyen 
el intercambio de favores, bienes y/o servicios y una serie de factores subjetivos. 
Además, el fenómeno clientelar se juega en un campo dinámico e históricamente 
delimitado, portando sus actores un habitus clientelar” (Torres 2007 p. 14).

Así, “el clientelismo político aparece como un equivalente funcional del Estado 
y ‘como una forma de resolución de problemas/satisfacción de necesidades, tanto 
a nivel nacional como a nivel local’” (Rodríguez 2002, en Moya y Paillara, 2017, 
p. 75). De este modo, el clientelismo se vuelve una costumbre tan arraigada que se 
normaliza y se introyecta a tal nivel que la población objetivo no solo no contempla 
otra posibilidad de obtención de recursos, sino que ve en tal práctica algo positivo y 
benéfi co. Así, Otro de los aspectos destacados del clientelismo es su capacidad para 
invisibilizarse. Al estar conformado por relaciones informales tiene una gran capaci-
dad de diversifi car sus formas de intermediación lo cual le permite estar presente en 
distintos ámbitos de manera no manifi esta. Como plantea Auyero (2002, p. 4), “el 
clientelismo perdura como una institución extremadamente infl uyente, informal, 
y (las más de las veces) oculta, no destinada ni a desaparecer ni a permanecer en los 
márgenes de la sociedad, sea con la consolidación de los regímenes democráticos, 
o con el desarrollo económico”. (Moya y Paillara, 2017, p. 74.  

Podemos observar que, ante escenarios precarios, desiguales, violentos y 
clientelares, en donde la corrupción en sus múltiples manifestaciones, burdas y 
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sutiles, un Trabajo Social asistencialista solo puede replegarse a funciones y tareas 
reproductoras del sistema, y a toparse con pared si acaso se pensara en alguna 
tarea, conducta o acción que se despegara de lo establecido. En la medida en que 
el asistencialismo sería otra forma de reproducir conductas receptoras y pasivas en 
los usuarios o en la población vulnerable, no ayudaría al cambio. 

3. EL ENFOQUE DE TRABAJO SOCIAL 

Dentro del Trabajo Social crítico, se desprende una corriente que centra sus 
esfuerzos en el cambio real de las condiciones de vida de las personas vulnerables. 
El Trabajo Social con enfoque antiopresivo visibiliza las injusticias, y sus prácticas 
van encaminadas a asegurar cambios sociales, comprometidas con “la implemen-
tación de la justicia social y son vinculadas con ideas de mejorar la calidad de vida 
o bienestar de individuos, grupos y comunidades. La preocupación contiene todos 
los aspectos de la vida socio-cultural, instituciones, estructura legal, sistema polí-
tico, estructura socio-económica y relaciones interpersonales que son constructos 
de la realidad social” (Matus, 2018, p. 92). 

En sus orígenes orienta sus esfuerzos hacia la mejora de las condiciones de vida 
de grupos minoritarios que sufrían algún tipo de discriminación por motivos de 
raza, clase, étnica, género. Nace a fi nales de la década de los sesenta y principios de 
la década de los setenta en espacios de trabajo comunitario.  Se constituye desde la 
crítica, pero también desde el humanismo, en tanto se convierte en una fi losofía 
centrada en el sujeto y que aboga por horizontalizar las relaciones y diluir las dis-
tancia y las jerarquías. Además, opta por un conocimiento profundo de la realidad 
que se desea transformar con el fi n de que dicho cambio sea más factible y posible.

De este modo, “los ciudadanos y ciudadanas usuarios/as de sus servicios, 
prestaciones y atención sociales no son vistos/as de forma aislada, atomizada, sino 
como una categoría social en desventaja, discriminada y golpeada por un sistema 
de fuertes desigualdades estructurales. Desarrollar una práctica antiopresiva de 
Trabajo Social implica, por lo tanto, llevar a cabo acciones transformadoras en un 
proceso permanente de reconocimiento y confrontación” (Adams, R.; Dominelli, 
L. y M. Payne, , 2002, en Matos-Silveira, R., Cano, Y., y S. Mouton, 2016, p. 312).

Si bien las prácticas antiopresivas no se han consolidado del todo, y no logran 
desplegar su potencial. Requiere de la negociación con diversos actores sociales, 
movimientos sociales e incluso instituciones. En ciertos contextos hostiles a este 
tipo de prácticas, la acción resulta limitada y complicada; pero en la medida en 
que las instituciones y los gobiernos cambien hacia un modelo menos neoliberal 
y más social y democrático, se podrán hacer cambios, tanto desde dentro como 
desde fuera de las instituciones. Y no solo en términos de prácticas liberadoras de 
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la opresión sino también canalizadoras de potencial, de energía y de capacidades 
para el desarrollo individual y colectivo. 

Ahora bien, el Trabajo Social antiopresivo puede ser un aliado para poder lograr 
un auténtico desarrollo local. De acuerdo con Arocena (2002, p. 9), se habla de 
sociedad local cuando se puede detectar un territorio delimitado “portador de una 
identidad colectiva expresada en valores y normas interiorizados por sus miembros 
y cuando conforma un sistema de relaciones de poder constituido en torno a proce-
sos locales de generación de riqueza. Dicho de otra forma, una sociedad local es un 
sistema de acción sobre un territorio limitado, capaz de producir valores comunes 
y bienes localmente gestionados”. En ese sentido, tiene que haber un mínimo de 
autonomía productiva y reproductiva que otorgue la posibilidad de confi gurar 
actores locales autónomos capaces de gestionar y de impulsar proyectos de diversa 
índole. Evidentemente, “las oportunidades no están al alcance de todos, suponen 
ciertas capacidades y determinados niveles de desarrollo” (Arocena, 2002, p. 12), 
pero esos factores pueden ser generados por políticas destinadas a crear las con-
diciones que permitan desarrollar las estrategias capaces de articular el potencial 
local con las oportunidades emergentes a nivel global. Al abordar el tema de las 
estrategias estamos introduciendo, uno de los condicionantes más importantes de 
los procesos de desarrollo local: la capacidad de generación de actores locales. Para 
algunos autores como Fernando Barreiro: “Los actores locales son simultáneamente 
motor y expresión del desarrollo local” (1998:88).

Los retos a los que se enfrentan los trabajadores sociales en su quehacer, en 
particular cuando el usuario de sus servicios se encuentra en una situación de 
desventaja, desigualdad, precariedad, violencia y pobreza, son muchos y muy 
complejos. Siguiendo a Alayón (2016, p 12).  Cuando el Trabajo Social se plantea, 
su contribución –a partir de la promoción y la educación social– a la mejora del 
bienestar social de la población, ya está enfrentando el primer pleito de envergadu-
ra. Porque tales metas, humanísticamente válidas, no constituyen la prioridad del 
régimen económico y suelen subordinarse en las decisiones políticas. Esta colisión, 
llega a minar peligrosamente, en muchos casos, hasta la propia vocación original 
que llevó a los jóvenes a inclinarse por esta carrera.

Hacer un cierto tipo de Trabajo Social es ir en contra corriente, y toparse con 
las difi cultades que presenta un sistema para el cual son otras las prioridades. Es 
por ello que no siempre es fácil o posible hacer los cambios necesarios y urgentes 
que se detectan: Pero también hay que reconocer que los cambios o las resistencias 
institucionales a cambiar, están ligados a los procesos políticos-sociales de carácter 
estructural que predominan en un determinado momento histórico. Los proce-
sos de carácter estructural, en ocasiones condicionan y orientan las tendencias a 
introducir y concretar cambios progresivos, del mismo modo que –en otros mo-
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mentos– solidifi can y petrifi can lo existente, fortaleciendo la inmutabilidad de las 
acciones y procedimientos más básicos. (Alayón, 2016, p. 15)

4 HALLAZGOS IDENTIFICADOS EN LA ZONA DE ESTUDIO

Los hallazgos apuntan a que, si bien hay altos índices de delincuencia y de 
conductas violentas, también hay una tendencia a criminalizar a los jóvenes. Existe 
una violencia estructural que se manifi esta o que da lugar a conductas violentas en 
algunos individuos; pero, a la vez, hay muchos jóvenes que desean trabajar tener 
una vida digna en todos sentidos: 

“El joven es trabajador, se le enseña a pararse temprano, a abrir su puesto, a lim-
piar su calle, a ganarse el dinero para comer, a veces el joven también es el proveedor 
del hogar, él que le tiene que llevar la comida y la mujer a la casa, aquí si se ve muy 
claro eso, los hombres tienen que llevar la comida a su casa y la esposa a cuidar a 
los hijos y no a gran edad, sino que jóvenes ya llevan esa rutina o se casan” (joven 
participante en grupo focal).

“Hay pocas opciones educativas y laborales, y la mayoría de los empleos se ubican 
dentro de la economía informal. La violencia se manifi esta en el espacio, a través de 
un patrón visible. Son las periferias y las fronteras del municipio las más violentas, 
mientras que el centro tiende a ser más seguro: ahí se encuentra todo está el Palacio 
Municipal, está el Ministerio Público, están los hospitales, las plazas comerciales, 
entonces como que esa zona es muy transitada y es donde yo me he percatado que 
concurren más las patrullas, mayor seguridad por lo mismo que están estos puntos, 
porque también están los juzgados. Entonces toda esa parte del centro de Chimal-
huacán es lo que está más seguro, los extremos es donde la inseguridad es la que no 
está en constante vigilancia” (joven entrevistado).

Las zonas peligrosas, de riesgo y más violentas, se ubican en las fronteras con 
otros municipios. 

“Por ejemplo, la zona del bordo de Xochiaca y la avenida central: en la parte del 
bordo y avenida central, ahí pasan muchas cosas: matan a la gente, la atropellan. 
En esa zona no falla en los asaltos o asesinatos. Creo que lo que más se da es el robo 
con arma blanca o de fuego, sobre todo adolescente o incluso joven, se da el hecho 
de que van dos chavos en una moto, es lo típico, con un arma de fuego o un arma 
blanca, se acercan, te asaltan y se van, es como el modo en que ellos operan. A mí 
me ha pasado dos veces. Ya sea dos o uno en una moto: se pegan a ti, te asaltan y se 
van”.  (Estudiante).
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De todas las víctimas de la violencia, las más vulnerables son las mujeres: 

“Las personas a las que son estudiantes, que son dentro de Chimalhuacán y 
son asaltadas y lo más fácil es ir a tirarlas, y ahorita se ha estado viviendo más esa 
inseguridad, porque nosotras como mujeres somos vulnerables, porque venimos a la 
escuela a estudiar, a hacer nuestras actividades diarias y de repente es inseguro que 
salgas por el temor de que alguien te pueda subir, que te suba a una camioneta, te 
lleven, te violen, te maten y todavía, te tiren. Es inseguridad por parte de nosotras, 
donde ya no sabes si vas a estar bien, si te puede pasar algo, si estas segura o si no, o 
cualquier cosa. Nosotras somos el foco rojo de ahí”. (Estudiante).

Si bien Chimalhuacán es conocido por sus altos índices de delitos y por la cru-
deza de los mismos, también se presentan manifestaciones cotidianas de violencia 
hacia las mujeres, que hace permanentemente incómoda la rutina: 

“creo que podemos encontrar como en todos los grados, porque yo puedo salir 
caminando con una amiga en la calle y esta desde [la violencia] verbal que ya le 
están diciendo algo, las están viendo raro y uno ni cómo hacer algo. Hasta violencia 
extrema porque una compañera me acaba de contar que por su casa secuestraron una 
chica de su edad, de 21 años, y si estuvieron buscándola en helicóptero y todo, pero 
ya apareció en una barranca a los tres días, ya violada”. (Estudiante).

“Hay un temor particular a los jóvenes que andan en motocicletas, pues suelen 
ser quienes asaltan a mano armada; también el transporte público. Esto se recrudece 
por la ausencia de patrullas y de vigilancia. Hay zonas donde simplemente no se 
puede transitar. Tienen que cambiar de ruta, no mirarlos de frente, ir siempre por 
avenidas y calles principales, no por calles pequeñas. En las combis los pasajeros se 
encuentran vulnerables. Los choferes y los asaltantes están de acuerdo, y eso lo saben 
y lo ven los pasajeros”, (joven participante en grupo focal).

La violencia es percibida por los habitantes como una (mala) forma de resolver 
problemas: 

“Se trata de gente que siempre está a la defensiva y que no se dejan ayudar. Hay 
un exceso de estrés por falta de recursos y de oportunidades: Saltan a la primera, se 
pelean y se vuelven violentos. Sólo ven o buscan dinero. Los entornos familiares y 
escolares son feos, por eso buscan amigos, buscan pertenecer, y así comienzan” (grupo 
de estudiantes).

La percepción general de los jóvenes es que, si hubiera más oferta de empleo, la 
gente se quedaría y habría menos riesgo, y más protección a los hijos. Aparece así 
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la idea de que si hay más recursos habría menos asaltos. Más aún, establecen una 
relación entre la delincuencia y el abandono involuntario de los hijos por parte 
de los padres que tienen que ausentarse todo el día para ir a trabajar, o conseguir 
recursos como agua, o hacer trámites. Por falta de empleo, los padres tienen que 
ir lejos a trabajar y por ello no los atienden: 

“Yo considero que la falta de empleo aquí en Chimalhuacán ha hecho que los 
padres tengan que salir a otros lugares a buscar esos empleos; desafortunadamente eso 
hace que se les ponga poca atención a los hijos y es descuido el que tienen los chicos 
que están aquí en Chimalhuacán”.  (joven madre de familia).

Por otro lado, en el trabajo de campo que realizamos emerge con fuerza el tema 
del movimiento antorchista. Al decir de los entrevistados y de los participantes de 
los grupos focales, la mayoría de los residentes del municipio son simpatizantes de 
Antorcha: “la mayoría de las colonias son de Antorcha, apoyan mucho a Antorcha”. 
En todo caso, se ve como un mal menor al que no piensan renunciar. Antorcha es 
quien les ha dado un terreno, servicios, la posibilidad de legalizar su propiedad, 
de tener una vida, a cambio de una serie de requerimientos de carácter social, po-
lítico y electoral. Los jóvenes, ven en el movimiento antorchista la génesis de las 
difi cultades a las que se enfrenta la profesión en el municipio. Al acostumbrar a la 
gente a recibir, a no esforzarse ni tampoco a ser críticos o a demandar lo que por 
derecho les corresponde, la gente se vuelve, como ya se ha dicho, receptora pasiva 
y conformista de las dádivas otorgadas. 

Una entrevistada afi rma: 

“Como saben, en cuestión política, Antorcha es quien predomina, entonces 
siempre están acostumbrados a que les dan todo, o sea “yo te doy todo” y como que 
la gente se acostumbra a nada más recibir, entonces creo me gustaría un proyecto 
que fuera por “bueno te doy, pero también te enseño” o sea, “no te voy a dar siempre, 
te voy a enseñar a que tú solito aprendas”, a que tengan también esa costumbre en 
los jóvenes”.

Mientras que, para algunos participantes de los grupos focales, se podría traba-
jar desde o con los partidos políticos (o con el movimiento en concreto), para otros 
no es tan fácil. Una estudiante que participó en un grupo focal afi rmó lo siguiente: 

“Es que es complicado porque varias comunidades tienen su punto de vista con su 
líder, si el líder dice: “No” todos dicen que “no”; Entonces es complicado porque ten-
dríamos que hacer un diagnóstico o un estudio de cada comunidad para que después 
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podamos analizarlas a todas y lleguemos a un sólo fi n. Yo considero que podríamos 
tratarlo de erradicarlos por medio de los partidos políticos que operan aquí, porque 
pues el mismo partido opera en todas las localidades; entonces podríamos empezar 
desde el partido político, tratar de que tenga una nueva ideología o que tenga otras 
perspectivas de lo que es y poder darle a la localidad lo que realmente necesita, pero 
también teniendo en cuenta la parte del partido político”. 

Sin embargo, para otro, “no es muy viable retomar a los partidos políticos cuando 
ellos son quienes causan estos problemas, entonces considero que sería a través de la 
difusión dentro de la sociedad y hacerles ver los benefi cios que como sociedad y con su 
participación pueden conseguir”. Un tercer participante observa que el problema 
se debe atacar de raíz, desde el trabajo con los más pequeños: “yo creo que podemos 
verlo ya desde arriba, ya desde donde está el problema; Yo propondría que podríamos 
trabajar desde la educación. Yo estaba trabajando en una brigada y ahora los niños 
están como más abiertos”.

A pesar de la apatía y las prácticas clientelares, hay un cierto consenso en cuanto 
a que la gente está muy orgullosa de sus raíces y su cultura, y que efectivamente 
esta funciona como un punto de cohesión. Así, esa resulta ser otra vía de trabajo, 
reforzando las identidades colectivas y las posibilidades de fortalecer actividades 
culturales, y fuentes de ingreso ligadas a expresiones culturales (como ya las hay, 
por cierto. Un ejemplo es la tradición del tallado de piedra, los carnavales y las 
comparsas, entre otras manifestaciones).

En cuanto a lo que se considera “cultura ciudadana”, se observa que hay una 
percepción por parte de algunos habitantes de una marcada apatía: “ yo considero 
que en el municipio de Chimalhuacán la gente es como muy indiferente a los problemas 
y, o sea, como universitarios aquí nosotros tomamos la importancia de las problemáticas 
de los pueblos, o sea el municipio se caracteriza, yo lo caracterizo principalmente por sus 
altos grados de pobreza, muchas problemáticas, sin embargo, apoyo a mis compañeras 
en parte de que las personas son unidas en cuanto a su cultura”. 

El planteamiento que el gobierno de Chimalhuacán hace en su Plan de gobier-
no 2016-2018, en cuanto a las propuestas para combatir la inseguridad:

Para mejorar la seguridad pública, a la par que trabajamos para combatir las 
causas de fondo, nos comprometemos a;

Aumentar el número de policías hasta llegar a 1,200 elementos.
La instalación de 100 cámaras más de video vigilancia en avenidas principales, 

así como en los puntos más confl ictivos de nuestro municipio.
La asignación de por lo menos una patrulla a cada barrio, al inicio de enero 

entregaremos las primeras 15 patrullas.
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Adquirir un helicóptero, “el guerrero” para aumentar la presencia policiaca y 
poder brindar una atención rápida y oportuna a la ciudadanía.

Duplicar el número de alarmas vecinales en el municipio, realizando asambleas 
por colonia o barrio para garantizar su correcto funcionamiento.

Que a los círculos de seguridad por delegación asistan los jefes de Sector para 
resolver los problemas plantados por la comunidad y los últimos domingos de mes 
el cabildo en pleno se reunirá con los habitantes que así lo deseen, para discutir y 
resolver los problemas de inseguridad.

Como se puede observar, todas las acciones se encaminan a una (hiper) vigi-
lancia, necesaria, sin lugar a dudas, pero no sufi ciente para revertir de fondo las 
causas estructurales de la inseguridad, la violencia y el crimen. Habría que ir más 
a fondo; no solo aumentar alarmas, cámaras y policías, sino, en todo caso, enfati-
zar la dinámica colectiva presente en el último punto: dialogar con los habitantes 
de las colonias para visibilizar el problema y tomar cartas en el asunto a partir de 
necesidades sentidas y de supervisión de la sociedad civil. Además, habría que 
generar acciones que reviertan la situación de las familias y las personas que no 
tienen opciones de desarrollo en la localidad. 

Del mismo modo, si bien es importante generar empleos e invitar a empresas 
a invertir, también es necesaria la capacitación y la formación profesional, la se-
lectividad en cuanto al tipo de empleos a ofertar, y las condiciones laborales de los 
futuros o posibles empleados. Pensar en que el “nuevo” aeropuerto pueda ser una de 
las salidas al problema del desempleo, es dejar de lado la posibilidad de una crítica 
y una postura que niegue la reproducción de la desigualdad, la pobreza, la vulne-
rabilidad social y ambiental, o, en otras palabras, la sustentabilidad y el desarrollo. 

5. CONSIDERACIONES FINALES 

Hay en Chimalhuacán una vulnerabilidad que se refuerza por el abandono por 
parte del Estado, y que se manifi esta en insufi ciencia de servicios y de condiciones 
vivibles para la existencia humana, entre ellas la seguridad, así como en prácticas 
clientelares hondamente arraigadas en las personas, y que conforma a las personas 
en sujetos que no exigen ni aportan, sino que se convierten en receptores pasivos 
y acríticos de lo que se les da. Al decir de los jóvenes, “es muy difícil enfrentar esas 
situaciones tan complejas, pues se confrontan con una realidad de poderes fácticos, 
de abusos, de prácticas asistencialistas difíciles de revertir, a la vez que con falta de 
recursos económicos y humanos para poder implementar salidas alternas. 

Ante este escenario complejo, algunas recomendaciones son las siguientes:
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 Consolidar una visión crítica entre los Trabajadores Sociales.

 Vincular a los Trabajadores Sociales en proyectos regionales con fuentes de 
apoyo y fi nanciamiento alternas a las del gobierno local.

 Fortalecer los proyectos orientados a generar o reconstruir el tejido social 
entre los jóvenes y otros grupos.

 Impulsar, desde diversos ámbitos (federal, estatal, municipal, privado, acadé-
mico), proyectos de emprendimiento social y cultural que permitan generar 
nuevos espacios no sólo de encuentro y diálogo, de expresión comunitaria 
y cultural, sino fuentes de ingreso estables. 

 Fortalecer el Trabajo Social institucional, para la formación de profesionales 
críticos que vayan más allá de la dimensión operativa de la labor. 

 A la vez, generar y expandir espacios para que el Trabajo Social encuentre 
otras vías de expresión y de acción. El Trabajo Social puede desarrollarse en 
organismos de la sociedad civil, en espacios no gubernamentales, y desde 
ahí fortalecer otros caminos de acción.

 Seguir insistiendo que el desarrollo social debe asentarse sobre la integralidad 
de las políticas sociales y la gradual transformación del sistema neoliberal en 
el que, como país en vías de desarrollo, está México. En la medida en que 
se canalicen esfuerzos reales en revertir la pobreza, la falta de educación (en 
el sentido amplio de la palabra: escolar, política, ciudadana, civil), se podrá 
combatir la violencia y la inseguridad. 

Quizás el clientelismo no es algo que pueda desaparecer de manera inmediata, 
pero quizás se puedan generar proyectos paralelos a su acción, con el fi n de generar 
una conciencia crítica creciente, a través de incentivos de carácter cultural, social 
y económico. 
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Sumario: 1. Situaciones de urgencia social por motivos económicos 2. Distribución 
competencial en la atención y cobertura de necesidades de urgencia social desde la Admi-
nistración Pública. 2.1. Administración Central. 2.2. Administración Autonómica. 2.3. 
Administración Local 3. Prestaciones de las Administraciones Locales ante situaciones de 
urgente necesidad económica. 4. Respuesta desde organizaciones no gubernamentales, 
empresas privadas y sociedad civil. 5. Respuestas profesionales desde el Trabajo Social. 6. 
Conclusiones.

Resumen: Las situaciones de emergencia social derivadas de necesidades económicas 
sobrevenidas por personas y familias de manera urgente han impulsado el desarrollo de 
programas y prestaciones sociales en España. El capítulo identifi ca y analiza las situacio-
nes de emergencia social que son consideradas de “urgente necesidad económica” y sus 
indicadores sociales más relevantes respecto a los procesos de exclusión social. Así mismo, 
describe y analiza las prestaciones no periódicas (económicas, técnicas y materiales) que 
desde las administraciones públicas más próximas al ciudadano en España se están ofre-
ciendo a las personas y familias que se encuentran en dichas situaciones de emergencia 
para la cobertura de sus necesidades básicas y el papel protagonista que están adquiriendo 
las organizaciones no gubernamentales y empresas en su atención y cobertura. Los resul-
tados muestran que la competencia pública en la gestión de las prestaciones económicas 
no periódicas orientadas a la atención urgente de las situaciones de emergencia social 
derivadas de precariedad económica sobrevenida recae en las administraciones locales 

1 Publicación derivada de la investigación vinculada con el Programa de Doctorado en Trabajo 
Social de la Universidad Complutense de Madrid.
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(sistema de servicios sociales) con una progresiva externalización de coberturas en las 
organizaciones no gubernamentales (alimenticias principalmente) y empresas públicas 
y/o privadas (energética).   

Conceptos Centrales: Trabajo Social, servicios sociales, precariedad económica, presta-
ciones, urgencia social, pobreza.  

1. SITUACIONES DE URGENCIA SOCIAL POR MOTIVOS 
ECONÓMICOS

Adela Cortina cuestiona, “¿eliminar la pobreza es un deber de justicia o una 
obligación de benefi cencia?” (2017, p.127), para dilucidar esta disyuntiva, la 
pensadora plantea que es necesario realizar al menos las siguientes tareas: identi-
fi car quienes son los pobres desde el punto de vista económico, determinar si es 
evitable, aclarar si se está ante una cuestión de derechos o de cálculo de utilidades, 
y clarifi car si lo que se persigue es eliminar la pobreza o reducir también las des-
igualdades económicas (Cortina, 2017) El abordaje de las respuestas institucionales 
y profesionales a las situaciones de precariedad económica, tienen mucho que ver 
con estos planteamientos; la forma de defi nir y dar respuesta a esas necesidades, 
denota si se está ante una cuestión de derechos o caridad.

En primer lugar, cabe hacer un pequeño esbozo de qué estamos considerando 
como pobres en la sociedad española, y cuantas personas se encuentran en esa si-
tuación, qué rostro tiene la pobreza y la exclusión. Se van a abordar principalmente 
las actuaciones relacionadas con el primer concepto, entendiendo que la exclusión 
se refi ere a procesos más graduales y multifactoriales. (Castel, 1995, Moreno, 2003, 
Subirats 2007, Raya, 2007).

Tal como se recoge en el Acuerdo de Asociación de España 2014-20202 (Mi-
nisterio de Hacienda y Administraciones Públicas, 2014), la crisis ha tenido unos 
efectos devastadores que se tradujeron en el aumento de los niveles de pobreza, 
el incremento de los niveles de desigualdad y la disminución de la renta media 
equivalente. Asimismo, se identifi can como los grupos en situación de mayor 
vulnerabilidad a 

2 Documento elaborado por el Estado español en el que se recogen sus prioridades y disposiciones 
para utilizar los fondos estructurales y de inversión europeos de manera efectiva y efi ciente en el marco 
de la Estrategia Europa 2020.
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“las personas sin hogar, las personas con discapacidad, las personas mayores, 
las personas en situación de dependencia, la población inmigrante, las víctimas 
de violencia, especialmente mujeres y menores, la población gitana, las víctimas 
de discriminación, las personas con problemas de adicción y las personas reclusas 
o ex-reclusas” (Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, p.173).

Si atendemos a la tasa de riesgo de pobreza o exclusión social de la Unión Eu-
ropea (AROPE)3, en 2017, el 26,6% de la población residente en España estaba en 
riego de pobreza y/o exclusión social, un 21,6% según la Encuesta de Condiciones 
de Vida (Instituto Nacional de Estadística,  2017, en adelante INE) y un 6,9% en 
pobreza severa (European Anti Poverty Network, en adelante EAPN, 2018). 
Datos que se siguen corroborando en VII Informe FOESSSA (Fundación FOES-
SA, 2019) en el que se recoge además que la exclusión afecta en mayor medida a 
mujeres, población joven entre 16 a 29 años, personas analfabetas o con estudios 
primarios, en desempleo y pertenecientes a hogares monoparentales. En éste úl-
timo caso, es constatable la incidencia de la brecha de género ya que el 86,2% de 
este tipo de hogares son monomarentales. Asimismo, se identifi ca una estrecha 
relación entre discapacidad y exclusión social; afectando al 30% de las personas 
con discapacidad. Especial atención merece la referencia al perfi l de las personas 
empobrecidas, alejado del que se identifi caba con la miseria, ya que hay que incluir 
a personas autóctonas (nacionalidad española), adultas, con nivel educativo medio 
o superior, que además están realizando una actividad laboral; de hecho, el 14 % 
de las personas ocupadas están en riesgo de pobreza (FOESSA, 2019).

Ante esta situación de privación que afecta a un considerable número de per-
sonas en España, cabe asegurar que, dada la difi cultad de las familias para procurar 
la cobertura de las necesidades básicas, se producen situaciones de urgencia social 
derivadas de esa insufi ciencia de recursos. 

Decir que el término de urgencia en ocasiones se confunde con el de emer-
gencia social, de tal forma que se han empleado en diversos contextos de manera 
indistinta.  García (2006), tipifi ca los rasgos esenciales de las situaciones de emer-
gencia: sobrevenidas, derivadas de su calidad de inesperadas; afectan a necesidades 
básicas, que comprometen a la supervivencia de la persona tales como alojamiento 
o alimentos; y por último la inmediatez requerida en la respuesta de tales necesida-
des. Por su parte, otros autores ponen el acento en lo vivo del debate en torno a la 
distinción urgencia/emergencia al afi rmar que no hay un consenso al respecto en el 
ámbito de los servicios sociales, y que el término “emergencia” es más utilizado en 

3 La Tasa de riesgo de pobreza o exclusión social de la Unión Europea (AROPE), hace referencia a 
las personas que viven en hogares en los que se identifi ca, al menos, una de las siguientes circunstancias: 
estar en riesgo de pobreza, sufrir privación material severa y/o tener una baja intensidad de empleo.  
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el ámbito de la protección civil, mientras que el de “urgencia” tiene más presencia 
en el de los servicios sociales (Duque, Estomba y Agirre, 2011).

Más allá de las apreciaciones teóricas, se va a exponer un análisis de la tipifi ca-
ción de ambos términos a partir de un análisis de las defi niciones incorporadas en 
las diez y siete leyes autonómicas de Servicios Sociales actualmente en vigor4, que 
se recogen en la tabla 1. 

Tabla 1. Defi nición de urgencia y emergencia social en las Leyes autonómicas de Servicios 
Sociales.

LEY Urgencia Emergencia
ANDALUCÍA Se considerará urgencia social a 

aquella situación excepcional o 
extraordinaria y puntual que re-
quiera de una actuación inmedia-
ta, sin la cual podría producirse un 
grave deterioro o agravamiento 
del estado de vulnerabilidad y de 
desprotección en una persona o, en 
su caso, una unidad de convivencia 
(Art.35.1)

La necesidad constatada, por 
los servicios sociales comunita-
rios u otras instancias de las Ad-
ministraciones Públicas compe-
tentes, de atención inmediata a 
personas o grupos de personas 
por situaciones de crisis so-
cial, catástrofes, accidentes, 
etc (Art.35.2)

4 ANDALUCÍA: Ley 9/2016, de 14 de diciembre, de servicios sociales de Andalucía, ARAGÓN: 
Ley 5/2009, de 30 de junio, de Servicios Sociales de Aragón, ASTURIAS: Ley 1/2003, de 24 de febre-
ro, de Servicios Sociales. Modifi cada el 8 de abril de 2015, CANARIAS: Ley 16/2019, de 2 de mayo, 
de Servicios Sociales de Canarias CANTABRIA: Ley 2/2007, de 27 de marzo, de Servicios Sociales, 
CASTILLA-LA MANCHA: Ley 14/2010, de 16 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla-La 
Mancha, CASTILLA Y LEÓN: Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios Sociales , CATALUÑA: 
Ley 12/2007, de 11 de octubre, de Servicios Sociales , COMUNIDAD VALENCIANA: Ley 3/2019 
de 18 de febrero, de Servicios Sociales inclusivos, EXTREMADURA: Ley 14/2015, de 9 de abril, de 
Servicios Sociales de Extremadura, GALICIA; Ley 8/2016, de 8 de julio, por la que se modifi ca la 
Ley 13/2008, de 3 de diciembre, de Servicios Sociales de Galicia, ISLAS BALEARES: Ley 4/2009, 
de 11 de junio, de Servicios Sociales de las Illes Balears, LA RIOJA: Ley 7/2009, de 22 de diciembre, 
de Servicios Sociales de La Rioja, MADRID: Ley 11/2003, de 27 de marzo, de Servicios Sociales de 
la Comunidad de Madrid, MURCIA; Ley 3/2003, de 10 de abril, del Sistema de Servicios Sociales de 
la Región de Murcia, modifi cada por Ley 5/2016, de 2 de mayo., NAVARRA; Ley Foral 15/2006, de 
14 de diciembre, de Servicios Sociales , PAÍS VASCO: Ley 12/2008, de 05 de diciembre, de Servicios 
Sociales. 
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LEY Urgencia Emergencia
CANARIAS: Aquella situación de necesidad, de 

carácter excepcional o que surja de 
forma extraordinaria y puntual, 
de las personas y que requiera de 
una actuación inmediata de los 
servicios sociales, sin la cual podría 
producirse un deterioro o agrava-
miento de la situación de necesi-
dad acaecida (Art.5.6)

Se considera urgencia social aque-
lla situación excepcional o extraor-
dinaria y puntual que requiera de 
una actuación inmediata, sin la 
cual podría producirse un grave 
deterioro o agravamiento del esta-
do de vulnerabilidad y de despro-
tección de una persona o, en su 
caso, de la unidad de conviven-
cia. (Art.29.1)

Se considera emergencia social 
aquella situación de necesidad, 
constatada por los servicios 
sociales de atención primaria y 
comunitaria u otras instancias 
de las administraciones públi-
cas competentes, de atención 
inmediata a personas o grupos 
de convivencia por situaciones 
de crisis social, catástrofes, ac-
cidentes, entre otras (Art. 29.2)

CASTILLA-LA 
MANCHA: 

Aquella situación excepcional 
o extraordinaria y puntual de 
las personas que requiere de una 
actuación inmediata, sin la cual 
podría producirse un deterioro o 
agravamiento de la situación de 
necesidad acaecida.
 (Art.21.1.)

COMUNIDAD 
VALENCIANA: 

Aquella situación de carácter ex-
cepcional o extraordinario y 
puntual que requiera una actua-
ción inmediata por parte de los 
equipos profesionales de servicios 
sociales, sin la cual podría produ-
cirse un agravamiento o un dete-
rioro de la situación de vulnerabi-
lidad de la persona o, en su caso, la 
unidad de convivencia. (Art.70.1.)

Accidentes, catástrofes o esta-
dos de vulnerabilidad y des-
protección social sobrevenidas 
e inesperadas, de conformidad 
con la normativa sobre protec-
ción de la seguridad ciudada-
na, de protección civil y gestión 
de las emergencias que sea apli-
cable. (Art.70.4.)
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LEY Urgencia Emergencia
EXTREMA-
DURA:  

se considera urgencia social 
aquella situación excepcional o 
extraordinaria y puntual de la 
persona o grupo de personas, que 
requiere de una actuación inme-
diata, sin la cual podría producirse 
un deterioro o agravamiento de la 
situación de necesidad acaecida.
(Art.11.1)

Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de contenido de Leyes autonómicas de Servicios Sociales de 
España.

Conforme se constata en la tabla anterior, cinco leyes contemplan el concep-
to de urgencia social y en sólo tres se incorpora la defi nición de emergencia. Es 
reseñable que la Ley de Servicios Sociales de Cantabria, aún cuando dedica toda 
la Sección 2ª del Capítulo IV a la “Renta social Básica y prestación económica de 
emergencia social”, no llega a localizarse una defi nición específi ca de emergencia 
social, aunque sí de la prestación que regula su atención. 

Así, en las leyes analizadas se señalan diversos atributos para defi nir una situa-
ción como de urgencia social, presentando una redacción prácticamente idéntica 
en todas las normas  Se repite el carácter de “excepcional, extraordinaria y pun-
tual”; la necesidad de “requerir una atención inmediata”; y además advirtiendo de 
las consecuencias para las personas afectadas de no prestarse la atención en esos 
términos, en una redacción coincidente en su totalidad, “deterioro o agravamiento 
de la situación de necesidad”. Las leyes de Andalucía, Canarias y la Comunidad 
Valenciana amplían la defi nición al plantear la situación tanto a nivel individual 
como “en su caso de la unidad de convivencia”, y en esta última además se apostilla 
que la intervención habrá de hacerse “por parte de los equipos profesionales de 
Servicios Sociales”. Por su parte, la Ley de Canarias, puntualiza que la intervención 
inmediata requerida, se llevará a cabo por los Servicios Sociales. 

Por otro lado, en lo referente al concepto de emergencia, sólo en tres normas se 
recoge: Andalucía, Canarias y Comunidad Valenciana. La tipifi cación de la situa-
ción de emergencia no es tan unánime como la presentada respecto de la urgencia, 
más allá de la referencia a “accidentes” o “catástrofes”. En las leyes de Andalucía 
y Canarias se requiere que la necesidad sea “contrastada por los servicios sociales 
comunitarios u otras instancias de las Administraciones Públicas” (Art. 35.2), y 
en la valenciana, se hace una remisión específi ca a “la normativa sobre protección 
de la seguridad ciudadana” (Art. 70.4).
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En cualquier caso, parece establecerse una diferenciación entre las situaciones 
de urgencia social, con un carácter más individual, aun cuando estas, con la exi-
gencia de excepcionalidad, no están derivadas de hechos “más traumáticos” como 
es el caso de una catástrofe o accidente que suelen tener un mayor impacto en el 
número de personas afectadas y que además requieren “una respuesta amplia y 
diversifi cada” (Arricivita 2009, cit. por Pérez, 2001).

Se presenta a continuación un abanico de medidas adoptadas desde las Ad-
ministraciones públicas y la sociedad civil que, sin pretender ser exhaustivo, sí 
pueden aportar una visión de la respuesta a la necesidad inmediata de atención 
ante situaciones de urgencia derivadas de difi cultades económicas para la cobertura 
de necesidades básicas. 

2. DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN LA ATENCIÓN Y 
COBERTURA DE NECESIDADES DE URGENCIA SOCIAL 
DESDE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

El Estado de Bienestar es una construcción eminentemente europea, de tal 
suerte que se ha convertido en una de las señas de identidad continental.  Diver-
sos autores coinciden en señalar cómo tras la Segunda Guerra Mundial, se inicia 
lo que ha venido en llamarse “Edad Dorada” del Estado de Bienestar, (Moreno, 
2003) propiciando un sistema que a lo largo de estos casi setenta y cinco años de 
vida, ha sufrido la embestida de  diversas crisis, baste recordar la crisis del petróleo 
iniciada de los años setenta y la más reciente de 2008, que han servido para poner 
en evidencia la madurez de los sistemas de protección públicos.

Confi gurado como el cuarto pilar del Estado de Bienestar, junto a la Sanidad, 
la Educación y el Sistema de Pensiones, los Servicios Sociales constituyen el último 
en conformarse, por lo que su construcción y consolidación han quedado más 
expuestas a los vaivenes de la economía y la decisión política. 

Obviando el discurso acerca de si la garantía de rentas ha de ser incluida en el 
Sistema Público de Servicios Sociales, y si el aseguramiento de la satisfacción de las 
necesidades más básicas es objeto del mismo, lo cierto es que el devenir del Sistema 
en España le ha colocado en una posición de último recurso público para personas 
vulnerables y expulsadas del mercado de trabajo, y también para aquellas que, aún 
incluidas en el mismo, permanecen en los umbrales de la pobreza en tanto que sus 
condiciones laborales (inestabilidad, precariedad, eventualidad…etc.) y salariales, 
no les permiten la total cobertura de sus necesidades básicas, lo que se ha venido 
en llamar “los trabajadores pobres”; baste recordar los datos aportados anterior-
mente. En cualquier caso, las leyes de Servicios Sociales incluyen la atención a las 
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situaciones de urgencia social, entre las que se encuadran las derivadas de motivos 
económicos, dentro del ámbito de intervención de este sistema. 

Como se ha señalado, la crisis supuso colocar a miles de personas bajo el umbral 
de pobreza en una situación de riesgo de exclusión y en ocasiones auténtica exclu-
sión social, lo que planteaba no pocas situaciones de urgencia social; un escenario 
en el que las administraciones públicas adoptaron diferentes posicionamientos y 
medidas. 

2.1. Administración General del Estado

En un Estado en el que las competencias en materia de Asistencia Social, en 
virtud del Artículo 148.1.20º de la Constitución Española de 1978, quedan bajo 
la esfera competencial de las Comunidades Autónomas, el nivel Central de la 
Administración Pública podría entenderse que quedaba relegado a un papel resi-
dual. Sin embargo, y especialmente desde 1988, a través del Plan Concertado de 
Prestaciones Básicas de Servicios Sociales5, se pudo articular en todo el territorio 
un Sistema Público de Servicios Sociales en el que la fi nanciación estatal permitía 
de manera corresponsable con la Administración de las Comunidades Autónomas 
y las corporaciones locales, estructurando un sistema en el que se comenzaron a 
confi gurar servicios y prestaciones. Es signifi cativo cómo la fi nanciación estatal 
destinada a este convenio ha experimentado un notable descenso, precisamente 
en los momentos en los que los efectos de la crisis azotaban con más crudeza a la 
población.

Las difi cultades presupuestarias podrían esgrimirse como una razón para el 
descenso en el fl ujo de transferencias a las Comunidades Autónomas, pero más 
bien la respuesta habría que buscarla en la concepción que se tenía del sistema de 
derechos y garantías para la ciudadanía ante situaciones de emergencia. Prueba de 
esta afi rmación son las cuantías de las partidas destinadas al “Fondo Europeo de 
Asistencia a los más Desfavorecidos” (en adelante FEAD) y al Plan Concertado 
en los Presupuestos Generales del Estado. Constituido en 2014 en el marco de la 
Unión Europea, el FEAD se crea con la intención de contribuir a lograr un objetivo 
específi co muy concreto: “paliar las peores formas de pobreza, suministrando ayuda 

5  El Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios Sociales es un acuerdo de colabo-
ración entre los tres niveles de la Administración Pública Española (central, autonómico y local) que 
se materializó en la fi rma de Convenios-Programa entre el entonces Ministerio de Asuntos Sociales 
y las Comunidades Autónomas. Se asumían compromisos de cofi nanciación, gestión, información y 
asistencia técnica, y se determinaban las prestaciones sociales básicas que se ofertarían desde lo local; 
información y orientación, Ayuda a Domicilio, Alojamiento y Convivencia, Prevención e Inserción 
social.
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no fi nanciera a las personas más desfavorecidas en forma de alimentos y/o asistencia 
material básica y de actividades de inclusión social dirigidas a la integración social 
de las personas más desfavorecidas” (Art. 3.1. Reglamento)6

Según el Programa Operativo del Fondo en España articulado a través del Mi-
nisterio de Empleo y Seguridad Social, los alimentos previamente seleccionados y 
adquiridos, se depositan en las “organizaciones asociadas de distribución”(OAD), 
Cruz Roja Española y Federación Española de Bancos de Alimentos (en adelante 
FESBAL), y son estas entidades las que suministran los alimentos a los centros de 
almacenamiento y distribución de las organizaciones asociadas de reparto (OAR) 
que previamente han sido acreditados por ellas como competentes en cuanto a 
capacidad de recursos materiales y personales para hacer la entrega efectiva a los 
destinatarios fi nales. 

El Programa vigente, desde 2014 a 2020, se cofi nancia con fondos provenientes 
de la Unión Europea en un 85%, y por parte del Estado Español en el restante 
15%.  Y es en este punto en el que cabe cuestionar la proporción de fondos públicos 
destinados a un sistema normalizado y público como es el de Servicios Sociales, y 
los adjudicados a iniciativas como la que se acaba de describir.

Gráfi co 1. Distribución de créditos Administración Central (2014-2016).

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Empleo y Seguridad Social y Ministerio de 
Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 

6 Reglamento (UE) nº 223/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de marzo de 
2014 relativo al C1 Fondo de Ayuda Europea para las Personas Más Desfavorecidas.
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Como se puede apreciar, los recursos destinados al FEAD alcanzan hasta la 
mitad de los adjudicados al Plan Concertado de Prestaciones Básicas de Servicios 
Sociales (Memoria de Evaluación del Plan Concertado 2016-2017 del Ministerio 
de Sanidad, Consumo y Bienestar Social), a través del cual se fi nancia todo el 
nivel primario de atención de los Servicios Sociales. Es este un claro ejemplo de 
desplazamiento de la responsabilidad, gestión y supervisión públicas y atención 
profesional incardinadas en el Sistema Público de Servicios Sociales, hacia un 
sistema benefactor que no comporta derechos para la ciudadanía, articulado en 
torno a personas voluntarias sin la preparación profesional pertinente, y actuando 
en contextos que se escapan a una adecuada observancia de protección de datos, 
pues las organizaciones de reparto suelen ser pequeñas entidades sin profesionales 
que lleven a cabo esta labor. 

Otra muestra de la dispersión normativa y prestacional en el abordaje de las 
situaciones de urgencia es la parcelación y adjetivación de la pobreza. Así, en la 
Estrategia Nacional contra la pobreza energética 2019-2024, se defi ne esta como 
la situación en la que se encuentra un hogar “en el que no pueden ser satisfechas 
las necesidades básicas de suministros de energía, como consecuencia de un nivel 
de ingresos insufi ciente y que, en su caso, puede verse agravada por disponer de 
una vivienda inefi ciente en energía”.  (Ministerio para la Transición Ecológica)

Esa es la línea en la que se aprobó el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, 
por el que se regula la fi gura del consumidor vulnerable, el “bono social” y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica.   Al 
encuadrar esta medida dentro del Ministerio para la Transición Ecológica, se pone 
el acento más en el aspecto energético que en el objeto de la actuación ligado a una 
prestación social. El Real Decreto contempla dos medidas; reducción en el pago de 
la factura del suministro y otras medidas de protección frente a impagos. Respecto 
de la primera, se regula una reducción entre un 25% si se trata de “consumidores 
vulnerables” (no superar un umbral de renta, o ser familia numerosa, o pensionistas 
hasta un límite de ingresos), y un 40% para “consumidores vulnerables graves” 
(umbrales de renta inferiores a los de la categoría anterior). La fi nanciación corre 
a cargo de las empresas comercializadoras de energía en función de sus respectivas 
cuotas de mercado.  En relación a la segunda media, se establece un mecanismo 
para evitar cortes por impago en el suministro para los consumidores “en riesgo de 
exclusión social” (además de los requisitos de los vulnerables severos, han de estar 
siendo atendidos por los Servicios Sociales de alguna administración autonómica 
o local, que fi nancien al menos el 50% del importe de su factura.). Tampoco se 
podrá interrumpir el servicio en hogares en los que haya al menos un menor de 16 
años, o alguna persona con discapacidad o dependencia y que los Servicios Socia-
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les acrediten la vulnerabilidad. Se consideran asimismo otros factores adicionales 
como familias monoparentales, o ser víctimas de terrorismo o violencia de género.   

Con posterioridad, por Real Decreto-Ley 15/2018, de 5 de octubre de 2018, 
de medias urgentes para la transición energética y protección de los consumidores, 
se crea un nuevo “bono social térmico” asociado al descrito en el párrafo anterior, 
consistente en un pago único que incrementa su cuantía en casos severos de ex-
clusión social. Es fi nanciado a través de los Presupuestos Generales del Estado. 

En cualquier caso, no dejan de ser medidas que ponen etiqueta a la pobreza, en 
este caso la energética, sin por ello llegar a hacer un abordaje integral de la misma. 

En otro orden de cosas, y aludiendo a la competencia de la Administración 
General del Estado para establecer estrategias de lucha contra la pobreza y la ex-
clusión social, hay que mencionar la aprobación reciente de la “Estrategia nacional 
de prevención y lucha contra la pobreza y la exclusión social. 2019-2023”, que se 
estructura en torno a 4 metas estratégicas: combatir la pobreza, inversión social, 
protección social ante los riesgos del ciclo vital, y una cuarta meta trasversal cen-
trada en la efi cacia y efi ciencia de las políticas (Ministerio de Sanidad, Consumo 
y Bienestar Social, 2019). 

2.2. Administración Autonómica

Fruto de la descentralización competencial señalada anteriormente, se identifi ca 
la competencia autonómica en el diseño, regulación, planifi cación, ordenación 
y gestión del Sistema Público de Servicios Sociales en su territorio. La expresión 
máxima de esa competencia es la aprobación de las leyes autonómicas de Servicios 
Sociales que lo regulan. Así, en el Estado se dispone de 17 leyes en un panorama en 
el que conviven textos de segunda y tercera generación. Por especialidad, son estas 
las normas más importantes en cada una de esas comunidades y en este ámbito, 
por tanto, se considera conveniente hacer un análisis de cómo son recogidas las 
situaciones de urgencia en las mismas. El análisis va a centrarse en los siguientes 
aspectos: La situación de urgencia como garante de acceso al sistema, y el nivel del 
sistema en el que se garantiza la atención. La defi nición de urgencia y emergencia 
ya fue analizada en el epígrafe anterior.

Todas las leyes de Servicios Sociales determinan qué personas, con carácter 
general, tienen acceso a las prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales, 
y en todas ellas, se contemplan supuestos de excepcionalidad derivados de la si-
tuación de urgencia. 
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En el caso de Extremadura y Galicia se limitan a enunciar esa excepcionalidad, 
pero en el resto se regulan más aspectos. En la siguiente tabla se pueden apreciar 
agrupados.

   
Tabla 2. Acceso al Sistema Público de Servicios Sociales en situaciones de urgencia social.

ACCESO AL SISTEMA EN SI-
TUACIONES DE URGENCIA 

SOCIAL

ARTICULADO

Atención de las contingencias deriva-
das de la situación de urgencia / co-
bertura de las necesidades personales 
básicas

Andalucía (Art.6.1.e), Aragón (Art.4.3), Casti-
lla La Mancha (Art.1.c), Islas Baleares (Art.5.5 
), Navarra (Art.4.4)

Los términos de la atención han de ser 
desarrollados reglamentariamente

Andalucía (Art.6.1.e), Asturias, (Art. 4.1), 
Murcia, (Art. 4.3),  Comunidad Valenciana 
(Art. 5.3)

Remisión a otras normas  Canarias (Art.9.1.f ), Castilla y León (Art.10.c), 
Cataluña (Art.6.3), Murcia, (Art. 4.3).

Servicios expresamente garantizados Andalucía: servicios de información, valo-
ración, diagnóstico y orientación, tanto en 
el nivel primario como en el especializado. 
(Art.6.1.e). País Vasco: al servicio de informa-
ción, valoración, diagnóstico y orientación, así 
como al acompañamiento social, y a aquellos 
servicios y prestaciones que sean defi nidos en la 
Cartera de Prestaciones y Servicios del Sistema 
Vasco de Servicios Sociales (Art. 3.3).

Valoración de la situación de necesi-
dad  por profesionales de los servicios 
sociales

Aragón (Art. 4.3), Islas Baleares (Art.5.5 ), Na-
varra (Art.4.4)

Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de las Leyes autonómicas de Servicios Sociales de España.

Por otro lado, la principal prestación que las comunidades autónomas han 
puesto en marcha para garantizar la cobertura de necesidades básicas son las ren-
tas mínimas. Del análisis de los datos facilitados por el Ministerio de Sanidad, 
Consumo y Bienestar Social en el Informe de Rentas Mínimas de Inserción del 
año 2017, se deduce que desde que la persona presenta su solicitud, hasta que se 
resuelve sobre la misma, transcurren una media de 104 días, más de tres meses, 
identifi cándose una horquilla que va desde los 30 días en Aragón, hasta los 180 en 
Cantabria, Castilla y León e Islas Baleares. Con estos datos, el necesario abordaje 
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inmediato que requieren las situaciones de urgencia social no es asegurado por las 
rentas de mínimas de inserción, y por tanto, no son un recurso efectivo a tener en 
cuenta si se está al plazo que las Administraciones Públicas competentes tienen para 
resolver una vez que las personas afectadas han presentado su solicitud. Tampoco la 
cobertura ofrecida alcanza al total de personas en riego de pobreza, ya que, como 
se indicó al inicio del capítulo, el 21,6% de la población se encuentra en riesgo 
de pobreza, mientras que la tasa de cobertura de las rentas mínimas, según datos 
del propio Ministerio es de 6,72% por cada mil habitantes (referenciados sobre el 
Padrón Municipal de Habitantes) si atendemos a titulares, y 15,74% si se incluyen 
a miembros dependientes.

2.3. Administración Local

La aprobación de la Ley 7/1985 Reguladora de Bases de Régimen Local marcó 
un punto de infl exión en la atención social desde las corporaciones locales al asegu-
rar que la prestación de los Servicios Sociales se consideraban una competencia de 
las corporaciones locales (Ayuntamientos o Diputaciones en función del número 
de habitantes).  Hasta el inicio del nuevo siglo, los servicios sociales municipales se 
fueron consolidando como la columna vertebral del Sistema Público, con presencia 
en todo el territorio.   Por tanto, quedaba asegurada la atención social inmediata 
y desde la proximidad ante situaciones derivadas de precariedad económica, arti-
culada en una doble vertiente: el aseguramiento del acceso a recursos económicos, 
y lo más importante, la intervención social desde la prevención y la integralidad.  

En 2008, la economía mundial se ve sacudida por una gran crisis económica 
ante la que la Unión Europea impone unas restrictivas medidas de ajuste a las 
economías de los Estados miembro, que en España tienen su máximo exponente 
en la reforma del artículo 135 de la Constitución Española para asegurar el techo 
de gasto. Además, se aprobó la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionaliza-
ción y Sostenibilidad de la Administración Local (en adelante RSAL) que supuso 
una amenaza para la atención social desde las administraciones más cercanas a la 
ciudadanía al entender la competencia local en la prestación de servicios sociales 
como impropia, dejándola reducida a “evaluación e información de situaciones de 
necesidad social y la atención inmediata a personas en situación de riesgo o exclu-
sión social “  en virtud de la Disposición transitoria segunda de la RSAL; aunque 
posteriormente el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad de esta 
disposición y por tanto nula (STC 4/2016 , de 3 de marzo). En cualquier caso, 
aún en la interpretación más restrictiva, la atención a las situaciones de urgencia 
no dejaba de ser contemplada como adscrita al ámbito local.
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Asimismo, las leyes autonómicas recogen el nivel del Sistema en el que se lo-
caliza la atención a las personas en situación de urgencia social, de tal forma que 
es a la Administración Local, la más cercana a la ciudadanía, a la que se le enco-
miendan las funciones relativas a la atención a estas contingencias, como re refl eja 
en la tabla número tres. En algunas, se refi eren directamente al municipio, junto 
con las comarcas, (Aragón), o mancomunidades (Madrid), mientras que la Ley 
de Castilla y León habla de entidades locales. Reseñar que, al referirse a “servicios 
sociales comunitarios” (Andalucía, Islas Baleares), “generales” (Asturias), “básicos” 
(Cataluña), “atención primaria” (Canarias, Madrid y País Vasco), o “de base” (Na-
varra), se está haciendo una remisión a la Administración Local, en tanto es esta 
administración en la que las propias leyes sitúan este nivel del Sistema Público de 
Servicios Sociales. 

En la Ley de Cantabria, no hay una fi jación específi ca, pero se puede deducir 
del articulado por cuanto al hablar de funciones de la atención primaria incluye 
la de “intervenir en las situaciones de riesgo y de necesidad social”, y en lo relativo 
al pago de las ayudas de emergencia social, alude a que “se concederán, en todo 
caso, previa comprobación de la existencia de una situación real de necesidad por 
parte de los Servicios Sociales de Atención Primaria”. En el resto de leyes (Castilla 
La Mancha, Comunidad Valenciana, Extremadura, Galicia, La Rioja y Murcia). 

Tabla 3. Competencia de la Administración Local en España en la atención a las urgencias 
sociales.

Territorio Competencia expresa de la Admon. Local en situaciones de 
urgencia social

ANDALUCÍA Funciones de los Servicios Sociales Comunitarios …La atención a 
situaciones de urgencia o emergencia social (Art.28.6.)

ARAGÓN Corresponde a las comarcas el ejercicio de las funciones siguientes 
(…) Gestión de las ayudas de urgente necesidad. (Art.47.2.g). 
Cobertura de las necesidades sociales básicas en situaciones de 
emergencia. (f )
Los municipios corresponden las siguientes competencias: (…) 
Gestionar las ayudas de urgencia en los municipios de más de veinte 
mil habitantes. (48.1.e)
Funciones del centro de Servicios Sociales (…) Gestión de 
prestaciones de urgencia social. (Art. 15.i) Atención permanente de 
urgencias sociales (ñ)

ASTURIAS: Corresponde a los servicios sociales generales el ejercicio de las 
siguientes funciones: (…) Gestionar prestaciones de emergencia 
social. (Art. 11.g)
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Territorio Competencia expresa de la Admon. Local en situaciones de 
urgencia social

CANARIAS Son funciones de los servicios sociales de atención primaria y 
comunitaria… la atención ante situaciones de urgencia o necesidad 
social (Art. 26.1.f )

CANTABRIA (Funciones de los Servicios Sociales de atención primaria) 
Realizar actuaciones preventivas e intervenir en las situaciones de 
riesgo y de necesidad social del conjunto de la población. (Art.14.e)
Las prestaciones de emergencia social se concederán, en todo caso, 
previa comprobación de la existencia de una situación real de 
necesidad por parte de los Servicios Sociales de Atención Primaria 
(Art.43.1)

CASTILLA Y 
LEÓN

Corresponde a las entidades locales (…) Las de ayudas básicas de 
emergencia o urgencia social y las de alojamiento de urgencia para 
albergar temporalmente a los que carecen de él. (Art. 48.4)

CATALUÑA: Corresponden a los servicios sociales básicos las siguientes 
funciones: Gestionar prestaciones de urgencia social. (Art.17.m)

ISLAS 
BALEARES:

Corresponden a los servicios sociales comunitarios las siguientes 
funciones: Gestionar prestaciones de urgencia social. (Art.14.o)

MADRID: Funciones de la Atención Social Primaria: Gestión y seguimiento 
de las prestaciones económicas de emergencia social y ayudas 
económicas temporales, así como colaboración en la aplicación de 
la Renta Mínima de Inserción, en los términos que establece la Ley 
que regula esta prestación, y gestión de cuantas otras prestaciones 
de naturaleza económica pudieran delegarse. (Art. 31.e)
1. Los Municipios de la Comunidad de Madrid, por sí solos 
o asociados en mancomunidades, ejercerán, conforme a lo 
establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las siguientes 
competencias:
g) Concesión de las prestaciones económicas individuales de 

emergencia social y de ayudas económicas temporales que 
tengan por objeto la integración personal. (Art. 46.1.g)

NAVARRA; Funciones de los Servicios Sociales de Base: Gestionar prestaciones 
de emergencia social. (Art. 30.h)

PAÍS VASCO: Servicios sociales de atención primaria, […]atenderán 
las necesidades relacionadas con la autonomía, la inclusión 
social y las situaciones de urgencia o desprotección social, con 
particular incidencia en la prevención de las situaciones de 
riesgo. (Art.27.a)

Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de las Leyes autonómicas de Servicios Sociales de España.
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Lo que no deja lugar a dudas es cómo las diferentes leyes autonómicas de 
Servicios Sociales, expresamente colocan la competencia en la atención a la 
emergencia social en el ámbito local. En cualquier caso, y aún con un desarrollo 
muy desigual en las más de ocho mil entidades locales de todo el Estado, lo más 
extendido suele ser que al amparo de la Administración Local las personas puedan 
acceder a ayudas de emergencia social reguladas a través de normas autonómicas 
o reglamentos locales en la mayoría de ellas. La forma de materializar esas ayudas 
también varía de una corporación a otra, identifi cándose pagos en metálico o en 
especie, y dentro de esta categoría, fórmulas tan dispares como tarjetas de compra 
de supermercados, alimentos previamente adquiridos por la administración, o 
vales de compra emitidos para ser canjeados en el comercio local. Estas fórmulas 
de pago en especie suelen acarrear efectos no deseados en cuanto estigmatizan a las 
personas usuarias al identifi carlos ante la colectividad como perceptores de ayudas. 
Sirva de ejemplo la investigación realizada en una de las provincias, en las que las 
trabajadoras sociales encuestadas aseguran en un 72% percibir como inadecuado 
el aprovisionamiento de productos básicos a través del sistema de pago en especie 
por cuanto estigmatiza a las personas perceptoras (Peláez y Pastor, 2019). 

Otra de las medidas más extendidas es la bonifi cación en las tasas de agua 
a través de ordenanzas municipales que permiten a hogares con bajos ingresos 
pagar un precio más reducido por estos servicios municipales.  Al tratarse de una 
competencia municipal, en cada Ayuntamiento se determinan unas condiciones 
específi cas en el pago, condicionado además por el hecho de que lo servicios se 
prestan por empresas concesionarias de la gestión de los recursos hídricos. Así,  
por ejemplo,  en Madrid (Canal de Isabel II)7 se pueden benefi ciar las familias 
numerosas, o viviendas con más de cuatro personas empadronadas, pensionistas 
de viudedad con bajos ingresos y para su vivienda habitual, personas que acredi-
ten encontrarse en una situación de exclusión social mediante certifi cado emitido 
por trabajador/a social que valore favorablemente la concesión de la exención; 
en Barcelona (Aigües de Barcelona)8 se contemplan exenciones para hogares en 
los que estén empadronados más de tres personas, algún miembro con más del 
75% de discapacidad, familias con todos sus miembros en paro, los perceptores 
de pensiones mínimas, así como las que hayan acreditado mediante un informe 
de los servicios sociales que se encuentran en una situación de vulnerabilidad o de 
riesgo de exclusión residencial. 

7 Disponible en: https://ofi cinavirtual.canaldeisabelsegunda.es/recytal/public/suministro_ta-
rifas_bonifi caciones.htm. Acceso 18-04-2019

8 Disponible en: https://www.aiguesdebarcelona.cat/servicio-agua/bonifi caciones-y-fondo-
de-solidaridad Acceso 18-04-2019
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- Respuestas desde las organizaciones no gubernamentales, empresas 
privadas y sociedad civil

Aún cuando para la ciudadanía de la Unión Europea el empleo y las políticas 
sociales se colocaban entre las grandes prioridades, y entendía que eran las autori-
dades quienes debían dar respuesta estas situaciones (Comisión Europea, 2017), 
lo cierto es que el esfuerzo realizado por las diferentes Administraciones Públicas, 
en cualquier caso, no está siendo sufi ciente para dar respuesta a las necesidades de 
la población ante situaciones de vulnerabilidad por motivos económicos. 

Gráfi co 2. A quién se acudiría en caso de difi cultades económicas.

Fuente: Fundación FOESSA (2017, p. 15).

Como se observa en el gráfi co (2), la familia sigue siendo el principal sopor-
te, así como la red de apoyo vecinal y la conformada por los amigos. El Informe 
FOESSA sobre desprotección social y estrategias familiares (2017), constataba 
cómo las personas pertenecientes a hogares bajo el umbral de pobreza, y también 
en el total de hogares, esas redes de apoyo eran las primeras que se acudiría ante 
situaciones de necesidad económica. Levemente superior al recurso de Servicios 
Sociales Públicos lo constituían Cáritas y Cruz Roja; es más, si sumamos a estas dos 
grandes entidades privadas junto con el número de personas que acudían a otras 
Organizaciones No Gubernamentales o grupos de ayuda, es mayor el número de 
personas que se plantean acudir a entidades del tercer sector, que a los Servicios 
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Sociales Públicos ante una situación de necesidad económica. El último informe 
FOESSA (2019), constata una evolución en las agencias proveedoras de ayuda; 
seis de cada diez personas que solicitan servicios de apoyo económico, se dirigen 
en primer lugar a los servicios sociales públicos, mientras que más de dos acuden 
a entidades del tercer sector como Cáritas, Cruz Roja, u otras. 

A la luz de estos datos, no se puede despreciar la importancia de la contribución 
de la sociedad civil y las empresas en el apoyo a las familias en situación en vulne-
rabilidad económica, en fórmulas tan dispares como algunas de las ya avanzadas; 
aportaciones de las compañías comercializadoras de energía eléctrica a través del 
bono social, de las concesionarias de aguas estableciendo “bolsas de solidaridad” o 
afrontando el pago de las tasas de agua de familias con bajos ingresos. Es de destacar 
el esfuerzo de organizaciones del tercer sector que se han visto obligadas a atender 
una demanda en escalada (un 45,7% más en 2013 respecto a 2008 según los datos 
del VIII Informe FOESSA) ante la cronifi cación de la crisis y la escasa respuesta 
pública, recurriendo irremediablemente a la labor de personal voluntario ante el 
freno a la creación de empleo (Fundación FOESSA, 2019).

3. RESPUESTAS PROFESIONALES DESDE EL TRABAJO SO
CIAL

Parece lejos de toda duda que las nuevas leyes de servicios sociales garantizan 
el derecho a un profesional de referencia. En el 76,55% 9 de las leyes de servicios 
sociales así se contempla, siendo la profesión de Trabajo Social sobre la que recae 
esa función en el 69% tal y como se deduce del análisis del articulado. Además, 
algunas de las funciones recogidas en los textos autonómicos con más recurrencia 
(responsable de la historia social, prescripción facultativa de recursos y prestacio-
nes, evaluación periódica, favorecer la toma de decisiones y agilizarlas, valoración 
y/o diagnóstico social) (Peláez y Pastor, 2018) están estrechamente ligadas a la 
intervención en situaciones de urgencia social.

Pero además de la respuesta individual desde el ejercicio profesional dentro 
del Sistema Público de Servicios Sociales, el Trabajo Social se ha caracterizado por 
hacer planteamientos colectivos y organizados, tal como recogen Verde-Diego y 
Cebolla, desde un posicionamiento de “Trabajo Social crítico y militante, a partir 
de un enfoque de derechos, que postula que el objetivo de las políticas sociales 

9 Tras la publicación, se ha aprobado la Ley 16/2019 de Servicios Sociales de Canarias, lo que eleva 
la proporción de leyes que reconocen derecho al 82,3%, y que lo hacen en la fi gura del trabajador/a 
social, al 71,4%.



RESPUESTAS INSTITUCIONALES Y PROFESIONALES ANTE SITUACIONES DE PRECARIEDAD...

 183 

es dar cumplimiento al deber de respetar, proteger y hacer efectivos los derechos 
humanos” (2017, p. 84). 

La actividad organizada como colectivo se canaliza en su mayor parte a través de 
la organización colegial conformada por 37 colegios desplegados en el territorio y 
un Consejo General de Trabajo Social10 que asume la representación de la profesión 
a nivel estatal. Muestra de las actuaciones llevadas a cabo son los informes emitidos 
con motivo de la aprobación de la RESAL, la gestión del FEAD, o la participación 
en las movilizaciones de lo que se conoció como “Marea Naranja”. Igualmente 
importantes han sido la celebración de Congresos Estatales y jornadas en los que 
el posicionamiento del Trabajo Social ha quedado más que patente. De especial 
interés el XI Congreso Estatal de Trabajo Social que tuvo lugar en Zaragoza en 
2009 en el que ya se discutió, elaboró y aprobó el posicionamiento de la profesión 
en el “Manifi esto: Trabajo Social ante la Crisis” donde se aventuraban los riesgos 
de la recesión y se proponían medidas para combatirla.

4. CONCLUSIONES

Especialmente a partir de la crisis, el número de personas en situación de 
pobreza y/o exclusión social ha alcanzado niveles inasumibles para un Estado So-
cial como el nuestro. En este escenario, en un Estado descentralizado como es el 
español, todos los niveles de la administración han adoptado medidas y marcado 
líneas de actuación en la atención a las situaciones de urgencia; asimismo, se han 
puesto en juego iniciativas desde diferentes entidades privadas.

En este contexto, el Trabajo Social y las y los trabajadores sociales, han jugado 
un papel importante desde la intervención directa y la denuncia de la deriva hacia 
la Caridad, de una atención que se entiende inexcusablemente como ligada a ser-
vicios públicos, profesionales, de calidad y en los que los derechos de las personas 
no sean canjeables por artículos de primera necesidad. No es admisible dar una 
bolsa de comida a las personas a cambio de su dignidad.
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Resumen: Las redes sociales online ofrecen una rica fuente de información en tiempo real 
sobre lo que está pasando, especialmente valiosa durante emergencias sociales. Las distintas 
autoridades, las organizaciones y los trabajadores sociales que atienden estas emergencias 
están incorporando estos medios para comprender mejor el impacto de los peligros y 
responder antes las emergencias de manera oportuna. En este capítulo, analizamos la 
relevancia de las redes sociales online en los casos de emergencias, prestando especial 
atención a algunos casos relevantes de Twitter durante emergencias sociales. Analizamos 
tres casos de emergencias sociales, relacionados con una crisis humanitaria, un desastre 
natural y un ataque terrorista. Se muestra cómo se pueden utilizar técnicas de extracción de 
datos, de análisis de contenido, incluidos la detección, fi ltrado y clasifi cación de tweets, el 
agrupamiento, la detección de comunidades y de interlocutores infl uyentes (infl uencers), 
para analizar la situación de Twitter.

Conceptos clave: Emergencias sociales; Redes sociales online; Agrupamiento; Comuni-
dades; Infl uencers; Voluntarios digitales; e-Social Work.
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1.  TRABAJO SOCIAL, CATÁSTROFES Y EMERGENCIAS SOCIA
LES

Los trabajadores sociales forman parte del sistema protección social, y por lo 
tanto, forman también parte de los mecanismos de respuesta ante las catástrofes 
y situaciones de emergencia (Reza Ivarani y Majidi Parast, 2014). Las catástrofes 
humanitarias se generan por diversas causas, desde un confl icto bélico (que puede 
ser más o menos esperado y que se puede prolongar en el tiempo), hasta un terre-
moto o un tsunami, impredecible y que golpea a la sociedad de forma imprevista 
o incluso a los efectos de un ataque terrorista. Las situaciones de emergencia tienen 
consecuencias muy diversas, con un impacto directo sobre la vida de las personas, 
afectando críticamente a las infraestructuras y recursos de los que disponemos en 
un momento determinado. 

Las catástrofes o desastres naturales se han incrementado en número, frecuen-
cia, identidad y escala a lo largo del siglo XX, y el proceso de cambio climático en 
el que estamos inmersos, junto con otros factores como los múltiples confl ictos y 
guerras, nos aboca a un siglo XXI en el que la respuesta a las catástrofes y situacio-
nes de emergencia se va a convertir en una parte relevante de la actividad práctica 
de todos los que nos dedicamos a profesiones de ayuda. Como se ha señalado con 
particular agudeza en relación con los retos asociados con el cambio climático, “el 
Trabajo Social está bien posicionado para jugar un papel clave en el desarrollo de 
estrategias innovadoras para anticipar, mitigar y responder ante los desafíos emer-
gentes” (Kemp y Palinkas, 2015: 3).

La preparación para afrontar catástrofes y situaciones de emergencia, el esta-
blecimiento de sistemas de información que puedan ser operativos a pesar de la 
catástrofe, o la formulación de pautas claras de intervención en estos contextos 
(diseñando protocolos de respuesta bien fundamentados), deben incorporarse 
a la formación que reciben los trabajadores sociales. Se trata de abordar tanto la 
ayuda directa a los afectados por la catástrofe o situación de emergencia, como el 
fortalecimiento/mejora de los modelos de gestión, para poder alcanzar los objeti-
vos preestablecidos ante una situación de este tipo. Además, es necesario preparar 
a los trabajadores sociales para afrontar una situación de catástrofe, gestionando 
correctamente la presión a la que se van a encontrar sometidos, el impacto que 
las situaciones que van a vivir pueden producirles, y la coordinación y rotación 
necesaria dentro de la organización en la que desempeñan su actividad profesional 
(para evitar riesgos como el síndrome de burnout,  y que fi nalmente no puedan 
desarrollar su labor con efectividad) (Alston, Hazeleger y Hargreaves, 2019).

Los trabajadores sociales  desempeñan una labor estratégica en una doble 
dimensión. En primer lugar, fortalecen los vínculos formales e informales de los 
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ciudadanos, para afrontar una situación de emergencia (Yanai and Benjamin, 
2005). En este sentido, “la tarea del trabajador social es crítica en la construcción de 
un capital social para el alivio sostenible del desastre y gestión del mismo” (Abalo, 
2011: 138). En segundo lugar, como profesionales de referencia en los servicios so-
ciales, intervienen con la población en riesgo de exclusión, poniendo a disposición 
de los usuarios los recursos disponibles (atendiendo, por ejemplo, a los familiares 
de víctimas del terremoto que sufrió la ciudad de Christchurch (Nueva Zelanda) 
el 4 de septiembre de 2010)  en coordinación con la dirección del hospital de zona, 
divulgando información por teléfono –actualizada diariamente–, asistiendo en la 
identifi cación de las víctimas, y aplicando los protocolos establecidos para dichas 
situaciones de emergencia) (Maher and Maidment, 2013). 

En este capítulo, desde la perspectiva de lo que denominamos e-Social Work 
(López Peláez y Marcuello Servós 2018), nos centramos en un aspecto clave en 
las sociedades contemporáneas: el papel de las redes sociales online en los casos 
de emergencias, prestando especial atención a algunos casos relevantes de Twitter 
durante emergencias sociales. En función de los resultados obtenidos, presenta-
mos algunas estrategias para mejorar el desempeño de los trabajadores sociales en 
contextos de desastres y crisis humanitarias.

2. LAS EMERGENCIAS SOCIALES EN LA ERA DE LA CONEC
TIVIDAD

Una emergencia social se defi ne como una situación transitoria generada por 
un riesgo o hecho adverso y repentino. El glosario de términos básicos relacionados 
con la gestión de desastres defi ne una emergencia social como un evento repentino 
y, por lo general, no previsto que requiere medidas inmediatas para minimizar 
sus consecuencias adversas (United Nations, 2000). Las emergencias sociales se 
activan ante distintas situaciones, como pueden ser desastres, crisis, catástrofes o 
ataques terroristas. A estas situaciones suelen referirse tanto académicos y profe-
sionales expertos como si no hubiera diferencias entre ellas (Hiltz, Diaz y Mark, 
2011). Y aunque estas situaciones comparten características comunes si pueden 
diferenciarse. Un desastre se defi ne como una grave interrupción del funciona-
miento de una sociedad, que provoca pérdidas humanas, materiales o ambientales 
generalizadas que exceden la capacidad de la sociedad afectada para hacer frente 
al uso de sus propios recursos (Hiltz, van de Walle y Turoff , 2011). Por su parte 
las crisis son situaciones que no se pueden superar con una organización normal 
de procesos y estructuras. La raíz etimológica de la palabra griega krisis (juicio, 
decisión) muestra las posibilidades ambivalentes que provocan estas situaciones. 
Mientras que un ataque terrorista se defi niría como el uso deliberado o la amenaza 
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de usar la violencia contra civiles para alcanzar objetivos políticos, ideológicos y 
religiosos (Ganor, 2002).

Para enfrentar estas emergencias sociales se requiere de una movilización de 
recursos extraordinarios de forma inmediata. Se concibe la respuesta ante una 
emergencia como un sistema social donde la información se difunde dentro y entre 
los canales y entidades ofi ciales y públicos (Palen, Vieweg, Liu y Hughes, 2009). 
La difusión de la información a continuación de los eventos puede manifestarse de 
varias maneras, que van desde el apoyo a la resiliencia social a través de llamadas de 
asistencia o ayuda, y la difusión de consejos e información (Procter et al. 2013a).

En las últimas décadas se está produciendo un cambio de paradigma en la 
forma de movilizarse y de afrontar las estrategias de actuación, lo que conduce a 
redefi nir la acción ante una emergencia social. Internet ha pasado a ser un medio 
de comunicación decisivo que permite producir, reproducir, distribuir y utilizar 
información digitalizada en cualquier formato, gracias a ello, causas sociales, solida-
rias, ideológicas o políticas han conseguido lograr el apoyo de otros ciudadanos que 
tenían la misma visión y hacer de altavoz de las mismas. La denominada Web 2.0 
(O’Reilly, 2005), defi nida como una arquitectura para la participación con nuevas 
posibilidades para la interacción social, está posibilitando que los ciudadanos se 
movilicen. Los primeros ejemplos de reacción en aplicaciones Web 2.0 fueron las 
movilizaciones de los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, utilizando 
las wikis para recopilar información sobre personas desaparecidas (Palen y Liu, 
2007) o la utilización de repositorios de fotografías para intercambiar información 
tras el tsunami del Océano Índico de 2004 (Liu, Palen y Sutton, 2008). 

En este contexto de Web 2.0, la irrupción de las redes sociales online cambió 
la dinámica de la movilización social, dando lugar a una democratización tecnoló-
gica que ha creado unas “multitudes conectadas” que toman la palabra. Las redes 
online posibilitaron que las distancias se minoraran progresivamente, apareciendo 
más cerca los unos de los otros (Edunov et al., 2016) y mayores posibilidades de 
conectividad social. No obstante, se trata de un contexto en el que las personas ya 
no se conforman con la posibilidad de conectar con otros sino que participan cada 
vez más, acudiendo a la red porque ésta les ofrece nuevos mecanismos de acción, 
colaboración o reivindicación con los que compartir información, gracias a las con-
diciones de inmediatez, ubicuidad y multilateralidad que ha permitido la evolución 
de los teléfonos inteligentes junto a la mejora de conectividad de internet. Esto ha 
confi gurado un escenario en el que las redes sociales online se han revelado como 
una forma emergente, signifi cativa y, a menudo precisa, de participación pública 
y comunicación ante las emergencias sociales (Palen, 2008). A raíz de estos proce-
sos de autocomunicación de masas (Castells, 2009), el papel desempeñado por la 
ciudadanía en eventos de emergencias sociales, como los causados por desastres y 
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catástrofes naturales o por ataques terroristas, es cada vez más visible, activo y con 
posibilidades de alcance nunca antes conocido (Palen y Liu, 2007). 

3. LAS REDES SOCIALES ONLINE Y LAS EMERGENCIAS SO
CIALES

El uso concreto de las redes sociales online durante emergencias sociales a lo 
largo del mundo está siendo investigado. Sin ánimo de ser exhaustivos, algunas de 
las investigaciones ya realizadas han analizado el papel de las redes sociales online 
en el afrontamiento de emergencias sociales ocasionadas por distintos eventos 
inesperados, como pudieron ser las provocadas por el huracán Katrina en 2005 
(Murphy y Jennex, 2006), por los incendios forestales del sur de California de 
2007 (Shklovski, Palen y Sutton, 2008), tras los disturbios de Londres en 2011 
(Denef, Bayerl y Kaptein, 2013), después del huracán Sandy de 2012 (Hughes, 
Denis, Palen y Anderson, 2014) o de las inundaciones europeas de 2013 (Reuter, 
Ludwig, Kaufden y Pipek, 2015). Las redes sociales online ante estos casos actua-
ron como una alternativa de comunicación y de cooperación que logró acortar 
tiempos, movilizar recursos y mejorar la respuesta ante los desastres. A través de 
las redes online se suele solicitar ayuda, se informa de la situación, se intenta lo-
calizar personas desaparecidas, se muestran imágenes de lo sucedido en tiempo 
real, alcanzando una expansión inimaginable. Se utilizan como fuente de alerta 
temprana gracias a su sencillo manejo, su inmediatez y su alcance mundial. Ante 
determinadas crisis se han investigado de manera sistemática el tipo de informa-
ción y recursos intercambiados, evidenciándose la prevalencia media de diferentes 
tipos de información útil, de apoyo emocional, de donaciones y voluntariado, de 
precaución y asesoramiento y de infraestructura y servicios públicos. 

4. EL IMPACTO DE TWITTER ANTE LAS EMERGENCIAS SO
CIALES

Aunque las reacciones de movilización se desencadenan en todas las redes 
sociales online, las investigaciones han preponderado en Twitter, a pesar de la 
mayor penetración de Facebook en la sociedad (Roth, 2018). Los motivos de esta 
mayor atención pueden tener que ver con la facilidad de análisis que ofrece esta 
herramienta. 

El impacto de Twitter en la gestión de emergencias sociales ha sido estudiado 
prolífi camente, tanto en la intervención tras crisis humanitarias como después de 
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los efectos de terremotos, incendios forestales y ciclones (Sakaki, Okazaki y Matsuo 
2010; Vieweg et al., 2010). 

Hay numerosos casos de análisis en los que la actividad en Twitter ha sido im-
portante ante emergencias sociales, como crisis, desastres y catástrofes naturales. 
Twitter ha demostrado ser de gran ayuda frente a desastres naturales. En el gran 
terremoto ocurrido en Japón en 2011, se comprobó la utilidad de Twitter para 
brindar apoyo emocional, mientras que, al mismo tiempo, se detectaba como las 
publicaciones se volvían obsoletas o inexactas, de manera que incorporaba una 
desigual distribución de información útil (Wilensky, 2014). Durante el tifón 
Bopha (Conocido como Pablo), en Filipinas, se utilizó Twitter para crear mapas 
de evaluación y localización de personas. Se creó un mapa de conversación masivo 
con los hasthags #PabloPH #Storm, creándose una página de información para 
facilitar que las víctimas encontrasen refugio. La Ofi cina de Naciones Unidas para 
la Coordinación de Asuntos Humanitarios afi rmó que Twitter fue una herramienta 
clave para ayudar a los ciudadanos afectados, comunicándose entre ellos y aprove-
chando los recursos para superar esta situación. 

Existen otros ejemplos de utilidad de Twitter frente a emergencias, tales como 
ante la catástrofe que provocó el Tifón Haiyan de 2013 en Filipinas, el terremoto 
de Nepal en 2015, el huracán Sandy en 2012 o las inundaciones de Tailandia. En 
todos ellos, Twitter fue considerado un medio de socialización clave, que facilitó 
el intercambio de información precoz, la detección de víctimas y la promoción 
de las donaciones ante los grandes daños que causaron estos desastres. En el caso 
de las inundaciones de Colorado Twitter fue crucial. De acuerdo al análisis, la 
combinación del uso de redes sociales como Twitter, junto a las tecnologías de 
detección remota, ayudaron a acelerar de forma notable la respuesta ante esta 
catástrofe natural (Rojas, 2011). 

Durante los Huracanes Gustav e Ikec ocurridos en el Golfo de México en 2008 
se analizaron las diferencias entre el uso de Twitter en momentos de crisis en con-
traste con su uso convencional (Hughes y Palen, 2009), mostrando la potencia de 
Twitter en estos casos. Heverin y Zach (2010) destacaron la capacidad de Twitter 
para organizar y difundir información relacionada con la policía tras el ataque de 
Lakewood en 2009. Por su parte, Starbird y Palen (2010) destacaron la función 
de “retuitear” en el procesamiento de información, por la capacidad de fi ltrado y 
de recomendación durante el incendio masivo ocurrido en Oklahoma en 2009. 
Durante el terremoto ocurrido en Chile se evidenció que la propagación de tuits 
que difunden noticias relacionadas con emergencias sociales tienden a ser menos 
cuestionados por la comunidad de Twitter (Mendoza, Poblete y Castillo, 2010). 

Aunque el análisis de las redes sociales online en situaciones de emergencias se 
ha vuelto convencional, hay pocos estudios que analicen el impacto de las redes 



REDES SOCIALES ONLINE Y EMERGENCIAS SOCIALES

 193 

sociales online en dichas situaciones en Europa (Reuter, Marx y Pipek, 2012). No 
obstante, existen algunos casos de éxito analizados en Europa, como puede ser el 
incendio a gran escala ocurrido en Moerdijk (Paises Bajos), en 2011, que puso de 
relieve la necesidad de actuar para que los tuits relevantes no fueran enterrados 
por la avalancha de tuits de ayuda y solidaridad (Helsloot y Groenendaal, 2013). 
Tras la crisis del Madrid Arena, se evidenciaron las oportunidades de gestión que 
proporcionaba Twitter (Medina y Díaz, 2016). Durante el ataque terrorista de 
Woolwich (Londres) se demostró que el sentimiento expresado en los tuits pre-
decía signifi cativamente tanto el tamaño como la supervivencia de los fl ujos de 
información (Burnap et al., 2014).

5.  INTERLOCUTORES INFLUYENTES EN LAS REDES SOCIA
LES ONLINE EN EMERGENCIAS SOCIALES

Las autoridades y, por tanto, los trabajadores sociales, integran cada vez más 
las redes sociales online en sus esfuerzos de comunicación ante situaciones de 
emergencia social. Suelen compartir información con el público sobre cómo com-
portarse durante las emergencias o cómo evitar posibles consecuencias derivadas. 
La literatura científi ca alcanza consenso en afi rmar la gran importancia que tienen 
los divulgadores de información, ya que promueven la utilización de los medios 
digitales de manera organizada y efectiva (Latonero y Shklovski, 2011). 

En el análisis de los disturbios de Londres de 2011 (Denef et al., 2013), los 
benefi cios y desafíos de la utilización de las redes sociales online por parte de los 
cuerpos policiales incluyeron la posibilidad de establecer relaciones más estrechas, 
mayor alcance y un alto nivel de mantenimiento de la comunicación. Sin embargo, 
otro estudio, sobre el Huracán Sandy 2012, evidenció que la comunicación entre 
los distintos cuerpos de autoridades y entre los distintos medios difería (Hughes 
et al., 2014), recomendando nuevas herramientas para mejorar esto. La informa-
ción ha de ser fi able para estimar el estado de alerta de los ciudadanos (Johansson, 
Brynielsson, y Quijano, 2012) y en caso de no serlo, el alcance de esta fi abilidad 
podría solucionarse con algunas estrategias (Reuter et al., 2012). En este sentido, las 
organizaciones públicas cada vez se conciencian más del valor de las redes sociales 
digitales en momentos de crisis, encontrando multitud de propuestas para analizar 
y mejorar el contenido relevante. Hoy en día existen distintas aplicaciones para 
el análisis de contenido de las redes sociales online, especialmente desarrolladas 
para la gestión de crisis, y que realizan diferentes tipos de análisis: seguimiento, 
detección de eventos y análisis de sentimientos y contenidos.

Por su parte, las distintas organizaciones humanitarias utilizan las redes sociales 
online para dar a conocer información ofi cial sobre la situación real, la ubicación 
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de refugios cercanos disponibles y para pedir auxilio. Diferentes agencias hu-
manitarias internacionales, como Intermón Oxfam, Cruz Roja, etc…, utilizan 
las redes sociales online para coordinar la acción de voluntarios y de equipos 
especiales. Un buen uso de Twitter ante estas situaciones, reduciendo los riesgos 
y efectos negativos, en los que la información juega un papel determinante en las 
estrategias llevadas a cabo durante el proceso. Las redes sociales online pueden 
ofrecerles potencialidades como compartir información, comunicación y redes. 
Sin embargo, en algunos casos no se utiliza porque prepondera la preocupación 
sobre la integridad de la información, la identifi cación del usuario, la privacidad 
y la fi abilidad de la tecnología.

Algo que no sucede entre ciudadanos y voluntarios, que se comunican entre 
sí en estos casos a través de medios sociales como Twitter o Facebook. Los con-
tenidos generados por los ciudadanos sirven sobre todo para ilustrar situaciones 
problemáticas a través de fotografías tomadas con teléfonos móviles (Kaufhold y 
Reuter, 2016). En estas situaciones las redes sociales online permiten amplifi car e 
intensifi car la cooperación espontánea entre ciudadanos. En el marco de las redes 
sociales online este tipo de colaboración se articula a través de los denominados 
voluntarios digitales (Starbird y Palen, 2011). Los voluntarios digitales, cuando 
actúan como moderadores, realizan actividades de transmisión, amplifi cación, 
síntesis y estructuración de la información a raíz de los desastres (Starbird, 2013). 
En el terremoto de Haití de 2010, se destacó el papel desempeñado por los “vo-
luntarios digitales” en la identifi cación de víctimas (Starbird y Palen, 2011). Sin 
embargo, los grupos de voluntarios en situaciones de emergencia se enfrentan al 
reto de madurar y mejorar de acuerdo con estas posibilidades mejoradas (Kaufhold 
y Reuter, 2016). Entre los desafíos que abordar se ha identifi cado el reto de asumir 
el rol de moderadores (Kaufhold y Reuter, 2016). 

Las comunidades online que se crean en Twitter pueden activarse, reducien-
do el riesgo y las inequidades de recursos, involucrando a la población local en 
la mitigación, posibilitando la creación de vínculos organizativos e impulsando 
y protegiendo los apoyos sociales. Twitter colabora potenciando la resiliencia 
colectiva en los casos de emergencia social o desastres. Resiliencia como la “capa-
cidad de un sistema, comunidad o sociedad expuesta a los peligros para resistir, 
absorber, adaptarse y recuperarse de los efectos de un peligro de manera oportuna 
y efi ciente, incluso a través de la preservación y restauración de sus estructuras bá-
sicas esenciales y funciones (Naciones Unidas, 2009). Una resiliencia cooperativa 
concebida como la capacidad para superar crisis con la ayuda de la adaptabilidad 
a las realidades modifi cadas mediante tecnologías para la cooperación (Reuter y 
Spielhofer, 2017). Un tipo de resiliencia social en los que la capacidad de los grupos 
sociales y comunidades es clave para recuperarse o responder positivamente ante 



REDES SOCIALES ONLINE Y EMERGENCIAS SOCIALES

 195 

una crisis (Maguire y Hagan, 2007). Las redes sociales pueden entenderse como 
un elemento clave en el logro de la resiliencia social (Reuter y Spielhofer, 2017). 

6. EJEMPLOS SOBRE LA REACCIÓN ANTE CRISIS, DESAS
TRES NATURALES Y ATAQUES TERRORISTAS

A continuación mostramos de forma aproximativa las primeras evidencias sobre 
varios casos de emergencias sociales que estamos analizando en nuestros proyectos 
de investigación, tales como crisis humanitarias, ataques terroristas y desastres 
naturales. Como no hay espacio para entrar en detalle en este capítulo realizare-
mos una explicación general de cómo se analizan los grafos que mostramos. Estos 
grafos representan a los perfi les que publicaron o retuitearon al menos un tweet 
que contenía los hashtags #Openarms, #Brumadinho y #Strasbourg, relacionados 
respectivamente con crisis humanitarias, desastres naturales y ataques terroristas. 
Los perfi les se representan como nodos (puntos) y los relaciones entre los nodos 
(y los retuits) como conexiones (líneas) entre retuiteador y retuiteado. La forma 
de retuitear nos defi ne por ser endogámica, solemos hacer retuit de lo que esta-
mos de acuerdo. El algoritmo de modularidad agrupa a los nodos que tienen más 
conexiones comunes, clasifi cando los perfi les por afi nidad en comunidades. Los 
nodos están coloreados por comunidad y las aristas del color del perfi l retuiteador. 
El tamaño de los nodos es proporcional al número de retuits recibidos para que 
destaquen los perfi les con más impacto. El nombre de la comunidad se deduce 
de los perfi les más retuiteados dentro de ella.  Esto se realiza mediante inspección 
visual y por tanto está sujeto a interpretación. La forma del grafo la proporciona 
un algoritmo de fuerzas. Los nodos con conexiones más comunes se atraen y los 
que tienen menos se repelen. Esto hace que la distancia entre los nodos sea inver-
samente proporcional a las conexiones comunes. 

La distribución de los grupos nos muestra macroagrupaciones en bloques 
(Latapy, 2008). Cuando hay consenso existe un solo bloque y cuando no, más de 
uno. En este caso hay dos bloques, que es la estructura que representa una con-
troversia de un grupo a favor y otro en contra. Dado un nodo v sus vecinos son 
aquellos que están conectados en un solo paso a él. Su coefi ciente de clustering 
(agrupamiento) se calcula como el nº de conexiones entre sus vecinos dividido 
entre el nº de conexiones posibles. Cuando es 1 se llama clique (camarilla). El 
coefi ciente de clustering se puede apreciar visualmente en el grafo. En los tres 
casos analizados observamos muchos perfi les que han retuiteado pero que no 
están conectados entre sí (C=0). Estos tres perfi les tienen tres tipos de conexiones. 
Los que solo han interactuado entre ellos, los que han interactuado entre ellos y 
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con conexiones débiles con otros perfi les y los que están fuertemente conectados 
con otros nodos.

Algunos perfi les retuitean en determinadas comunidades (Girvan y Newman, 
2002). La asignación a una comunidad depende de a qué grupo haya retuiteado 
más y en igualdad de retuits, la clasifi cación en un grupo es aleatoria. Estos perfi les 
parecen autopistas que conectan a nodos que han tenido mucho impacto. Cuando 
en una comunidad los perfi les se retuitean mucho entre sí (mayor coefi ciente de 
clustering) aparecen zonas densamente conectadas que visualmente son zonas de 
color tupido. Esto representa a comunidades activas e implicadas con el tema que 
se analiza.

Cuando una comunidad no tiene un color tupido y se aprecia la estructura de 
conexiones de varios nodos muy retuiteados unidos entre sí por conexiones poco 
densas representa a una agrupación no muy implicada por el tema que se analiza. 
Estos métodos han sido desarrollados en la aplicación Gephi (Bastian, Heymann, 
y Jacomy, 2009), en su versión 0.9.2. 

6.1. La crisis humanitaria de #OpenArms en Twitter

En plena crisis humanitaria sobre los refugiados que se juegan la vida cruzando 
el mar Mediterráneo para llegar a Europa se produjo una situación de bloqueo del 
buque OpenArms por parte de las instituciones europeas. Este buque se dedica a 
actuar de manera humanitaria salvando vidas de personas que se la juegan en su 
huida. Sin embargo, existe cierta confl icto y controversia entre la actuación huma-
nitaria y el posible incumplimiento de normas transfronterizas. La ciudadanía se 
movilizó en Twitter frente al bloqueo institucional del buque OpenArms. Como 
vemos en el siguiente grafo estas son las comunidades que se formaron fruto de 
la conversación en Twitter. Sin entrar en detalle, pudimos comprobar cómo se 
generaron climas de opinión opuestos entre los que estaban a favor de la ayuda sin 
condiciones frente a los que tenían un discurso antimigratorio, en el que inducían 
a pensar en la amenaza que suponía abrir las fronteras y aceptar la actuación de 
esta ONG. 

En cada una de las estructuras de comunidad identifi cadas se observó deter-
minados nodos con cierto liderazgo en torno a los cuáles se generaron estados 
de opiniones contrapuestos que se iban retuiteando. En defi nitiva, ante graves y 
sensibles crisis humanitarias, los ciudadanos en Twitter se congregan en torno a su 
tono ideológico, evidenciándose una clara polarización. Se detectan posiciones de 
escasa tolerancia a la diversidad de creencias y opiniones. Las personas se agluti-
nan en torno a la opinión con la que comulgan y desoyen el resto. Esto genera un 
confl icto en las redes que se puede trasladar en algunos casos a la realidad offl  ine, 
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ya que es en esas redes donde se identifi can creencias, intolerancias de personas 
con las que nos conectamos y que muestran con un menor nivel de prudencia 
sus opiniones sobre distintos temas, en ocasiones sensibles. Ante estas situaciones 
las personas deben ser conscientes de la tendencia a formar cámaras eco (Pariser, 
2011) en la que solo escuchen ideas y opiniones similares, siendo caldo de cultivo 
de radicalismos y comportamientos desviados. 

Figura 1. Crisis humanitaria #Openarms en Twitter.

6.2. El caso del desastre natural de #Brumadihno 

La rotura de la presa en Brumadinho provocó la avalancha en las zonas colin-
dantes, provocando una catástrofe en la que arrastró a muchos ciudadanos locales, 
desapareciendo más de 300 personas en el fango.  Las horas posteriores a la catás-
trofe fueron cruciales, ya que los servicios de emergencia estuvieron intentando 
rescatar e identifi car desaparecidos. Hashtags como #brumadinho #desaparecidos 
#desaparecido #tragediabrumadinho #vale #barragem fueron identifi cados como 
aglutinadores de conversación en la búsqueda de personas desaparecidas. 

La iniciativa de la voluntaria digital Cínthia Queiroz, de 24 años, como 
moderadora, fue fundamental en la propagación de fotografías y en la geolocali-
zación de las víctimas. La creación de cuentas @todosjuntosporbrumadinho en 
Instagram y Facebook fueron ampliamente retuiteadas en Twitter. En este caso 
analizamos el hashtag #Brumadinho, con una muestra de 58219 nodos, en el 
que predominaron distintas conversaciones de apoyo y solidaridad a las víctimas, 
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como también gran cantidad de fotografías (hasta 158 fotos detectadas) que los 
familiares de los desaparecidos fueron compartiendo en Facebook e Instagram en 
la cuenta @todosjuntosporbrumadinho y que ha sido prolífi camente compartida 
posteriormente en Twitter.

Figura 2. Desastre natural en #Brumadinho.

Podemos observar zonas densamente conectadas, que visualmente son zonas 
de color tupido en función al nivel de agrupamiento que muestra el coefi ciente 
de clustering, con comunidades en las que los perfi les se retuitearon mucho 
entre sí. 

6.3. El caso del ataque terrorista #Strasbourg 

El 14 de diciembre de 2018 se produjo en Estrasburgo (Francia) un tiroteo con 
varias víctimas que posteriormente fue reconocido como un ataque terrorista. La 
muestra recogida de 5886 nodos pertenece a una primera fase de alarma/alerta en 
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el que aún no se había localizado al autor y en la que la difusión de información 
tuvo gran importancia. 

Figura 3. Conversación en Twitter a partir del hashtag #Strasbourg.

No obstante, la información objetiva y precisa era escasa. Se pudo observar la 
importancia que se le dio a los mensajes que emanaban de las autoridades (policía, 
especialmente) y las agencias internacionales, propagándose mensajes de alerta 
temprana que eran muy retuiteados debido a la legitimación de la institución y al 
estado de alerta de la población. Se iban compartiendo pesquisas y pistas que eran 
difundidos entre los medios. También se identifi caron tuits relacionados con pautas 
de seguridad para la ciudadanía. Las comunidades que se identifi can muestran la 
preocupación y la indignación sobre el atentando. En la comunidad celeste apa-
recen tuits con cierta carga de emotividad que provocan que las personas, en soli-
daridad, los compartan. Por el contrario, en la comunidad de color rojo, emergen 
discursos xenófobos que tratan de encontrar culpables por lo sucedido. La verde es 
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una comunidad que colabora, compartiendo pesquisas sobre posibles evidencias 
de haber visto al autor de los crímenes. La comunidad naranja es identifi cada por 
las críticas sobre la reacción del gobierno francés y por su falta de beligerancia. Se 
detecta como gran número de tuits correspondían a fotos tomadas por personas 
en las cercanías en el momento posterior e incluso anterior al atentando, las cuáles 
fueron compartidas. Ello pudo ayudar a la policía a detectar e identifi car pistas.

7.  CONCLUSIONES

Como hemos podido comprobar, las redes sociales online, y específi camente 
Twitter, forman parte de la vida cotidiana de las personas. Intercambiamos infor-
mación, nos vinculamos, nos organizamos y redefi nimos el liderazgo en las redes 
sociales. Para los trabajadores sociales del siglo XXI, la utilización de las nuevas 
tecnologías, y específi camente de las redes sociales digitales, se ha convertido en 
una prioridad. Nos permiten un acceso más rápido a la información, posibilitan 
difundir mensajes, identifi car liderazgos, geolocalizar usuarios y articular redes de 
colaboración y solidaridad que fortalecen nuestra capacidad colectiva para afrontar 
desastres y situaciones de emergencia social. Como ya ocurre en el ámbito de la 
política o de la publicidad, la movilización colectiva se basa en la utilización inten-
siva, segmentada y estratégicamente orientada de las redes sociales digitales. Desde 
la perspectiva del Trabajo Social podemos establecer tres áreas principales para la 
utilización de las redes sociales digitales en contextos de desastres o situaciones de 
emergencia social: la formación, la institucionalización de equipos de trabajadores 
sociales digitales y las estrategias de intervención.

- Formación en redes sociales online

  Una primera estrategia es aumentar la formación en este ámbito, tanto en 
los estudios universitarios como en los programas de formación permanente 
en las instituciones en las que desempeñan su labor los trabajadores sociales.

- Institucionalización de equipos de trabajo especializados en el e-Social Work 
o Trabajo Social online:

  Tanto en el ámbito profesional como en el voluntariado, es necesario crear 
unidades especializadas con experiencia en la recopilación, análisis y pre-
sentación de datos y el desarrollo de tecnologías de apoyo, que tienen el 
potencial de informar a las organizaciones de ayuda humanitaria y ayudar 
a aumentar la efi ciencia de sus operaciones. Kaufhold y Reuter (2018) 
analizaron la colaboración entre organizaciones de ayuda humanitaria y las 
comunidades voluntarias y técnicas, estableciendo la siguiente clasifi cación: 
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plataformas de software, colaboradores en el mapeo, expertos y recopiladores 
de datos. Se han identifi cado 6 barreras entre las organizaciones de ayuda 
(Gorp, 2014): (1) recursos limitados; (2) la gestión de voluntarios; (3) 
diferentes niveles de compromiso; (4) tipos de compromiso; (5) diferentes 
formas de trabajar; y (6) conocimiento limitado de las organizaciones de 
ayuda ante las emergencias. Las redes sociales digitales nos pueden ayudar a 
afrontar y superar dichas barreras que limitan nuestras capacidades de ayuda 
e intervención social. Para lograrlo, es necesario crear equipos especializados 
en el Trabajo Social online, o e-Social Work.

- Estrategias para la intervención a través de redes sociales digitales en con-
textos de desastres o situaciones de emergencia social:

*  Utilizar las redes sociales online para el acceso a información actualizada 
sobre las principales características de la situación tal y como es descrita 
por los usuarios.

*  Utilizar las redes sociales online para el acceso a información actualizada 
sobre necesidades, demandas y prioridades de los usuarios en un contexto 
de emergencia social o catástrofe.

*  Utilizar las redes sociales digitales para el acceso a información actualizada 
sobre el liderazgo y la estructura de las redes sociales digitales.

*  Diseñar estrategias de diseminación de información clave a través de las 
redes sociales.

* Diseñar estrategias de movilización de los usuarios a través de las redes 
sociales.

* Monitorizar y evaluar los impactos de las intervenciones que se llevan 
a cabo.
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Resumen: Se realiza un análisis estadístico descriptivo para ubicar los estados, municipios 
y hospitales que en mayor medida contribuyeron al porcentaje de cesáreas, tanto a nivel 
nacional como estatal en 2014. El capítulo se divide en tres secciones: en la primera se 
analiza la ocurrencia de cesáreas por estados; en la segunda se evalúa el peso que las ce-
sáreas tiene al interior de las distintas instituciones de salud y en la tercera se presenta su 
distribución por municipio y hospital. Los resultados muestran que, si bien en México se 
ha incrementado dicho porcentaje en los últimos años, este crecimiento no es homogéneo, 
sino que se encuentra concentrado en apenas siete estados, quienes suman el 51% de las 
cesáreas realizadas de 2011 a 2014 en todo el país. A su vez, es en 28 municipios donde 
nacen, mediante esta técnica, el 29.5% de los bebés; y particularmente es en 31 hospitales 
ubicados en estos municipios en donde se efectúa el 8% de cesáreas. En Trabajo Social es 
necesario dar cuenta del fenómeno ya que dentro del sector salud afrontamos directamente 
las problemáticas de salud presentadas por los pacientes; la cesárea es un factor de riesgo 
para desarrollar morbilidades maternas.

Palabras clave: Cesáreas; hospitales; municipios; distribución espacial; zonas geográfi cas.
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1. INTRODUCCIÓN: LAS CESÁREAS EN MÉXICO

En 2014 ocurrieron 2,177,319 de nacimientos en toda la República Mexicana, 
de los cuales casi la mitad se resolvió mediante cesáreas. Esta técnica quirúrgica se 
ha convertido, en treinta años, en un procedimiento rutinario dentro de la práctica 
obstétrica en México y a nivel internacional, principalmente en instituciones de 
segundo y tercer nivel de atención, tanto de salud pública como unidades médicas 
privadas (UMP) (González Pérez, et al. 2011; Muñoz-Enciso et al., 2011). En 
1994 la tasa de cesáreas a nivel nacional era de 29.3%, cifra que subió a 42.3% en 
2005. Si bien el incremento de dicha tasa se ha desacelerado, entre 2011 y 2014 
el porcentaje nacional pasó de 45.1% a 46.6%. A partir de este siglo, México ha 
mantenido una de las tasas de cesáreas más altas del mundo, a pesar de las reco-
mendaciones de instituciones internacionales de reducir el uso de esta técnica 
quirúrgica (Suárez López y et al., 2013; Cárdenas, 2014).

Las investigaciones realizadas en distintos países señalan que el aumento de la 
tasa de cesáreas es un fenómeno en el que inciden muchos factores que van más 
allá de aquellos relacionados con la pertinencia médica, por lo que resulta complejo 
evaluar su utilización y crecimiento.1 En México y América Latina, el uso intensivo 
de esta práctica quirúrgica ha sido favorecido por diversos procesos vinculados al 
campo de la medicina, como son la aplicación de técnicas y tecnología en la ginec-
obstetricia, la creciente medicalización del embarazo y el parto y el uso de auxiliares 
diagnósticos, el desarrollo de la atención obstétrica en la medicina privada, algunas 
características de la organización de los servicios de salud y ciertos aspectos de la 
práctica y la enseñanza de la profesión médica, entre otros (Villanueva, 2004; Tal-
jaard et al., 2009; González-Pérez, et al., 2011; Muñoz-Enciso et al., 2011; Suárez 
López et al., 2013; Cárdenas, 2014; Cheng et al, 2015). Consideramos que, como 
parte de la organización de los servicios de salud, la territorialización de la atención 
obstétrica constituye otro factor importante, aunque poco estudiado, que afecta la 
práctica de la cesárea en México y que debe tomarse en cuenta cuando se elaboran 
programas o políticas públicas dirigidas a esta problemática.

1 En 1985 la OMS declaró que la tasa ideal de cesárea, es decir, aquella que refl eja un uso médico 
y, por lo tanto, que tiene un efecto en la morbimortalidad materna, debe fl uctuar entre el 10 y el 15%; 
estas cifras fueron revisadas en 2014, con base en estudios actuales realizados a nivel mundial. Se vio 
que la cesárea tiene un efecto positivo en la mortalidad materna y neonatal cuando la tasa es de 10%, 
pero no cuando la cifra es superior; también se señaló que no existe un sistema de clasifi cación inter-
nacional de las cesáreas que posibilite hacer comparaciones entre países, regiones ciudades y unidades 
médicas, por lo que es difícil evaluar su empleo y el impacto que ejerce en la salud materno-infantil 
(OMS, 2015). En varios estudios realizados en México se han encontrado más de 40 causales médicas 
de cesárea (Puentes-Rosas et al., 2004). 
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El propósito de este trabajo es identifi car los estados, municipios o alcaldías 
y hospitales que más contribuyeron al porcentaje de cesáreas realizadas en 2014. 
También pretendemos esbozar un panorama de la concentración y dispersión 
espacial de los principales hospitales en los que se realizó un importante número 
de cesáreas, los cuales brindaban en 2014 la mayoría de la atención obstétrica en 
los estados estudiados. 

2. DATOS Y MÉTODO

La fuente empleada es la base de datos sobre certifi cados de nacimientos del 
Sistema Nacional de Información en Salud (SINAIS) de los años 2011 a 2014. 
La información se obtuvo mediante cubos dinámicos. Se presenta un análisis es-
tadístico descriptivo en donde se compara el porcentaje de cesáreas realizadas de 
2011 a 2014 en las siete entidades que más contribuyeron al porcentaje de cesáreas 
a nivel nacional; posteriormente nos centramos en su distribución municipal y 
hospitalaria para el último año mencionado. 

El criterio para elegir a estos estados fue incluir los primeros que sumaran el 
50% de las cesáreas realizadas en el país, reportadas por el SINAIS. Estos fueron 
en orden de mayor a menor contribución: Estado de México, Ciudad de México, 
Jalisco, Puebla, Veracruz, Guanajuato y Nuevo León, los cuales han aportado el 
51% de las cesáreas a lo largo de los cuatro años mencionados. 

Dentro de cada uno de estos estados se eligieron determinados municipios en 
función de que entre uno o más sumaran al menos la mitad de las cesáreas esta-
tales.2 Dentro de ellos se escogieron los hospitales más importantes en cuanto al 
número de cesáreas que realizaban, procurando que entre todos los nosocomios 
sumaran al menos un 15% del porcentaje estatal, además de que su contribución 
nacional fuera de al menos el 0.13%.

3. OCURRENCIA DE CESÁREAS POR ESTADOS

La mitad de los niños que nacieron mediante cesáreas en 2014 lo hicieron en 
los siguientes estados: Estado de México (12.6%), Ciudad de México (8.1%), Ja-
lisco (7.8%), Puebla (5.9%), Veracruz (5.9%), Guanajuato (5.7%) y Nuevo León 

2 En los estados de Jalisco y Nuevo León sus capitales ya registran la mitad de las cesáreas estatales 
para 2014, sin embargo, se agregaron otros municipios al análisis, que sumados alcanzaron hasta el 
83% de las cesáreas. En el apartado de municipios y hospitales se explica a detalle el porqué de dicha 
inclusión.
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(4.8%) (Gráfi ca 1). En el periodo de 2011 a 2014 la suma del porcentaje de estos 
siete estados disminuyó levemente al pasar de 51.2% a 50.9%. 

En la gráfi ca 1 se aprecian las tendencias y la contribución de cesáreas de los 
estados seleccionados al total nacional de cesáreas para esos cuatro años. Dicha 
contribución fue más o menos constante, con un decremento por parte del Estado 
de México al pasar del 13.7% en 2011 al 12.6% en 2014. 

Gráfi ca 1. Contribución estatal al porcentaje nacional de cesáreas realizadas de 2011 a 2014 en 
entidades seleccionadas.

Fuente: Elaboración propia. Bases de datos de Certifi cados de Nacimientos ocurridos en 2011, 2012, 2013 
y 2014. [en línea]: Sistema Nacional de Información en Salud (SINAIS).

Sin embargo, estas contribuciones de alguna manera se ven infl uenciadas por 
la densidad poblacional de dichos estados: parte del Estado de México se funde 
con la Ciudad de México para formar la zona metropolitana, con la mayor con-
centración poblacional del país. En tanto que Jalisco y Nuevo León tienen las 
segundas ciudades más importantes de México. Por tanto, no es raro que también 
en estas entidades, junto con las tres restantes, se concentre el 48% del total de los 
nacimientos nacionales (sean partos vaginales, por fórceps o cesáreas), así como el 
45.4% de los partos vaginales y mediante fórceps y el 50.9% de las cesáreas.

Si observamos los porcentajes de cesárea realizadas en cada estado con respecto 
al número de nacimientos que en éstos mismos se atendieron, los resultados de la 
gráfi ca 1 se matizan, y el lugar en el que se ubican los estados en términos de su 
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distribución por cesáreas realizadas cambia (Gráfi ca 2). Así, Nuevo León, estado 
que de los siete es el que contribuye con el menor porcentaje de cesáreas a nivel 
nacional, presenta el mayor porcentaje estatal de cesáreas con respecto a los na-
cimientos que ahí sucedieron en 2014 (53.3%). Le siguen la Ciudad de México 
(52.9%) y Jalisco (52.3%), luego Guanajuato (49.7%) y Puebla (49.6%); todos 
ellos con cifras superiores a la nacional (46.6%). El Estado de México, a pesar de 
participar con el mayor número de cesáreas a nivel nacional por su alta concen-
tración poblacional, presenta un porcentaje estatal igual al nacional, de 46.6%, 
seguido por Veracruz con 45.1%. Esta situación permite dimensionar el peso que 
esta práctica está adquiriendo dentro de cada uno de los siete estados, en donde 
prácticamente uno de cada dos bebés nace mediante esta técnica.

Grafi ca 2. Distribución porcentual de cesáreas y partos por estados seleccionados en 2014.

Fuente: Elaboración propia. Bases de datos de Certifi cados de Nacimientos ocurridos en 2014. [en línea]: 
Sistema Nacional de Información en Salud (SINAIS).

3.1. Las instituciones de salud y las cesáreas

Otro aspecto importante para el análisis es el prorrateo de las cesáreas por tipo 
de institución de salud al interior de cada estado. En el Cuadro 1 se muestra el por-
centaje de cesáreas que cada institución realizó con relación al total de nacimientos 
que atendió en el año 2014, tanto por estados, como a nivel general. Observamos 
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que a nivel nacional son las unidades médicas privadas (UMP) las que destacan 
ampliamente con el mayor porcentaje de cesáreas realizadas: en ellas ocho de cada 
10 nacimientos concluyen en cesárea.3 

En segundo lugar, destacan las instituciones de seguridad social.4 En el ISSSTE, 
de cada diez nacimientos, siete se efectuan por medio de cesáreas, sin embargo, es 
importante puntualizar que esta institución en particular atiende un número muy 
bajo de nacimientos (37,540 nacimientos en todo el país en 2014, lo que viene a ser 
apenas el 3.7% del total de nacimientos reportados para ese año). En contraste, en 
el IMSS 46 de cada 100 nacimientos ocurren mediante cesáreas (Cuadro 2). Para di-
mensionar lo anterior, esta institución aporta el 20.4% de las cesáreas de todo el país. 

Las tasas más bajas de cesáreas con respecto a nacimientos se presentan en la 
Secretaria de Salud con 36% de los casos, sin embargo, el peso de esta institu-
ción es muy importante por el número de nacimientos que atiende (1,045,159 
nacimientos, que equivalen al 48% de los que se presentaron en todo el país en 
el 2014). Este último dato nos habla también de la ausencia de seguridad social 
para la gran mayoría de la población. En este caso, las mujeres embarazadas no 
derechohabientes, quienes deben acudir para su atención a los hospitales de la SSA. 

El porcentaje de la SSA se encuentra por debajo del conjunto de otras insti-
tuciones de salud, tales como el IMSS Solidaridad, Pemex, Sedena, Semar y otras 
unidades médicas públicas,5 quienes sumadas atienden mediante cesáreas a un 
37% de los embarazos atendidos (Cuadro 1). 

Cuadro 1. Contribución porcentual de cesáreas con respecto al número de nacimientos atendi-
dos por institución y estado o nivel nacional en 2014.

3 Este mismo hecho se ha observado en varios países de América Latina y se ha señalado que el uso 
de las cesáreas es aún más extenso en unidades médicas privadas donde se dan estímulos económicos 
por la utilización de esta técnica quirúrgica (Taljaard et al., 2009).

4 Esta tendencia fue reportada desde 1999 por Puentes-Rosas et al. (2004).
5 Cabe aclarar que a nivel individual los porcentajes de estas instituciones son bajos.

Porcentaje a nivel 
nacional de cesáreas 

realizadas en cada 
institución por cada cien 
nacimientos atendidos

Estado de 
México

Ciudad de 
México Jalisco Puebla Veracruz Guanajuato Nuevo 

León

Unidad médica privada (UMP) 80 81 80 82 75 84 80 85
ISSSTE 70 68 63 73 66 76 72 79
IMSS 46 41 52 49 47 53 47 40
Secretaría de Salud 35 32 39 34 37 36 38 35
Otras instituciones* 37 38 41 39 43 41 38 32
Otros lugares** 1 7 0 0 1 1 0 0

nacional en 2014

Fuente: Elaboración propia. Base de datos de Certifi cado de Nacimientos ocurridos 2014 (SINAIS).
Se tomó el número de nacimientos que la institución atendió para calcular cuantos de ellos concluyeron 
mediante cesárea.
*Incluye IMSS Solidaridad, Pemex, Sedena, Semar, Otra unidad pública.
**Incluye vía pública, hogar, otra lugar y no especifi cado.
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Si observamos las instituciones de salud por estado, vemos que las tendencias 
mencionadas en el párrafo anterior más o menos se mantienen. Entre los datos a 
destacar se aprecia que, en la Ciudad de México, la Secretaría de Salud (39%) y el 
IMSS (52%) se ubicaron por encima del porcentaje que estas instituciones mues-
tran a nivel nacional. Jalisco y Veracruz también presentan porcentajes superiores 
a los nacionales en las UMP, así como en las unidades del ISSSTE y del IMSS. En 
tanto que en Nuevo León la proporción de cesáreas en las unidades médicas priva-
das (85%) y en el ISSSTE (79%), son superiores a la media nacional. El conjunto 
de hospitales denominados “otras instituciones”, que suma al IMSS Solidaridad, 
Pemex, Sedena, Semar y otras unidades médicas públicas, supera en casi todos los 
estados, excepto en Nuevo León, al porcentaje nacional de cesáreas de estas mismas 
instituciones (Cuadro 1).

3.2. Las cesáreas por municipio y hospital

Para conocer la dispersión o concentración de las cesáreas se presenta en el 
mapa 1 las delegaciones, hoy alcaldías, o municipios que sumados contribuye-
ron en el 2014 con al menos la mitad del porcentaje de cesáreas en cada estado 
seleccionado. En el caso de Jalisco y Nuevo León sus capitales concentran más de 
la mitad de las cesáreas estatales, sin embargo, se incluyeron otros municipios en 
donde el indicador se coloca por arriba del 10% estatal, tal es el caso de Zapopan 
para el primero y de Guadalupe y San Nicolás de los Garza para el segundo. Estos 
municipios cobran importancia debido a que son parte de la zona conurbada de 
Guadalajara y Monterrey, respectivamente, pero además por contar con un auge 
económico dentro de la región e incluso por tener altos niveles de PIB per cápita.

En el 2014, de 2,456 municipios y 16 alcaldías con los que cuenta el país, uno 
de cada tres bebés nacidos mediante esta técnica lo hicieron exclusivamente en 28 
de ellos (29.5%) (Mapa 1). Los resultados muestran que son sólo unos cuantos 
municipios y/o delegaciones en donde se concentra dicho indicador, generalmente 
las capitales de los estados y municipios circunvecinos, o aquellos que como ya 
mencionamos, por su apogeo económico albergan a gran cantidad de pobladores, 
así como a hospitales de nivel de atención media y alta. 

En tales alcaldías o municipios se detectaron los hospitales que mayormente 
contribuyeron al porcentaje de cesáreas, tanto a nivel estatal como nacional. 
Como se puede observar en el cuadro 2,6 la gran mayoría de los 31 nosocomios 

6 En el cuadro 2 se presentan los hospitales más importantes de cada municipio y delegación/
alcaldía. No todos los municipios o delegaciones señalados en el mapa 1 destacan con algún hospital 
de los incluidos en el cuadro 2. Ello se debe a que en esos municipios las cesáreas se realizan en varios 
hospitales pequeños y no en unos cuantos, tal es el caso de los municipios de Naucalpan y Texcoco para 
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que destacan en este indicador pertenecen a la Secretaría de Salud o al IMSS. Son 
hospitales grandes, con un nivel de atención alto y medio; muchos de ellos están 
especializados en gineco-obstetricia o bien son hospitales generales en los que esta 
especialidad es importante. En ellos se realizaron cerca de ocho de cada 100 cesáreas 
ocurridas en toda la República Mexicana en 2014.

el Estado de México, de Iztapalapa en la Ciudad de México, de Tehuacán en Puebla, de Córdoba en 
Veracruz, de Irapuato y Celaya en Guanajuato y de Guadalupe y San Nicolás de los Garza en Nuevo León.

Mapa 1. Distribución de las cesáreas ocurridas en México en 2014 por estados y municipios 
seleccionadas.
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Por lo que respecta al ISSSTE su contribución al porcentaje de cesáreas a nivel 
nacional es baja y no sobresale ni por estados, ni por municipios, probablemente 
por la cantidad de pacientes que atienden y por el tamaño de estos hospitales en 
comparación con los de la Secretaria de Salud y del IMSS. En contraste, la presencia 
de las UMP es muy signifi cativa en el estado de Nuevo León, en los municipios de 
Monterrey y San Nicolás de los Garza. En menor proporción destacan también en 
las capitales de Jalisco y Puebla (Cuadro 2).7

En el Estado de México más de un tercio de las cesáreas que se realizan está 
concentrado en cuatro municipios: Toluca (12.3%), Ecatepec (10.5%), Nezahual-
cóyotl (7.9%) y Naucalpan (6%). Los otros dos tercios de las cesáreas se practican 
en los 121 municipios restantes; destacan de entre estos: Tlalnepantla (5.5%), 
Texcoco (4%), Cuautitlán Izcalli (3%) y Atizapán de Zaragoza (2.7%), los cuales 
concentran un 15.2% (Mapa 1). A su vez, la aportación que estos ocho municipios 
hacen al porcentaje nacional de cesáreas es del 6.7%.

En seis de estos ocho municipios se encuentran nueve hospitales con los más 
altos porcentajes de cesáreas estatales: cinco son de la Secretaria de Salud, tres 
del IMSS y uno del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Muni-
cipios (ISSEMYM). A su vez, seis son de nivel de atención alta y tres de media. 
Éstos participan con cerca de una sexta parte de las cesáreas realizadas en todo el 
estado (Cuadro 2).

Toluca centraliza cuatro grandes hospitales en donde los porcentajes de cesáreas 
a nivel estatal son de los más altos (8.1% en conjunto), dos son de la Secretaría 
de Salud, uno del IMSS y otro del ISSEMYM; de éstos, tres son de alto nivel de 
atención y uno de nivel medio. 

En la ciudad de México, la mayor concentración de cesáreas se ubica en las 
alcaldías Miguel Hidalgo (14.5%), Iztapalapa (13.6%), Gustavo A. Madero 
(12.4%), y Álvaro Obregón (10.7%); la aportación de estas delegaciones al por-
centaje estatal de cesáreas fue del 51.2% (Mapa 1). Mientras que su participación 
al porcentaje nacional fue del 4.2%.

Estas cuatro alcaldias contienen cuatro sanatorios que concentran casi una sexta 
parte de las cesáreas capitalinas. La mitad son clínicas de la Secretaria de Salud y el resto 
del IMSS. Dos son de nivel de atención media y otro tanto de alta atención (Cuadro 2).

La delegación Miguel Hidalgo es la que más abona a este indicador, en esta 
demarcación destaca el Hospital de la Mujer y el Instituto Nacional de Perinato-
logía (INPer), ambos nosocomios pertenecen a la Secretaría de Salud; uno es del 

7 Las siglas que se usan en el cuadro para referirse a los nosocomios son: Hospital de Gineco-
Obstetricia (HGO), Hospital de Gineco-Pediatría (HGP), Hospital General de Zona con Medicina 
Familiar (HGZMF), Hospital General de Zona (HGZ), Hospital General Regional (HGR) y 
Hospital General (HG).
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nivel de atención media y otro de alta. En contraste en Iztapalapa, a pesar de ser 
la segunda delegación que contribuye con más cesáreas en la ciudad, no sobresale 
ningún hospital, ya que por lo general las cesáreas se practican en muchas medianas 
y pequeñas unidades médicas, la mayoría privadas, mismas que varían ampliamente 
en calidad de la atención y costos.

Por su parte en Jalisco casi seis de cada 10 cesáreas se practican en la capital 
(55.8%), una de cada 10 en Zapopan (10.3%) y el 5.2% en Puerto Vallarta. El 
otro tercio del total de cesáreas estatales se atiende en los restantes 122 municipios 
(Mapa 1). Estos tres municipios cooperan con el 5.6% del porcentaje nacional y 
con el 71.3% estatal. En Guadalajara se concentra la atención en dos hospitales: 
uno privado y otro de la Secretaría de Salud, ambos con nivel de atención media, 
donde se realiza el 5% de las cesáreas estatales. En Zapopan destaca un hospital de 
la SSA y otro privado (Cuadro 2). 

Situación similar a la anterior ocurre en la capital poblana, en donde se realizan 
más de cuatro de cada 10 cesáreas (42.8%). Esta práctica quirúrgica se centraliza 
en tres hospitales: dos de la Secretaria de Salud y uno del IMSS con nivel de aten-
ción alto, entre ellos aportan el 15.1% estatal. Mientras que en Tehuacán suceden 
nueve de cada 100 cesáreas (9.2%) (Cuadro 2). Entre ambos municipios aportan 
al porcentaje nacional el 3% de las cesáreas y al porcentaje estatal el 52%.

En el estado de Veracruz observamos una mayor dispersión de las cesáreas; la mi-
tad de éstas se realiza en cinco municipios distribuidos a lo largo del estado: Veracruz 
(15.5%), Xalapa (11.8%), Córdoba (8%), Poza Rica (7.8%) y Coatzacoalcos (7.2%) 
(Mapa 1). Estos municipios aportan el 3% del porcentaje nacional y el 50.3% estatal.

En cuatro de estos cinco municipios destacan cinco hospitales, uno del IMSS y cua-
tro de la Secretaria de Salud, mismos que participan con cerca de una sexta parte de las 
cesáreas estatales. Uno es del nivel de atención medio y cuatro de alto nivel (Cuadro 2).

En Guanajuato volvemos a encontrar una alta agrupación de las cesáreas en un 
sólo municipio: León, quien contribuye con casi un tercio del total estatal (30.3%). 
En este municipio destacan dos hospitales, uno de la Secretaria de Salud y otro 
del IMSS, uno es de nivel de atención alto y el otro de atención media, en éstos se 
realiza el 15% de las cesáreas del estado (Cuadro 2). Con menor concentración se 
encuentran Irapuato y Celaya (12 y 10.7% respectivamente) (Mapa 1). Entre los 
tres municipios el estado aporta el 3% al indicador nacional; a su vez contribuyen 
con el 53% estatal. Llama la atención que, a diferencia de los otros estados, en 
Guanajuato no destaque en este rubro su capital.

En Nuevo León se observa una muy alta centralización de las cesáreas en tres 
municipios: Monterrey (57.6%), Guadalupe (14.2%) y San Nicolás de los Garza 
(11.1%) (Mapa 1). Estos colaboran con el 4% del indicador nacional y con el 
82.9% del estatal. Casi seis de cada 10 cesáreas estatales ocurren en Monterrey. 
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En la capital destaca un hospital de alta atención perteneciente al IMSS, quien 
contribuye con poco menos de una séptima parte de las cesáreas estatales (14.8%) 
(Cuadro 2). Otra cuarta parte de las cesáreas estatales sucede en los municipios de 
Guadalupe y San Nicolás de los Garza.

Un rasgo distintivo de este estado es la importancia de las UMP. De 11 hos-
pitales que destacan en estos tres municipios, de los cuales sólo aparece uno en el 
cuadro 2 por su importancia porcentual, seis son privados, la mayoría de atención 
media. Los otros cinco son del IMSS, de la Secretaria de Salud y de la Universidad 
de Nuevo León. Sin embargo, a pesar de la alta prevalencia de los nosocomios 
privados, es en el sistema público en donde nacen más niños mediante cesáreas, 
con un 24% versus un 40.1% respectivamente.

Generalmente los hospitales del Cuadro 2 aportan entre el 0.13% y hasta el 
0.40% del porcentaje nacional de cesáreas. Sin embargo, sobresalen de entre éstos, 
tres sanatorios cuya participación se ubica por encima del 0.50%8 nacional. Todos son 
del nivel de atención alto y del IMSS. Estos son el Hospital de Gineco-Obstetricia 23 
Monterrey (0.71%) del estado de Nuevo León, el Hospital de Gineco-Obstetricia 4 
San Ángel (0.60%) ubicado en la alcaldía Álvaro Obregón, así como el Hospital de 
Gineco-Pediatría 48 León (0.53%) del municipio del mismo nombre.

Cuadro 2. Contribución por hospitales al porcentaje estatal de cesáreas. Pertenencia municipal e 
institucional y nivel de atención del hospital.

8 Para aproximarse al número de cesáreas realizadas en 2014 en estas clínicas se debe multiplicar 
el porcentaje por 10,000.

Municipio o 
delegación Hospital

Contribución 
del hospital al 

porcentaje 
estatal de 
cesáreas

Pertenencia 
institucional

Nivel de 
atención

Hospital Materno Perinatal Mónica Pretelini Saenz MCSSA007673 2.7 SSA Alta
HGO 221 Toluca MCIMS000804 2.2 IMSS Media
Hospital de Ginecología y Obstetricia IMIEM MCSME000986 2.0 SSA Alta

Cuautitlán H.G. José Vicente Villada MCSSA001636 1.7 SSA Alta
Ecatepec de Morelos H.G. Dr. José María Rodríguez MCSSA002184 1.6 SSA Alta
Nezahualcoyotl HGR 72 Gustavo Baz MCIMS000746 1.6 IMSS Alta
Tlalnepantla de Baz HGOMF 60 Tlanepantla MCIMS000722 1.5 IMSS Media

Atizapan de Zaragoza
Hospital Materno Infantil Guadalupe Victoria Atizapán de Zaragoza 
MCSSA018733

1.3
SSA Media

Toluca Hospital Materno Infantil, ISSEMYM MCSME000916 1.2 Otro Alta
Porcentaje total por hospitales seleccionados 15.8

Álvaro Obregón HGO 4 San Ángel DFIMS000452 7.4 IMSS Alta
Miguel Hidalgo Hospital de la Mujer DFSSA004002 3.8 SSA Media
Gustavo A. Madero HGP 3A Magdalena Salinas DFIMS000184 3.4 IMSS Media

Miguel Hidalgo
Instituto Nacional de Perinatología Isidro Espinosa de Los Reyes 
DFSSA004096

3.2
SSA Alta

Porcentaje total por hospitales seleccionados 17.8

Toluca

Estado de México

Ciudad de México

ISSEMYM
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Fuente: Elaboración propia. Base de datos de Certifi cado de Nacimientos ocurridos 2014 (SINAIS).

4. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES

En este capítulo buscamos describir algunas características de la práctica de 
las cesáreas: su localización espacial y el proceso de concentración-dispersión 
presentada en el 2014 para estados seleccionados. Precisamos que la mitad de las 
cesáreas realizadas en el país entre 2011 y 2014 se concentraron en estados con 
una alta densidad poblacional. El área delimitada comprende el Estado de México, 
Ciudad de México, Jalisco, Puebla, Veracruz, Guanajuato y Nuevo León. En ellos 
destacan 28 municipios o delegaciones que a su vez contienen grandes poblaciones, 
generalmente por su situación económica y política. En ellos ocurre casi un tercio 
de las cesáreas en todo el país. 

El mismo fenómeno de concentración lo observamos en las 31 unidades mé-
dicas que, por su tamaño y nivel de atención, media y alta, agrupan de manera 
considerable los servicios obstétricos. Esto último también ha sido observado 
en investigaciones que, aun cuando se realizaron fuera del área estudiada en este 

Jalisco
Guadalajara Salud de los Enfermos AC JCSMP000202 3.3 Privado Media
Zapopan Hospital General de Occidente JCSSA007066 3.1 SSA Alta
Guadalajara Policlinica Castillo, S.A. DE C.V. JCSMP001252 2.0 Privado Media

HGZ 42 Pto. Vallarta JCIMS000692 1.9 IMSS Media
Hospital Regional de Puerto Vallarta JCSSA004230 1.7 SSA Media

Guadalajara
Unidad Especializada en Atención Obstétrica y Cuidados Neonatales 
Guadalajara JCSSA007836

1.7 SSA Media

Zapopan Hospital Real San José S.C JCSMP000313 1.6 Privado Media
Porcentaje total por hospitales seleccionados 15.5

Puebla 
HGR 36 Puebla PLIMS000224 6.7 IMSS Alta
Hospital de la Mujer PLSSA005710 5.0 SSA Alta
Hospital General de la Zona Norte Bicentenario de la Independencia 
PLSSA015230

3.4 SSA Alta

Porcentaje total por hospitales seleccionados 15.1
Veracruz 

HGZ 71 Veracruz VZIMS001124 4.5 IMSS Alta
Hospital de Alta Especialidad de Veracruz VZSSA006972 3.5 SSA Alta

Xalapa Centro de Alta Especialidad Dr. Rafael Lucio VZSSA002965 3.4 SSA Media

Coatzacoalcos
Hospital Regional de Coatzacoalcos Dr.Valentín Gómez Farias 
VZSSA001150

3.0 SSA Alta

Poza Rica de Hidalgo Hospital Regional Poza Rica de Hidalgo VZSSA004744 2.9 SSA Alta
Porcentaje total por hospitales seleccionados 17.3

Guanajuato 
HGP 48 León GTIMS000231 9.2 IMSS Alta
Hospital de Especialidad Materno Infantil de León GTSSA002096 5.7 SSA Media
Porcentaje total por hospitales seleccionados 15

Nuevo León
Monterrey HGO 23 Monterrey NLIMS000320 14.8 IMSS Alta

Porcentaje total por hospitales seleccionados 14.8

León

Puerto Vallarta

Puebla

Veracruz
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trabajo, refi eren la importancia de este tipo de unidades médicas en la realización 
de las cesáreas.9 

Así, en este trabajo se observó que, si bien la tasa de cesáreas se ha incrementa-
do considerablemente, de 29.3% en 1994 a 46.6% en 2014, este aumento se ha 
desarrollado a partir de una concentración espacial. El mayor número de cesáreas 
se agrupa en ciertos estados, en determinados municipios, generalmente los más 
poblados y en las capitales de tales estados, así como en ciertos hospitales. Si bien 
este es un análisis descriptivo y no correlacional, se puede suponer que la posibi-
lidad de que una mujer concluya su embarazo mediante una operación cesárea 
es mayor si vive en estos espacios, pero sobre todo si asiste o es referida a dichos 
hospitales para su resolución fi nal.

El peso de la alta concentración poblacional que presentan muchos de estos 
estados, y que en parte pudiera ser un elemento que pudiera justifi car la cantidad 
de cesáreas que en ellos se realizan, se matiza cuando consideramos las tasas de 
cesáreas estatales; es decir, el peso que éstas tienen por cada 100 nacimientos que en 
ellos ocurren, en lugar del indicador a nivel nacional. Desde este ángulo el Estado 
de México, el cual ocupaba en 2014 el primer lugar en el país, fue desplazado por 
Nuevo León, seguido por la Ciudad de México y Jalisco, entidades que presentan 
cifras superiores al porcentaje nacional. 

Si observamos sólo las tasas de cesáreas por tipo de servicios médicos coincidi-
mos con otras investigaciones (González Pérez et al. 2011; Muñoz-Enciso et al., 
2011; Suárez López et al., 2013) en que las unidades médicas privadas destacan 
ampliamente por el mayor número de cesáreas realizadas, seguidas por las institu-
ciones de seguridad social: el ISSSTE, en primer lugar, aunque la cobertura de este 
último es limitada y por tanto, su repercusión en el porcentaje de cesáreas a nivel 
nacional es baja y el IMSS.  Por su parte la Secretaria de Salud, con tasas menores 
a las anteriores, aunque elevadas con respecto al límite que la Organización Mun-
dial de la Salud marca como un nivel aceptable (15%), atienden a una proporción 
mucho mayor de embarazos y efectúan en términos absolutos un mayor número 
de cesáreas, tanto a nivel nacional como al interior de estos estados.

Con respecto a las unidades médicas, se presenta un panorama complemen-
tario. La gran mayoría de los 31 nosocomios que destacan por su contribución al 
total nacional de cesáreas pertenecen a la Secretaría de Salud o al IMSS. Son hos-
pitales grandes que cuentan con un nivel de atención alto y medio, especializados 
en gineco-obstetricia o bien son hospitales generales en los que esta especialidad 
es importante. En ellos se realizaron ocho de cada 100 cesáreas en 2014. Estos 

9 Muñoz-Enciso et al. (2011) analizaron la práctica de la cesárea en cuatro hospitales de 
segundo nivel de atención en Aguascalientes, los cuales concentraban el 81% de la atención de 
eventos obstétricos en todo el estado y presentaban una tasa global de cesáreas de 40.3%.
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hallazgos coinciden con otros estudios que atribuyen el crecimiento de las cesáreas, 
(Campero et al., 2007; Muñoz-Enciso et al., 2011; Suárez López et al., 2013) a 
factores relacionados con la organización de la atención obstétrica: el tamaño de 
los hospitales y su nivel de atención, la organización de la enseñanza en estas insti-
tuciones y las características de la práctica médica, principalmente. Así, desde esta 
óptica, el peso de la demanda de las mujeres por este procedimiento quirúrgico 
como factor que contribuye a su expansión se matiza y se circunscribe a mujeres 
con condiciones socioeconómicas favorables que se atienden en UMP. En los 
hospitales de salud públicos, la opinión de las mujeres no tiene ningún peso en lo 
que respecta a la decisión sobre tratamientos y procedimientos médicos y son los 
galenos quienes deciden cuando y en qué condiciones realizarlas.

La agrupación de cesáreas en determinados estados, municipios y sobre todo 
hospitales, muestra de fondo la concentración de la atención obstétrica, principal-
mente la que se brinda en hospitales de salud pública de nivel de atención medio 
y alto en determinadas zonas geográfi cas.10 Tal concentración de los servicios de 
salud repercute en la trayectoria de atención del parto, especialmente cuando las 
mujeres presentan complicaciones. Por ejemplo, en el caso del Estado de México 
no es excepcional que mujeres embarazadas se trasladen de Nezahualcóyotl a Sa-
télite y de ahí a Toluca para resolver su embarazo, lo que implica varias horas de 
traslado, no siempre en ambulancia, sino por sus propios medios, como ha sido 
descrito en varios estudios cualitativos (Collado, 2014).  Dicha situación puede 
propiciar el surgimiento o agudización de complicaciones en el parto, y de esta 
forma favorecer la expansión de cesáreas como alternativa para la resolución del 
embarazo en condiciones de emergencia. 

Por todo lo anterior, consideramos que la localización espacial de las cesáreas, 
así como su concentración o dispersión nos permite visualizar varios aspectos 
de esta problemática en México que merecen ser considerados al momento de 
proponer alternativas de solución para disminuir este problema de salud pública 
relacionadas con cómo hacer para que la población que lo requiere por cuestiones 
médicas, pueda acceder a dicha cirugía, en tanto otras no vean incrementadas sus 
probabilidades de concluir sus embarazos mediante cirugías por el hecho de que 
el hospital al que acude las práctica con relativa frecuencia. 

Desde Trabajo Social es indispensable ofrecer talleres dirigidos hacia las madres 
gestantes a fi n de promocionar el trabajo de parto vaginal y preferirlo por sobre 
las cesáreas, ya que éstas son un factor que puede provocar morbilidad materna.

10 Este mismo fenómeno se ha observado en otros estudios, en estados distintos a los comprendidos 
en esta investigación (Muñoz-Enciso et al., 2011).  
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Resumen: Los cambios sociológicos y demográfi cos acaecidos en las últimas décadas han 
generado importantes transformaciones en el modo de afrontar las situaciones de depen-
dencia funcional, así como de los cuidados que se les prestan a estas personas. El modelo de 
cuidados familista, preponderante en España mantiene su vigencia actualmente, pero junto 
a él, aparecen ciertas variables que suponen una modifi cación importante; por ejemplo, 
la despoblación de gran parte del territorio y la consecuente disminución de red social 
y comunitaria disponible. Esto supone, en muchos casos, situaciones de vulnerabilidad 
entre la población de adultos mayores y personas con discapacidad que tienen limitada su 
capacidad de autonomía funcional y que, en ocasiones, entrañan situaciones de urgencia 
o emergencia social a las que se debe dar respuesta.
Este trabajo tiene como cometido realizar una revisión bibliográfi ca y documental sobre 
las diferentes disposiciones normativas existentes en España que regulan estas realidades 
de urgencia o emergencia. Se explora si los indicadores existentes en todos los territorios 
del Estado son coincidentes y se analizan las respuestas implementadas por las diferentes 
administraciones competentes, dentro del Sistema de servicios sociales. Se fi naliza el ca-
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pítulo con una serie de refl exiones conclusivas a modo de desafíos y retos para la mejora 
en la concreción de la valoración de las situaciones de emergencia social en personas que 
tienen limitada su autonomía personal.

Conceptos centrales: Trabajo social; Sistema de servicios sociales; Políticas públicas; 
Personas con discapacidad; Personas mayores; Emergencia social.

1. INTRODUCCIÓN

España se confi gura como un estado autonómico, lo que supone que muchas 
competencias estén transferidas a las comunidades autónomas. El Estado ha le-
gislado unas garantías mínimas de servicios para toda la ciudadanía en materias 
como la sanidad y la educación, pero no así en materia de servicios sociales. Por 
ello, la protección a las personas en situación de dependencia se ha prestado desde 
diferentes sistemas de bienestar y en ellos confl uían competencias de diferentes 
administraciones (estatal, autonómica y local). La Ley 39/2006, de 14 de diciem-
bre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación 
de dependencia posibilita la creación de un nuevo sistema, el Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia cuyo funcionamiento se inicia en 2007. 
Este sistema viene a integrar algunos de los diferentes servicios que, previamente, 
prestaban atención al colectivo de personas en situación de dependencia desde 
múltiples ámbitos y a crear también otros nuevos. 

España se constituye como un Estado social y democrático de derecho con la 
promulgación de su Constitución en el año 1978 (CE). Todo ello, después de un 
largo período de dictadura que tuvo lugar entre los años 1936 y 1975. Previamente, 
la acción social del régimen se caracterizaba por su carácter benéfi co, asistencialista 
y paternalista, prestada en menor medida por el poder gubernamental y sí mayo-
ritariamente a través de entidades vinculadas fuertemente con la Iglesia Católica.

En el plano administrativo y político, tras la CE del 78, España se confi gura 
como un Estado autonómico. De este modo, actualmente existen 17 Comunidades 
Autónomas (15 continentales y 2 insulares) y dos ciudades autónomas, Ceuta y 
Melilla. 

En España existe una estructura administrativa diferenciada y que se confi gura 
en tres niveles: la estatal, o Administración General del Estado, a la que la CE re-
servó unas competencias exclusivas para aplicación en el conjunto del territorio; la 
autonómica, con competencias propias asumidas en el marco de la CE y, en ocasio-
nes delegadas por la administración central; y la local, constituida principalmente 
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por los ayuntamientos y diputaciones provinciales, siendo la administración más 
cercana a la ciudadanía por su proximidad territorial.

Explicar este marco administrativo tiene sentido, como se verá más adelante, 
puesto que la protección a la dependencia a día de hoy está confi gurada por la in-
tervención y cobertura de estas tres administraciones públicas. El capítulo analiza 
las consideraciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia 
sobre las situaciones específi cas de emergencia social que puedan darse, a través 
del análisis de la normativa vigente en la actualidad.

2. EL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA 
DEPENDENCIA: PERSONAS BENEFICIARIAS Y PRESTA
CIONES

La Ley 39/2006 de promoción de la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia (LAPAD) fue aprobada con fecha 14 de 
diciembre y constituye el marco normativo a partir del cual se levanta la estruc-
tura del Sistema para la autonomía y atención a la dependencia (SAAD). Ya en su 
exposición de motivos justifi ca la creación de este sistema, destacando entre ellos 
el importante cambio demográfi co que ha tenido lugar en España. Dicho cambio 
ha supuesto que la población mayor de 65 años se haya duplicado en los últimos 
30 años, incrementándose en la misma medida la de mayores de 80 en los últimos 
20. Por otro lado, según la Encuesta sobre Discapacidades, Defi ciencias y Estado 
de Salud de 19991 que fue tomada como referencia en ese momento, el 9% de la 
población española presentaba alguna limitación o discapacidad que podría provo-
car una situación de dependencia. Por tanto, el volumen de población susceptible 
de ser atendida, bien sea por motivos de edad o discapacidad, no es despreciable. 
Naciones Unidas estima que, en el año 2050, España será el país más envejecido 
del mundo (United Nations, 2011).

La LAPAD se fi ja como objetivo principal “regular las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de ciudadanía a 
la promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia” (art. 1.1.). Para llevar a cabo el desarrollo de este fi n, se confi gura 
un nuevo sistema: el Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. 
Dicho sistema presenta las siguientes características que lo defi nen: 1) garantiza las 
condiciones básicas y el contenido común de la LAPAD en el conjunto del Estado; 
2) responde a una acción coordinada y cooperativa de la Administración General 

1 Accesible en: https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=
1254736176782&menu=resultados&secc=1254736194719&idp=1254735573175
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del Estado y las Comunidades Autónomas, con la participación, en su caso, de 
las Entidades Locales; 3) optimiza los recursos públicos y privados disponibles en 
materia de promoción de la autonomía personal y la atención y protección a las 
personas en situación de dependencia; el SAAD se confi gura como una red de 
utilización pública que integra, de forma coordinada, centros y servicios, públicos 
y privados (arts. 1 y 6). 

2.1. Benefi ciarios del SAAD. Requisitos de acceso

Para poder acceder a las prestaciones y servicios del SAAD y, por lo tanto, ser ti-
tulares de este derecho, es preciso cumplir los siguientes requisitos (art. 5, LAPAD):

- Encontrarse en una situación de dependencia en alguno de los grados esta-
blecidos.

- Residir en territorio español y haberlo hecho durante cinco años, de los 
cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la fecha de presentación 
de la solicitud. Para los menores de cinco años el periodo de residencia se 
exigirá a quién ejerza su guarda y custodia.

- Tener nacionalidad española. Las personas que, reuniendo los requisitos 
anteriores, carezcan de nacionalidad española se regirán por los establecido 
en la normativa de extranjería vigente y, en el caso de los menores de edad, 
en lo dispuesto en las leyes de protección del menor.

2.2. Determinación de la situación de dependencia

Como se ha refl ejado previamente, para acceder al SAAD es necesario estar 
cualifi cado como “persona en situación de dependencia”. A efectos de acceso al 
sistema, se considera dependencia el estado de carácter permanente en que se 
encuentran las personas que, por razones derivadas de la edad, la enfermedad 
o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física, mental, 
intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o ayudas 
importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria (ABVD) o, en el caso 
de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos 
para su autonomía personal.

En el ámbito internacional existen diferentes instrumentos de medida para 
determinar la situación de dependencia funcional al respecto de las ABVD, tales 
como el Índice de Barthel (Mahoney y Barthel, 1965), Índice de Katz (Katz, Ford, 
Moskowitz, Jackson, y Jaff e, 1963), Índice de Lawton y Brody (1969), etc. Éstos, 
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junto a otras escalas de medida, han sido utilizados tradicionalmente en nuestro 
país dentro del ámbito sanitario, pero también para el acceso a equipamientos 
sociosanitarios y a programas y servicios de atención a personas en situación de de-
pendencia (González-Rodríguez, Gandoy-Crego y Clemente, 2017). Sin embargo, 
para el acceso al SAAD, se han creado dos instrumentos de valoración específi cos, 
ambos con la Clasifi cación Internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y 
la Salud (CIF) (Organización Mundial de la Salud [OMS], 2001) como referente: 
el Baremo de valoración de dependencia (BVD) para personas con edades iguales 
o superiores a los 3 años y una Escala de valoración específi ca (EVE) para personas 
menores de 3 años. Estos instrumentos de valoración se encuentran recogidos en 
el Real Decreto 174/2011, de 11 de febrero2. El baremo valora la capacidad de la 
persona para llevar a cabo por sí misma las ABVD, así como la necesidad de apoyo 
y supervisión para su realización por personas con discapacidad intelectual o con 
enfermedad mental. Independientemente del instrumento de medida utilizado 
en la valoración (BVD o EVE), la situación de dependencia se clasifi cará en los 
siguientes grados (art. 26, LAPAD):

Grado I.- Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda para realizar 
varias ABVD, al menos una vez al día o tiene necesidades de apoyo intermitente 
o limitado para su autonomía personal.

Grado II.- Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para realizar 
varias ABVD dos o tres veces al día, pero no requiere el apoyo permanente de un 
cuidador/a o tiene necesidades de apoyo extenso para su autonomía personal.

Grado III.- Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para realizar 
varias ABVD varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía física, mental, 
intelectual o sensorial, necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona 
o tiene necesidades de apoyo generalizado para su autonomía personal.

2.3. Prestaciones y catálogo de servicios de atención del SAAD

El SAAD pretende mejorar la calidad de vida y la autonomía y la calidad de 
vida de las personas en situación de dependencia en el marco de efectiva igualdad 
de oportunidades, de acuerdo con los siguientes objetivos: facilitar una existencia 
autónoma en el medio habitual de la persona en situación de dependencia, todo el 
tiempo que desee y sea posible; y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos 
de su vida personal, familiar y social, facilitando su incorporación activa en la vida 
de la comunidad (art. 13, LAPAD). 

2 Esta disposición normativa está en vigor desde el 18.02.2012. Previamente, los baremos 
utilizados estaban recogidos en el Real Decreto 504/2007, de 20 de abril.
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Para hacer efectivos los derechos que la LAPAD reconoce y poder alcanzar estos 
objetivos, se confi gura un catálogo de prestaciones que pueden tener naturaleza 
de servicios y prestaciones de tipo económico. Tanto para el reconocimiento de 
las intensidades de los servicios, como en el caso de las cuantías a percibir de las 
prestaciones de carácter económico, ambas estarán condicionadas por el grado 
de dependencia reconocido, así como por la capacidad económica de la persona 
benefi ciaria. Las prestaciones y servicios del catálogo del SAAD son los que se-
guidamente pasamos a recoger, indicando brevemente el contenido y fi nalidad de 
cada uno de ellos3:

- Prestaciones con naturaleza de servicios (art. 21 a 25, LAPAD)
1. Servicios de prevención de las situaciones de dependencia y promoción de la 

autonomía personal.- El servicio de prevención de las situaciones de dependencia 
tiene por fi nalidad prevenir la aparición o agravamiento de enfermedades o disca-
pacidades y de sus secuelas, mediante el desarrollo coordinado, entre los servicios 
sociales y de salud, de actuaciones de promoción de condiciones de vida saluda-
bles, programas específi cos de carácter preventivo y de rehabilitación dirigidos a 
las personas mayores y personas con discapacidad y a quienes se ven afectados por 
procesos de hospitalización complejos. En esta tipología de servicios se incluyen 
los siguientes: los de habilitación y terapia ocupacional; atención temprana; esti-
mulación cognitiva; promoción, mantenimiento y recuperación de la autonomía 
funcional; habilitación psicosocial para personas con enfermedad mental o dis-
capacidad intelectual; y apoyos personales y cuidados en alojamientos especiales.

2. Servicio de teleasistencia.- este servicio facilita asistencia a los benefi ciarios 
mediante el uso de las tecnologías de la comunicación y de la información, con el 
apoyo de los medios personales necesarios, en respuesta inmediata ante situaciones 
de emergencia, o de inseguridad, soledad y aislamiento. Tiene como objetivo prin-
cipal favorecer la permanencia de la persona benefi ciaria en su contexto habitual.

3. Servicio de ayuda a domicilio.- este servicio está constituido por el conjun-
to de actuaciones llevadas a cabo en el domicilio de las personas en situación de 
dependencia con el fi n de atender sus necesidades de la vida diaria, prestadas por 
entidades o empresas acreditadas. El servicio incluye: a) servicios relacionados con 
la atención a las necesidades domésticas del hogar, tales como limpieza, lavado, 
cocina u otros; y b) servicios relacionados con la atención personal, en la realiza-
ción de las actividades de la vida diaria.  Las horas mensuales de atención que le 

3 Para un análisis más profundo, se aconseja revisar el Real Decreto 1051/2013, de 27 de 
diciembre.
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corresponde recibir a la persona benefi ciaria van a estar determinadas por el grado 
de dependencia reconocido.

4. Servicio de centro de día y de noche.- ofrece una atención integral durante 
el período diurno o nocturno a las personas en situación de dependencia, con el 
objetivo de mejorar o mantener el mejor nivel posible de autonomía personal y 
apoyar a las familias o cuidadores/as. En particular, cubre, desde un enfoque biop-
sicosocial, las necesidades de asesoramiento, prevención, rehabilitación, orientación 
para la promoción de la autonomía, habilitación o atención asistencial y personal. 
La tipología de centros que constituyen este servicio incluye: centros de día para 
personas menores de 65 años; centros de día para personas mayores; centros de 
día de atención especializada por la especifi cidad de los cuidados que ofrecen; y 
centros de noche, que se adecuarán a las peculiaridades y edades de las personas 
en situación de dependencia.

5. Servicio de atención residencial.- este servicio ofrece, desde un enfoque 
biospicosocial, servicios continuados de carácter personal y sanitario y se prestará 
en centros residenciales habilitados al efecto según la tipología de dependencia. 
La prestación de este servicio puede tener carácter permanente, cuando el centro 
residencial se convierta en la residencia habitual de la persona, o temporal, cuan-
do se atiendan estancias temporales de convalecencia o durante vacaciones, fi nes 
de semana y enfermedades o períodos de descanso de las personas cuidadoras no 
profesionales.

- Prestaciones con naturaleza de prestaciones de tipo económico (art. 17 a 
19, LAPAD)

1. Prestación económica vinculada al servicio.- se trata de una prestación eco-
nómica de carácter periódico que se reconocerá a la persona benefi ciaria cuando no 
sea posible el acceso a un servicio público o concertado de atención o cuidado (de 
todos los señalados en el apartado previo, es decir, de entre las prestaciones con na-
turaleza de servicios). Esta prestación de carácter personal estará vinculada, en todo 
caso, a la adquisición de un servicio, no pudiendo ser destinada a otra fi nalidad.

2. Prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cui-
dadores no profesionales.- cuando la persona benefi ciaria esté siendo atendida en 
su entorno familiar y se den las condiciones adecuadas podrá recibir, excepcional-
mente, una prestación económica para cuidados familiares.

3. Prestación económica de asistencia personal.- esta prestación tiene como 
fi nalidad la promoción de la autonomía de las personas en situación de depen-
dencia, en cualquiera de sus grados. Su objetivo es contribuir a la contratación 
de un servicio de asistencia personal, durante un número de horas, que facilite al 



RUBÉN GONZÁLEZRODRÍGUEZ Y ENRIQUE PASTOR SELLER

 230 

benefi ciario/a el acceso a la educación y al trabajo, así como una vida más autónoma 
en el ejercicio de las ABVD.

4. Otras prestaciones o ayudas.- siguiendo lo que recoge también Blasco 
(2009), entendemos necesario añadir una cuarta prestación de tipo económico. 
Esto es así, puesto que la LAPAD recoge en su disposición adicional tercera que, 
la Administración General del Estado y las administraciones de las Comunidades 
Autónomas podrán, de conformidad con sus disponibilidades presupuestarias, 
establecer acuerdos específi cos para la concesión de ayudas económicas con el fi n 
de facilitar la autonomía personal. Estas ayudas, al contrario de las tres referidas 
previamente no suponen un pago periódico mensual, tendrán la consideración de 
subvención fi nalista e irán destinadas a los siguientes conceptos: 1) a ayudar a la 
persona con ayudas técnicas o instrumentos necesarios para el normal desarrollo 
de su vida diaria; y 2) a facilitar la accesibilidad y adaptaciones en el hogar que 
contribuyan a mejorar su capacidad de desplazamiento en el interior de la vivienda.

El Sistema de seguridad social contemplaba, y contempla4, una serie de pres-
taciones económicas destinadas a las personas en situación de dependencia. Estas 
prestaciones, consideradas de análoga naturaleza, han de deducirse de las cuantías 
fi nales reconocidas en el marco del SAAD. Las prestaciones en cuestión serían: el 
complemento de gran invalidez; el complemento de asignación económica por 
hijo a cargo mayor de 18 años con un grado de discapacidad superior al 75 %; 
el complemento por necesidad de tercera persona de la pensión de invalidez no 
contributiva; el subsidio de ayuda a tercera persona de la Ley de Integración Social 
de los Minusválidos5.

2.4. Datos actuales del SAAD en relación al número de prestaciones 
reconocidas

Como se exponía con anterioridad, las prestaciones del SAAD se confi guraban 
en forma de servicios o bien de prestaciones económicas. En la tabla 1 pueden 
comprobarse el número de prestaciones reconocidas según los últimos datos esta-
dísticos facilitados por el Instituto de Mayores y Servicios Sociales (IMSERSO). 
Para analizar la tendencia a nivel longitudinal, se hacen constar también los datos 
de diciembre del 2013. Como se observa, a pesar del incremento de prestaciones 

4 Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.
5 Se mantiene el nombre dado en la redacción de la Ley, si bien en el marco de la CIF, tal termino-

logía no sería aceptable. En España, el término minusválido fue substituido legalmente por persona con 
discapacidad desde el 01.01.2007. En este trabajo se mantienen los términos de acorde a la normativa 
a la que se hace referencia para evitar confusiones terminológicas y visualizar, asimismo, su evolución 
histórica.
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reconocidas, la posición que ocupan dichas prestaciones, en número de resolucio-
nes, apenas varía. La opción mayoritaria continúa siendo la prestación económica 
de cuidados familiares (30,70%), si bien desciende más de diez puntos porcentuales 
desde un 43,21%. Se constata, asimismo, un incremento porcentual en las pres-
taciones reconocidas en el servicio de ayuda a domicilio (5,14%) y teleasistencia 
(4,23%).

Estos datos constatan que, en España, continúan teniendo gran impacto los 
cuidados de tipo informal prestado por personas de la red familiar o vecinal. Prác-
ticamente un tercio del total de prestaciones reconocidas representan esta tipología 
de recurso que, recordemos, la LAPAD dictaminaba que debería reconocerse con 
carácter excepcional. 

Tabla 1. Prestaciones reconocidas dentro del SAAD.

Tipología de prestación 2013 2019
N % N %

Prevención dependencia y promoción de la 
autonomía personal

20.994 2,22 52.933 3,97

Teleasistencia 120.457 12,75 226.501 16,98
Ayuda a domicilio 120.962 12,80 239.259 17,94
Centros de día / noche 70.343 7,44 94.940 7,12
Atención residencial 130.424 13,80 167.830 12,58
Prestación económica vinculada al servicio 72.029 7,62 135.883 10,19
Prestación económica de cuidados familiares 408.401 43,21 409.514 30,70
Prestación económica de asistencia personal 1.441 0,15 7.118 0,53

Fuente: Datos estadísticos SAAD (IMSERSO, diciembre 2013; marzo 2019)6.

A ello cabe añadir que los cuidados informales familiares son asumidos ma-
yoritariamente por mujeres (Arias, Saavedra y Avilés, 2017). Concretamente, las 
mujeres mayores que no ejercen un trabajo remunerado y con bajos ingresos son 
quienes soportan el mayor peso en el mantenimiento de los cuidados informales 
(La Parra, 2001). También en el marco del SAAD se confi rman estos datos6. De 
todas las prestaciones de cuidados reconocidas a 30.04.19 y que llevan asociado 
un convenio especial en el Sistema de seguridad social (14.262), el 90,3 % de los 
cuidadores no profesionales son mujeres y, un 41% de todos ellos tienen una edad 
igual o superior a 56 años.  Por las repercusiones que el ejercicio de estos cuidados 
supone en su salud y bienestar, Arias et al. (2017) consideran a estas mujeres cui-

6 Accesibles en http://www.dependencia.imserso.es/dependencia_01/saad/sisaad/estadisticas_si-
saad/index.htm
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dadoras, en ocasiones con edades también muy elevadas, como una población en 
evidente “riesgo psicosocial”.

2.5. Prelación para el acceso al SAAD

Por el carácter público del SAAD, que constituye uno de sus principios rectores, 
se contemplan unas prioridades de atención y acceso. Entre todas ellas, creemos 
conveniente destacar las siguientes, puesto que van a condicionar la resolución de 
la modalidad de atención más idónea y que se explicitan en el art. 14 de la LAPAD.

- Los servicios del catálogo tendrán carácter prioritario frente a las prestaciones 
de carácter económico, y se prestarán a través de la oferta pública de la Red 
de servicios sociales por las respectivas Comunidades Autónomas mediante 
centros y servicios públicos o privados concertados debidamente acreditados.

- De no ser posible la atención mediante alguno de estos servicios, procederá 
la prestación económica vinculada al servicio.

- Las personas en situación de dependencia podrán recibir una prestación 
económica de asistencia personal.

- La persona benefi ciaria podrá, excepcionalmente, recibir una prestación 
económica para ser atendida por cuidadores no profesionales, siempre que se 
den condiciones adecuadas de convivencia y de habitabilidad de la vivienda.

- La prioridad en el acceso a los servicios vendrá determinada por el grado y 
nivel de dependencia y, a igual grado y nivel, por la capacidad económica 
del solicitante, capacidad determinada por su renta y patrimonio. 

Si bien esto es lo que aparece regulado con carácter general, existen ciertos 
supuestos que se entiende la administración debe resolver con carácter prioritario. 
Se tratan de aquellas situaciones declaradas “emergentes” sobre las que existe un 
interés público, que justifi ca que deban atenderse con mayor celeridad.

3. LAS SITUACIONES DE URGENCIA Y EMERGENCIA SOCIAL 
DENTRO DEL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y ATEN
CIÓN A LA DEPENDENCIA

Tras la revisión de la LAPAD, así como de la normativa de desarrollo a nivel 
autonómico, es necesario establecer y diferenciar dos tipologías esenciales de situa-
ciones de riesgo a las que hacen referencia. De este modo, nos encontramos con 
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las situaciones de urgencia y las de emergencia social. Ambos términos han sido 
tomados como descriptores en los criterios de búsqueda para el análisis normativo.

Antes de exponer los resultados obtenidos es necesario apuntar a que el proceso 
de solicitud de valoración de dependencia y acceso a las prestaciones del SAAD no 
deja de ser un procedimiento administrativo más. Por tanto, en él también es de 
aplicación la tramitación de urgencia recogida en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas. Dicha 
norma regula que “cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acor-
dar, de ofi cio o a petición del interesado, la aplicación al procedimiento de trami-
tación de urgencia, por lo cual se reducirán a la mitad los plazos establecidos para 
el procedimiento ordinario” (art. 33). Los acuerdos de aplicación de la tramitación 
de urgencia serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de 
derecho (art. 35).

Los plazos máximos ordinarios en el procedimiento de solicitud de valoración 
de dependencia y el acceso a las prestaciones del SAAD, con carácter general, acos-
tumbran a ser de seis meses en todo el territorio estatal, tres meses en total para 
cada uno de los subprocesos (1.-procedimiento de reconocimiento de dependencia 
y 2.-procedimiento para la elaboración del programa individual de atención). Por 
tanto, las tramitaciones de urgencia debiesen estar resueltas con la asignación de 
un recurso del catálogo en un plazo máximo de tres meses. A este modo de actuar 
en los casos de urgencia, impulsando el procedimiento con mayor celeridad, ha-
cen alusión en sus normas de procedimiento muchas comunidades autónomas, 
entre ellas7 Aragón (Orden de 15 de mayo de 2007), Madrid (Decreto 54/2015, 
de 21 de mayo) o Castilla-La Mancha (Decreto 1/2019, de 8 de enero). Aragón, 
en concreto, se refi ere a casos de urgencia o de “extrema necesidad” y Castilla-La 
Mancha, al igual que otras comunidades autónomas, hace hincapié en situaciones 
de “vulnerabilidad”, especialmente en el caso de menores de 6 años.

En la revisión normativa se ha detectado, además, otro bloque de disposiciones 
que incorporan los descriptores de urgencia o emergencia dentro de los contenidos 
del servicio de teleasistencia domiciliaria (la totalidad de las diecisiete consultadas). 
Cabe recordar que, dicho servicio, tiene cometido principal la comunicación de 
situaciones de riesgo sobrevenidas para que las personas en situación de depen-
dencia (especialmente aquellas que viven solas) puedan continuar residiendo en su 
domicilio, posibilitando la permanencia en su contexto habitual durante el mayor 
tiempo posible.

De entre todos los documentos consultados, solo se ha detectado que Galicia 
(Orden de 2 de enero de 2012) diferencia y tipifi ca situaciones de emergencia social 

7 Por las limitaciones de extensión del trabajo y para no resultar reiterativos, solo se identifi can 
algunas de ellas, a modo de ejemplo.
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diferenciadas claramente del resto de tramitaciones de urgencia8. Así, se estipula 
que se dará prioridad a la tramitación del procedimiento cuando así lo aconsejen 
razones de interés público debidamente documentadas y objetivadas que conlleven: 
1) una situación de desamparo o abandono; 2) malos tratos físicos y/o psíquicos; 
o 3) una situación de riesgo grave inminente para su integridad física y/o psíqui-
ca. La competencia para dictaminar la declaración de tramitación de emergencia 
se atribuye al órgano de valoración y asesoramiento de la dependencia (formado 
exclusivamente por personal técnico) y la asignación del recurso, en estos casos, 
debe realizarse en un plazo de dos a cinco días. Si bien se puede observar que las 
situaciones que se contemplan están identifi cadas con mayor claridad, no se hacen 
constar los indicadores que han de medirse o verifi carse para poder considerarlas. 
Por ello es necesario poner en relieve que, para dictaminar situaciones de urgencia 
o emergencia, dichas circunstancias deben estar fundamentadas para así poder 
motivar las resoluciones administrativas que den respuesta a dichas situaciones de 
necesidad. En el marco del SAAD es preciso que la solicitud se acompañe de un 
informe de las condiciones de salud, así como de un informe del entorno o del 
contexto social de la persona solicitante. Dicho informe, debe ser realizado por 
el profesional técnico de los servicios sociales de la persona solicitante, donde la 
principal fi gura de referencia es, sin duda, el trabajador/a social de los servicios 
sociales comunitarios.

4. LA RESPUESTA DEL TRABAJO SOCIAL A LAS SITUACIONES 
DE EMERGENCIA SOCIAL, DENTRO DEL SISTEMA PARA 
LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA

En los últimos años, el desarrollo profesional del Trabajo Social en situaciones 
de emergencia ha sufrido un impulso notable. Gutierrez (2017) sintetiza los prin-
cipales hitos de este proceso matizando, además, que el término emergencia social 
es difícil de concretar. Considera además que, en el ámbito de los servicios sociales 
se utiliza el término en sentido amplio y no de modo tan restrictivo como en el 
ámbito sanitario, por lo que es complicado poder acotar con nitidez su defi nición.

En todo caso, parece existir consenso en que, tanto la urgencia como la emer-
gencia, “se defi nen como situaciones sociales traumáticas, generadoras de múltiples 
y heterogéneos problemas y necesidades que precisan de recursos de todo tipo 

8 Recordar que, únicamente, se ha revisado la normativa específi ca en materia de dependencia. 
Es probable que muchas comunidades autónomas puedan tener reguladas estas situaciones en sus 
propias leyes autonómicas de servicios sociales o en otra normativa específi ca, especialmente aquellas 
comunidades donde el sistema de dependencia se sitúa integrado plenamente dentro del sistema de 
servicios sociales.
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en la búsqueda de una respuesta efi caz (Arricivita, 2003, p. 247). Sin embargo, 
la situación de emergencia social es aquella que se caracteriza por generar “situa-
ciones objetivas de desprotección social, es decir, situaciones donde la persona se 
encuentra de forma repentina sin medios personales, familiares y sociales de apoyo, 
para dar respuesta a sus necesidades más básicas” (Pérez-Madera, 2011, p. 12). 

A pesar de la clara diferenciación conceptual en otros espacios profesionales, 
en el caso de los servicios sociales existen autores que proponen el uso de ambos 
términos de forma indistinta. Duque, Estomba y Agirre (2011) proponen deno-
minar urgencia/emergencia social a:

la “situación producida por un hecho no previsto, debido generalmente a 
causas naturales o provocadas, que afecta y compromete las capacidades per-
sonales, los recursos y medios de subsistencia, así como las relaciones sociales y 
familiares. Las personas se encuentran en una situación de desprotección grave, 
por ello precisan una intervención inmediata e ineludible, para evitar que esta 
situación se agrave o genere mayor perjuicio (quizás irreversible) a la persona 
afectada” (p. 75).

Pérez-Madera (2011) clasifi ca los tipos de emergencia social, según el número 
de personas afectadas, del siguiente modo:

-  Emergencia individual o familiar: cuando afecta a un solo individuo o nú-
cleo familiar. Dentro del contexto de las situaciones de dependencia podría 
tratarse de un abandono de una persona mayor, situación de malos tratos a 
una persona con discapacidad, maltrato fi nanciero a una persona con limi-
tación de la capacidad de obrar, etc. La respuesta se da, salvo excepciones, 
dentro del Sistema de servicios sociales.

-  Emergencia colectiva: cuando afecta a un grupo de personas o familias. Por 
ejemplo, un incidente en un equipamiento residencial para personas en 
situación de dependencia. La respuesta se puede proporcionar desde el 
Sistema de servicios sociales o bien requerir la actuación coordinada con 
otros sistemas de protección social o servicios de emergencia.

-  Gran emergencia y/o catástrofe: cuando afecta a un número considerable de 
personas. La respuesta se proporciona con múltiples servicios de emergencia.

En el marco del SAAD, las situaciones de emergencia social más prevalentes son 
las de tipo individual y familiar. Como ya se ha indicado previamente, la respuesta 
a estas situaciones viene dada por el Sistema de servicios sociales en su conjunto, 
especialmente por su profesional de referencia, el trabajador/a social, en colabo-
ración con el resto del equipo interprofesional. Pérez-Madera (2011, pp. 17-21) 
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identifi ca las prestaciones que el Sistema de servicios sociales debe proporcionar y 
que aparecen recogidas en la tabla 2.

Tabla 2. Prestaciones del Sistema de servicios sociales en caso de emergencia.

a. Valoración de las situaciones de necesidad social que se producen en una 
emergencia

b. Tareas de contención y apoyo emocional
c. Tareas de información a los afectados y a sus familiares
d. Tareas de mediación entre los afectados y otros sistemas intervinientes
e. Gestión de recursos para facilitar las tareas de los equipos intervinientes
f. Funciones de acompañamiento e intervención social a los afectados y sus 

familiares
g. Gestión de prestaciones básicas de supervivencia para los afectados y sus 

familias
h. Gestión de otros servicios y prestaciones muy singulares necesarias antes las 

situaciones de emergencia social
i. Gestión y coordinación del voluntariado social y cívico en el marco de la 

emergencia
Fuente: Pérez-Madera, D. (2011). 

Dentro de estas funciones es necesario destacar la importancia de la preven-
ción, dentro del marco de intervención global e integral del trabajador/a social. 
Así, Gutiérrez (2017) apunta a un ciclo de la emergencia, sobre el que han escrito 
múltiples autores. Dentro de este ciclo, son claves las intervenciones conducen-
tes a evitar que dicha situación de emergencia (sobre todo la de tipo individual/
familiar) tenga lugar. El catálogo del SAAD dispone de diferentes recursos con 
clara vocación preventiva, además de asistencial, tales como el servicio de ayuda a 
domicilio o el servicio de atención diurna. Sobre el primero, García-Herrero (2011) 
ya defendía su utilidad como recurso preventivo, tanto en personas con situación 
de dependencia reconocida como con personas con dependencia “incipiente” o en 
vulnerabilidad. Tendría como cometido prevenir riesgos, facilitar la vida autónoma 
y evitar internamientos o desarraigos innecesarios.

Ya, por último, no queríamos fi nalizar este apartado sin destacar la necesidad de 
mejora de la coordinación sociosanitaria. Cabe recordar que uno de los supuestos 
de emergencia social que se identifi caba previamente hacía referencia al riesgo in-
minente para la salud, así como a situaciones de malos tratos. En estas situaciones, 
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y en muchas otras, es necesario las sinergias conjuntas de diferentes profesionales 
y sistemas. La atención sociosanitaria está defi nida en el art. 14 de la Ley 16/2003 
de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, identifi cándola como una 
prestación que se destina a enfermos generalmente crónicos que debido a sus carac-
terísticas especiales pueden benefi ciarse de una actuación simultánea y sinérgica de 
servicios sanitarios y sociales para aumentar su autonomía, paliar sus limitaciones 
y potenciar su inserción social. También se señala que, la atención sociosanitaria 
en cualquier caso comprenderá: 1) los cuidados sanitarios de larga duración; 2) la 
atención sanitaria a la convalecencia; y 3) la rehabilitación en pacientes con défi cit 
funcional recuperable. Entendemos, al igual que Lima (2017), que la coordina-
ción sociosanitaria no supone crear un nuevo subsistema sino ajustar cuestiones 
de planifi cación, organización de los sistemas y recursos ya existentes en torno a 
las metodologías de la atención centrada en la persona. Sin duda, también en esta 
tipología de personas usuarias en las que el grado de vulnerabilidad es mayor, es 
imprescindible una coordinación adecuada entre los profesionales y los servicios 
que garanticen una atención de calidad al producirse una derivación frecuente 
entre los diferentes sistemas de protección y atención.

5. CONCLUSIONES

A lo largo de este trabajo se ha analizado la fi nalidad y los objetivos del SAAD 
en España, sistema que actualmente agrupa la mayor parte de los servicios de aten-
ción para la cobertura de necesidades de las personas en situación de dependencia. 
Dentro de ese marco, no son ajenas las situaciones de urgencia y emergencia que 
atañen a esta población y que suponen una situación de crisis sobrevenida que es 
necesario resolver.

Como se ha visto a lo largo de este capítulo, la emergencia social es un fenó-
meno social, imprevisto en el tiempo, y que, por su carácter sobrevenido, genera 
situaciones de necesidad importantes a las que el Sistema de servicios sociales debe 
dar respuesta. En el presente análisis se ha focalizado la atención en las situaciones 
de emergencia que se dan en el marco del SAAD. 

Dichas situaciones no pueden separarse del contexto sociodemográfi co espa-
ñol donde los índices de envejecimiento y sobre-envejecimiento son cada vez más 
acusados. Tampoco es irrelevante que el propio sistema de atención a personas en 
situación de dependencia se sostenga, en gran medida, desde el cuidado informal 
que soporta la red familiar, con cuidadoras mujeres y con edades también elevadas. 
Sin olvidarnos, además, del elevado número de personas mayores que viven solas. 
Esto supone la existencia de estructuras de apoyo familiar y social débiles y que, 
situaciones que previamente estaban atendidas de forma voluntarista por esas es-
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tructuras informales de solidaridad, en la actualidad no lo estén, siendo necesaria 
una mayor intervención por parte del Sistema de servicios sociales.

A la vista de los resultados, parece ser necesario concretar en mayor medida 
las situaciones que deben ser atendidas como emergencia, así como facilitar a los 
profesionales la existencia de indicadores que permitan (dentro de la autonomía 
profesional) un marco en el que poder objetivar que ninguna situación personal 
que necesita atención quede sin atender y con falta de respuesta por parte de la 
administración correspondiente. Asimismo, la fi gura del trabajador/a social, como 
experto y conocedor de la realidad y del contexto social, debe consolidarse y ser 
referente en toda la red de servicios sociales, también en los servicios sociales espe-
cializados que realizan intervenciones con personas en situación de dependencia.
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Resumen: El presente artículo tiene como objetivo plantear los desafíos de la intervención 
profesional de las y los trabajadores sociales, en una realidad situada: niñas y niños en 
condición de institucionalización, sobrevivientes de violencias estructurales y maltrato 
en el ámbito doméstico.
Recupera para ello los hallazgos del proyecto “Problemáticas de la niñez en el México 
contemporáneo” que, durante 2017 realizó un estudio de enfoque cualitativo denomi-
nado: “La intervención del trabajador social en la atención de la infancia en condición 
institucionalizada”.
Inicia con los antecedentes que dan lugar a sumergirnos en la intervención social, misma 
que reconoce en el maltrato infantil, un fenómeno social complejo y de alto impacto 
respecto del quehacer disciplinar, que tiene nuevas y encrudecidas expresiones como: la 
trata de personas, la niñez migrante no acompañada y el maltrato institucional. Las de-
terminantes metodológicas de la investigación y el espectro que hoy aqueja a la sociedad 
mexicana, en relación a la violencia ejercida en contra de menores de edad, dentro y fuera 
del sistema familiar.
Posteriormente se centra en el cuidado alternativo que se proporciona en los Centros de 
Asistencia Social, específi camente en la atención de la primera infancia y la percepción 
de un grupo de trabajadoras sociales dedicadas a la intervención con estos grupos pobla-
cionales, exponiendo los resultados de la investigación, que emergieron de los campos 
semánticos construidos a partir de las narrativas de las profesionales en cuestión.
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Finalmente se expone el análisis y algunas ideas concluyentes que pretenden 
aproximarse a rutas para la construcción de directrices de intervención profesional.

Palabras clave:  Maltrato infantil, Violencias estructurales, Intervención social, Trata de 
personas y Agotamiento profesional.

1. INTRODUCCIÓN

Pensar el Trabajo Social en un mundo global resulta una tarea inaplazable. De-
safi ar y deconstruir la forma en cómo la disciplina ha respondido tradicionalmente 
a problemas aparentemente viejos frente a sus nuevas y cada día más encrudecidas 
manifestaciones, se confi gura como una tarea urgente, que habrá de sentar el 
andamiaje sobre el cual trenzar formas de intervención acordes a las relaciones y 
tejido social contemporáneo. 

En este repensar, aparecen escenarios disciplinares con los que hemos sido 
vinculados desde los orígenes profesionales: la asistencia social y el trabajo directo 
en espacios íntimos como la familia.

El presente escrito recupera parte de los hallazgos investigativos del estudio:  
“La intervención del trabajador social en la atención de la infancia en condición 
institucionalizada”9 que a su vez forma parte del proyecto “Problemáticas de la 
niñez en el México contemporáneo”10 que dio inicio en 2016 con una investiga-
ción de enfoque cuantitativo cuyo objetivo fue describir la condición social de la 
población albergada (niñas, niños y adolescentes de 0 a 18 años de edad) en los 
Centros de Asistencia Social (CAS) del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia (SNDIF) ingresados en los años 2014 y 2015 y cuyo supuesto hipo-
tético (mismo que fue confi rmado) se encontraba centrado en la premisa de que 
la niñez sobreviviente de maltrato estaba vinculada, ya no solo con problemáticas 
del ámbito doméstico asociadas al abandono, la omisión de cuidados, la violencia 
física y/o psicológica, el abuso sexual, entre otras, sino que éstas manifestaciones del 

9 Investigación realizada en el marco de la Práctica de especialización: “Trata de personas y maltrato 
infantil” de la Escuela Nacional de Trabajo Social de la Universidad Nacional Autónoma de México 
en el año 2017, teniendo como escenario de actuación el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia a partir de los Centros de Asistencia Social, que albergan a niñas y niños sin cuidados 
parentales y en condición de institucionalización bajo la custodia del Estado. 

10 El proyecto investigativo “Problemáticas de la niñez en el México contemporáneo”, centra sus 
estudios en la atención de la niñez frente a problemáticas estructurales como la trata de personas (en 
sus diversos fi nes), la niñez migrante no acompañada y el maltrato institucional, responsabilidad de 
la autora de este artículo y que actualmente cuenta con un Seminario fi nanciado por el Programa de 
Apoyo a Proyectos para la Innovación y Mejoramiento de la Enseñanza (PAPIME), de la UNAM. 
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maltrato infantil, mutan y se expresan en nuevas formas resultantes de la violencia 
estructural, tales como la trata de personas, la niñez migrante no acompañada, el 
crimen organizado y el maltrato institucional.

Ante este nuevo perfi l de ingreso y atención el Trabajo Social se ve inmerso en 
un escenario institucional con marcos jurídico-normativos desarmonizados que 
limitan las respuestas ante las necesidades y exigencias de la población que atienden 
y cuyas condiciones operativas del Trabajo Social se ven atrapadas y en la búsqueda 
de iniciativas metodológicas que logren incidir en el espacio de perpetuación de 
dichas violencias y que, a su vez contribuyan, a partir de la atención institucional, 
en la transformación de trayectorias individuales, familiares y comunitarias, coad-
yuvando desde el ámbito social, en la construcción de nuevas formas relacionales 
que se traduzcan en contextos seguros y de reparación de los efectos biopsicoso-
ciales del maltrato y la violencia durante la niñez.

Es sobre la base de estas consideraciones que en 2017 se diseña un proyecto 
enfocado a sumergirse en las narrativas y conocimientos de las trabajadoras sociales 
dedicadas a la atención de la primera infancia (0 y 4 años 11 meses de edad) en 
condición de institucionalización y vinculada con violencias estructurales, misma 
que se alberga en el Centro Nacional Modelo de Atención Investigación y Capa-
citación Casa Cuna Tlalpan (SNDIF), partiendo del conocimiento de que, las 
experiencias tempranas y la infl uencia de éstas en el desarrollo emocional –y social– 
de las personas, se instalan a lo largo de la vida (Herreman, 2015:47);  tomando en 
consideración que las instituciones deben confi gurarse como escenarios seguros y 
no sólo como espacios donde se contiene a las niñas y los niños sobrevivientes de 
maltrato infantil, atendiendo sus necesidades instrumentales y materiales.

En esta investigación se identifi can elementos intersubjetivos que determinan 
en gran medida el hacer profesional y se manifi estan en agotamiento laboral como 
resultado de la permanente exposición con poblaciones de estas características.

2. RECORRIDO METODOLÓGICO

Preguntas de investigación:
¿Cuáles son los fundamentos teórico-metodológicos y prácticos que sopor-

tan la intervención del trabajador social con niñas y niños en condición de 
institucionalización que transitan por la primera infancia víctimas de trata 
de personas y maltrato infantil? 

¿Qué conocimientos tiene el trabajador social en torno a las problemáticas 
que aquejan a la infancia en el México contemporáneo? 
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¿A qué elementos teórico-metodológicos recurre el trabajador social durante 
la intervención con las niñas y los niños en condición de institucionalización 
víctimas de trata de personas y maltrato infantil? 

¿Qué exigencias ofrece la experiencia operativa respecto a la intervención 
con niñas y niños víctimas de trata de personas y maltrato infantil en el 
trabajador social? 

Objetivo general 
Analizar los fundamentos teórico-metodológicos y prácticos que soportan la 

intervención del trabajador social con niñas y niños en condición de institucionali-
zación que transitan por la primera infancia víctimas de trata de personas y maltrato 
infantil, a partir de grupos focales que permitan recuperar la praxis profesional e 
identifi car directrices para la intervención.

 Objetivos específi cos 
a) Identifi car y analizar qué conocimientos tiene el trabajador social en torno 

a las problemáticas que aquejan a la infancia en el México contemporáneo. 

b) Describir los elementos teórico-metodológico a los que recurre el trabajador 
social durante la intervención con las y niños en condición de instituciona-
lización víctimas de trata de personas y maltrato infantil. 

c) Explorar las exigencias que ofrece la intervención con niñas y niños víctimas 
de trata de personas y maltrato infantil al trabajador social. 

Supuesto hipotético 
Las trabajadoras sociales que laboran en el Centro de Asistencia Social del Sis-

tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, dedicado a la atención de 
la primera infancia, cuentan con fundamentos teórico-metodológicos incipientes 
que inhiben una intervención acorde a las exigencias de las problemáticas de la 
niñez en el México contemporáneo (que involucran la trata de personas en sus 
diversas modalidades), resultado entre otras cosas, del desconocimiento de dichos 
fenómenos como problemas estructurales y un modelo de atención limitante en 
la actuación profesional. 

Tiempo y extensión del Estudio
Febrero a diciembre 2017
Naturaleza y número de los escenarios e informantes
Centro Nacional Modelo de Atención, Investigación y Capacitación Casa 

Cuna Tlalpan (SNDIF) escenario en donde se tuvo contacto a través de recorridos 
institucionales con el grupo multidisciplinario. La planeación y aplicación de los 
talleres que se dirigió al departamento de Trabajo Social integrado por 7 trabaja-
doras sociales, incluyendo a la jefa de Departamento.
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Nivel y tipo de estudio: 
Estudio basado en un grupo de enfoque11 a nivel descriptivo cuyo propósito 

fue analizar cómo y de qué manera se manifi esta la intervención del trabajador 
social con niñas y niños en condición de institucionalización víctimas de trata de 
personas y maltrato infantil; el tipo de estudio de la investigación es aplicada al 
emanar del dato empírico; transversal, considerando las condiciones actuales; no 
experimental e inductiva porque mira la profundidad del detalle en un universo 
partiendo de lo particular hacia lo general. 

Técnicas
 Observación no estructurada, la cual implicó un involucramiento en la 

situación observada y se compromete en la acción que el grupo o sujeto 
realiza.

 Trayectoria laboral, que parte de la perspectiva biográfi ca en donde se en-
cuentra la historia de vida como la técnica más utilizada para la investigación 
cualitativa pues es una reconstrucción hecha por el investigador de la vida de 
un sujeto, que permite documentar la forma en que se presenta el contexto 
social en la biografía de las personas.

 Línea del tiempo que permite al investigador conocer la situación sobre una 
temática o problemática a fi n de poder actuar casi de inmediato o tratar de 
predecir o anticipar la evolución de la temática o de un riesgo (Márquez, 
2009).

 Mapas conceptuales, que consisten en la exposición esquemática de un 
concepto que se tiene, permitiendo al que lo elabora, visualizar una jerar-
quización de ideas que le permitan desarrollar lo que se piensa. 

3. EL MALTRATO INFANTIL: PANORAMA GENERAL

El maltrato infantil constituye una problemática social de alto impacto que 
compromete la estabilidad psicosocial y física no sólo de las niñas y los niños que 
lo experimentan, sino de todos los integrantes de una sociedad. La Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, lo concibe como

… cualquier interrupción en la salud física y/o emocional en la vida de una 
niña, un niño o adolescente, causada por actos u omisiones (ya sea que se trate 

11 Trabajadoras sociales adscritas al Departamento de Trabajo Social del Centro Nacional Modelo 
de Atención, Investigación y Capacitación Casa Cuna Tlalpan del Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia.
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sólo de amenazas o que realmente se ejecuten) por parte de las personas que 
tengan responsabilidad sobre ellos –quienes son garantes de su bienestar– o en 
quienes ellos confíen; es decir, comprende además de los miembros de la fami-
lia, a los adultos que cuidan de ellos en estancias infantiles, escuelas, centros de 
salud, centros asistenciales, grupos de la comunidad y cualquier otro entorno 
de interacción (CNDH, 2015).

Hoy día el maltrato hacia los menores de edad en nuestro país, se sintomatiza 
en el espacio íntimo de reproducción de la vida social: la familia. El Fondo de 
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF, 2017) reconoce que en México: el 
hogar es el tercer lugar en donde los niños están expuestos a la violencia y que 7 
de cada 10 han sido víctimas de agresión en sus hogares. Además:
 6 de cada 10 niñas, niños y adolescentes entre 1 y 14 años han experimentado 

algún método violento de disciplina infantil en sus hogares.

 1 de cada 2 niñas, niños y adolescentes ha sufrido alguna agresión psicológica 
por un algún miembro de su familia.

 1 de cada 15 niños y niñas ha recibido alguna forma de castigo físico severo 
(jalones de orejas, bofetadas, manotazos o golpes fuertes) como método de 
disciplina.

 1 de cada 10 niñas, niños y adolescentes entre los 10 y 17 años ha sufrido 
algún tipo de agresión en el hogar (UNICEF, 2017).

Estas condiciones se convierten en importantes factores de riesgo y colocan 
en una extrema condición de vulnerabilidad a nuestra niñez haciéndola proclive 
la perpetuación del maltrato fuera del contexto familiar y expresarse en violencias 
estructurales:
 3 menores de edad son asesinados al día. 

 De 2006 a 2016 se han reportado un aproximado de 7 mil niñas y niños 
desparecidos que no han sido localizados.

 1 de cada 3 menores de edad dice sufrir agresiones dentro de la escuela.

 México ocupa el primer lugar en casos de violencia y abuso sexual a niñas 
entre los países de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco-
nómico (Jornada, 2018).

Esta realidad refl eja la descomposición del tejido social y la fallida intervención 
estatal por generar condiciones adecuadas de desarrollo para este grupo población, 
sus familias y entornos comunitarios.
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4. LA INSTITUCIONALIZACIÓN: MEDIDA DE CUIDADO 
ALTERNATIVO

Cuando las condiciones de maltrato que se experimentan al interior del siste-
ma familiar impiden que el menor de edad permanezca en su familia de origen, el 
Estado tiene la obligación de velar por la restauración de los Derechos de Niñas, 
Niños y adolescentes, con fundamento en la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA, 2014) generando como último recurso su 
institucionalización en Centros de Acogimiento Residencial.

Acogimiento Residencial: Aquél brindado por centros de asistencia social como 
una medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último re-
curso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un 
entorno familiar (LGDNNA, 2014: artículo 4, fracción II).

Según estimaciones del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 
2015), actualmente hay un estimado de población albergada en Casas Hogar de 
25,667. 

F igura 1. Composición por edad y sexo de la población usuaria en casa hogar para menores de 
edad.

Fuente: INEGI, 2015.
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Las principales causas de ingreso a estos espacios de cuidado alternativo son: 
pobreza, disfunción familiar, maltrato, entre otras (Ramírez, 2009).

El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, es en nuestro 
país, la instancia rectora encargada de coordinar los programas gubernamentales 
en materia de asistencia social promoviendo el bienestar de las familias mexicanas 
(SNDIF, 2017) y contando para la atención de la niñez en condición de institu-
cionalización, con un M odelo tipo de Atención y Protección Integral de Centros 
de Asistencia Social para niñas, niños y adolescentes. Dicho Modelo establece que, 
para la restitución de Derechos, se debe contar con un equipo multidisciplinario 
integrado por las áreas: Médica, Psicológica, Nutrición, Psicopedagogía, Nutrición 
y Trabajo Social.

Figura 2. Atención y Restitución. Modelo tipo de Atención y protección integral de centros de 
asistencia social para niñas, niños y adolescentes.

Fuente: SNDIF, 2017.
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Como parte de este equipo y con fundamento en el Modelo tipo, Trabajo Social 
actúa con respecto de las condiciones familiares, del entorno social, el contexto y 
la red de soporte (SNDIF, 2017). La atención de la niñez en condición de institu-
cionalización está a cargo de instancias públicas y privadas, en ambos casos, bajo 
la supervisión del SNDIF. 

El INEGI reporta un total de 879 Centros de Acogimiento Residencial, de 
los cuales sólo el 15% es público, el resto se constituye por Organizaciones de la 
Sociedad Civil, Fundaciones e Instituciones Asistencia Privada.

Figura 3. Porcentaje de instituciones registradas según carácter público o privado.

Fuente: INEGI, 2015

Para lo correspondiente al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Familia, se cuenta con cinco Centros de Asistencia Social, que atienden a la po-
blación de forma etaria y sectorial, registrando para los años 2014 y 2015, un total 
de ingresos de 377 niños y niñas.
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Tabla 1. Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Familia. Cantidad de ingresos documentados 2014 y 2015.

Fuente: Diagnóstico Social de los Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia, ENTS-UNAM 2016.
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5. LA PRIMERA INFANCIA Y SU VINCULACIÓN CON VIOLEN
CIAS ESTRUCTURALES

Como se describió al principio del artículo, sumergirnos en el mundo de la 
intervención del Trabajo Social con relación a la primera infancia (0 a 4 años 11 
meses), resulta de la construcción diagnóstica realizada en el año 2016 que con-
fi rmó la presencia de violencias no sólo al interior del ámbito doméstico, sino de 
orden estructural.

La población ingresada en Casa Cuna Tlalpan en los años 2014 y 2015 refl ejó 
una paridad en cuanto a sexo, no existiendo una diferencia estadísticamente sig-
nifi cativa, pues de los 81 ingresos: 41 fueron hombres y 40 mujeres.

Gráfi ca 1. Ingresos documentados 2014 y 2015 por sexo, al Centro Nacional, Modelo de Aten-
ción, Investigación y Capacitación Casa Cuna Tlalpan del SNDIF.

Fuente: Diagnóstico Social de los Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia, ENTS-UNAM 2016.
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Tradicionalmente, esta población era vinculada con formas de maltrato resulta-
do de la violencia doméstica, ya fuera violencia conyugal, abuso físico, psicológico 
y/o sexual. 

El Diagnóstico Social referido arrojó que casi la mitad de la población (46%) 
provenía de instancias como la Procuraduría General de la República (lo que le 
vincula con un delito del fuero federal), el Instituto Nacional de Migración (con 
confl icto migratorio) y Organizaciones de la Sociedad Civil (en donde se había 
experimentado algún tipo de maltrato), hallazgos relevantes y atípicos en cuanto al 
comportamiento de años anteriores, en dónde la moda se ubicada en el ingreso vía 
Procuraduría General de Justicia y canalizados por el Centro de Estancia Transitoria 
(antes Albergue Temporal).

Gr áfi ca 2. Procedencia institucional de ingresos documentados 2014 y 2015 por sexo, al Centro 
Nacional, Modelo de Atención, Investigación y Capacitación Casa Cuna Tlalpan del SNDIF.

Fuente: Diagnóstico Social de los Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia, ENTS-UNAM 2016.

Pensar la vinculación de dichos fenómenos en la primera infancia, sugiere 
efectos traumáticos de difícil reparación, que exigen del equipo multidisciplinar, 
una expertis que considere este impacto y construya estrategias de intervención 
dirigidas a su resarcimiento bajo la premisa del cuidado y la disponibilidad.
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No es posible comprender los traumas ni el modo en que respondemos a 
ellos fuera del contexto de las relaciones humanas. Independientemente de que 
se trate de personas que han sobrevivido a un terremoto o que han sufrido abusos 
sexuales repetidas veces, lo más importante es cómo estas experiencias afectan a 
sus relaciones (con sus seres queridos, con ellas mismas y con el mundo). Los as-
pectos más traumáticos de cualquier desastre tienen que ver con la destrucción de 
las conexiones humanas, algo que es especialmente cierto en el caso de los niños. 
Que la gente que supuestamente debe quererte te haga daño o te abandone, verse 
privado de relaciones personales que te permitan sentirte seguro y valorado y vol-
verte humano… son experiencias profundamente destructivas (Perry, 2016: 283). 

Grá fi ca 3. Persona que ejerció el maltrato respecto de los ingresos documentados 2014 y 2015 
por sexo, al Centro Nacional, Modelo de Atención, Investigación y Capacitación Casa Cuna 

Tlalpan del SNDIF.

Fuente: Diagnóstico Social de los Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia, ENTS-UNAM 2016.
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Gráfi ca 4.  Delitos relacionados con los ingresos documentados 2014 y 2015 por sexo, al Centro 
Nacional, Modelo de Atención, Investigación y Capacitación Casa Cuna Tlalpan del SNDIF.

Fuente: Diagnóstico Social de los Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral 
de la Familia, ENTS-UNAM 2016.

6. EL TRABAJO SOCIAL EN UN MUNDO COMPLEJO

El maltrato infantil es una dolorosa realidad que se agudiza frente a las condi-
ciones de desigualdad y pobreza que aquejan a nuestra sociedad, que se transforma 
y muta frente a las reconfi guraciones del tejido social, en donde las niñas y los 
niños, aparecen en una velada tensión entre protección y exclusión,  resultado del 
constructo socio-histórico que les defi ne, en el que a pesar de contar con marcos 
jurídicos internacionales y nacionales, que les reconocen como sujetos de derecho, 
la aplicabilidad se distancia al encontrarse inmersos en una serie de problemáticas 
estructurales que les ofrecen escenarios hostiles que poco favorecen su desarrollo 
integral. Ante estas problemáticas las y los profesionales en Trabajo Social y disci-
plinas afi nes, nos vemos en la exigencia de colocarnos como agentes coadyuvantes 
a partir de la intervención, enfocados en incidir directamente en los contextos 
institucionales y familiares, a fi n de que estos, se confi guren como escenarios de 
seguridad, para las niñas y los niños, situados obligadamente, en el conocimiento 
profundo de este grupo poblacional que acompañamos y quienes se colocan como 
los agentes protagónicos del proceso (Ruíz, 2019: 11).
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Es aquí, en las violencias estructurales, que las profesionales en Trabajo Social 
se ven desafi adas en el hacer disciplinar “es que en serio Gaby, yo me acuerdo que 
antes los niños llegaban por pobreza, pero dime ¿qué hacemos ahora que resulta que la 
madre está en la cárcel, es prostituta o el papá narcotrafi cante?”12. 

En el contexto nacional, desde la entrada del neoliberalismo y con el detonante 
de la guerra contra el narcotráfi co en el año 2006, problemáticas como la trata de 
personas y la migración se han agudizado, resultado del Estado fallido, la corrup-
ción, la violencia, la falta de oportunidades, la impunidad y la pobreza.

Estas condiciones también que se experimentan en la vida familiar a manera 
de: bajos salarios, estigmatización del desempleo, fácil acceso a las armas, bajos 
niveles de educación, condiciones precarias de vivienda y servicios de salud insufi -
cientes, desigualdad, exclusión social y económica, son resultado del conjunto de 
estructuras tanto físicas como organizativas que no permiten la satisfacción de las 
necesidades (Galtung, 2017), en donde la pobreza, la desigualdad y la violencia, 
son el andamiaje y principal detonante de descomposición social, que construye 
la aparición del maltrato institucional en contextos creados para la protección de 
la niñez, los desplazamientos forzados a manera de éxodos migratorios y la trata 
de personas como una forma de esclavitud moderna; todo ello, a merced de un 
modelo económico neoliberal que cosifi ca al ser humano, le convierte en mercancía 
y lo reduce a un intercambio monetario.

De acuerdo a datos de la organización internacional Free the Slave, la esclavitud 
infantil es una actividad ilegal, sin embargo, está presente en todo el mundo, pues 
existen datos en donde países como el Himalaya, India, Nepal, Ghana existe la 
esclavitud infantil disfrazada de trabajo, en donde la niñez es sometida a jornadas 
de 17 horas de trabajo, a temperaturas extremas, con profundas deshidrataciones, 
o como esclavos sexuales, trabajo agrícola o servicio doméstico, según la Organi-
zación Internacional del Trabajo revela datos que evidencian la problemática, pues 
aproximadamente se manejan 21 millones de personas víctimas de la esclavitud, 
y se habla de la complejidad de la problemática cuando según la Organización de 
las Naciones Unidas maneja una cifra de 720 mil millones de pesos de ganancias 
anuales. 

En México, la situación está muy presente, pues se encuentra en el lugar 
número 20 de 167 países en donde se ha registrado la presencia de esclavitud, 
registrando un número de 376 mil 800 personas en situación de esclavitud, sólo 
por debajo de Brasil y Guatemala quienes presentan mayores números a nivel del 
continente Americano, esta problemática está presente en zonas como Tijuana, 
Sonora, Chihuahua, Acapulco y Cancún (Ruiz, 2016), lugares que coinciden con 

12 Viñeta narrativa recuperada del trabajo de campo realizado en Casa Cuna Tlalpan durante 2017.
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zonas fronterizas y lugares turísticos, por lo que se habla de un negocio altamente 
lucrativo, que atenta contra la dignidad humana.

Aun cuando hay presencia de datos, la Organización de las Naciones Unidas 
estima que, por cada cifra reconocida, existen otras 20 que no son reconocidas. 

Figura 3. Trata de personas: niñas y adolescentes víctimas de explotación sexual en México.

Fuente: Foro. Problemáticas de la Niñez en el México contemporáneo: trata de personas, niños migrantes no 
acompañados y crimen organizado, ENTS - UNAM.

Es así es como podemos afi rmar que la trata de personas y la migración son 
problemáticas que afectan a nuestra niñez, precedidas del contexto mundial y 
nacional que responde a intereses del mercado, sea como objeto de mercancía o 
de eliminación, la niñez contemporánea se constituye en la lógica del consumo 
de los mercados (Pippi, 2009:37), de personas con poder que buscan seguir ob-
teniendo ganancias sin importar lo que tengan que hacer, aun cuando violentan 
la dignidad humana.
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De ahí que el perfi l de las niñas y los niños que viven en los Centros de Acogi-
miento Residencial, se manifi estan congruentes con la realidad social y exigen una 
intervención acorde a su impacto, en donde el Trabajo Social se constituya como 
disciplina de las ciencias sociales cuyo objeto de estudio sea la intervención social 
con sujetos concretos que presentan un problema, carencia o confl icto social en 
un espacio y tiempo determinado (Tello, 2015:8). Y para que el trabajador social 
pueda intervenir debe ubicarse en una dimensión espacio-temporal relacionada con 
la llamada “crisis de la modernidad”, lo que implica que la intervención incluye, 
en mayor o menor medida, una forma de encuentro, diálogo y transformación 
mediante una articulación compleja de los diferentes mecanismos que componen 
el sistema de protección social en una sociedad a fi n de poder generar un cambio 
social (Carballeda, 2012); de aquí la riqueza de la intervención, pues recae justo en 
aquellos fundamentos teórico-metodológicos que posee el trabajador social, pues 
exigen  un  rigor científi co en  el  abordaje  de problemáticas  sociales.

Para Galeana de la O (2008) el Trabajo Social debe entenderse como el conjun-
to de procesos y acciones articuladas con direccionalidad para enfrentar situaciones 
sociales reales, problemáticas y complejas de los individuos, grupos, comunidades 
y colectivos sociales, a partir de potenciar tanto las condiciones como los servicios 
y recursos existentes en los propios sujetos y su entorno.

7. LA INTERVENCIÓN DE LAS TRABAJADORAS SOCIALES 
FRENTE A LA NIÑEZ SOBREVIVIENTE DE VIOLENCIAS 
ESTRUCTURALES

A continuación se recuperan parte de los hallazgos investigativos del proyecto 
“La intervención del trabajador social en la atención de la infancia en condición 
institucionalizada”, cuyo objetivo general pretendía: analizar los fundamentos 
teórico-metodológicos y prácticos que soportan la intervención del trabajador 
social con niñas y niños en condición de institucionalización que transitan por 
la primera infancia víctimas de trata de personas y maltrato infantil, a partir de 
grupos focales y con ello recuperar la praxis profesional e identifi car directrices 
para la intervención.

Para lograr el objetivo, se diseñaron y ejecutaron las técnicas Trayectoria laboral, 
Línea del tiempo y Mapas conceptuales, desarrolladas bajo el formato de taller y 
colocando títulos a cada uno: la primera de las técnicas fue titulada “Mis memo-
rias” (Trayectoria laboral) utilizando como estrategia la elaboración de un álbum 
fotográfi co individual que refl ejará la propia historia profesional. “DIF a través del 
tiempo” (Línea del tiempo) en donde, las trabajadoras sociales con cortes transver-
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sales compartieron su experiencia y difi cultades ante los cambios institucionales. 
Finalmente “Enlazando mis saberes” que utilizó como estrategia la elaboración de 
Mapas conceptuales realizados de manera individual.

Para llevar a cabo el procesamiento y análisis de la información se elaboraron 
una serie de esquemas diseñados y articulados en campos semánticos que vincu-
laron los testimonios de las trabajadoras sociales y cuyo análisis ofrece elementos 
concluyentes.
 
8. DISCUSIÓN Y ANÁLISIS

Las problemáticas del México contemporáneo derivadas de la violencia es-
tructural como la pobreza, la desigualdad, la impunidad y la corrupción, inciden 
directamente en la concepción que se tiene del maltrato infantil, ubicándolo hoy 
día como un fenómeno altamente complejo que se sintomatiza en el ámbito do-
méstico y trasciende en expresiones sociales como: la trata de personas, la niñez 
migrante no acompañada y el maltrato institucional.

Esta realidad atraviesa a la niñez mexicana y defi ne un perfi l de atención espe-
cífi co para aquellos que son ingresados en los Centros de Asistencia Social.

Para las trabajadoras sociales reconocer esta descomposición social y el perfi l 
de atención de niñas, niños y sus estructuras familiares, ha representado todo un 
desafío disciplinar, reconociendo que por años, las características de atención se 
colocaban en lo que podemos llamar: maltrato infantil en sus expresiones tradicio-
nales, entendido como “Toda acción de omisión descuido, negligencia, golpes, insultos, 
gritos que un adulto ejerce en contra de un menor de edad con el fi n de controlarlo o 
educarlo” y de alguna manera, reconocen su naturalización, que se expresa en “los 
roles rígidos, el castigo físico considerado necesario [...] aquí la epístola de Melchor 
Ocampo: la mujer no debe alterar al hombre, y es encargada de la estabilidad del ho-
gar y eso pues de alguna manera permea a los hijos”, siendo el niño o niña un sujeto 
pasivo “los que menos se pueden defender” y reconociendo que esta permisividad, 
contribuye a que el maltrato que se vive en el ámbito doméstico, se siga conside-
rando un asunto privado que involucra solo al sistema familiar. 

Se identifi ca que las profesionales no encuentran una diferencia signifi cativa 
entre las expresiones tradicionales de maltrato y las contemporáneas, pues mani-
festaron que en este último “los tipos de maltrato siguen siendo los mismos tipos físico, 
psicológico abuso sexual, trata de menores, alienación parental que son lo que los padres 
utilizan entre ellos para pelearse, con el pretexto del niño”.

En este sentido, ellas consideran que los factores detonantes del maltrato in-
fantil son, “económicos, falta de tiempo para cuidar a los hijos, mala relación entre 
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los padres, adicciones, negligencia de la familia [...]”, llevando un plano microsocial 
(familiar) el ejercicio de las violencias, sin lograr dimensionar consistentemente, la 
manera en cómo la violencia estructural permea y defi ne nuevas confi guraciones 
del maltrato infantil. Jaramillo (2016) expone que

…la relación entre la responsabilidad individual y el destino es complicada, 
pero explicar la pobreza, la marginalidad y la criminalidad con el argumento 
de la cultura de la pobreza, es decir, la transmisión intergeneracional de las 
normas y comportamientos culturales patológicos y destructivos dentro de 
los hogares pobres, o a los referentes culturales violentos en el entorno de los 
jóvenes de familias pobres, equivale a ignorar toda una serie de condiciones y 
restricciones estructurales que moldean la trayectoria de vida de los individuos 
en la sociedad…

En la construcción que la profesional hace del sujeto social (persona-problema-
contexto, desarrollada por Tello), se puede observar el uso del enfoque sistémico 
reducido al nivel meso, adjudicando casi hegemónicamente, la responsabilidad del 
cuidado del niño o niña a la familia, sin tomar en cuenta en cuenta la infl uencia 
que el macrosistema sobre ésta.

Dicha manera de interpretar el problema impacta en la forma en la que las 
trabajadoras sociales de Casa Cuna Tlalpan intervienen en los casos ya que men-
cionan que en “la intervención ahora es muy importante trabajar con las familias 
para entender también por qué actúan de esa manera en contra de los niños”  y buscan 
“fomentar apegos seguros [...] también entender que las mamás también necesitan 
ser aceptadas, ser entendidas, el niño necesita un adulto disponible pero también la 
mamá lo necesita”, lo que nos habla de una intervención con enfoque psicológico 
privilegiándose por encima de las interacciones, el contexto, las relaciones y las 
condicionantes sociales.

Otro aspecto relevante dentro de los elementos teóricos en los que se sustentan 
las trabajadoras sociales, a partir de la profesionalización, es la teoría del apego y 
primera infancia, en donde mencionan “que los niños sepan que la convivencia por lo 
general es siempre en el mismo lugar y le damos continuidad a juegos y los niños ya van 
conociendo la dinámica y esto les va dando certeza este día si me toca”.  Estas narrativas 
refl ejan el conocimiento respecto de la importancia del vínculo y la predictibilidad 
como una herramienta desde la mirada transdisciplinar del Trabajo Social, pues 
permite conocer la importancia que tiene un cuidador secundario, en donde de 
acuerdo con Salinas (2017) 

…el modelo de apego independiente menciona que a pesar de que el infante 
construye vínculos de apego con distintas y diversas cuidadoras, cada una de ellas 
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puede fungir como una base segura en ciertos momentos de la vida cuando el 
niño experimenta interacciones continuas y prolongadas con estas…

 en ese sentido las trabajadoras sociales de manera enunciativa buscan confi -
gurarse como un cuidador secundario.

Las trabajadoras sociales mencionaron que “uno no puede querer que la perso-
na haga lo que no conoce, en este sentido se busca orientar a las familias a fi n de que 
mejoren sus condiciones materiales e instrumentales reconociendo y potencializando 
sus fortalezas”, lo que permite visualizar un conocimiento profesional respecto 
de las funciones y actividades de acuerdo a su expertis profesional y siguiendo a 
Galeana (2008), concebir en la  intervención del Trabajo Social “el conjunto de 
procesos y acciones articuladas con direccionalidad, a partir de potenciar tanto 
las condiciones como los servicios y recursos existentes en los propios sujetos y su 
entorno”. Cuando se profundiza en la manera cómo lo hacen, se obtienen vacíos 
importantes, pues no dan elementos concretos de intervención “cada caso es único, 
no podría decirte algo en particular”.

La infl uencia psicológica sumada a la desarticulación teórica-metodológica, 
permea la intervención social de las trabajadoras sociales, la cual pone a discusión 
el concepto que se tiene del Trabajo Social, pues a partir de cómo conciben la disci-
plina, se posicionan frente a los casos y frente a las problemáticas sociales atendidas.

 En donde el Trabajo Social es una disciplina de las ciencias sociales cuyo objeto 
de estudio es la intervención social con sujetos concretos que presentan un pro-
blema, carencia o confl icto social en un espacio y tiempo determinado (Tello, sf ) 
sin embargo, en las trabajadoras sociales predomina una visión de ayuda, “Trabajo 
Social es la mejor forma de ayudar a las personas a entender que merecen una mejor 
calidad de vida”. Esto se correlaciona con la trayectoria profesional e institucional, 
en donde la Asistencia Social derivada del estado benefactor pos-revolucionario, 
se concibe como una estrategia para paliar los efectos derivados de la pobreza y se 
enfoca en la atención de los desvalidos y sus familias.

 Esta práctica de intervención no proporciona elementos sufi cientes para inter-
venir en problemáticas  cada vez más complejas ya que  “actualmente los problemas 
ahora se pueden agudizar, desde mi óptica más porque ahora ya la mamá enfrenta a 
lo mejor retos mucho más complicados”, sin lograr incorporar sólidamente que los 
factores que propician estas problemáticas son la pobreza, la corrupción, los bajos 
niveles educativos, desigualdad, etc, como resultado de la violencia estructural, en 
donde al Estado se le considera como incapaz de dar respuesta a dichas situaciones.

 De esta manera, la intervención, además de tener un fundamento teórico-
metodológico, debe tener una base jurídica que guíe las líneas de acción que se 
implementan en los Centros de Asistencia Social; dichos marcos jurídicos, ratifi -
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cados por el Estado, ponen al niño al centro como sujeto de derecho, sin embargo 
“son enunciativos y cuando vamos a la realidad la realidad nos alcanza y no es que sea 
mala sino que es escasa, creo que tiene en intencionalidad algo fantástico que es tomar 
al niño como un sujeto de derechos”.

 Se refrenda un discurso adultocentrista que en poco contribuye al cambio de 
paradigma del niño como sujeto de asistencia al niño como sujeto de derecho “en 
la medida que hablas de derechos hay una obligación y de esa manera puedes hacer que 
la mamá se responsabilice de esas obligaciones que ha hecho a un lado [...] si hablamos 
de ley ella los está violentando y por lo tanto hay un castigo [...] a lo mejor no lo decimos 
tal cual”  y nuevamente un espectro que reduce el cuidado, a la madre.

La intervención social se enfoca en “[...] resguardar, cuidar y proteger, quien 
decide son los de allá arriba” dejando a las trabajadoras sociales como operarias de 
un manual de procedimientos que se confi gura a manera de listado de acciones que 
limita la creatividad y el abordaje metodológico disciplinar, en donde los marcos 
jurídico-normativos y la creación de instancias de procuración de justicia como la 
actual Procuraduría Federal para la Protección de los Derechos de Niños, Niñas y 
Adolescentes, “interfi ere con las funciones y actividades propias del trabajador social”. 
Para las profesionales de Casa Cuna Tlalpan la creación de la Procuraduría se ha 
“vivido con mucha angustia, el no poder dar respuestas oportunas nos llenan de coraje 
[...] es bastante frustrante y angustiante que ellos no entiendan que hay necesidades 
humanas, para ellos es más importante cumplir con un procedimiento administrativo, 
que con la atención a una necesidad real”. 

 Este cúmulo de sentimientos desarrolla en las profesionales lo que se conoce 
como Síndrome Burnout 

el cual se caracteriza por el excesivo agotamiento emocional que gradualmente 
lleva, a quien lo experimenta, a un estado de distanciamiento emocional y cog-
nitivo en sus actividades diarias, con la consecuente incapacidad de responder 
adecuadamente a las demandas de servicio (Graue, Álvarez, Sánchez, 2007).

“En algún momento te afecta el no poder intervenir como se quisiera, sin embar-
go, no puedes continuar así, te alineas y continuas; fi nalmente trabajamos para una 
institución”. 

 De aquí que la creación de instancias, instrumentos y manuales que guíen la 
intervención social se piensen y elaboren desde la cotidianidad de los Centros de 
Asistencia Social y de los profesionales quienes, desde su experiencia operativa, 
los retroalimenten. 
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9. A MANERA DE CONCLUSIÓN

Las trabajadoras sociales del Centro Asistencial cuentan con una consistente 
trayectoria laboral que les brinda un conocimiento empírico y proximidad con las 
niñas y niños sujetos de atención, confi gurándose como la principal motivante para 
cursar por una profesionalización y adquirir el grado académico de trabajadoras 
sociales a nivel técnico y/o de licenciatura.

A pesar de contar con el perfi l profesional, el trabajo de campo, develó impor-
tantes imprecisiones teórico-metodológicas en relación a la intervención social, 
al identifi car un ejercicio profesional inconsistente frente a las exigencias sociales 
del actuar profesional. Su intervención, enmarcada en las características de la 
población que atienden ha complejizado la atención integral, lo que demanda un 
acercamiento a través de un estudio sensible, refl exivo y teórico con relación a las 
nuevas confi guraciones del maltrato infantil en sus expresiones contemporáneas 
como: niñez migrante no acompañada, trata de personas y maltrato institucional.

Los hallazgos investigativos sugieren la necesidad por generar espacios de cui-
dado profesional en el reconocimiento de la implicación que advierte el trabajo 
con seres humanos que han sido expuestos a la violencia, esperando que estos les 
brinden: protección, cuidado y equilibrio respecto de los efectos de la atención 
permanente de situación de vulneración de los derechos (Reyes 2013).

Es fundamental que la institución se confi gure como un escenario de seguridad 
para la niñez y el equipo interdisciplinario, encaminando la intervención social 
desde las interacciones sociales de la familia y la comunidad, sus condiciones mate-
riales e instrumentales y la dinámica familiar a partir de las tensiones generadas de 
las violencias estructurales y condiciones políticas, económicas y culturales del país.

Reconocer la intervención social como espacio de libertad desde el que es 
posible  modifi car situaciones sociales.
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Resumen: El presente capítulo es fruto de una investigación basada en la Historia Oral, 
llevada a cabo en 2016 en el Desayunador Salesiano “Padre Chava” (Tijuana, México)1. 
La metodología para este estudio tiene como objetivo principal conocer la vida de una 
persona a través de su propio relato; es una especie de biografía, contada o narrada por el 
propio individuo y motivada por el investigador. “La construcción de este relato, como 
obvio, puede llevarse a cabo de muchas maneras y con diferentes propósitos, reclamando 
cada uno de ellos adaptaciones y especifi caciones metodológicas propias, más o menos 

1 Dentro del programa pre-doctoral de la Universidad de Jaén, en el mismo recabamos cuantiosa 
información el cual nos ha servido para realizar el presente capítulo, además de ser el trabajo de campo 
de una futura tesis doctoral.
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importantes”. (Coello, 2010, p.6). Para Jones (1983)  “de todos los métodos de investi-
gación cualitativa, tal vez éste sea el que mejor permita a un investigador indagar cómo 
los individuos crean y refl ejan el mundo social que les rodea” p.165. Con este trabajo 
se propone exponer que la migración mexicana a Estados Unidos funciona mediante 
extensas redes migratorias articuladas desde su país de origen hasta llegar al destino fi nal. 
Para que esta migración este llevándose a cabo con éxito, previamente se ha tenido que 
gestar y quizás consolidar unas nuevas redes migratorias capaces de absorber la creciente 
demanda migratoria mexicana. El papel de las redes dentro del proceso migratorio está 
absolutamente demostrado en diferentes países.

Conceptos clave: México, Estados Unidos, Migración, causas, trayectoria, Historia Oral.

1. INTRODUCCIÓN

La fi nalidad de la estancia de investigación no era otra que realizar el trabajo 
de campo necesario para una futura tesis doctoral, teniendo como emplazamiento 
geográfi co Tijuana, ciudad fronteriza con Estados Unidos, siendo este el último 
paso obligado para todos los migrantes procedentes de cualquier punto del extenso 
continente americano. 

A nivel estructural, el capítulo queda dividido más o menos sistemático, en 
los siguientes apartados: causas profundas de la emigración y perfi l social de los 
migrantes; precio del viaje e infraestructura ilegal del “viaje” migratorio, produci-
do por las mafi as, bautizadas como coyotes; descripción del viaje desde el México 
natal hasta la frontera norte con Estados Unidos. Llegada a los EE. UU; tipos de 
trabajo desempeñados, proceso de adaptación al país, primeras sensaciones y nos-
talgia por la tierra; momento de la deportación, recibimiento a la vuelta a México, 
que percepción tienen de ambos países. Añadimos al presente capítulo un breve 
resumen de como la migración, a nivel histórico, ha sido concebida por muchos 
gobiernos como un intercambio de trabajadores de países en desarrollo a países 
industrializados. La ausencia de mano de obra y la aversión de la población nativa a 
ocupar puestos de trabajo de escasa remuneración e irrisorio prestigio, provocaron 
la creación de diferentes programas temporales y permanentes de “trabajadores-
huéspedes”, como fue el caso de Estados Unidos, produciéndose un intercambio 
Norte-Sur que benefi ciaba a ambas partes.

El escenario de nuestra investigación testimonial es Tijuana, ubicada en la pro-
vincia de Baja California, cuya capitalidad es Mexicali. Tijuana tiene el prestigio 
de ser la ciudad fronteriza más transitada del mundo, con más de 45 millones de 
personas que cruzan la frontera de forma regular cada año.
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2. METODOLOGÍA

Fase de trabajo de campo
Para la realización de este capítulo, se han realizado entrevistas semiestructu-

radas divididas en dos grupos, conservando y asegurando el anonimato de todas 
aquellas personas participantes que no han querido dar su nombre. Un grupo de 
expertos (GE) en las diferentes áreas de interés para esta investigación y un Grupo 
de informantes clave (GIC). 

Procedimiento
- Las entrevistas se realizaron en México y Estados Unidos. 

- La selección del perfi l del informante va en función de los siguientes requi-
sitos: ser mayor de 25 años, haber estado viviendo en Estados Unidos al 
menos 10 a 15 años o bien acabar de emprender el viaje, migrante deportado/ 
migrante viviendo en USA. 

- Duración: 90-10 minutos en total cada entrevista. 
Las entrevistas se realizaron con grabadora de voz digital para su posterior 

transcripción.
Objetivos: 

- Analizar el origen del migrante, dónde nació, cómo fue su vida antes de 
salir de su ciudad, cómo imaginaba el mundo fuera de allí…

- Conocer con detalle el viaje del migrante hasta su llegada a Estados Unidos: 
el contacto con los coyotes, medios de transportes, países recorridos, difi cul-
tades del camino, acontecimientos más signifi cativos al atravesar México…

- Analizar las sensaciones del migrante a la llegada Tijuana, cómo ve Tijuana 
y la frontera con EEUU. 

- Conocer cómo los migrantes piensan cruzar la frontera, cuáles son sus 
contactos en el país de llegada.

- Conocer la percepción que tienen los migrantes de su país de origen, ¿re-
tornarán alguna vez? ¿Ayudan económicamente a la familia que quedó allí? 

- Analizar las sensaciones del migrante a la llegada a Estados Unidos, qué le 
pareció el lugar de llegada, cuáles fueron sus primeros trabajos, si llegó a 
sentir racismo. 

- Identifi car cómo fue la deportación, en qué ciudad fronteriza le dejaron. 

-  Conocer qué imagen tienen sobre los demás migrantes.
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3. CAUSAS Y PROTAGONISTAS DE LA EMIGRACIÓN

Las causas del éxodo migratorio responden a la brecha salarial que se da entre 
un país que tiene escasez de capital, pero excesiva oferta de trabajo; y otro en que 
abunda el capital, pero reclama trabajo. Por tanto, en los países en los que el capital 
es bajo y la oferta de trabajo es alta, los salarios tienden a ser irrisorios; mientras 
que en aquéllos países que tengan un alto capital y relativamente menos trabajo, 
los salarios tienden a aumentar (Massey, Douglas y Zenteno, 2000, p. 8-9). A con-
tinuación, se muestra una tabla comparativa de los salarios mínimos entre Estados 
Unidos y México entre los años de 2011 a 2016.

Tabla 1. Salario mínimo en Estados Unidos en los Estados con mayor migración de mexicanos 
(2010-2016) (dólares).

Entidad 2011 2012 2013 2014 2015 2016
Estados Unidos 7.25 7.25 7.25 7.25 7.25 7.25
California 8.00 8.00 8.00 8.00 9.00 10.00
Texas 7.25 7.25 7.25 7.25 7.25 7.25
Illinois 8.25* 8.25* 8.25* 8.25* 8.25* 8.25*
Arizona 7.35 7.65 7.80 7.90 8.05 8.05
Florida 7.25 7.67 7.79 8.05 8.05 8.05
Georgia 5.17* 5.17* 5.17* 5.17* 5.17* 5.17*
Colorado 7.36 7.64 7.78 7.78 8.23 8.31
Carolina del 
Norte

7.25 7.25 7.25 7.25 7.25 7.25

Nevada 6.55-7.55 7.25-8.25 7.25-8.25 7.25-8.25 8.25 8.25
Nueva York 7.25 7.25 7.25 7.25 8.75 9.00
Washington 8.67 9.04 9.19 9.19 9.47 9.47
Nuevo México 7.50 7.50 7.50 7.50 7.50 7.50

Notas: Los números que están en negritas hacen referencia al salario mínimo interprofesional en Estados 
Unidos, así como los estados que, en 2016, pagan por encima de éste.
* A partir de cuatro o más horas de trabajo.
**A partir de seis o más horas de trabajo.
Fuente: Elaboración propia, con base en United States, Departament of labor,< https://www.dol.gov/whd/
state/stateMinWageHis.htm>.
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Contrastando los datos que aparecen en el cuadro 1, correspondientes a la 
remuneración obtenida en Estados Unidos entre los años 2011 y 2016 por ocho 
horas de trabajo, recibiríamos un total 85 dólares. En cambio, en México (cuadro 
2), la remuneración durante el mismo periodo es de 4.96 dólares. Por consiguien-
te, un trabajador mexicano necesitaría trabajar 11.96 días para obtener la misma 
cantidad que ganaría en un día como migrante en el país estadounidense (Vázquez, 
2015, p. 105).

Curiosamente, en enero de 1994 entró en vigor el tratado de libre comercio de 
América del Norte (en adelante TLCAN), la fi nalidad de este acuerdo no era otro 
que la de igualar los salarios mexicanos con los de estados unidos en un periodo 
de tiempo no muy extenso, situación que 24 años después no se ha producido, 
como se observa en los datos.                                     

Tabla 2. Salario Mínimo en México (2011-2016) (Dólares).

Año Salario mínimo por hora Salario mínimo diario (8 horas)
2016 0,69 5,52
2015 0.66 5.29
2014 0.63 5.08
2013 0.61 4.89
2012 0.58 4.70
2011 0.56 5.51

Fuente: Elaboración propia, con base < http://www.anterior.banxico.org.mx/politica-monetaria-e-infl acion/
material-de-referencia/%7B1CE5E796-10EA-2044-BFBB-264B3B4487F8%7D.pdf>.

La importancia del salario radica en el poder de compra real que el dinero 
pueda tener, una vez descontada la infl ación. En este sentido, el poder adquisitivo 
del dólar en Estados Unidos garantiza el acceso a estados mínimos de bienestar 
(alimentación, salud, vivienda, transporte e incluso recreación), mientras que en 
México el salario mínimo dista de satisfacer las necesidades básicas de alimenta-
ción de una familia de cuatro miembros. Es esta brecha entre ingresos y poder de 
compra del peso y el dólar lo que fundamentalmente explica el fl ujo migratorio 
hacia Estados Unidos (Vázquez, 2015, p. 106). 

Los protagonistas pertenecen a una clase media/baja, y de pequeñas zonas 
rurales, que, a base de sacrifi cio, trabajo y en algunos casos hipotecando o vendien-
do sus propiedades, consiguen obtener la fi nanciación para emprender el costoso 
viaje. En cuanto al sexo, predominan los varones, con edades comprendidas entre 
los 40 a 60 años. En relación al estado civil, encontramos una gran disparidad de 
casos, donde predominan los varones casados, de clase media/baja y cualifi cados, 
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pero que ante la falta de oportunidades en su país y la devaluación del dólar, se 
ven obligados a emprender el viaje hacia el Norte con la idea de retorno, pero la 
vida en Estados Unidos les deparará otras circunstancias, lo que derivará en una 
dilatación mayor en el tiempo de estancia en EE.UU., con el objetivo de poder 
conseguir un capital que les permita volver, al menos con dignidad al lugar de 
origen. Poco a poco, esa dilatación en el país receptor les hace cambiar el carácter 
“eventual” de la situación, a una forma de vida “permanente”, que, tras obtener la 
carta verde o de residencia, olvidan a su familia de origen, sustituyéndola por una 
segunda familia creada en EE.UU.

El testimonio, que mostramos a continuación, refl eja ese “olvido” por parte 
de los migrantes a su familia de origen, reemplazándola por una segunda familia 
en el país receptor:

“Como te dije mi padre fue el que emigró primero a Estados Unidos, y nosotros nos 
quedamos en México, yo, mi madre y mis dos hermanos. Mi madre estaba pasando 
por una batalla sola, porque era una madre con tres hijos que su esposo estaba en 
el otro lado2, su esposo algunas veces llegaba en carros nuevos a Michoacán, todo el 
tiempo lucía bien, le gustaba la buena ropa… él supo cómo hacer cositas, pero tuvo 
bastantes errores, empezó a conocer una chava, aquí y allá, estaba joven y a veces mi 
madre sentía que mi padre no le prestaba la atención que merecía por tener sus hijos, 
pero mi madre era una mujer y es gracias a Dios bien fuerte, ella siguió adelante 
sola. Recuerdo que una vez nos dijo que tuvo que robar varias tortillas para que no 
nos quedásemos sin comer…. Le daré siempre las gracias a Dios por tener una madre 
así un fuerte que nos sacó de tiempos hacia delante”. (E-1)

A continuación, presentamos el testimonio de Luis Mazón, de estatus socio-
económicos y estudios bajos, que, persiguiendo el sueño de conocer a sus padres, 
emprende el viaje a EE. UU con tan solo 10 años: 

“Yo me fui a Estados Unidos con 10 años, me vine a escondidas de mi abuela 
y abuelo, yo me críe con ellos, con mis abuelos, desde los 2 meses hasta los 10 años 
viví con ellos. Recuerdo que una vez vinieron mis tíos a Morelia de Zitácuaro a 
visitarnos, y yo les dije que me quería ir con ellos para poder conocer a mis padres 
que vivían al otro lado, pero no me dejaron.  Yo tenía siempre la curiosidad de 
saber quiénes eran mis padres, pensaba que al conocerlos otra cosa sería (empieza a 
llorar), quería saber si había más amor, más cariño, más calidez, quería sentir un 
abrazo de mi madre…  aunque claro, para mí, mi madre ha sido y será siempre 
mi abuela…( ) sucedió cuando vinieron mis tíos a visitarnos, yo me vine escondido 
en una camioneta Advance Chevrolet que llevaron para allá, echaron la maleta, 

2 Los mexicanos cuando dicen “el otro lado”, quieren referirse a USA.
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todo…. y yo me escondí debajo del asiento, entre las maleta, con 10 años y por aquí 
por Guadalajara y  Morelia escuché que querían parar a comer, entonces empecé a 
toser una tosesita como diciendo yo también tengo hambre, me regañaron, me dijeron 
que porque había dejado a mis abuelos solos, y les dije que ustedes también los habían 
dejado solos….( )total que ya nos íbamos a regresar para Morelia a dejarme… y se 
la arreglaron para llevarme para la zona de Tijuana, y ahí fue cuando les dije que 
quería conocer a mis padres, mi madre era hermana de uno de mis tíos con los que 
venía en el coche, y accedió a cruzarme en el carro al otro lado…”. (E-2)

Señalamos un testimonio sobre el contexto socio-económico de marginación 
y pobreza extrema que vive nuestro siguiente informante durante su niñez: 

“Yo soy de Los Mochis, Sinaloa, Fíjate que mi casa estaba hecha de adobe, éramos 
10 en la familia, todos vivíamos en un ranchito pequeño, ahí si tú tienes dinero 
puedes sembrar maíz, y si no, pues le trabajabas a otra persona y te daría cinco kilos 
de maíz al día, allí tienes que sobrevivir. Mi hermana que es la tercera, se dedicaba 
a moler maíz…  una vez fuimos a cazar conejos, pero al no cazar nada, mi padre 
empezó a tirarle a las ratas, ese día cenamos eso (ratas), vivíamos en la sierra y allí 
solo hay supervivencia. Recuerdo que muchas veces me quedé sin comer para dárselo 
a mi hermano, él lloraba por las noches del hambre que tenía, pero lo hacía a es-
condidas para que no me vieran mis hermanos darle mi parte de la comida. En mi 
casa éramos ocho hermanos, más mi papá y mi mamá, mis padres no trabajaban, 
solo comíamos lo que el campo nos proporcionaba…”. (E-3)

4 INFRAESTRUCTURA ILEGAL Y VIAJE DESDE MÉXICO 
HASTA LOS EE.UU DE NORTEAMÉRICA

Como hemos mencionado más arriba, los protagonistas de la emigración no 
siempre  son los más pobres,  pues los verdaderamente pobres, no tienen ninguna 
propiedad que hipotecar, ni tampoco un fondo de ahorro el cual puedan hacer 
frente al costoso viaje. Los primeros emigrantes mexicanos que empezaron a llegar 
a estados unidos fueron a principios del siglo XX, concretamente  entre los años 
1900 y 1910, con la llegada del ferrocarril a la frontera norte de EE.UU, procedente 
del interior de México. No debemos de olvidar, que, por aquel entonces, Estados 
Unidos, además de ser un gran imperio industrial, estaba formado por ciudades tan 
grandes y poderosas como las europeas, habitadas en su mayoría por inmigrantes. 
Curiosamente, tras la primera guerra mundial, y ante el miedo de una gran llegada 
de emigrantes procedentes en su mayoría del viejo continente europeo, se aprobó 
una de “Ley Migratoria de Emergencia” en 1921, quedando México exenta de ella. 
Por consecuencia, las primeras deportaciones  que afectaron a los migrantes 
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mexicanos no comenzaron hasta la llegada de las primeras depresiones a estados 
unidos, allá por el año 1921, donde se deportaron a más de 150.000 trabajadores 
agrícolas, coincidiendo  a su vez con la creación de la Patrulla frontera. Este acon-
tecimiento, dio origen a la “conversión” de la calidad migratoria del mexicano/a, 
convirtiéndolo en un “ilegal”  y condicionándolo a tener que volver a ingresar al 
país de forma “irregular”.

Asimismo, veinte años después, y ya inmersos en la Segunda Guerra Mundial, 
se iba a producir un efecto rebote a las últimas políticas migratorias llevadas a cabo 
en materia de deportación. Estados unidos demandaría mano de obra agrícola, 
debido a las vacantes dejadas por los ciudadanos estadounidenses, que, forzosa-
mente, tuvieron que enrolarse en las fuerzas armadas para combatir en la primera 
línea de batalla, además de dedicarse a la industria de defensa. En esta parcela, jugó 
un papel fundamental el gobierno mexicano, que, tras las masivas deportaciones 
acaecidas en los años treinta por parte de estados unidos, exigió la creación de un 
convenio sobre importación de mano de obra (Morales, 1983, p.25).

En 1942 entraría en vigor el Convenio Bracero, prolongándose hasta 1964. Se 
estima que en los más de 22 años que estuvo en funcionamiento, benefi ció a más 
de 5 millones de mexicanos que entraron de forma regular con contrato de trabajo, 
y se deportaron a otros 5 millones de mexicanos por carecer de documentación 
en el país estadounidense.

A continuación, y, antes de centrarnos en nuestros informantes, no podíamos 
olvidarnos de la Ley Simpson-Rodino, bajo el gobierno del entonces presidente 
Ronald Reagan, el cual permitió la entrada a 1.2 millones de mexicanos, además 
de legalizar otro millón de trabajadores agrícolas especiales (Special Agricultural 
Workers, SAW)

Señalamos un testimonio sobre uno de los casos de emigrantes que entraron 
de forma legal en el país estadounidense, acogiéndose a uno de los programas, y 
dando fe del proceso burocrático lento al que tenían que hacer frente, demorando 
inclusive un año hasta su ingreso en EE.UU:

“Recuerdo que fue un viaje largo, nos subimos en un camión bonito, yo me senté al 
lado de mi jefa, durante el trayecto ella me hablaba acerca de lo que nos iba a deparar 
esa viaje…. Llegamos a Tijuana, y a mí se me hizo bastante rara esa ciudad, había 
mucha basura, de hecho la quemaban por todos lados. En Tijuana duramos como 
un año preparando el viaje, arreglando papeles…. Hasta que después vino mi padre 
por nosotros, entramos de forma legal al otro lado, ya habíamos pasado un proceso 
en lo que nos fi charon y sacaron huellas, todo el proceso que tenemos que pasar. En 
el tiempo que pasamos en Tijuana, nos quedamos en casa de una tía, durante ese 
año y hasta que llegó mi padre en nuestra busca”. (E-4)
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A continuación mostramos uno de los casos que de manera excepcional se 
produce en USA, es la emigración a la inversa de Norte-Sur originada por chicanos3:

“Nací al otro lado, pero como a los cinco años  me vine para México con mi papá 
y mi mamá, concretamente a Mexicali y ahí vivimos como siete años. En ese tiempo 
a mi mamá le diagnosticaron cáncer,  mi papá notó que los médicos y la medicina en 
general en Mexicali como que no eran muy efi cientes, de hecho,  los mismos doctores 
le recomendaron que bajara para Guadalajara, porque allí había especialistas, de 
hecho se fue  con una hermana suya  y algunos familiares. A los tres o cuatro meses 
nos mandó pedir nuestra madre, que fuéramos, y allí en Guadalajara en un pueblito 
chiquitito, llamado Tepatitlán viví unos dos años,  así cuando yo tenía unos 9 o 10 
años, ella murió, porque murió a los dos años después de  mandarnos a Guadalajara. 
Pasado unas semanas regresamos a Mexicali, y de ahí  unos compadres de mis padres 
me llevaron con ellos, yo fui el único que estuvo allá, por haber nacido y ser ciuda-
dano estadounidense, el resto de mis hermanos se quedaron acá. A mis hermanos yo 
les ayudaba, les enviaba dinero semanalmente para que pudieran tener una vida 
mejor,  ya crecieron todos…. ( ) En el valle imperial yo me crie con esos amigos de 
mis padres, de ahí me casé a la edad de 20 años”. (E-5)

Traemos un testimonio vivencial, narrado en primera persona, que nos pro-
porciona de manera detallada la odisea del “cruce” a Estados Unidos en su ruta 
terrestre:

 “Esa noche nos preparamos, recuerdo que hicimos una buena cena para irnos co-
mido con el buche lleno. Por la parte de arriba del cerro de Tijuana,  por la carretera 
internacional había un pedazo de valla que uno podía entrar libremente, no había 
cerco ni nada, ahora si lo hay. Entonces recuerdo que dijimos de salir a las 10:00 de 
la noche y cruzar. Recuerdo que estuvimos mirando dónde estaba la migra, vimos 
cómo se movió uno, como se movió otro y le dimos rápido para dentro, pero estuvimos 
más de una hora mirando que movimientos hacia la migración, así que nos aven-
tamos hasta que llegamos al Barranco. Ahí nos quedamos un poco agazapado, pero 
la migra nos vio…. en el tiempo que quisimos relacionar ya estábamos  rodeado de 
migra, nos agarraron nos llevaron a la ofi cina a mi cuñado y su sobrino le echaron 
por Tijuana ya divisaron por Sonora por Luis del Colorado, y recuerdo que nomás 
tenía 20 $ y ya tuve que pedirle dinero mi hermana y seguir a ver como lo hacíamos 
para poder cruzar de nuevo, y estaba desesperado porque tenía que pedir dinero y 
no me gusta pedir dinero. Me acuerdo que estuve varios días pidiendo dinero en la 
calle para poder volver a Tijuana”. (E-6)

3 Chicano se utiliza para designar a un ciudadano de Estados Unidos que tiene como origen 
mexicano. Los chicanos, por lo tanto, son los estadounidenses con padres o antepasados mexicanos.
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Ejemplo de la desesperación que se vive durante el intento de ingreso irregular 
en el país estadounidense: 

“Recuerdo que paramos en una alimentación y compramos agua, algo de comida 
y pomada en los pies para las posibles rozaduras. También compramos jugo, jamón 
y unos barrotes, luego caminamos  durante más de cinco horas hasta llegar a un 
cerro muy grande, y allí tuvimos que esperar una hora así, porque el esfuerzo había 
sido muy duro. Después seguimos caminando otras cuatro o cinco horas pero ya era 
cuesta abajo. Recuerdo que durante todo ese camino siempre había uno delante de 
nosotros que era el que nos decía  por donde tenemos que coger, y si había algún tipo 
de peligro como un hoyo, serpientes, cactus…. Recuerdo que no teníamos luces, ni 
celular. Pasado un tiempo, nos topamos con más de 200 personas que iban también 
para el otro lado, le preguntamos qué a dónde iban,  y  respondieron que igual que 
nosotros para el otro lado, allí esperamos varias horas a que pasara la migra con el 
helicóptero para seguir hacia delante… (E-7)

Rol fundamental que desempeñan los coyotes para conducir a los emigrantes 
al deseado Estados Unidos, y cuenta de los obstáculos que deben hacer frente en 
esa “Odisea” migratoria:

“El coyote no cobró 1000$ por los dos porque éramos conocido de parte de mi 
hermana, era muy poco, porque en esa época valía mucho más caro cruzar. Y como 
te digo hicimos la misma rutina para cruzar de nuevo con el  mismo coyote. La dife-
rencia es que ese día cruzamos de día y veíamos con claridad… llegamos a la laguna 
y ahí fue otra vez el punto decisivo, ahí aguantamos más de tres horas mirando a 
la migra (policía migratoria) a ver cuando era la oportunidad para poder cruzar, 
hasta que nos hizo la señal el coyote para poder cruzar, y no, en friega corriendo 
para la carretera sin mirar atrás, hasta que pasados unos 20 minutos, paramos los 
tres con la mala suerte de que empezó a llover con truenos relámpago, se puso la cosa 
bastante fea. (E-8)

El que prueba la emigración se ve envuelto en un caos aleatorio, donde la 
fortuna juega un papel fundamental:

“…Ya la intenté cruzar hace dos días, me dirigí hacia la frontera y me entregué a 
las autoridades migratorias estadounidenses. Una vez allí, me esposaron y llevaron a 
una “cárcel provisional para migrantes”, allí me dieron comida y me trataron bien. 
Me dijeron que había más de 600 personas para tramitar el asilo, que era mejor que 
volviera a Tijuana, pasara algunos días en un albergue y posteriormente volviera a 
intentar pedir asilo, pero que la próxima vez debía llegar con más migrantes desde 
el desayunador salesiano [albergue]. Además toda mi familia está en México, no 
tengo a nadie en el otro lado esperándome”. (E-9)
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En el siguiente testimonio se refl eja la “obsesión” del migrante por emigrar a 
Estados Unidos, fruto quizás del capitalismo y de la “propaganda” estadounidense 
expandida por todo el mundo a través del consumismo:

“Yo creo que todos tienen en la cabeza emigrar, emigrar, emigrar y emigrar a un 
lugar donde haya una vida mejor, todos quieren mudarse a un lugar que Hollywood 
nos muestra, dónde los famosos tienen 50 carros y gastan millones de dólares al 
instante. Nosotros no tenemos ni para comer, entonces pensamos que tenemos que 
emigrar al país de esa gente. Imagínate una persona que pasa en un país que no es 
desarrollado 20 años, por ejemplo yo, tengo 40 años y jamás he conducido un carro. 
Un niño en tu país ya sabe hasta manejar un Rolls Royce”. (E-10)

5. LA LLEGADA A LOS ESTADOS UNIDOS Y PRIMEROS TRA
BAJOS DESEMPEÑADOS

Los testimonios señalados en este capítulo nos evidencian que la mayoría de  
los migrantes mexicanos se dirigirán hacia el estado de California, donde el salario 
es mayor, además de tener en la mayoría de los casos familiares que aguardan su 
llegada. Referente al trabajo, se emplearán en el sector secundario y terciario. Al 
respecto traemos algunos fragmentos de testimonios:

Ejemplo de la discriminación que viven algunos de los emigrantes a su llegada, 
y primeras impresiones al pisar suelo estadounidense:

 “Bien diferente, es otro mundo, cuando crucé dije: ¡guay, que bonito es esto¡ las 
carreteras, las casas, los olores..... La comparación con México es muy diferente. Lo 
sentí bonito, porque estar allí fue como una fantasía, llevaba muchos años imagi-
nándome como sería llegar allí, cuando llegas te quedas sorprendido… al principio 
cuando llegué pues sentí mucha discriminación parte de mi madre, y la gente de la 
calle, estos me decían espalda mojada, pues créeme que de las únicas personas que 
sentí amor y cariño, o ,por lo menos buen trato hacía mi fueron las personas mayores, 
independientemente que fueran gabachos,(ciudadanos estadounidense) sí que me 
trataban bastante bien, quizás por ser un niño y ellos por ser mayores tienen esa 
compasión de la vida, respecto a  la comida me fue bastante fácil porque me gustaban 
mucho las hamburguesas, las pizzas… la verdad que  no fue difícil para mí”. (E-11)

Hemos seleccionado un fragmento de testimonio que nos describe el miedo 
permanente con el que viven los emigrantes a ser deportado en cualquier momento 
debido a su “irregularidad”, además del odio generado por parte de los chicanos:
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“Esa ciudad pasaba mucho la migra y yo no podía salir para la tienda ni nada, 
recuerdo que estaba siempre en mi casa… mi hermana me estaba echando la mano 
y tampoco quería que fuera una dependencia para ella. Un día le dije a mi cuñado 
que por favor me dejara irme con él, a pesar de que la migra me pudiera deportar. 
Entonces empecé a trabajar con él en la construcción, me daba unos 100 $ al día, 
recuerdo que lo ganaba bien, cerca de 240 $ al día, pero esa cantidad era para 
repartirlo. Cuando yo llegué allí, mi hermana llevaba en USA trabajando unos 
siete años con mi cuñado, sólo tenía “papeles” mi cuñado y mi sobrino, que eran los 
nacidos allí. La comida para mí fue choque bastante grande, aunque mi hermana 
cocinaba, y al menos intentaba hacer de comer comida mexicana, pero el sabor no es 
el mismo, inclusive estando tan cerca de la frontera mexicana… Pasado un tiempo, 
mi hermana quiso que nos mudáramos, porque cada momento pasaba la migra, 
recuerdo que los mismos “chicanos” eran lo que te echaban a la migra, ¡fíjate qué 
ironía no¡¡ que los propios mexicano de segunda generación fuesen los más racista¡ 
y los que te echan a la migra¡, cuando llegaban, todo el mundo salía corriendo y al 
que agarraban, lo aventaban4 para México”. (E-11)

En los siguientes testimonios vemos la evidencia de que existen las redes mi-
gratorias:

“Tengo mi tío, que hace más de 8 años que no lo veo y allá me está esperando, 
hablo con él todos los días , además, también tengo más familia en EE.UU, primos 
y más tíos, todos ellos en California. Mi destino va a ser Los Ángeles (California)… 
( ) De aquí en adelante mi vida va a cambiar completamente, va a ser una nueva 
vida, la mejor vida seguro, yo confío en Dios, tengo fe en él y sé que todo me va a salir 
bien. Estados Unidos está recibiendo mexicanos, siendo mexicano a uno lo reciben 
sin problema por la visa humanitaria, aunque primero te dejan tres o cuatro día en 
migración y luego te sueltan”. (E-12)

“Ahora que estoy en la frontera y tengo mucha familia que están esperándome en 
EE.UU., tíos, tías, primos etc... Se me viene a la cabeza cuando era pequeñito, como 
yo llamaba a la familia de EE.UU y le pedía que me mandaran 20, 30,40 dólares, 
ahora yo estaba pensando en eso, poder mandar dinero a la familia que se queda en 
México. Mi familia que estaba en EE.UU. me decían: Ernesto tú sólo ves el dinero 
que yo te mando, pero no vas a saber cómo se ha ganado y el trabajo que lleva detrás 
conseguirlo. Ellos me hacían ver el valor del dinero y que no se podía malgastar. Yo he 
sufrido mucho en la vida, y me ha costado mucho llegar hasta llegar aquí, por eso es 
que tengo mucha ambición para ayudar a mi familia, como en su día me ayudaron 
a mí. Quiero traerme a mi familia que dejé en Guanajuato”. (E-13)

4 Término que utilizan los mexicanos refi riéndose al proceso de deportación.
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“No pienso mucho en eso, pero todo el mundo sabe que la vida allí es muy buena, 
yo hablé con mi tía que vive allí y le dije que mi intención es estudiar, ella me dijo 
que me iba a ayudar a pagar la carrera. Ella vive en California. A mí me gusta-
ría estudiar medicina, siempre ha sido mi sueño ser médico. Al otro lado con una 
profesión buena vas a ganar también mucho más dinero que el que no la tiene. Yo 
siempre soñé con ir a Estados Unidos. Si mi padre no hubiera sido deportado yo ya 
hubiera llegado a los Estados Unidos hace mucho tiempo”. (E-14)

6. CONSECUENCIAS DE LA EMIGRACIÓN EN EL LUGAR DE 
ORIGEN

El emigrante durante su proceso de adaptación al país estadounidense, transita 
por las siguientes fases:

1. Aculturación norteamericana tanto en la apariencia personal (vestimenta), 
comportamientos y  vocabulario utilizado.  

2. Necesidad de volver a su ciudad de origen y demostrar mediante la adquisi-
ción de bienes, fruto del capitalismo,  que ya no es el mismo indocumentado 
que años atrás partió hacia tierras estadounidenses, sino todo un señor 
residente y triunfador.

3. Desestructuración familiar, debido en gran parte a que, con el paso de los 
años, los padres de familia que años atrás emigraron en busca de propor-
cionar una vida mejor a su familia que quedó en origen, han formado un 
segundo hogar en EE.UU.

“…al regresar a Tijuana, como te dije empecé a trabajar de nuevo en el mismo 
trabajo que estaba antes de cruzar al otro lado, durante ese tiempo pues conocí una 
chica y su viviendo con ella varios años, ella me apoyó mucho la muerte de mi papá 
que murió el otro lado y yo no pude ir a velarlo por no tener papeles, curiosamente 
hace un mes también falleció mi madre, y allí se veló también Estados Unidos... 
¡Es duro en¡ ¡que no te dejen cruzar para ver a tu madre una última vez¡, ¡ni ir al 
hospital, ¡al velatorio¡ a ¡nada¡. (E-15)

“…El Consejo que yo les daría a los demás migrantes una vez yo he estado vivien-
do allí, es que si han tomado esta decisión, que la piensen otra vez y recapaciten, si 
han dejado hijos, mujer, familia, porque lo más importante de la vida es la familia, 
el dinero no. Yo hasta ahora no me he dado cuenta, para mí puede que sea tarde, 
pero para otras personas no, que piensen las cosas antes de venirse, porque lo más 
hermoso es la familia, los hijos, pero a veces la necesidad los ciegan, y que les vaya 
bien, que se cuiden  y que dios me los proteja, eso es todo”.  (E-16)



ANTONIO PALMERO MURIEL, EVA Mª SOTOMAYOR MORALES Y ENRIQUE PASTOR SELLER

 278 

“…Volviendo a la separación, con mi hijo, a raíz de dejarlo con mi ex, aunque no 
estuviera casado, no me dejó verlo durante toda su juventud, adolescencia y posterior 
madurez, ahora tiene 24 años y nunca más pude verle. Por mis hermanos, que no 
perdieron el contacto, sé que jamás tuvo una mala vida, de hecho está trabajando en 
un banco. Él no quiere saber de mí porque piensa que nunca le quise ver, y bueno, 
por esta mujer, por su conducta  le decía que yo me negaba  a verle, pero eso es men-
tira. De las poca cosa que recuerdo de mi hijo, por qué a los cinco año fue cuando 
me separé de la madre, hay un jueguito que si volviera verlo…..(empieza a llorar) 
jugamos a carreras en el parque,  mi niño me decía:  ¡papá  corres bien rápido¡ y 
decía : ¡sí hijo¡ es que a uno grande tú nunca le vas a ganar. Y mi mujer me decía 
que yo nunca le dejaba ganar a mi hijo. Otro jueguito que teníamos era agarrarnos 
del brazo, le decía: “hijo mío, abrázame con toda tu fuerza, porque habrá el día en 
el que yo no podré aguantar tu fuerza, cuando yo sea más mayor, o cuando ya no esté 
en este mundo. Pero como te dije de nunca más volví a verlo. “  (E-17)

“Yo tengo varios amigos en Estados Unidos. La vida en Michoacán (México) 
antes de yo salir no era igual que cuando yo era pequeño, es por eso que yo salí de 
allí. Mi padre no tenía papeles en Estados Unidos, él estaba en Colorado cuando 
fue deportado y ahí comenzó no un poquito, sino muchísimos problemas. Siendo 
imposible vivir en México. Antes de eso yo, mis hermanos y mi mamá que quedamos 
solitos acá en México teníamos cubiertas todas las necesidades, vivíamos muy bien, 
pero todo cambió del día a la mañana”. (E-18)

“La vida en Estados Unidos fue muy buena para él (padre), ya que se ganaba más 
dinero que en Zitácuaro (México). Aquí necesitas hacer 20 veces el mismo trabajo 
que en Estados Unidos al día para ganar una décima parte de lo que ganas allí. Mi 
papá no pudo ir a la escuela y en México sólo podía trabajar en la agricultura, él 
siempre ha sido muy trabajador. Durante los primeros años que mi papá estuvo tra-
bajando en estados unidos, nos enviaba semanalmente unos 200 dólares, a partir de 
ahí según me dijeron mis primos se echó una novia, y poco a poco empezó a mandar 
menos dinero, menos…hasta que ya se olvidó de nosotros”. (E-19)
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Resumen: El objetivo principal del presente proyecto de investigación es el de analizar 
las políticas públicas vigentes, así como el ejercicio que la ciudadanía lleva a cabo, para 
la construcción de lo que se ha denominado: un nuevo proceso de “Reconceptualiza-
ción del Trabajo Social”; el cual permita identifi car los nuevos espacios de intervención; 
promoviendo a la vez, la participación activa de los estudiantes de manera responsable y 
comprometida. Generando también un habitus crítico de la realidad social y el Trabajo 
Social en la nueva generación de trabajadores sociales; analizando –incluso– el diseño y 
la ejecución de las políticas públicas. Todo ello en cuanto al nivel de participación activa 
de la sociedad civil y cómo ésta es tomada en cuenta; conociendo el rol del trabajador 
social en el área de seguridad y responsabilidad social; debatiendo –por último– acerca de 
la necesidad de la generación de un nuevo proceso de “Reconceptualización del Trabajo 
Social”; todo ello desde la perspectiva de los docentes, los estudiantes y de los profesionales 
en la materia. ¿Cómo introducir el fenómeno tratado en la memoria histórica?, ¿cómo pro-
piciar la narrativa sobre la violencia producida por el confl icto armado interno? Estas son 
solo algunas de las preguntas resueltas a través de un ejercicio práctico, sobre los derechos 
humanos y la violencia: gobierno y gobernanza. Además, las metodologías aprendidas, a 
través de la experiencia, también el concepto de víctima, de sus derechos, de la verdad, la 
justicia y la reparación misma, resultan fundamentales. 

Palabras clave:  Reconceptualización del trabajo social, desapariciones forzadas, servicios 
sociales, víctimas, modelos, rectoría del Estado, seguridad, representaciones sociales. 
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1. APROXIMACIÓN AL TEMA 

El objetivo del presente estudio es explicar las representaciones sociales en 
torno al caso de 43 estudiantes desaparecidos la noche del 26 de septiembre de 
2014, aunque en el acto mueren seis personas y 25 resultan heridas; sin embargo, 
el imaginario social está prácticamente centrado en los normalistas secuestrados. 
Para tal propósito, se llevó a cabo una investigación no experimental con una 
selección no probabilística de sujetos que respondieron a cuestionarios, escalas e 
inventarios; todos ellos relativos a percepciones y expectativas determinantes de la 
justicia indicada por las demandas de presentación con vida o el enjuiciamiento 
de los responsables. 

El estudio se inscribe en el área de ciencias sociales, disciplina del Trabajo So-
cial, área de especialización en gobernanza de la seguridad, pero también puede ser 
evaluado desde disciplinas tales como: la sociología de la violencia, la psicología de 
la agresión o bien la antropología de los delitos de lesa humanidad. 

De esta suerte, el proyecto fue incentivado por las discusiones contemporáneas 
acerca de la atención a víctimas como asignatura pendiente en las políticas y los 
servicios sociales de pacifi cación, ello con énfasis en la atención a las víctimas. 

Sin embargo, fue preciso establecer las representaciones sociales en torno a 
los 43 normalistas desaparecidos, ya que éstas se originan por el establecimiento 
de una agenda pública, la cual al difundirse en un imaginario social centrado en 
fi guras retóricas tales como: “vivos se los llevaron, vivos los queremos”, o bien, esa 
especie de mantra de: “fue el Estado”. 

Es decir, que el suceso ha tenido un alcance tal que no sólo fue un aconteci-
miento de movilización global a favor de las víctimas y de los familiares de los 43 
normalistas desaparecidos, sino que además se ha generado una propaganda ofi cial 
del Estado que centra su interés en demostrar “la verdad histórica”, así como el 
surgimiento de contra-propaganda enfocada en demostrar la responsabilidad del 
gobierno local y federal. 

De esta manera, ambas propagandas confi guraron una agenda pública en la que 
los temas centrales han sido: 1) la presentación con vida de los desaparecidos, 2) el 
deslinde de responsabilidades, 3) la credibilidad de la propaganda del estado y la 
contra-propaganda de la sociedad civil y 4) la legitimidad de las versiones periciales; 
empero, la atención a víctimas parece ser un tema accesorio. 

Es decir, que mientras los actores políticos, sociales y mediáticos se han con-
centrado en la verosimilitud de las pruebas; ello con la fi nalidad de deslindar 
responsabilidades y lanzar acusaciones, los familiares y las amistades de los 43 
desaparecidos han sido catalogadas al margen del caso. 
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Tal situación es de suma importancia para el Trabajo Social, ello en virtud 
de que es una disciplina interesada en la medición de confl ictos entre los actores 
políticos y sociales, pero que al estar implicados los medios de comunicación, el 
estudio de las representaciones sociales conlleva un diagnóstico más asertivo para 
la atención a las víctimas. 

A menudo, los crímenes de lesa humanidad son abordados por su esencia 
política, ya que se conceptualiza al Estado como un Leviatán capaz de procurar la 
seguridad y prevenir el delito, así como el de garantizar la paz social, excluyendo a 
los actores sociales –normalistas desaparecidos y sus grupos de referencia en duelo–. 
O bien, se realizan investigaciones sobre el duelo por la pérdida de los normalistas 
sin considerar el confl icto que generó su desaparición. 

Por lo tanto, el Trabajo Social es la disciplina abocada al estudio de los confl ictos 
entre gobernantes y gobernados con respecto a la seguridad pública y la paz social, 
con evidente énfasis en la atención a víctimas a través de la mediación.  Esto es así 
porque la historia de la disciplina evidencia su desarrollo que va desde considerar 
a la sociedad civil como personas indefensas, hasta asumirlas como protagonistas 
de su seguridad. 

En el caso del Estado, la disciplina del trabajo social ha venido avanzando en su 
análisis como rector de la seguridad pública, hasta la indagación de sus procesos de 
corrupción, negligencia, opacidad, nepotismo o discrecionalidad; los cuales inhi-
ben la construcción de la paz social, la reconciliación nacional o la reivindicación 
de sectores violentados. 

A partir de estas consideraciones, el presente trabajo expone la historia de la 
rectoría del Estado en materia de seguridad, repasando los modelos de seguridad 
territorial, nacional, pública, ciudadana y privada; todo ello con la fi nalidad de 
discutir su pertinencia en el caso de los 43 normalistas desaparecidos. En seguida, 
se describen algunas entrevistas referentes a los acontecimientos del caso Ayotzi-
napa. Posteriormente, se presentan los resultados del estudio siguiendo una lógica 
hipotética deductiva, acerca de cómo las representaciones sociales de la muestra 
encuestada, se derivan de la difusión sistemática de los temas establecidos en la 
agenda pública sobre el caso Ayotzinapa. 

Una vez presentado el diagnóstico de las representaciones sociales de los 43 
normalistas desaparecidos, se procedió a exponer los factores que suponen la 
pacifi cación social entre los que destacan las dimensiones morales, normativas, 
jurídicas y sociales. 

Por consiguiente, en el capítulo subsecuente se exponen los modelos de inter-
vención del Trabajo Social, ello con la fi nalidad de discutir sus alcances y límites 
en la solución del confl icto y la construcción de una agenda de paz pública, así 
como el reconocimiento de las víctimas y su proceso de duelo. 
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Por último, se ofrece una alternativa de solución al confl icto entre las auto-
ridades y los sectores disidentes de la sociedad civil a partir de un dispositivo de 
mediación, aunque se advierten posturas irreconciliables entre las políticas de 
seguridad y las iniciativas civiles, la pacifi cación es un escenario latente que puede 
ser alcanzado con el concurso de los actores políticos, sociales y mediáticos. 

2. LA RECTORÍA DEL ESTADO EN TORNO A LA SEGURIDAD

Los escenarios que legitiman al Estado son conocidos como: 1) riesgos, 2) ame-
nazas y 3) vulnerabilidad. Las políticas de seguridad que por su grado de prevención 
y focalización son identifi cadas como: seguridad territorial, seguridad nacional, 
seguridad pública, seguridad ciudadana y seguridad privada. Cada uno de los tres 
escenarios no sólo está vinculado con las políticas de seguridad, sino que además 
vienen a contribuir a la rectoría del Estado. 

La rectoría del Estado puede observarse en diferentes niveles siempre que se 
analice: su propaganda, su agenda, la representación y la confi anza; así como los 
efectos de las políticas de seguridad que incidan directamente en la ciudadanía 
(véase tabla 1).

Tabla 1. Efectos de la rectoría del Estado en materia de seguridad.

Seguridad Propaganda Agenda Representación Confi anza 
Territorial El Estado absolutista 

difunde su función de 
representante divino, 
misma que materia-
liza en el cuidado de 
su patrimonio con la 
fi nalidad de legitimar 
su poder sobre los 
súbditos.

El tema de la 
vigilancia es pre-
ponderante en la 
política de segu-
ridad. 

La vigilancia del Es-
tado es simbolizada 
por los súbditos 
como una garantía 
de su seguridad. 

Los súbditos de-
penden emocio-
nalmente de la ca-
pacidad bélica del 
Estado.

Nacional El Estado incluye a 
los ciudadanos en la 
demarcación de sus 
fronteras, difundien-
do la idea de unión 
entre gobernante y 
gobernados.

El tema de la 
unión e iden-
tidad es hege-
mónico en el 
discurso del go-
bernante. 

La identidad es 
simbolizada por los 
gobernados como 
una garantía de pa-
cifi cación interna y 
beligerancia exter-
na.

Los gobernados 
dependen de la ca-
pacidad persuasiva 
de sus gobernan-
tes .
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Seguridad Propaganda Agenda Representación Confi anza 
Pública El Estado reconoce 

la importancia de 
su gestión y admi-
nistración de la vida 
pública, respetando 
la privacidad de sus 
gobernados. 

Los temas pú-
blicos y privados 
son esenciales en 
la relación Esta-
do-ciudadanía.

La privacidad es 
simbolizada como 
un derecho y lo pú-
blico es un imagi-
nario de conformi-
dad y obediencia.

Los ciudadanos 
dependen de la 
gestión y adminis-
tración pública del 
Estado. 

Ciudadana El Estado difunde y 
facilita la autonomía 
de los ciudadanos con 
respecto a sus capaci-
dades de organización 
en materia de seguri-
dad. 

Los temas con-
cernientes a los 
derechos huma-
nos son priorita-
rios en la política 
de seguridad.

Los derechos hu-
manos son simbo-
lizados como una 
garantía de defensa 
ante el poder del 
Estado. 

Los ciudadanos se 
independizan de la 
gestión, pero no de 
la administración 
de seguridad del 
Estado. 

Privada El Estado delega en 
el individuo su pro-
pia seguridad, coad-
yuvando a sus usos 
y costumbres en la 
prevención del delito 
y la autodefensa de 
su propiedad y vida 
privada. 

Los temas de au-
todefensa y pre-
vención del de-
lito son centrales 
en el discurso del 
gobierno.

La autodefensa es 
simbolizada como 
una independencia 
del individuo fren-
te al Estado. 

Los individuos 
prescinden de las 
fuerzas de seguri-
dad del Estado. 

Fuente: Elaboración propia.

No obstante que la rectoría del Estado supone diferentes grados de políticas de 
seguridad ante riesgos, amenazas y vulnerabilidades; es realmente posible advertir 
que, tanto el diálogo como la corresponsabilidad entre gobernantes y gobernados 
parece distanciarse de los actores, ello en virtud de que la seguridad privada está –de 
alguna manera– sustituyendo a las demás formas de seguridad. 

Ahora bien, en el marco de lo que es, por una parte, la seguridad pública, y por 
la otra la denominada seguridad ciudadana; la diferencia entre el gasto destinado 
a la seguridad y la tasa de delitos podrían incentivar no sólo las asimetrías entre 
las políticas de seguridad y las representaciones sociales de la seguridad, sino que, 
además, un imaginario en el que la rectoría del Estado se desvanece y es, para fi nes 
prácticos, sustituida por la seguridad privada (ver Figura 1).



JAVIER CARREÓN GUILLÉN

 286 

Figura 1. Diferencias entre gasto para la seguridad y la tasa de delitos.

Fuente: INEGI (2010).

La rectoría del Estado puede estar indicada por el monto del presupuesto desti-
nado a la seguridad, pero si la tasa de delitos alcanza porcentajes altos con respecto 
a la muestra de habitantes, entonces el indicador presupuestal se desvanece ante el 
incremento galopante de los delitos. 

A partir de estas discrepancias entre el gasto de seguridad y la tasa delictiva, se 
forja una representación social de la pérdida de la rectoría del Estado que estaría 
indicada por bajos niveles de percepciones y expectativas en torno a la libertad, la 
moralidad, la represión, la censura, la disidencia, el liderazgo y la justicia. 

Es decir, que tanto la inefi ciencia, la inefi cacia, como la inefectividad; percibi-
das en torno a las políticas de seguridad y con base en el gasto destinado, la ciuda-
danía desarrolla un imaginario en el que simboliza al Estado como una instancia 
corrupta, indecente, negligente, inmoral, nepotista y represora; carente, por lo 
mismo, de liderazgo y capacidad de gestión como administradora de las fuerzas 
de seguridad y, por consiguiente, como productora de injusticia. 

La desconfi anza ciudadana para con sus autoridades no sólo deriva de las 
representaciones sociales de su rectoría perdida, sino que, además, son generadas 
por la capacidad de autorganización y autogestión de sectores civiles en cuanto a 
su seguridad privada. 

En este sentido, la legitimidad de la rectoría del Estado es cuestionada y por 
ende simbolizada como una instancia corrupta, ya que delega responsabilidades 
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a los sectores civiles organizados en autodefensas o autogestoras de su propia se-
guridad privada. 

En este escenario de riesgo, amenaza y vulnerabilidad de los actores políticos y 
sociales, los acontecimientos de lesa humanidad o desaparición forzada evidencian 
la ausencia del Estado rector y la emergencia de las representaciones sociales como 
indicadoras de la autorganización de la sociedad civil. 

3. EL ENCUADRE DEL CASO AYOTZINAPA

Si los estudios de la rectoría del Estado en materia de seguridad muestran la 
formación de una representación social acorde a la corrupción política y la colu-
sión con la delincuencia organizada por parte de las instituciones de procuración 
de justicia, entonces el caso de los 43 normalistas desaparecidos se encuadra en 
el imaginario de justicia por el genocidio atribuido a la presidencia municipal, 
estatal y federal. 

Se trata de simbolizaciones que desarrollan diversos signifi cados en torno a 
la pérdida de la rectoría del Estado y la emergencia de la seguridad ciudadana, 
como de la seguridad privada que sustituyen el esquema de seguridad territorial, 
nacional y pública. La representación social del caso Ayotzianapa, si se considera al 
encuadre como un proceso sistemático de establecimiento de temas, entonces será 
posible el análisis de su agenda centrada en el núcleo fi gurativo o centralidad de 
imágenes y contenidos con respecto al cinturón fi gurativo o periferia de símbolos 
y signifi cados en torno a un suceso. 

El análisis mediático del caso Ayotzinapa, centrado en la agenda periodística, 
pone de relieve un paralelismo entre las acciones gubernamentales y la moviliza-
ción social. Ambas orientadas hacia del deslinde de responsabilidades a partir de 
una fuente científi ca de confi anza, aunque el Laboratorio de Innsbruck de Austria 
(LIA), el Grupo de Investigadores Expertos Independientes (GIEI) y el Equipo 
Argentino de Antropología Forense (EAAF) no siempre concuerden con el discurso 
del gobierno. 

La agenda establecida por el periódico Excélsior, de circulación nacional, en el 
caso Ayotzinapa está centrada en la contradicción de las indagatorias, experimentos 
y evidencias en torno al asesinato e incineración de los 43 normalistas desaparecidos 
(véase Tabla 2).
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Tabla 2. Agenda mediática del caso Ayotzinapa 
Fecha Acontecimiento Centralidad Periferia 

26-IX-
2014

Ataque de la policía a nor-
malistas

6 muertos. 25 heridos y 46 
desaparecidos

Violencia policiaca

28-IX-
2014

Detención de 22 policías 22 policías indiciados Corrupción policiaca

30-IX-
2016

Fuga del Alcalde de Iguala José Luis Abarca prófugo, 
alcalde municipal 

Negligencia Política

4-X-2014 La PGR atrae el caso Procuraduría General de la 
República

Relevancia federal 

17-X-
2014

Captura de autor intelectual Sinodrio Covarrubias capo 
de “Guerreros Unidos”

Deslinde de responsa-
bilidades

22-X-
2014

La PGR culpa a presidente 
local y su esposa

José Luis Abarca prófugo, 
alcalde municipal 

Corrupción política 
local 

23-X-
2014

Renuncia de gobernador Ángel Aguirre, gobernador  Deslinde de responsa-
bilidades

29-X-
2014

Reunión de víctimas con el 
presidente

Enrique Peña Nieto, 
presidente  

Promesa de intensifi -
cación de búsqueda

7-XI-
2014

Muerte ofi cializada de los 43 
desaparecidos 

Basurero de Cocula, 
escenario de asesinato e 
incineración 

Confesiones de 
asesinos

7-XII-
2014

Primera identifi cación en 
laboratorio de Innsbruck, 
Austria 

Alexander Mora, primer 
normalista identifi cado

Relevancia pericial 

27-I-2015 Conferencia de la “Verdad 
Histórica”

Jesús Murillo Karam, ex 
Procurador General

Asesinato e Incinera-
ción en el basurero de 
Cocula

1-III-
2015

CIDH designa el GIEI Grupo Interdisciplinario 
de Expertos Independien-
tes

Investigación desde 
los Derechos Huma-
nos 

16-IX-
2015

Segunda identifi cación en 
laboratorio de Innsbruck, 
Austria 

Jhosivani Guerrero, segun-
do normalista identifi cado 

Relevancia pericial, 
social y política 

24-IX-
2015

Fiscalía Especializada para la 
Búsqueda de Desaparecidos

Atención a víctimas Política de atención a 
víctimas 

30_XI-
2015

Fiscalía Especializada en la 
Búsqueda de los 43 norma-
listas desaparecidos

Atención a víctimas Política de atención 
víctimas 

9-II-2016 Dictamen del Equipo Argen-
tino de Antropología Forense 

Indicios nulos de asesinato 
e incineración en el basure-
ro de Cocula

Relevancia científi ca 
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Fecha Acontecimiento Centralidad Periferia 
1-IV-
2016

Nuevo peritaje en el basurero 
de Cocula 

Descalifi cación del GIEI 17 normalistas fueron 
incinerados en el 
basurero 

19-VIII-
2016

Familiares rompen diálogo 
con el Estado 

Tomás Cerón, Director de 
la Agencia de Investigación 
Criminal 

Exigencias de destitu-
ción del director 

13-IX-
2016

Experimento de incineración 
revierte el asesinato e incine-
ración de los 43 normalistas 
en el basurero de Cocula 

José Torero, experto foren-
se en materia de incinera-
ción 

Relevancia científi ca 
experimental 

14-IX-
2016

Renuncia de director de 
Agencia de Investigación 
Criminal 

Tomás Cerón, Director de 
Agencia... 

Política de rotación de 
funcionarios 

Fuente: Elaborada con base en información obtenida del periódico Excélsior. 

Es posible advertir que en el caso del diario Excélsior, la desaparición de los 43 
normalistas de Ayotzinapa, la agenda no está centrada en las víctimas salvo en el 
caso de los últimos acontecimientos relativos a la creación de la Fiscalía Especiali-
zada para la Búsqueda de Desaparecidos (FEBD), y la Fiscalía Especializada para 
la Búsqueda de los Jóvenes (FEBJ). 

Sin embargo, prevalecen discursos y sobre todo narrativas en torno al caso de 
Ayotzinapa, que lo consideran como un evento contra la humanidad misma (de-
lito de lesa humanidad), un genocidio, o bien, un proceso de impunidad política 
bastante característico del Estado mexicano. 

4. DISCURSOS EN TORNO AL CASO AYOTZINAPA

Los crímenes contra la humanidad son simbolizados de acuerdo a un núcleo 
fi gurativo que, en el caso de Ayotzinapa, una muestra de declaraciones de actores 
de diferentes sexos, edad y estatus socioeconómico advierten:

“El genocidio no está lejos de México ¿Entonces cómo se les puede llamar 
a lo que les pasó a los normalistas? Estamos ante crímenes de lesa humanidad” 
(Juez Baltazar Garzón, 10 de octubre de 2014) 

“¿Qué comisiones de derechos humanos son esas que existen en ese país, 
que están ausentes y omisas ante crímenes de lesa humanidad mientras que los 
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verdaderos activistas de derechos humanos son asesinados?” (Boaventura de 
Souza Santos, 16 de noviembre de 2014). 

“Nosotros ahorita estamos califi cando estos delitos como de lesa humanidad, 
por la desaparición forzada de los estudiantes, al atentado y el tema de graves 
omisiones en materia de seguridad pública que se propiciaron en el propio 
estado y en particular en la ciudad de Iguala”. (Raúl Plascencia Villanueva, 8 
de noviembre de 2016)

Las declaraciones de estos tres actores de reconocido prestigio en materia de 
análisis de derechos humanos e impartición de justicia, muestran un núcleo fi -
gurativo centrado en la categorización del caso Ayotzinapa, como un crimen de 
lesa humanidad los cuales contrastan con la representación social de actores de la 
sociedad civil. 

“Fue el Estado porque históricamente ha sido capaz de enfrentar a un sector 
desprotegido del pueblo contra sus propios correligionarios. El Estado mexi-
cano es capaz de enfrentar a la sociedad contra la sociedad misma”. (activista 
estudiante de 22 años)

“Yo creo que fue el Estado, desde que tengo uso de razón he escuchado que 
el gobierno ha perseguido y asesinado a estudiantes, entonces creo que lo de 
Ayotzinapa es igual que lo de Tlatelolco”. (comerciante urbano de 52 años)

“¿Quién más que el Estado? Nadie puede desaparecer sin que el Estado se 
entere o él mismo ejecute la desaparición. Los cárteles y los delincuentes son 
sus empleados al igual que los sicarios o narcos”. (jefa de familia de 49 años)

Es decir, que la representación social del caso Ayoitzinapa está centrada en 
la culpabilidad atribuida al Estado, pero no sólo por la magnitud e impacto del 
acontecimiento, el cual, al ser califi cado de lesa humanidad por expertos, corres-
pondería con el imaginario ciudadano de la omnipresencia del Estado, sino que, 
además porque cada uno de los sucesos parece relacionarse con el autoritarismo 
percibido de la sociedad civil con respecto a sus gobernantes. 

De esta forma, la categoría lesa humanidad para el caso de los expertos, supone 
el posicionamiento discursivo, sesgo de atribución causal al asociar un evento con 
un actor supuestamente responsable, de un actor político (el Estado, el gobierno) 
que refl eja su historicidad autoritaria. 

En contraste, el posicionamiento discursivo de los no expertos para con el actor 
político, consiste más bien en la identifi cación de su rectoría que estaría asociada 
a su política de represión a la disidencia y que no sólo ha sido observada por el 
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ciudadano, sino que además, es reconocida como su sello distintivo con respecto 
a otros actores. 

Ambos discursos de expertos y no expertos en derechos humanos, el de un 
Estado autoritario y el de un Estado omnipresente, compaginan con el discurso 
de los medios que encuadra al Estado en su propaganda de seguridad contraria a 
la propaganda de inseguridad construida por el GIEI y GAAF. 

5. REPRESENTACIONES SOCIALES DE LOS 43 ESTUDIANTES
 

La tabla 3 y la tabla 4 muestran las representaciones sociales de los 43 norma-
listas. Fueron ponderadas a partir de ocho dimensiones relativas a expectativas de 
represión (confi abilidad alfa de 0,881 y 27% de la varianza total explicada), mo-
ralidad percibida (alfa de 0,885 y 19% de la varianza total explicada), expectativa 
de censura (alfa de 0,882 y 17% de la varianza total explicada), libertad esperada 
(alfa de 0,887 y 13% de la varianza total explicada), crítica esperada (alfa de 0,884 
y 9% de la varianza total explicada), decencia esperada (alfa de 0,883 y 7% de la 
varianza total explicada), liderazgo (alfa de 0,883 y 5% de la varianza total expli-
cada) y justicia esperada (0,882 y 3% de la varianza total explicada). 

Tabla 3. Descriptivos y confi abilidad del instrumento.

Clave Subescala / reactivo M DE Alfa 
Subescala de Expectativa de represión 0,881

ER1 El Estado encarcelará a buscadores de secuestros 4,23 0,42 0,802
ER2 El Estado desaparecerá a quienes investiguen los secuestros 4,81 0,32 0,805
ER3 El Estado censurará a quienes denuncien los secuestros 4,02 0,46 0,814
ER4 Serán cooptados quienes apoyen a las víctimas de secuestros 3,69 0,38 0,825

Subescala de Moralidad percibida 0,885
MP1 Un Estado que protege a sus ciudadanos previene los secuestros 4,05 0,49 0,806
MP2 Los secuestros sólo se ven en las dictaduras 4,16 0,51 0,816
MP3 Un Estado rector de la seguridad resuelve los secuestros 4,38 0,24 0,815
MP4 Los secuestros son indicativos de la inseguridad pública 4,89 0,42 0,812

Subescala de Expectativa de censura 0,882
EC Las protestas por los secuestros serán difundidas como violentas 3,91 0,59 0,802
EC2 Los secuestros serán difundidos como delitos locales 4,37 0,53 0,843
EC3 La difusión de los secuestros será vista como propaganda política 4,06 0,59 0,813
EC4 Los secuestros serán denunciados como delitos pasionales 4,16 0,59 0,825

Subescala de Libertad esperada 0,887
LE1 Los secuestros abrirán la discusión pública 3,71 0,41 0,813
LE2 Las expresiones contra los secuestros inhibirán su proliferación 3,05 0,32 0,832



JAVIER CARREÓN GUILLÉN

 292 

Clave Subescala / reactivo M DE Alfa 
LE3 Los secuestros abrirán los ojos a víctimas potenciales 4,37 0,59 0,851
LE4 Las denuncias de secuestros permitirán una búsqueda policiaca 

expedita
3,26 0,43 0,862

Subescala de Crítica esperada 0,884
CE1 La rectoría de Estado será cuestionada si no se resuelven los 

secuestros
4,36 0,12 0,805

 CE2 Los secuestros son un presagió de censura social para el presi-
dente

4,01 0,24 0,824

CE3 La desconfi anza hacía el Estado será permanente sino resuelve 
los secuestros 

4,37 0,24 0,831

CE4 Los secuestros son indicativos de ingobernabilidad 4,37 0,16 0,852
Subescala de Decencia esperada 0,888

DE1 La corrupción política inhibirá la resolución de secuestros 4,43 0,31 0,814
DE2 Los secuestros serán resueltos por políticos negligentes 4,65 0,24 0,842
DE3 La opacidad política promoverá los secuestros 4,49 0,47 0,825
DE4 Los secuestros serán resueltos por el nepotismo político 4,83 0,32 0,836

Subescala de Liderazgo percibido 0,883
LP1 Los secuestros serán resueltos por los candidatos a la presidencia 4,39 0,15 0,815
LP2 El próximo presidente resolverá los secuestros 4,78 0,32 0,832
LP3 Los secuestros serán resueltos por el futuro alcalde la ciudad 3,27 0,28 0,852
LP4 El próximo procurador resolverá los secuestros 4,38 0,37 0,862

Subescala de Justicia esperada 0,882
JE1 Los secuestros requerirán de una estrategia de “cero tolerancias” 4,49 0,32 0,814
JE2 La prevención del delito será la estrategia a seguir con respecto a 

los secuestros
4,42 0,25 0,821

JE3 Los secuestros serán resueltos con pleno apego a la ley 4,69 0,32 0,832
JE4 La impartición de justicia en torno a los secuestros será garanti-

zada por el Estado
4,40 0,41 0,845

Fuente: Elaborada con los datos del estudio.

La confi abilidad general de la escala (alfa de 0,881) evidencia una consistencia 
interna adecuada y la validez del constructo muestra una adecuación y esfericidad 
⌠χ2 = 234 /45gl) p = 0,000; KMO = 0,613⌡ los cuales permitieron la estimación 
de los ocho factores anteriormente comentados. 
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Tabla 4. Validez del instrumento.

Clave Subescala / reactivo F1 F2 F3 F4 F5 F6 F7 F8
Subescala de Expectativa de repre-
sión

ER1 El Estado encarcelará a buscadores 
de secuestros

0,451

ER2 El Estado desaparecerá a quienes 
investiguen los secuestros

0,406

ER3 El Estado censurará a quienes de-
nuncien los secuestros

0,482

ER4 Serán cooptados quienes apoyen a 
las víctimas de secuestros

0,491

Subescala de Moralidad percibida
MP1 Un Estado que protege a sus ciuda-

danos previene los secuestros
0,303

MP2 Los secuestros sólo se ven en las 
dictaduras

0,336

MP3 Un Estado rector de la seguridad 
resuelve los secuestros

0,391

MP4 Los secuestros son indicativos de la 
inseguridad pública 

0,385

Subescala de Expectativa de censura
EC Las protestas por los secuestros 

serán difundidas como violentas
0,401

EC2 Los secuestros serán difundidos 
como delitos locales 

0,482

EC3 La difusión de los secuestros será 
vista como propaganda política

0,474

EC4 Los secuestros serán denunciados 
como delitos pasionales

0,485

Subescala de Libertad esperada
LE1 Los secuestros abrirán la discusión 

pública 
0,383

LE2 Las expresiones contra los secuestros 
inhibirán su proliferación

0,386

LE3 Los secuestros abrirán los ojos a 
víctimas potenciales 

0,305

LE4 Las denuncias de secuestros permiti-
rán una búsqueda policiaca expedita

0,391

Subescala de Crítica esperada
CE1 La rectoría de Estado será cuestiona-

da si no se resuelven los secuestros
0,486

 CE2 Los secuestros son un presagió de 
censura social para el presidente

0,456
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Clave Subescala / reactivo F1 F2 F3 F4 F5 F6 F7 F8
CE3 La desconfi anza hacía el Estado 

será permanente sino resuelve los 
secuestros 

0,437

CE4 Los secuestros son indicativos de 
ingobernabilidad 

0,472

Subescala de Decencia esperada
DE1 La corrupción política inhibirá la 

resolución de secuestros 
0,461

DE2 Los secuestros serán resueltos por 
políticos negligentes 

0,476

DE3 La opacidad política promoverá los 
secuestros 

0,437

DE4 Los secuestros serán resueltos por el 
nepotismo político 

0,491

Subescala de Liderazgo percibido
LP1 Los secuestros serán resueltos por 

los candidatos a la presidencia 
0,396

LP2 El próximo presidente resolverá los 
secuestros 

0,302

LP3 Los secuestros serán resueltos por el 
futuro alcalde la ciudad 

0,357

LP4 El próximo procurador resolverá los 
secuestros 

0,351

Subescala de Justicia esperada
JE1 Los secuestros requerirán de una 

estrategia de “cero tolerancias”
0,327

JE2 La prevención del delito será la 
estrategia a seguir con respecto a los 
secuestros

0,326

JE3 Los secuestros serán resueltos con 
pleno apego a la ley 

0,365

JE4 La impartición de justicia en torno 
a los secuestros será garantizada por 
el Estado

0,378

Método de extracción: ejes principales, rotación promax, análisis factorial exploratorio. Adecuación y esferici-
dad ⌠χ2 = 234 /45gl) p = 0,000; KMO = 0,613⌡. M = Media, DE = Desviación Estándar, Alfa = Consistencia 
interna de la subescala, F1 = Expectativa de represión (27% de la varianza total explicada), F2 = Moralidad 
pe4rcibida (19% de la varianza total explicada), F3 = Expectativa de censura (17% de la varianza total expli-
cada), F4 = Libertad esperada (13% de la varianza total explicada), F5 = Crítica esperada (9% de la varianza 
total explicada), F6 = Decencia esperada (7% de la varianza total explicada), F7 = Liderazgo percibido (5% 
de la varianza total explicada), F8 = Justicia esperada (3% de la varianza total explicada). 
Fuente: Elaborada con los datos del estudio.
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Las covarianzas entre los factores exógenos muestran signifi cativas, pero espu-
rias relaciones entre la moralidad percibida y las expectativas de censura (0,051, p 0 
0,008), la moralidad percibida con las expectativas de represión (0,176; p = 0,041) 
y las expectativas de censura con las expectativas de represión (0,144; p = 0,034). 

Tabla 5. Covarianzas entre los factores.

Estimación S.E. C.R. P
Moralidad percibida <--> Expectativas de censura ,051 ,398 2,642 ,008
Moralidad percibida <--> Expectativas de represión ,146 ,366 2,041 ,041
Expectativas de censura <--> Expectativas de represión ,144 ,422 ,340 ,034

Fuente: Elaborada con los datos del estudio.

En el caso específi co de las relaciones de dependencia entre los factores, destacan 
tanto la decencia percibida como la moralidad realmente percibida (0,308: p 0,38).

Tabla 6. Relaciones de dependencia entre los factores.

Estimación S.E. C.R. P
Libertad percibida <--- Moralidad percibida –,123 ,130 –,949 ,043
Crítica esperada <--- Moralidad percibida ,127 ,141 ,902 ,067
Libertad percibida <--- Expectativas de represión ,144 ,113 1,270 ,004
Crítica esperada <--- Expectativas de censura –,048 ,117 –,413 ,080
Decencia esperada <--- Moralidad percibida ,398 ,192 2,074 ,038
Decencia esperada <--- Libertad percibida –,138 ,216 –,640 ,022
Decencia esperada <--- Crítica esperada –,215 ,211 -1,022 ,007
Liderazgo percibido <--- Libertad percibida ,127 ,184 ,689 ,091
Liderazgo percibido <--- Crítica esperada ,114 ,177 ,646 ,018
Liderazgo percibido <--- Expectativas de censura ,050 ,133 ,375 ,008
Liderazgo percibido <--- Expectativas de represión ,048 ,141 ,342 ,032
Liderazgo percibido <--- Decencia esperada –,194 ,116 -1,671 ,095
Justicia esperada <--- Liderazgo percibido ,135 ,110 1,231 ,018
Justicia esperada <--- Libertad percibida –,031 ,145 –,217 ,028
Justicia esperada <--- Crítica esperada –,239 ,140 -1,712 ,087
Justicia esperada <--- Expectativas de represión –,010 ,111 –,094 ,025
Justicia esperada <--- Expectativas de censura –,026 ,104 –,251 ,002

Fuente: Elaborada con los datos del estudio. 

De esta manera, el modelo estructural ⌠χ2 = 456 (341 gl) p = 0,0132; GFI = 
0,970; CFI = 0,975; RMSEA = 0,000⌡ evidencia como predictor de la justicia 
percibida a la crítica esperada (-0,24).
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Figura 2. Representaciones sociales de la justicia.

Fuente: Elaborada con los datos del estudio.

Es decir, que las representaciones sociales del caso Ayotzinapa están centradas 
en la ausencia de crítica hacia el Estado y las expectativas de justicia, como es el 
caso del esclarecimiento del secuestro de los 43 normalistas. 

Por consiguiente, la construcción de una paz pública, centrada en la atención 
a víctimas no se gestaría desde el establecimiento de una agenda civil indicada por 
temas de debate y acuerdos de negociación para la reivindicación y la emancipación, 
sino más bien el proceso de pacifi cación se gestaría desde la ausencia de una racionali-
dad crítica, deliberada, planifi cada y sistemática de defensa de los derechos humanos. 

6. MODELOS DE TRABAJO SOCIAL PARA LA ATENCIÓN A 
VÍCTIMAS

Desde sus inicios el Trabajo Social ha generado modelos para promover la rectoría 
del Estado, o bien, propiciar la autogestión civil. En este sentido, la historia de la 
disciplina ha infl uido en la elaboración de los modelos de intervención. En la etapa 
de bienestar, el Estado generó políticas asistencialistas que el Trabajo Social asumió, 
prácticamente, como imperativos categóricos de salud, educación y empleo; siguien-
do las directrices de la cobertura a grupos y sectores civiles, la disciplina se interesó 
por producir modelos que coadyuvaron al fortalecimiento del corporativismo. 
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Fue así como el Trabajo Social incluyó en sus modelos de intervención algunos 
factores de índole económica, política y social; como son los casos de la difusión de 
campañas de planifi cación familiar, o en todo caso, la adhesión al tratamiento de 
enfermedades que, por su grado de impacto en la sociedad, se consideraron epide-
mias o pandemias, amenazantes para la dinámica económica de la nación. Es posible 
advertir que, en este periodo histórico, el Estado procuraba la seguridad territorial 
y desde esa lógica fortaleció a la familia como eje central de los servicios públicos. 

Ambos rubros, vacunación y planifi cación no fueron más que sinónimos de 
seguridad y bienestar social, la cual legitimó el control de las instituciones de salud y 
de seguridad por parte del Estado, pero en la medida en que una nueva generación de 
políticos consideró que los procesos y los productos del servicio público deberían ser 
un patrimonio exclusivo de familias de funcionarios, el Estado de Bienestar dio paso 
a un Estado patrimonialista muy próximo al neoliberal o gendarme, el cual hasta ese 
momento tenía la rectoría de la seguridad ya no territorial ni nacional, sino pública. 

En el esquema de la seguridad territorial el Trabajo Social concibió modelos 
centrados en la prevención de los confl ictos y la identidad nacional. Fue así como 
durante las campañas a favor del nacionalismo caudillista y revolucionario, la 
disciplina generó modelos que se enfocaron en reproducir las diferencias entre 
el nacionalismo y el extranjerismo representado por los Estados Unidos. A pesar 
de que los fl ujos migratorios se intensifi caron, el Trabajo Social no se interesó en 
orientar tales fl ujos hacia una defensa de los derechos humanos, ni siquiera hacia 
la salud ocupacional de los migrantes que se contrataban en condiciones laborales 
desfavorables a su dignidad. 

Respecto a las políticas de seguridad nacional que enfatizaron la identidad nacio-
nal, soslayando las demás identidades extranjeras, indígenas o afrodescendientes, la 
disciplina mostró poco interés en promover los valores de una nación de posguerra 
civil. Más bien, la encomienda fue promover la adherencia a un partido hegemónico, 
en evidente detrimento de otras opciones políticas. En ese sentido, los modelos de 
corte socialista que enfatizaron la solidaridad y la cooperación fueron erradicados del 
escenario de identidad nacional para ser sustituidos por modelos corporativista en los 
planos económico y político. Las nacientes cámaras, agrupaciones y sindicatos alrede-
dor del Estado caudillista y posrevolucionario, negaron formas de emprendimiento 
social y más bien orientaron las voluntades civiles a la dependencia, la obediencia y 
la conformidad para con el sistema político presidencialista. 

Sin embargo, una vez que el Estado de bienestar entró en crisis económica, la 
cual minó su patrimonio hasta el momento no previsto como tal, la clase política 
generó una ideología patrimonialista que consistió en preservar todo emblema, 
proceso, función o recurso utilizado por una familia de funcionarios durante el 
periodo del Estado posrevolucionario (1920-1970). El patrimonialismo generó 
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nuevas formas de relaciones entre gobernantes y gobernados, propiciando la re-
producción de las diferencias entre los actores políticos y sociales. 

A través de la difusión intensiva de una propaganda a favor de la rectoría del 
Estado en materia de bienestar, el Trabajo Social se alineó con lo que Foucault 
(1987; 2002; 2003, 2007) llama dispositivo de positividad y que consiste en la 
utilización de conocimientos académicos, científi cos y tecnológicos como instru-
mentos de legitimación de las políticas públicas del Estado. 

Fue así como el Estado de bienestar adquirió un tinte patrimonialista en el 
que los puestos importantes de la administración pública eran determinados dis-
crecionalmente por el presidente, pero ahora serían decididos desde las ofi cinas de 
funcionarios intermedios con un sesgo preferencial hacia amistades y familiares. 

En términos de efi ciencia, efi cacia y efectividad en la administración pública, 
el Estado se desvinculó de su objetivo de bienestar social e implementó progra-
mas y estrategias focalizados, los cuales benefi ciarían a los grupos de adherentes y 
simpatizantes a su ideología política. 

El Estado patrimonialista, a diferencia del Estado de bienestar, se desvinculó 
de las demandas y necesidades sociales, pero se enfocó en las expectativas y reque-
rimientos de la clase política, cuyo objetivo fue establecer diferencias signifi cativas 
con respecto a la sociedad civil. 

Una vez que el modelo patrimonialista aseguró sus bienes y procesos de la ad-
ministración pública, inició una transformación gradual hasta adquirir un rostro 
neoliberal que consistió en el desmantelamiento de las instituciones paraestatales, 
la reducción de los programas sociales y la implementación de una evaluación 
institucional para con aquellas instancias vinculadas al presupuesto gubernamental. 

El nuevo Estado neoliberal, una vez más propició un Trabajo Social orientado 
a la evaluación de las oportunidades y las capacidades de sectores marginados o 
excluidos de la sociedad civil, así como el freno a opciones de organización y de-
sarrollo cooperativistas o socialistas. 

Si en el Estado de bienestar el Trabajo Social se propuso promover la identi-
dad nacional, en cambio en el Estado patrimonialista la disciplina promovió la 
participación civil a través de adherencia a instituciones políticas auspiciadas por 
el Estado, ahora en el Estado neoliberal el Trabajo Social generó modelos e ins-
trumentos de evaluación que le permitieron orientar los presupuestos a sectores 
identifi cados con la propaganda del Estado. 

No obstante, la defensa de los derechos humanos avanzó hacia una incidencia 
en las políticas de atención a víctimas que, en el caso de la seguridad ciudadana 
es un instrumento de desempeño gubernamental. A diferencia de las políticas de 
seguridad territorial, nacional y pública que buscaron la unión nacional para con la 
prevención del delito y la construcción de relaciones libres de violencia, la seguridad 
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ciudadana plantea la conservación de valores y normas mediante la promoción de 
una moralidad ética de cooperación y solidaridad. 

En el marco de la seguridad ciudadana, los instrumentos de gestión del Estado 
dan paso a la autogestión civil, pero en la medida en que las tecnologías se desarrollan, 
la seguridad civil se torna en una seguridad privada. En ambos casos, seguridad ciu-
dadana y privada, el Trabajo Social ha generado modelos de intervención centrados 
en el individuo más que en los grupos, el patrimonio, la nación o el territorio. 

Los modelos centrados en el individuo niegan la posibilidad de que la ciudada-
nía se organice en grupos de observación, gestión y acción a favor de la seguridad 
común. De este modo, la disciplina se encuentra en una disyuntiva de regresar a sus 
orígenes en los que realizaba diagnósticos y promovía la seguridad como resultado 
de una cuestión social e interés común, ante la posibilidad de reducir sus modelos al 
aprendizaje de habilidades y conocimientos de auto cuidado y evitación de contacto. 

7. DISPOSITIVOS DE INTERVENCIÓN E INSTERCESIÓN

Un dispositivo es un concepto que explica un proceso de reproducción de las 
diferencias entre gobernantes y gobernados con respecto a la seguridad, las deman-
das y los recursos, las oportunidades y las capacidades de gestión y administración 
de políticas de seguridad, programas de prevención y estrategias de promoción.

En la concepción de Foucault (1987; 2002; 2003; 2007) el dispositivo tiene un 
alto contenido de positividad; es decir, de conocimiento en torno a un fenómeno 
como es el caso de la seguridad. 

De esta manera, un dispositivo de seguridad es aquel en el que una clase go-
bernante aprovecha todo el conocimiento posible respecto a un escenario, grupo 
o entorno para diferenciarse de los gobernados. 

Si en la etapa de bienestar social el dispositivo se implementó para distribuir 
los recursos entre los distintos sectores civiles. Ahora en el periodo neoliberal el 
dispositivo busca diferencias a los sectores civiles para implementar un control 
determinado de sus oportunidades y capacidades. La unión que antes se promo-
vía desde el Trabajo Social ahora es vista como un problema de operación en la 
designación de recursos, ya que éstos cada vez son más escasos y para poder ser 
distribuidos con equidad algunos sectores deben pagar cada vez más una alta tarifa, 
algunos otros sectores recibirán subsidios y otros sectores más se benefi ciarán con 
la condonación del pago de los servicios de seguridad. 

Por consiguiente, desde el Trabajo Social se han desarrollado modelos de inter-
cesión o mediación de confl ictos, cuando las políticas públicas generan diferencias 
entre los actores que culmina con confl ictos por la gestión de la seguridad. 
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De esta suerte, un modelo de intervención promueve las diferencias o busca 
reducirlas, subsanando las asimetrías; empero, un modelo de intercesión intensi-
fi ca las diferencias o similitudes al entablar una negociación entre las partes con 
la fi nalidad de llegar a un equilibrio de riesgos, amenazas y benefi cios. Por tanto, 
el modelo de intervención del Trabajo Social, consistiría en la reducción de la 
seguridad ciudadana y el aumento de la seguridad privada, ya que se asume como 
válido el principio de que el Estado y la ciudadanía forman un cogobierno y llegan 
a un acuerdo de corresponsabilidad tal, que la sociedad civil ya no depende de las 
fuerzas militares, sino que más bien genera una fi gura civil capaz de protegerla. En 
este escenario, la seguridad privada es hegemónica con respecto a otras formas de 
seguridad y el modelo de intervención busca seleccionar los talentos que confor-
marán el nuevo cuerpo de seguridad (véase fi gura 3). 

Figura 3. Modelo de intervención de seguridad privada consensuada entre el gobierno y la 
ciudadanía.

Fuente: Elaboración propia.
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En el modelo la negociación entre redes civiles e instituciones políticas gira en 
torno a la seguridad como valores, creencias, saberes, conocimientos, intenciones, 
diálogos, consensos y acciones orientadas a la construcción de una pacifi cación 
pública, mediante la gestión de la prevención del delito vía la promoción de estilos 
de vida libres de violencia, así como la impartición de justicia a través de un sistema 
de toma de decisiones concertada entre los actores políticos y sociales. 

En contraste, un modelo de intercesión más bien se interesaría por la trans-
ferencia de virtudes de los actores, ante un escenario de seguridad ciudadana o 
privada (véase fi gura 4).

Figura 4. Modelo de intercesión entre los actores políticos y sociales ante la seguridad.

Fuente: Elaboración propia.

 
En el caso del modelo de intercesión, la gobernanza o gobierno de redes civiles 

y esferas políticas está mediado por el Trabajo Social especializado en la resolución 
de confl ictos. El proceso es similar al del dispositivo de intervención, pero se asume 
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que existe una corresponsabilidad independiente de las necesidades y capacidades 
de los actores políticos y sociales. 

8. CONSIDERACIONES FINALES

El presente trabajo abordó el caso Ayotzinapa, desde una aproximación 
multidisciplinar con la fi nalidad de proponer dos modelos para la intervención e 
intercesión entre los intereses de los actores implicados. De esta suerte, la gestión 
y la administración de la seguridad ciudadana y privada se lleva a cabo a partir de 
las diferencias entre gobernantes y gobernados, pero también desde la historia de 
la disciplina. En ese sentido, el diagnóstico del caso Ayotzinapa con respecto a la 
representación social de los actores, determina la intervención o intercesión del 
Trabajo Social, considerando las políticas neoliberales más que de bienestar social 
o patrimonialistas. 

En el marco del neoliberalismo político, el diagnóstico de las representaciones 
sociales aporta en la construcción de la paz pública, reduciendo las diferencias entre 
los actores y rescatando las virtudes de la gestión estatal y la autogestión social, 
ambas sintetizadas en una cogestión socioestatal o gobernanza de la seguridad 
ciudadana y privada. 
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